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      Prólogo


      La magnitud de la crisis financiera y económica global que estalló en el segundo semestre de 2008 ha conmocionado a los expertos y a la opinión pública mundial, por lo que no resulta sorprendente que el debate económico se haya centrado en la crisis financiera internacional y su impacto en la economía real. Este debate ha girado en torno a las medidas de corto plazo para enfrentar la crisis y a la manera de superarla de la mejor forma posible.


      Llama la atención que este libro invite desde su inicio a asumir un enfoque de largo plazo y que insista en la necesidad de contar con una visión estratégica del futuro para la región. Existe un creciente consenso en América Latina y el Caribe acerca de que para tener éxito en la internacionalización de las economías en la era de la globalización, los fundamentos de estabilidad macroeconómica, si bien son una condición necesaria, no son suficientes para el desarrollo de los países de la región.


      A partir de esta constatación, los autores del libro, al igual que Fernando Fajnzylber en su época, orientan su mirada hacia un conjunto de países exitosos fuera de la región y a las consecuencias que las estrategias de mediano y largo plazo para la transformación productiva y el escalamiento exportador han tenido en su desarrollo.


      La importancia de la investigación que sustenta este libro radica no solo en el análisis de las estrategias en sí mismas, que se relacionan con un contexto económico, político y cultural que no es posible reproducir, sino además de los principios comunes que guían la formulación y la implementación de esas estrategias.


      Un primer elemento que se destaca es el grado y la naturaleza de la colaboración entre gobierno y sector privado, que inciden en el desarrollo de las estrategias de largo plazo y en la forma en que se implementan a través de programas e incentivos, en un marco de bien público. Esto es lo que los autores llaman “alianza público-privada”, tema fundamental desarrollado en este libro. Las experiencias seleccionadas muestran que la formulación de estrategias consensuadas e inteligentes, y la institucionalidad público-privada que la acompaña, tienen íntima relación con la eficacia de las políticas y programas que las sustentan.


      ¿Qué relevancia tiene esto para América Latina y el Caribe?


      Mientras que en la región se ha progresado en materia de estabilidad y, en cierta forma, de crecimiento exportador con respecto a la era previa a la crisis de la deuda, los países de la región han quedado rezagados respecto de sus competidores extrarregionales en más de un aspecto: crecimiento de la productividad, diversificación de las exportaciones e incorporación de valor agregado en las exportaciones y las actividades relacionadas. Esto puede explicar la vulnerabilidad frente a cambios imprevistos en los precios de los bienes primarios y la amenazadora competencia de los bajos salarios en países emergentes de Asia, Europa oriental y otras regiones que podrían reposicionarse en el futuro. También explica por qué los países de América Latina y el Caribe no han podido encaminarse en un proceso sostenido de reducción de la brecha de ingresos con respecto a los países ricos del mundo.


      Si bien los países de fuera de la región han dado prioridad a los fundamentos macroeconómicos, también han estado permanentemente reorientando sus políticas y revisando su estrategia para ascender en la jerarquía de producción y exportación mundial. Incluso esta actitud proactiva de mediano y largo plazo permite, después de la crisis internacional, que muchos países puedan recuperar rápidamente sus economías y reposicionarse con mayor competitividad.


      Respecto de América Latina y el Caribe, los autores señalan que, además del reciente estímulo económico frente a la recesión mundial, en muchos casos los programas públicos constituyen “edificios arqueológicos” heredados de un gobierno a otro, más que una constelación coherente de políticas resultantes de una estrategia con visión de futuro. Es más, muchas veces estos programas no disponen de recursos para su implementación y los equipos técnicos carecen de solidez, sufren de excesiva politización y no son fruto de un diálogo consistente e integrado con los actores privados. Si bien existen muchos factores que pueden explicar la falta de competitividad y desarrollo exportador de América Latina y el Caribe con relación a sus competidores, esta falta de enfoque estratégico y el carácter efímero de las alianzas público-privadas, junto con el debilitamiento de la capacidad del Estado, constituyen hechos que merecen una mayor atención en la región.


      El resultado de la investigación muestra un serio esfuerzo por examinar en profundidad el “cómo”, es decir, la dimensión microoperacional, incluido el apoyo específico de los programas e incentivos públicos. Los autores constatan que los detalles operacionales del desarrollo y la implementación de las estrategias son tan importantes como las estrategias mismas. Ciertamente, el enfoque en el “cómo” es la mayor novedad del estudio y constituye una dimensión a la que es más difícil acceder.


      Por último, cabe señalar la relevancia de la metodología inductiva empleada por los autores, que ha permitido descubrir, sobre la base de experiencias reales, algunos “primeros principios”, positivos y negativos, en el desarrollo y la implementación de las estrategias y de las alianzas publico-privadas de países exitosos fuera de la región.


      Sin duda, este libro constituye un aporte muy relevante al debate acerca de las alianzas público-privadas como elementos estratégicos necesarios para dar un salto importante hacia el desarrollo de América Latina y el Caribe.


      Alicia Bárcena


      Secretaria Ejecutiva

      Comisión Económica para

      América Latina y el Caribe (CEPAL)
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      Resumen


      Esta publicación responde a la reciente rehabilitación de la política industrial como herramienta para promover la transformación económica y las altas tasas de crecimiento en países en desarrollo. Se sostiene que los países que aplicaron el fundamentalismo de mercado que surgió del Consenso de Washington y que tuvieron un magro desempeño, entre ellos algunos de los países latinoamericanos, deberían conocer y practicar el arte de la política industrial sistémica, que requiere para su aplicación una perspectiva estratégica de mediano y largo plazo e intervenciones inteligentes y proactivas en el mercado por parte del Estado. Asimismo, se destaca que la rehabilitación de esta política supone su desarrollo y puesta en marcha en un contexto de alianzas público-privadas nacionales que impidan la captura del Estado por grupos de interés.


      En este estudio se examina, en primer lugar, la manera en que se implementó la política industrial por parte del sector público en un grupo de 10 países de Asia, Europa y Oceanía. Los gobiernos de estos países obtuvieron buenos resultados en la reducción de la brecha económica respecto de los países más ricos del mundo o registraron un mejor desempeño que sus contrapartes de América Latina con una dotación similar de recursos. Se postula además que la forma de llevar a la práctica las políticas industriales es decisiva para el éxito y se explica por qué países que han impulsado políticas industriales similares en términos generales tuvieron resultados tan diferentes. El énfasis en el examen de este factor es la característica más novedosa de este estudio.


      Sobre la base de un detallado examen de los aspectos prácticos de la aplicación de la política industrial por parte del sector público en los 10 países analizados, los autores definen inductivamente “10+1” primeros principios para el diseño y la ejecución de políticas industriales modernas. Estos primeros principios se ilustran con ejemplos de aplicación por parte del sector público de los países donde se obtuvieron resultados positivos.


      Posteriormente se analiza la forma en que nueve gobiernos de países de América Latina y el Caribe se organizaron institucionalmente para la preparación y el ejercicio de estrategias incipientes de transformación productiva, comparándola con los primeros principios. Se observa cierto movimiento en la dirección que marcan estos principios, pero existen aún profundas brechas en la efectividad organizativa y operacional de los sectores públicos de la región. A partir de estas reflexiones, en este análisis se sugieren algunas líneas de acción.


      


    

  


  
    


    
      Abstract


      This publication is motivated by the emerging rehabilitation of industrial policy as a tool for supporting economic transformation and high rates of growth in developing countries. It argues that underperforming disciples of the Washington Consensus market fundamentalism, including some of the Latin American countries, should learn and practice the art of systemic industrial policy, which requires a medium- to long-term strategic perspective and intelligent, proactive market interventions by the State. The study also stresses, however, that rehabilitation requires industrial policies to be developed and implemented in a context of home-grown public-private alliances that avoid State capture by

      special interests.


      The study first examines the “how” of industrial policy in the public sectors of a group of 10 countries in Asia, Europe and Oceania. The governments of those countries have been successful in promoting economic catch-up with rich countries, or have achieved better performance than their Latin American counterparts with a similar resource endowment. It is posited that the “how” of industrial policies is a determinant of success: it explains why countries pursuing broadly similar industrial policies can produce very divergent outcomes. In its focus on this aspect of industrial policy lies the study’s greatest innovation.


      Based on a detailed examination of the practical features of industrial policy deployment by the public sector in the 10 countries, the authors inductively define “10+1” generic first principles for the design and execution of modern industrial policies. These first principles are, moreover, demonstrated through an illustration of how the public sectors of the successful countries, each in their own way, have complied

      with them.


      Subsequently, the study examines the manner in which nine Latin American and Caribbean governments organized themselves institutionally for preparing and implementing incipient strategies for productive transformation and compares this “how” with the first principles. Some movement in the direction of these principles is observed, but large gaps remain to be addressed in the organizational and operational effectiveness of the public sectors. With this in mind, a number of lines of action are suggested.


      


    

  


  
    
      

    


    
      Introducción


      Como región, América Latina y el Caribe (en lo sucesivo América Latina) no ha obtenido históricamente buenos resultados económicos. Desde la era colonial, pese a rachas episódicas de crecimiento registradas por algunos países, la región ha tenido que contemplar que sucesivos países la dejaran atrás en términos de PIB per cápita; muchos de ellos, cuya situación era de extrema pobreza, pasaron a ocupar los peldaños más altos en la escala de ingresos mundiales. Un país latinoamericano, Argentina, ha gozado de la distinción de figurar entre los países más ricos del mundo a comienzos del siglo XX, pero en décadas subsiguientes se dio el hecho sorprendente de que se deslizó en forma sostenida hasta alcanzar la poco descollante condición de país de ingreso medio.


      En la última mitad del siglo XX el fortalecimiento y el mejoramiento de la calidad de la inserción internacional de un país ha sido un pilar significativo para que pudiera participar con éxito en un proceso de cerrar la brecha de ingresos con respecto a los países ricos (en adelante a este proceso lo denominaremos “de equiparación o cierre de brecha”). En ese contexto el desarrollo de la exportación ha sido un instrumento importante para estimular la inversión, la innovación y el crecimiento. El papel de la exportación se vio respaldado por las tasas de crecimiento del comercio y el financiamiento internacional, que alcanzaron niveles sin precedentes. Sin embargo, casi todos los países que lograron equipararse en esa era (que no fueron, en modo alguno, muy numerosos) abordaron la cuestión de la integración internacional y el desarrollo de la exportación por vías diferentes. En una descripción bastante estilizada, cabe decir que algunos dieron prioridad al objetivo de dotarse de capacidades industriales en el mercado interno, y recién después de alcanzar cierto umbral de fortaleza competitiva, se aventuraron más resueltamente en los mercados internacionales de exportación. Ello ha sido más factible para los países con grandes mercados internos. Otros países que intentaron crecer aceleradamente y cuyos mercados internos eran muy reducidos, trataron de mejorar en forma proactiva sus economías, su exportación y su crecimiento, al mismo tiempo que, desde el comienzo, mantuvieron una estrecha integración con los mercados internacionales. Otros han combinado ambos enfoques, desarrollando intensamente la exportación pero además dando atención preferente, en forma sucesiva, a la creación de condiciones para el surgimiento de nuevos sectores y actividades en el mercado interno, que ulteriormente (a menudo en forma muy rápida) alentaron a hacerse competitivos y contribuir al desarrollo de

      la exportación.


      En la actualidad los mercados y las empresas privadas predominan en la actividad económica mundial. Para que las empresas obtengan las capacidades necesarias para ser agentes de transformación y crecimiento económicos la transformación económica debe cumplir muchos requisitos y condiciones. Además de un entorno macroeconómico habilitante, se requiere, entre otras cosas, acceso a información sobre mercados y tendencias; incentivos a la búsqueda de nuevas actividades, más avanzadas y riesgosas y la realización de inversiones en ellas; aprendizaje sobre la manera de innovar a través de imitación o adaptación creativa de tecnologías para aplicaciones comerciales; acceso al crédito; un sistema educativo que genere mano de obra calificada; disponibilidad de bienes públicos esenciales; un entorno de negocios propicio, coordinación y articulación sectorial, y técnicas de comercialización y diferenciación

      de productos.


      Las fuerzas de mercado no necesariamente generan en forma espontánea respuestas eficaces frente a todos esos desafíos, especialmente en países en desarrollo cuyos mercados e instituciones son gravemente incompletos. En América Latina, todos esos ingredientes, aunados a fallas del sector público, han constituido, en diferente medida según el país y las circunstancias, serias restricciones al crecimiento.


      En los últimos 20 años de política pública en América Latina han predominado los ajustes, en gran medida de corto plazo, basados en el consenso de Washington, la consolidación de equilibrios macroeconómicos y reformas institucionales orientadas por el mercado, con fuertes disuasivos a las intervenciones del Estado en actividades productivas. En la actualidad, en cambio, dada la desilusión reinante con respecto al consenso de Washington, está surgiendo en América Latina el interés en intervenciones públicas proactivas más sistémicas, que puedan ayudar al sector privado a superar las restricciones estructurales a la innovación, la transformación productiva y el desarrollo de la exportación. En principio, el cambio de orientación favorable a la aceptación de un Estado más proactivo —intensificado ahora por el impacto de la gran recesión económica mundial de 2008-2009— constituye un paso útil hacia el pragmatismo en la política pública, tras muchos años de preponderancia del fundamentalismo del mercado inducido por el consenso de Washington, en que el Estado se convirtió en un tipo de “ bien inferior“. De hecho, la adopción de una política pública más proactiva y estratégica parecería ser un objetivo razonable para América Latina, ya que la “mano visible” de las intervenciones públicas puede percibirse en mucho de los casos de éxito en Asia, Oceanía, Europa, y aun en América del Norte. Existen, por lo tanto, precedentes modernos para la aplicación, en América Latina, de una política pública encaminada a respaldar la transformación y el crecimiento económicos. No obstante, subsiste la cuestión de qué tipo de intervencionismo gubernamental se requiere, y cómo puede actuar eficazmente.


      En el período interbélico y en los primeros años de la posguerra, América Latina tenía una tradición de activa intervención gubernamental en la economía, aunque con un enfoque vertical, de predominio del sector público, orientado hacia una industrialización centrípeta mediante sustitución de importaciones, en que las empresas públicas cumplieron un papel importante. Fue esa una era en que la eficiencia y una integración internacional eficaz para lograr el crecimiento no eran objetivos primarios en la región, como lo son hoy. La industrialización mediante sustitución de importaciones de esa era ha sido considerada como el mal por antonomasia, lo que es injusto, pues en ella, en materia de desarrollo, se lograron importantes avances, algunos de los cuales en realidad fueron desmantelados por las reformas del consenso de Washington (Ocampo, 2006). No obstante, creemos que este enfoque tradicional con respecto a la intervención del Estado no debe resurgir en la era actual de renovado interés en un Estado proactivo.


      Existe una amplia literatura teórica y basada en casos sobre la intervención del Estado en respaldo de las transformaciones productivas y el desarrollo de la exportación. En los últimos años, el pensamiento de quienes ven con buenos ojos las intervenciones selectivas del Estado que caracterizan al enfoque de la política industrial ha evolucionado hacia lo que algunos denominan una política industrial “moderna”. Esto lleva a hacer hincapié en que las estrategias e intervenciones más exitosas surgen, inter alia, de un proceso social de estrecha alianza entre el sector público y el sector privado (en que el alcance de este último varía en función de la participación de la sociedad civil). Esto obedece a que en el mundo cambiante y competitivo de la globalización cada parte tiene (o podría crear), en cierta medida, la información necesaria para identificar las restricciones de mercado, institucionales y de aptitudes que deban superarse a través de estrategias de apoyo, pero ello involucra necesariamente una comprensión menos completa que la que puede lograrse uniendo esfuerzos y llevando a cabo una labor coordinada. Además, la gobernanza de la alianza debe estar al servicio del bienestar público, lo que significa que si bien el Estado debe colaborar estrechamente con el sector privado, debe someterse a procedimientos y mecanismos que eviten su captura por intereses especiales.


      Abundan las ideas acerca de lo que constituye la política industrial y el contenido de los denominados programas de respaldo de “mejores prácticas”. Pero el ámbito en que la literatura es mucho menos desarrollada es el de un cuadro más detallado del “cómo” de las políticas industriales. Es decisivo el “cómo” organizar el proceso social de una alianza y la organización interna del sector público para orientar ese proceso y formular y aplicar estrategias públicas que respalden la transformación productiva. Sin duda es importante aplicar una política acertada, pero no lo es menos, para obtener resultados reales, prestar atención al proceso social y a la organización para discernir y ejecutar eficazmente una estrategia, además de estar alerta frente a la necesidad de introducir correcciones sobre la marcha.


      En este libro se examinará el “cómo” de 10 países extrarregionales que experimentaron procesos contemporáneos de equiparación sostenida o que, con una dotación similar de recursos, lograron mejores resultados que América Latina1. Aunque difieren en muchos aspectos en cuanto a historia, cultura, sistema político, estructura económica, nivel de desarrollo y ubicación geográfica, la mayoría de ellos comparten, aunque con diferencias de alcance, especificidad y profundidad del contenido, cierto elemento, consistente en que sus autoridades aplicaron activamente una estrategia de desarrollo a mediano o largo plazo (con un enfoque que ha abarcado toda la economía o en la escala más limitada de determinados sectores o actividades), basándose, en creciente medida, en una visión que va bastante más allá de los temas coyunturales de corto plazo. En la mayoría de esos países se está realizando una labor proactiva encaminada a crear una visión hacia el futuro que pueda orientar una estrategia de mediano y largo plazo con metas específicas respaldadas por incentivos públicos que estimulen directamente el cambio estructural y el crecimiento de la productividad.


      
        1 En cuanto a nuestros estudios de caso, España, Finlandia, Irlanda, Malasia, la República de Corea y la República Checa (tan solo recientemente una economía de mercado) alcanzaron procesos de equiparación. Suecia lo logró bastante antes de 1950, y se convirtió tempranamente en un país rico, lo que en términos relativos también cabe decir de Australia y Nueva Zelandia. En las últimas décadas esos dos últimos países han quedado bastante a la zaga de sus cohortes de los países de la Organización de Cooperación y Desarrollo Económicos (OCDE), pero en general han logrado resultados mejores que los obtenidos por países sudamericanos ricos en recursos naturales. Finalmente, examinamos también casos subnacionales de alianza en una de las comunidades autónomas de España, y otro de innovación en el sector de los hidrocarburos de la provincia canadiense de Alberta.

      


      En general, esas estrategias no son creación exclusiva del gobierno central, sino que surgen de alianzas público-privadas que contienen elementos de orientación política, participación de la sociedad civil y creación de consenso o, como mínimo, entendimiento público. Este fenómeno ha adoptado diferentes formas en los distintos países, con diferentes grados de eficacia. Si bien el éxito de una estrategia de ese tipo depende de factores políticos y del diseño técnico, no es menos importante la existencia de un marco institucional público apropiado que pueda aplicarse. En ese marco, más que hacer hincapié en la eficiencia en todos los aspectos, se centra la atención en la coherencia y la eficacia en relación con metas establecidas, con la posibilidad de realizar experimentos con iniciativa, flexibilidad, corrección de errores, y la posibilidad de que la aplicación de la estrategia no esté constreñida por los ciclos políticos.


      En esta obra no se pretende demostrar la existencia de una relación causal entre, por una parte, las estrategias y su contenido y, por otra parte, los resultados alcanzados en los países en relación con el cambio estructural y el crecimiento económico. Creemos que la asociación entre ambos aspectos en los casos de éxito que consideramos, y en otros casos recogidos en la literatura, sin desconocer las inconclusas críticas analíticas negativas, es un argumento persuasivo suficiente para que América Latina experimente en forma más sistemática con estrategias de desarrollo de mediano y largo plazo respaldadas por una política industrial moderna. No obstante, nuestro objetivo más fundamental consiste simplemente en reportar analíticamente información y conocimientos, extraída de nuestros casos de éxito extrarregionales, sobre el “qué”, pero principalmente el “cómo”, de la formulación y aplicación de estrategias y de las estructuras institucionales públicas conexas. El enfoque en el “cómo” es una de las novedades de nuestro estudio.


      Desde el punto de vista metodológico tenemos plenamente presente que América Latina no debería tratar de reproducir las estrategias, instituciones o procesos de nuestros casos de éxito extrarregionales. Evidentemente, son demasiadas las especificidades culturales, políticas, económicas e históricas como para que ello fuera posible o acertado. No obstante, un hecho interesante es que si bien muy diferentes en su forma, la sustancia misma del funcionamiento operativo del sector público y las alianzas fue bastante similar entre los países exitosos estudiados. Por lo tanto, llevar las experiencias específicas de la organización institucional y los procesos operativos —especialmente en cuanto al “cómo”— a una perspectiva con dimensiones más abstractas permitió detectar “Primeros Principios” genéricos sobre los temas institucionales. En la parte I del libro se presentan “10 + 1” Primeros Principios extraídos por inducción de los estudios de caso extrarregionales. Además, esos principios se ilustran en relación con las diferentes vías en que los casos de éxito que consideramos los aplicaron en mayor o menor medida.


      Nuestro análisis contó con el apoyo de 10 estudios de referencia sobre los casos de éxito considerados. Esos estudios, que comenzamos a realizar en 2007, señalan, además, en gran medida, el período límite al que corresponden nuestras ilustraciones sobre el “cómo” en países que se encuentran en una evolución institucional continua2. Desde el punto de vista metodológico se hizo hincapié principalmente en la profundización del análisis del “cómo” orientado institucionalmente de la organización del sector público para la elaboración de estrategias, alianzas operativas y políticas y programas de apoyo relacionados con la ejecución. Para mantener un enfoque manejable limitamos principalmente el análisis a ilustrar el proceso de desarrollo exportador, centrando la atención fundamentalmente en los agentes públicos y en los procesos vinculados con los procesos de captación de inversión extranjera directa, internacionalización de pequeñas y medianas empresas, promoción de exportaciones e innovación. Aunque limitado, el enfoque basado en el desarrollo de la exportación tuvo la virtud de apuntar a una dimensión central de la estrategia de transformación económica de los países3.


      
        2 Véase una versión preliminar de nuestro análisis en el capítulo VI de CEPAL (2008 b).


        
          3 Profundizar la consideración del “cómo” no fue fácil, ya que los autores de los estudios de antecedentes a los que acudimos estaban acostumbrados, como ocurre generalmente en las ciencias sociales, a centrar el análisis en el “qué” más que en el “cómo”.

        

      


      Una vez examinado el “cómo” de los casos de éxito extrarregionales a través del prisma de los Primeros Principios, tratamos de determinar, en la parte II, en qué medida nueve países latinoamericanos y del Caribe lograron resultados exitosos en relación con algunos de los más importantes Principios.


      En cuanto a los aspectos más específicos de la estructura de la obra, en el capítulo I se examina la situación de una América Latina históricamente retrasada en materia de desempeño económico, y su situación contemporánea. En el capítulo II se presenta el Primer Principio inicial: la urgencia de elaborar una estrategia de mediano y largo plazo para una transformación productiva sustentada en políticas industriales. Se examina el debate referente a esas políticas y se exponen las razones que nos llevan a creer que los modernos argumentos sobre ellas son relevantes en el caso de América Latina. Teniendo en cuenta esa motivación se examinan a continuación las características de las estrategias aplicadas a lo largo de las décadas por los países que constituyen nuestros 10 casos de éxito extrarregionales.


      En el capítulo III se centra la atención en el Segundo Principio, según el cual las estrategias de transformación productiva con políticas industriales modernas deben basarse en alianzas público-privadas eficaces, surgidas de condiciones locales. En ese capítulo se crea una tipología de las alianzas establecidas en los casos de éxito que consideramos, analizándolos e ilustrándolos con cierto detalle. En el capítulo IV se presentan e ilustran los Primeros Principios 3 a 6, que se refieren al “cómo” del liderazgo del sector público en la alianza público-privada y la formulación y ejecución de estrategias. En el capítulo V, a su vez, se presentan e ilustran los Primeros Principios 7 a 11, que se refieren al manejo, por parte del sector público, de los programas de apoyo y

      los incentivos.


      En el capítulo VI de la parte II la atención pasa a concentrarse en América Latina. Se examinan las características, anteriores y actuales, de las estrategias de desarrollo aplicadas en la región, y se señalan sus virtudes y defectos como instrumentos de orientación de una transformación productiva. Utilizando conceptos y principios elaborados en la parte I se examinan luego, en forma crítica, la función y las características de las alianzas público-privadas emergentes que respaldan las estrategias contemporáneas. En el capítulo VII se sigue la senda de los Primeros Principios 3 a 11 mediante una evaluación crítica de las características del liderazgo dada por el sector público para la ejecución de estrategias y las modalidades de gestión de programas e incentivos. Finalmente, en el capítulo VIII se exponen nuestras conclusiones cardinales, consistentes en que si bien América Latina ha venido sembrando la semilla de los Primeros Principios observados por los casos de éxito extrarregionales, persiste la necesidad de una labor considerable a ese respecto. Quizá los organismos multilaterales de desarrollo, en la era posterior al consenso de Washington, pueden brindar un respaldo más solidario y sistemático, para que América Latina esta vez adopte y profundice modalidades modernas de políticas industriales para la transformación productiva.


      


    

  


  
    


    


    Parte I


    Estrategias y alianzas públicas-privadas, “primeros principios” de procesos
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    Capítulo I


    El rezago de América Latina


    A. El evasivo camino hacia la convergencia


    El desarrollo puede definirse como el proceso orientado a “alcanzar” el nivel de ingresos de los países “líderes”. La idea es que a lo largo de cualquier período prolongado, cuanto más rezagado esté el desarrollo de un país, mayor será su potencial para lograr un progreso veloz que cierre la brecha que separa su ingreso del de los países líderes4. La historia nos brinda ejemplos de este proceso, siendo uno de los más notorios el de los Estados Unidos, que alcanzó y finalmente superó el nivel de ingresos de Gran Bretaña durante el siglo XIX. En este capítulo veremos que también hay ejemplos modernos de dicho proceso. Sin embargo, en el caso de América Latina, el tener un PIB per cápita inferior al de los países líderes, e incluso ser superado por países más pobres, se ha vuelto casi un “estilo de vida”.


    
      4 El proceso de cierre de esta brecha (catch up) es posible, en principio, porque el rezagado puede acceder potencialmente a nuevos capitales en la frontera tecnológica para reemplazar el capital de tecnología anticuada e incrementar así su productividad. Los países líderes no pueden mejorar su economía de manera similar, porque ya han llegado a la frontera tecnológica (Abramovitz, 1986). Los países muy rezagados también pueden aumentar su crecimiento mediante la disponibilidad de una oferta elástica de mano de obra (Lewis, 1955) que, en conjunto con la industrialización, permite pasar de una agricultura de subsistencia poco productiva a actividades de mayor productividad.

    


    Hace tiempo que América Latina apareció en el escenario mundial. Para comienzos del siglo XVI, ya estaba bastante avanzada la colonización española y portuguesa de México, Centroamérica, América del Sur y algunas zonas del Caribe. Los británicos empezaron a colonizar América del Norte 100 años más tarde. Pese al tardío nacimiento de las colonias británicas, los siguientes 300 años más o menos fueron testigos de cómo los ingresos de estas colonias, y posteriormente de su heredero, los Estados Unidos, alcanzaron y luego superaron los de América Latina. Para el año 1900, el ingreso per cápita de los Estados Unidos (en términos de paridad del poder adquisitivo) era unas cuatro veces la media de las ocho mayores economías latinoamericanas. Tal como sostiene Coatsworth (1998, pág. 26), América Latina se transformó en una región subdesarrollada entre el comienzo del siglo XVIII y finales del XIX. Atribuye gran parte de este retraso a la mayor debilidad del marco institucional iberoamericano y a la lentitud para adoptar reformas tras las declaraciones de independencia a principios del siglo XVIII5.


    
      5 Se suele admitir que la colonización europea repercutió a largo plazo sobre la naturaleza del subdesarrollo. A menudo se culpa a las instituciones y los sistemas jurídicos superiores de las colonias británicas del rezagado desempeño de las ex colonias españolas, portuguesas y francesas. Pero incluso dentro de un grupo determinado de colonias, las decisiones de sus autoridades respecto de los tipos y la intensidad de sus inversiones podían traer aparejadas consecuencias a largo plazo (Huillery, 2009). De todos modos, otros autores, como por ejemplo Furtado (1970) y Thorp (1998), brindan una descripción más completa de la “dependencia del sendero previo” seguido por América Latina, al atribuirle la responsabilidad, inter alia, a la interacción de las condiciones iniciales de las colonias, la naturaleza de sus exportaciones y sus repercusiones en los mercados locales, el acceso al progreso tecnológico, las políticas públicas y los factores externos, incluidos los capitales extranjeros y las intervenciones de los gobiernos.

    


    En términos más generales, según los datos sobre el PIB per cápita publicados por Maddison (2006), América Latina viene quedando rezagada detrás de los que hoy son los países desarrollados de la Organización de Cooperación y Desarrollo Económicos (OCDE) desde el año 1500 y solo logró una recuperación parcial del crecimiento impulsado por las exportaciones entre 1870 y 1913, y durante la Gran Depresión. La región exhibió un rendimiento algo mejor si comparamos su PIB con el PIB per cápita del resto del mundo —especialmente durante el período que medió entre las dos guerras mundiales—, pero a fines del siglo XX la región no estaba mucho mejor posicionada que a comienzos del siglo anterior (véase el cuadro I.1)6. Incluso durante la gran bonanza de precios de los productos primarios al inicio de la década de 2000, América Latina ocupó el último puesto en los cuadros que representaban el crecimiento de las regiones en desarrollo (Devlin y Moguillansky, 2009), pese a un desempeño económico sin precedentes en los últimos 40 años

    (CEPAL, 2008a).


    
      6 Durante la Gran Depresión, América Latina había aumentado de manera pronunciada la protección externa mediante los aranceles, las barreras no arancelarias y la devaluación. También incumplió sus obligaciones con los acreedores extranjeros, los que adoptaron escasas represalias a causa de sus dificultades para organizar una respuesta coordinada. La protección —junto con una transferencia positiva de recursos debida al incumplimiento de los pagos y a los dinámicos presupuestos expansionistas elaborados por los gobiernos— sirvió de estímulo para uno de los mayores niveles de crecimiento en esta difícil época (Ocampo, 2006,). De hecho, Diaz-Alejandro (1985) describió el espíritu de esta época contrastando la desesperanza y el desaliento de Wall Street con el ajetreo de las fábricas de San Pablo.

    


    Tal vez haya pasado la peor vergüenza contemporánea al ser comparada con los países asiáticos. Desde las primeras décadas del siglo XX, América Latina había atravesado un proceso más intenso de industrialización mediante sustitución de importaciones detrás de barreras protectoras internas, que se amplificaron durante la Gran Depresión7. Durante la década de 1950, los países de Asia oriental eran mucho más pobres que sus pares latinoamericanos. Tras observar el éxito relativo de América Latina entre las dos guerras mundiales y el surgimiento de influyentes teorías sobre el desarrollo, que sugerían que la promoción por parte del Estado de la industrialización mediante sustitución de importaciones podía conducir al crecimiento, los países asiáticos también pusieron en práctica distintas formas de esta industrialización impulsada por el Estado8. No obstante en los años sesenta, ante la liberalización de las restricciones impuestas entre las dos guerras mundiales por los países industrializados y el nuevo florecimiento de la globalización y el comercio mundial a un ritmo sin precedente (Crafts, 2000), varios de estos países asumieron una postura pragmática al combinar la industrialización mediante sustitución de importaciones con una estrategia de crecimiento impulsado por las exportaciones9. Por el contrario, América Latina, por ser quizás una víctima de la “dependencia del sendero previo” derivada de su propio éxito anterior, profundizó en forma relativamente más doctrinaria el proceso clásico de industrialización mediante sustitución de importaciones. No fue sino hasta los albores de la segunda mitad de la década de 1980, en tiempos de la histórica crisis de la deuda y la puesta en marcha de reformas estructurales liberalizadoras bajo la atenta mirada del Banco Mundial, el Fondo Monetario Internacional (FMI) y el Departamento del Tesoro de los Estados Unidos, que América Latina emprendió una incursión deliberada para internacionalizar

    sus economías10.


    
      7 La intensificación fue una respuesta al colapso de los mercados internacionales y un frenesí de proteccionismo internacional (Ocampo, 2006).


      
        8 Prebisch (1949), Rodenstein-Rodan (1943), Lewis (1955), Nurske (1967) y

        Hirschman (1958).


        
          9 Véase el caso de la República de Corea en Hong, 2008a.


          
            10 Chile fue la excepción: comenzó a internacionalizar su economía durante el régimen de Pinochet, a mediados de la década de 1970.

          

        

      

    


    Cuadro I.1
AMÉRICA LATINA EN LA ECONOMÍA MUNDIAL
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    Fuente: J. A. Ocampo, “Latin America and the world economy in the long twentieth century”, The Long Twentieth Century: The Great Divergence: Hegemony, Uneven Development and Global Inequality, K. S. Jomo (comp.), Nueva Delhi, Oxford University Press, 2006.


    De todos modos, en repetidas ocasiones entre la década de 1960 y la de 1990 los países asiáticos habían quedado por encima de sus pares latinoamericanos en las cifras de crecimiento. Este proceso se dio en etapas e involucró a países como por ejemplo Singapur, la República de Corea, Malasia, Tailandia, Indonesia y la provincia china de Taiwán. La última ronda estuvo protagonizada por China, la India y Viet Nam (véanse los gráficos I.1 a, b y c)11. Si se tratara solamente de clasificaciones basadas en el crecimiento, el desempeño quedaría limitado a una cuestión de posiciones relativas. Pero lo que reviste mayor gravedad es que los países que dejaron rezagados a sus pares latinoamericanos han logrado una marcada y sostenida reducción de la pobreza que América Latina, por el contrario, no ha podido alcanzar (Devlin, Estevadeordal y Rodriguez-Claire, 2006).


    
      11 Tal como puede verse en estos gráficos, las tasas de crecimiento de América Latina y de Asia sudoriental comenzaron a converger hacia fines de la década de 1990, lo cual se debió en gran medida a los efectos exógenos de la crisis financiera y al contagio de estos países asiáticos al finalizar los años noventa, así como a las tasas de crecimiento inusualmente elevadas de América Latina provocadas por los altos precios de los productos primarios durante el sexenio que precedió a la crisis económica mundial de 2008. Durante la recesión mundial de 2008 y 2009, los niveles de producción de América Latina deberían sufrir una caída menos pronunciada que los de muchas de las economías de Asia oriental, que exhiben una mayor apertura que la región latinoamericana. Sin embargo, lo que importa es el desempeño a largo plazo en el contexto de globalización renovada, un fenómeno que pocos cuestionan.

    


    Si analizamos los países latinoamericanos en forma individual, vemos que desde 1960, salvo escasas excepciones, han sufrido retrasos en el camino hacia la convergencia. Al comparar década por década el PIB per cápita como un porcentaje del PIB per cápita promedio de los países ricos de la OCDE (es decir, sin tomar en cuenta ni a México ni a la República de Corea), se observa un desempeño mediocre. Los gráficos de barras que representan el PIB per cápita de la mayoría de los países brindan una imagen que no simboliza “una escalera al cielo”, sino todo lo contrario: aunque tal vez no sea “una escalera al infierno”, la imagen encarna al menos otro descenso más desde las altas cumbres de la economía mundial (véanse los gráficos I.2 a, b y c).


    Gráfico I.1
AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE COMPARADOS CON DETERMINADOS PAÍSES

    DE ASIA: TASAS DE CRECIMIENTO DEL PIB PER CÁPITA*
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    Fuente: Penn World Tables [en línea] < http://pwt.econ.upenn.edu/php_site/pwt_index.php >; y Banco Mundial, World Development Indicators [base de datos en línea].


    * Filtro de Hodrick-Prescott.


    Gráfico I.2
ALGUNOS PAÍSES DE AMÉRICA LATINA: PIB PER CÁPITA COMO PORCENTAJE DEL PROMEDIO DE LA OCDE*


    (En porcentajes)
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    Fuente: Banco Mundial, World Development Indicators [base de datos en línea].


    * Sin incluir a México ni a la República de Corea.


    El patrón resulta notable. Desde fines de la década de 1980, Chile es el único país que ha ido zanjando la brecha de manera constante, pero, incluso así, su ingreso promedio per cápita como un porcentaje del ingreso de los países ricos de la OCDE fue solo marginalmente superior al de 1960. La brecha de ingresos dejó de ensancharse en los primeros años del siglo XXI en el Perú, Costa Rica y Panamá12. También debe tenerse en cuenta que durante los años anteriores a la crisis mundial de 2008 se dio un entorno externo increíblemente favorable que realizó un aporte exógeno muy significativo al sólido crecimiento de la región (BID, 2008,); además, no cabe esperar que uno de los componentes fundamentales de dicho crecimiento —los altísimos precios de los productos primarios— se repita en el futuro cercano (Banco Mundial, 2008).


    
      12 Si utilizamos un indicador alternativo del bienestar —el índice de desarrollo humano—,

      vemos que América Latina ha tenido mejor suerte, pues logró una convergencia considerable al achicar la brecha que la separa de los países de la OCDE desde 1950 hasta finales del siglo. No obstante, esto no resulta sorprendente, dado que el índice descuenta el ingreso y le otorga un peso significativo a las tasas de mortalidad, que suelen bajar a causa de las tendencias globales en la tecnología y la salud pública (Crafts, 2000).

    


    B. América Latina y las reformas: ¿El consenso de Washington favoreció u obstaculizó el crecimiento?


    Al analizarlo desde una perspectiva contemporánea, el rezago en el crecimiento puede resultar difícil de entender. Ello se debe a que los países latinoamericanos estaban entre los mejores discípulos del consenso de Washington que, durante la década de 1990, fue para muchos el patrón de oro para medir las reformas en las políticas y las perspectivas de alcanzar y sostener el crecimiento13. Rodrik (1996) señala que las reformas alcanzaron su punto más fuerte y más sostenido en América Latina y que resulta llamativo ver cuántos países de la región casi cumplieron con todos los requisitos del consenso de Washington. En realidad, la evaluación sistemática inicial de desempeño llevada a cabo de conformidad con el consenso de Washington reflejaba este hecho (Williamson, 1990). Además, la mayoría de los índices que medían el proceso de reforma sugieren un esfuerzo considerable desde mediados de la década de 1980 hasta 2000 (Morley, Madrazo y Pettinato, 1999; y Lora, 2001).


    
      13 Para entender mejor estas ideas, recordemos que el nombre “consenso de Washington” fue acuñado por Williamson (1990) en uno de sus trabajos. El consenso de Washington fue definido como el acuerdo de lo que constituía una buena política de reforma estructural entre los políticos, las autoridades responsables y los tecnócratas de Washington, entre otros, que trabajaban para el gobierno de los Estados Unidos, instituciones multilaterales, como por ejemplo el Banco Mundial y el Fondo Monetario Internacional, grupos de expertos y otras organizaciones similares. Dejando de lado el hecho de si se llegó realmente o no a un verdadero consenso en Washington (no lo hubo, aunque quienes estaban cerca del poder solían prestarle poca atención al disenso), el estudio representó un esfuerzo por averiguar en qué medida los gobiernos latinoamericanos compartieron dicho punto de vista y siguieron sus directrices al hacerle frente a la crisis y efectuar los ajustes necesarios durante la década de 1980. El nombre consenso de Washington sintetizaba las opiniones de quienes se sentían fuertemente identificados con las ideas de reforma liberalizadora de la época, algunas de las cuales tenían un tono y un contenido mucho más ideológico que las ideas originales de Williamson.

    


    Sin embargo, los patrones son elásticos. Uno podría argumentar, como otros lo han hecho (Krueger, 2004; y Singh y otros, 2005), que el decepcionante crecimiento contemporáneo de América Latina se debió a que los países simplemente no avanzaron lo suficiente con sus reformas. Los esfuerzos por instrumentar reformas sí amainaron después del año 2000. Empero, muchos han esgrimido una causa alternativa al sugerir que el concepto de las reformas adolecía de graves defectos14. Nosotros compartimos ese punto de vista.


    
      14 Véanse algunos ejemplos en la vasta obra de Ffrench-Davis (2005), Rodrik (2006), Stiglitz (2003a y b), Ocampo (1998 y 2001), Jung-En Woo (1999) e Ibarra (2004).

    


    Por un lado, el impulso inicial de la reforma aglutinó los fundamentos de la macropolítica de estabilización con la liberalización doctrinaria, para detrimento de las “herramientas no liberales”, como un Estado proactivo que interviene en el mercado, —como el de los países de Asia oriental— para superar las restricciones del mercado y de otro tipo, respecto a los cambios estructurales, la transformación industrial microeconómica y las altas tasas de crecimiento sostenido (Rodrik, 1996). Por otro lado, la segunda ola de reformas impulsada desde Washington se centró en una larga lista de instituciones de “mejores prácticas” que estaban teñidas por lo que Rodrik (2006, pág. 979) y muchos otros denominaban el “fundamentalismo de las instituciones”, que erróneamente confundía la forma institucional con la función. En esencia, se toleraba poco la realidad histórica de que una multiplicidad de formas institucionales pudiera satisfacer un mismo objetivo de mercado, incluso en las economías capitalistas avanzadas (Jung-En Woo, 1999; Hall y Siskice, 2001). En síntesis, el consenso de Washington esperaba que un conjunto de “precios correctos” e “instituciones correctas” impulsaran por sí solos y de manera espontánea la estabilización, la transformación económica y

    el crecimiento.


    Rodrik (2006, pág. 974) observó que ya nadie cree en el consenso de Washington. En la cumbre del Grupo de los Veinte (G-20) llevada a cabo en abril de 2009, Gordon Brown declaró que el antiguo consenso de Washington ha llegado a su fin (Weisman y MacDonald, 2009). No obstante, esto es cierto solo en parte.


    En América Latina, el legado del consenso de Washington

    —un nombre que, para bien o para mal, definió el período de mayores reformas— ha tenido ciertos aspectos positivos, pues instaló una conciencia crítica del papel de la estabilidad macroeconómica en el crecimiento(Stallings y Studart, 2006). De manera gradual, la región ha mejorado su equilibrio fiscal, le ha prestado mayor atención a la deuda pública, ha evitado sus tradicionales episodios de hiperinflación, se ha protegido de las tasas negativas de interés real y ha reforzado progresivamente la regulación pública. Asimismo, se ha puesto más atención en la integración internacional, el desarrollo de exportaciones y la sabia creación de un colchón de reservas internacionales suficientes como para hacerles frente a las contingencias externas. El desarrollo del capital humano y la protección social también han adquirido mayor importancia en las políticas de muchos países (CEPAL, 2006). Todas estas medidas han tornado más ágiles a la mayoría de las economías latinoamericanas. De hecho, las economías de la región han incrementado su resistencia a la crisis hasta el punto de haber podido capear la terrible recesión que asoló el planeta en 2008 y 2009. Además, incluso tras el surgimiento en años recientes de gobiernos que habitualmente estarían “en el extremo izquierdo” del espectro político, la supremacía del equilibrio macroeconómico y la integración internacional no ha sido objeto de cuestionamientos profundos. Y mientras que la economía mundial evite una depresión económica, es probable que pocos gobiernos critiquen el principio básico de que la internacionalización de la economía puede reportar beneficios. Por ende, el consenso de Washington sí contribuyó con algunos beneficios a América Latina.


    No obstante, el legado del consenso de Washington, al menos en las interpretaciones más populares, resulta menos sólido en otras áreas que, según se ha demostrado, revisten importancia crítica para lograr tasas elevadas de crecimiento sostenido15. Durante el proceso para definir el marco de las políticas del consenso de Washington, hubo menos acuerdo entre sus defensores respecto del diseño de las políticas. Eso despertó una masa crítica de apoyo para políticas que resultaban en una aventura económica muy riesgosa: por ejemplo, tasas de interés real liberalizadas pero exorbitantemente altas, tipos de cambio anclados sobrevaluados sin estrategias de salida y apertura simultánea de la cuenta corriente y de capital. Tal como recuerda Ffrench-Davis (2005), el control permisivo de estos fenómenos creó macroprecios atípicos “erróneos” que, de hecho, alentaron una perspectiva cortoplacista y un ambiente “hostil” para alcanzar el desarrollo mediante la transformación productiva y el crecimiento sostenido a mediano y largo plazo. Por otra parte, la formulación de macropolíticas de la época ciertamente produjo vulnerabilidad a la crisis, la que se manifestó en lugares como México (1994), el Brasil (1999) y la Argentina (2002)16. También se subestimó el alcance de la capacidad local en lo que concierne al desarrollo y la gestión de instrumentos, así como las oportunidades para un diseño de políticas e instituciones eclécticas. Además, también se subestimó la importancia de las fallas del mercado y de otras restricciones que minaban los incentivos microeconómicos de la transformación productiva: del papel del desarrollo de capacidades para que un Estado proactivo pueda abordar y reducir dichas restricciones, y de cuán apropiada puede resultar la selectividad en la aplicación de los instrumentos de las políticas. Por último, se les prestó poca atención a la gradualidad y a las posturas intermedias de las políticas adoptadas por numerosos países que cerraron la brecha productiva, de los cuales China figura entre los más recientes (Devlin, 2008). Así, mientras que algunos aspectos del consenso de Washington tal vez hoy no resulten totalmente irrelevantes, como algunos sostienen, en América Latina muchas de sus dimensiones constituye en gran medida un recuerdo muy lejano o poco añorable17.


    
      15 Williamson (2009, pág. 1) recientemente hizo los comentarios siguientes sobre las numerosas críticas al consenso de Washington. En primer lugar, tal como fue concebido en sus orígenes, el consenso de Washington no recomendaba solo la liberalización microeconómica, sino también la disciplina macroeconómica y la apertura (globalización). En segundo lugar, según la versión alternativa defendida por Joe Stiglitz, el consenso de Washington era un manifiesto neoliberal. Sin embargo, suele considerarse que el neoliberalismo abarca otras doctrinas —como el monetarismo, la reducción de la presión fiscal progresiva, la oposición a que el Estado redistribuya los ingresos y la minimización del papel del Estado—, más que tan solo un conjunto de (micro) reformas liberalizadoras. Estas doctrinas adicionales nunca obtuvieron un consenso en Washington, por lo que no creo que constituyan un verdadero consenso de Washington.


      
        16 El participante más conspicuo de estas aventuras fue el alumno ejemplar del consenso de Washington: la Argentina, lo cual resulta irónico, pues había cierto consenso en la literatura académica de que la terrible crisis económica sufrida por los países del Cono Sur a fines de la década de 1970 estaba relacionada precisamente con estos tipos de políticas. Véanse los problemas relacionados con el diseño de políticas en esa época en la CEPAL (1998).


        
          17 Chile, el país con el mejor desempeño de América Latina, podría ser considerado el verdadero alumno ejemplar del consenso de Washington. Sin embargo, sobre todo desde la transición democrática, ha mostrado un mayor eclecticismo de aquello por lo que se la ha dado crédito. Un ejemplo fue la difundida —y entonces controvertida— utilización de los controles de capital de corto plazo, ampliamente criticados en los círculos de Washington. Más recientemente, adoptó una ambiciosa estrategia para promover la innovación en ciertas aglomeraciones productivas reales o potenciales. Es probable que Ffrench-Davis (2005) sea quien haya llevado a cabo uno de los análisis más exhaustivos de lo que constituiría un proceso de reforma más eficaz. Véase también Ocampo (2005).

        

      

    


    C. Características que condicionan el crecimiento de América Latina: una breve descripción de los hechos estilizados


    El deficiente desempeño de América Latina no resulta sorprendente dadas muchas de las características de su crecimiento que, en repetidas ocasiones, han sido puestas de relieve por la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL). Muchas no fueron directamente

    abordadas por el consenso de Washington, tal vez debido a las presuntas respuestas automáticas a los precios e instituciones “correctos”. Veamos a continuación algunas de estas características18.


    
      18 En muchos casos, el espacio limitado nos obliga a utilizar cifras promedio; no obstante, en décadas recientes solo Chile sobresale sistemáticamente del resto de los países. Salvo que se indique lo contrario, el material utilizado para elaborar estas descripciones procede de la CEPAL (2008a), mientras que las actualizaciones y aclaraciones fueron introducidas por los autores.

    


    1. Tasas volátiles de crecimiento


    El crecimiento de América Latina ha sido muy volátil (véase el gráfico I.3).

    Esta situación se debe en parte a los repetidos choques externos (demanda, aspectos financieros, términos de intercambio y gestión de la política internacional), pero se vio agravada por decisiones relativas a las políticas endógenas, como un tipo de cambio fijo y sobrevaluado, una política monetaria y fiscal procíclica, un marco reglamentario rezagado y una secuencia cuestionable de reformas, por ejemplo, entre la apertura de la cuenta corriente y de capital (CEPAL, 1998)19. Esta alta volatilidad afecta las expectativas futuras de tal manera que alienta las medidas a corto plazo y desalienta el compromiso de asumir riesgos y realizar inversiones a mediano y largo plazo. Y por supuesto, también derrocha los recursos financieros y humanos.


    
      19 Un choque exógeno de enorme importancia para las políticas fue el cartel de bancos comerciales, prestamistas multilaterales y gobiernos acreedores que diseñó los paquetes de rescate, dada la incapacidad de la región de atender el servicio de la deuda externa en la década de 1980. El rescate tuvo como objeto a los bancos comerciales más que a América Latina. De hecho, estos paquetes de medidas “transfirieron” una cantidad de recursos sin precedentes históricos de América Latina a los bancos durante la mayor parte de la década de 1980, que los salvó de la quiebra. Sin embargo, la transferencia fue uno de los mayores factores que contribuyó a una década sin crecimiento. Además, algunos de los ajustes impulsados por el cartel también debilitaron —en lugar de fortalecer— las perspectivas para que la región creciera en el mediano plazo. Véanse los detalles en Devlin (1989).

    


    Cuadro I.2
ALGUNOS INDICADORES DE LA ECONOMÍA DE AMÉRICA LATINA


    [image: cuadroI2.jpg]


    Fuente: Banco Mundial, World Development Indicators (base de datos en línea) y Naciones Unidas, Base de datos estadísticas soibre el comercio de mercaderías, COMTRADE.


    a Promedios calculados para años disponibles.


    b Barbados (hasta 2003).


    c República Bolivariana de Venezuela, Uruguay, Argentina, Chile, Colombia, El Salvador y Costa Rica (hasta 2006); República Dominicana (hasta 2001).


    d Barbados (1991-2002).


    e ALC: América Latina y el Caribe.


    


    Gráfico I.3
DESVIACIÓN ESTÁNDAR DE LAS TASAS DE CRECIMIENTO DEL PIB


    (Quinquenios móviles centrados)
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    Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), La transformación productiva 20 años después. Viejos problemas, nuevas oportunidades (LC/G.2367(SES.32/3)), Santiago de Chile, 2008.


    2. Escaso dinamismo de la inversión y de la productividad


    Las tasas de ahorro e inversión han sido bajas durante estos años. Las mejores tasas medias de inversión bruta fija apenas superaron el 20% (véase el cuadro I.2). Los bajos niveles de inversión dificultan la incorporación de avances tecnológicos. Además, las inversiones que sí se llevaron a cabo se concentraron en el sector exportador, pero para alcanzar altas tasas de crecimiento sostenido se requiere un patrón de inversión más diversificado. Las inversiones no fueron solamente escasas sino que el aporte de la productividad total de los factores al crecimiento fue modesto, sobre todo en comparación con los tigres de Asia oriental. De 1960 a 1990, contribuyó entre un 20% y 30% del crecimiento, mientras que en América Latina fue solo responsable del 5% (Crafts, 2000). Asimismo, el peor desempeño de la región en cuanto a la productividad total de los factores en la posguerra se vio durante la etapa de las reformas (véase el cuadro I.4). Es probable que esto explique por qué el coeficiente entre el capital y la producción ha tendido a subir durante varias décadas: promedió el 3,8% de 1950 a 1980, pero alcanzó el 6,7% de 1990 a 2002.


    Cuadro I.3
ALGUNOS INDICADORES DE LA ECONOMÍA DE AMÉRICA LATINA
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    Fuente: Banco Mundial, World Development Indicators [base de datos en línea] y Naciones Unidas, Base de datos estadísticos sobre el comercio de mercancías (COMTRADE), sobre la base de la clasificación de Lall.


    a Costa Rica nd 2001-2002; El Salvador 1998; Colombia1996-2001; Perú 1997-2004; Chile1996-2004; Argentina 1996-2006; Uruguay 1996-2002, nd 2001; Brasil 1996-2005, nd1997-1999; LAC1996-2005, nd 1997-1999.


    b Barbados hasta el 2003.


    c Venezuela, Uruguay, Argentina, Chile, Colombia, El Salvador, Costa Rica hasta el 2006; Rep. Dominicana hasta el 2001.


    d Barbados 1991-2002.


    Cuadro I.4
AMÉRICA LATINA: CRECIMIENTO Y PRODUCTIVIDAD, 1950-2002
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    Fuente: J. A. Ocampo, “Latin America and the world economy in the long twentieth century”, The Long Twentieth Century: The Great Divergence: Hegemony, Uneven Development and Global Inequality, K. S. Jomo (comp.), Nueva Delhi, Oxford University Press, 2006.


    a Argentina, Estado Plurinacional de Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, México, Perú y República Bolivariana de Venezuela.


    3. Menor participación de las manufacturas


    Otro punto saliente es, según la CEPAL (2008b), la reducción aparentemente prematura —al menos en relación con el producto por habitante— de la participación del sector manufacturero en el valor agregado total, lo que se registra en la gran mayoría de los países de la región (véase el gráfico I.4).

    Esta constituye una consideración significativa, pues la industria manufacturera suele ser un baluarte de aprendizaje, innovación y desarrollo tecnológico. Sin lugar a dudas, el fenómeno representa en parte la racionalización de la asignación de los recursos a la luz de los cambios en los precios relativos y el creciente surgimiento en Asia de exportadores de

    bajos salarios.


    No obstante, este fenómeno tal vez haya sido magnificado por el resultado de la veloz y relativamente indiscriminada liberalización comercial de fines de los años ochenta y comienzos de los noventa, y los episodios de sobrevaluación del tipo de cambio, que contribuyeron a aniquilar algunas de las actividades de la era de la industrialización mediante sustitución de importaciones que podrían haber sobrevivido. Esto acercó las economías aún más hacia su ventaja comparativa estática en el sector de los recursos naturales.


    Gráfico I.4
AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE: PARTICIPACIÓN DEL SECTOR MANUFACTURERO EN EL VALOR AGREGADO TOTAL


    (En porcentajes)
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    Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), La transformación productiva 20 años después. Viejos problemas, nuevas oportunidades (LC/G.2367(SES.32/3)), Santiago de Chile, 2008.


    4. Menor participación de las industrias con uso intensivo

    de ingeniería y reducidas inversiones en investigación

    y desarrollo


    El sector manufacturero no solo perdió su posición en numerosas economías sino que además, según la CEPAL, la participación de las industrias manufactureras con uso intensivo de ingeniería también sufrió una contracción en casi todos los países de comienzos de la década de 1970 a comienzos de la década de 2000. Además, la manufactura con uso intensivo de ingeniería se encuentra por debajo del promedio mundial: 1,0 (véase el gráfico I.5). Incluso al compararlas con otras economías basadas en los recursos naturales, como por ejemplo Australia y Nueva Zelandia, las industrias latinoamericanas basadas en la ingeniería exhiben un desempeño deficiente. Esto resulta problemático, porque los países que se han diversificado al alejarse de los recursos naturales y desarrollar industrias de mayor valor agregado han utilizado las ganancias generadas por aquellas para fortalecer los sectores que hacen un uso intensivo de la ingeniería (y la ciencia) y los conocimientos de las actividades propias del sector de los recursos naturales (Stijns, 2001). Al mismo tiempo, las bajísimas inversiones llevadas a cabo en investigación y desarrollo en todos los países de América Latina (con excepción de Brasil) son una causa del bajo nivel de innovación en la región (véase el cuadro I.2).


    Gráfico I.5
PARTICIPACIÓN DE LAS INDUSTRIAS CON USO INTENSIVO DE INGENIERÍA EN EL PRODUCTO MANUFACTURERO EN RELACIÓN CON EL PROMEDIO MUNDIAL
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    Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), La transformación productiva 20 años después. Viejos problemas, nuevas oportunidades (LC/G.2367(SES.32/3)), Santiago de Chile, 2008.


    5. Insuficiente crecimiento de las exportaciones


    En la era de la liberalización (es decir, de mediados de la década de 1980 a mediados de la de 1990), el volumen de exportaciones alcanzó un crecimiento sólido y sostenido al promediar entre un 7,5% y un 8,0% anual (en comparación con el 4%-5% de décadas anteriores). Sin embargo, en términos del valor, el desempeño fue menos sólido debido, en parte, a la dependencia de los productos primarios por parte de la mayoría de los países que hasta la bonanza de comienzos de la década de 2000 habían encontrado precios relativamente deprimidos (Banco Mundial, 2008). Asimismo, las importaciones aumentaron a mayor velocidad que las exportaciones, lo que reflejó una alta elasticidad ingreso de la demanda y una baja elasticidad de los precios. Por ende, la región no escapó a su tradicional restricción externa sobre el crecimiento hasta la bonanza transitoria de los productos primarios que acabamos de mencionar. Parecería que la mayor parte de América Latina necesita que las exportaciones crezcan a tasas sostenidas más similares a las de los “tigres” asiáticos para alcanzar un crecimiento que le permita converger con los países ricos (véanse los cuadros I.3 y I.5).


    Cuadro I.5
AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE, Y ASIA ORIENTAL: CRECIMIENTO DE LAS EXPORTACIONES


    (En porcentajes)
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    Fuente: Calculado sobre la base de Naciones Unidas, Base de datos estadísticos sobre el comercio de mercaderías (COMTRADE).


    La era de la liberalización fue testigo de cómo la región incrementó su participación a alrededor del 5% del comercio mundial a mediados de la década de 2000, en comparación con algo más del 4% en 1990. No obstante, este crecimiento no le bastó para volver a los niveles de 1960, que llegaron al 6%. Además, este incremento se debió en gran parte a que México aumentó sus exportaciones enormemente gracias al Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN). Asia oriental, por el contrario, exhibió un crecimiento constante: del 1% en 1960 alcanzó casi el 6% a mediados de la década de 2000.


    6. Débil posicionamiento del mercado exportador


    La CEPAL ha elaborado una matriz de competitividad para las exportaciones, dividida en cuatro categorías:


    Estrellas nacientes: Productos dinámicos de creciente demanda mundial y en que, además, la competitividad del país le ha permitido aumentar su participación de mercado;


    Oportunidades perdidas: Productos dinámicos desde el punto de vista de la demanda mundial pero en los cuales el país no es suficientemente competitivo en relación con el resto del mundo, de manera que su participación de mercado disminuye;


    Estrellas menguantes: Productos que pierden importancia en el mercado mundial (demanda estancada) pero en cuyo comercio se incrementa la participación del país en cuestión; y


    Retroceso: Productos estacionarios en el comercio mundial y en los cuales la participación del país disminuye.


    La mayoría de las exportaciones de América Latina están representadas por productos cuya participación en el mercado está experimentando una merma. Entre 1985 y 1995, el 60% de las exportaciones se encontraban en estas categorías estáticas. Esta cifra sufrió una leve caída en toda la región entre 1995 y 2004, a causa de Brasil, pero sobre todo debido al pronunciado aumento de las exportaciones dinámicas de México como signatario del TLCAN. Brasil incrementó su segmento dinámico de aproximadamente un 30% a más del 60%, mientras que México lo expandió de algo más del 30% a más del 50%. Ambos países —sobre todo México— alcanzaron estas metas como “estrellas nacientes”. La participación de los países andinos y Chile en los mercados dinámicos sufrió una contracción, pero Chile sí aumentó marcadamente su presencia en los mercados de “estrellas menguantes”. Durante ambos períodos, Centroamérica incrementó su participación en el mercado de las exportaciones menos dinámicas.


    7. Rezago en la diversificación


    Recientes estudios empíricos muestran que a medida que suben sus ingresos, los países abandonan un patrón centrado en la producción y la exportación y evolucionan hasta alcanzar mayores grados de diversificación. No obstante, cuando tienen un nivel de ingresos relativamente alto y se acercan a la frontera tecnológica, la especialización vuelve a dominar las actividades en las que descuellan. Este patrón empírico tiene la forma de una U invertida (Imbs y Wacziarg, 2003; Klinger y Lederman, 2004) y sugiere que, para desarrollarse, los países primero tienen que diversificar su capacidad para producir y exportar mediante la imitación y la adaptación detrás de la frontera tecnológica.


    Al diversificar la producción y las exportaciones se obtienen dos grandes ventajas de índole práctica para el crecimiento económico. Por un lado, se produce un efecto de cartera que reduce la vulnerabilidad a las oscilaciones en los precios y la demanda externa. Por otro lado, la inversión y el hecho de “aprender haciendo” mediante la implementación de nuevas actividades pueden traer aparejado un efecto dinámico favorable para toda la economía (Agosin, 2009).


    América Latina, en general, ha alcanzado logros en lo que respecta a la diversificación de sus exportaciones (véase el gráfico I.6). Los países con la mayor diversificación son Brasil y México, mientras que los menos diversificados son los de la región andina, los cuales se vieron perjudicados por la bonanza de los productos primarios que precedió a la recesión global de 2008. No obstante, la diversificación de la mayoría de los países permanece rezagada detrás de los países emergentes de Asia y de lo que cabría esperar dados sus niveles de ingresos (CAF, 2006).


    Gráfico I.6
a) CONCENTRACIÓN DE LAS EXPORTACIONES SEGÚN PRODUCTOS (ÍNDICE DE HERFINDAHL-HIRSCHMAN)


    1984-1985 a 2005-2006
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b) AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE Y OTRAS REGIONES


    [image: 106%20graf%20I6b.eps]


    Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), La transformación productiva 20 años después. Viejos problemas, nuevas oportunidades (LC/G.2367(SES.32/3)), Santiago de Chile, 2008.


    8. Bajo contenido tecnológico de las exportaciones


    En general, puede decirse que, en comparación con los productos de bajo contenido de tecnología o basados en recursos naturales, la producción y exportación de bienes de contenido tecnológico medio o alto requieren de un nivel más elevado de capital físico y humano e involucran actividades más intensas de innovación20.


    
      20 Sin embargo, es posible agregar conocimiento y valor a la exportación de recursos naturales por medio de la innovación. Como ejemplos, podemos mencionar a Australia y Nueva Zelandia, dos países que han alcanzado el nivel de ingresos de los países desarrollados mediante la exportación de productos basados en los recursos naturales.

    


    Estos últimos productos también pueden integrarse mejor a las redes globales de producción, con oportunidades de escalar las cadenas de valor. La demanda de estos bienes también suele experimentar un crecimiento relativamente más dinámico, por lo que aspirar a diversificarse y comenzar a exportarlos puede representar una manera de estimular el crecimiento económico.


    México y Centroamérica han demostrado una diversificación muy notoria en este sentido gracias a las zonas especiales de procesamiento de exportaciones, la atracción de inversión extranjera directa (IED) y los regímenes de preferencias comerciales otorgados por los Estados Unidos. La Argentina también incrementó su exportación de bienes de contenido tecnológico medio (véase el cuadro I.2).


    Gráfico I.7
MÉXICO: PARTICIPACIÓN EN LAS EXPORTACIONES Y VALOR AGREGADO, POR TIPO DE EXPORTACIÓN


    (En porcentajes)
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    Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), La transformación productiva 20 años después. Viejos problemas, nuevas oportunidades (LC/G.2367(SES.32/3)), Santiago de Chile, 2008.


    


    Sin embargo, en México y Centroamérica el valor de las exportaciones de bienes de contenido tecnológico medio y alto como un porcentaje del valor total es considerablemente más elevado que su valor agregado como un porcentaje del valor agregado total de las exportaciones. México constituye un buen ejemplo (véase el gráfico I.7).

    A su vez, esto refleja la realidad de que la exportación de muchos productos con un contenido tecnológico medio y alto es el resultado final del procesamiento de partes y componentes importados, donde el principal valor agregado es la mano de obra. Las manufacturas procesadas representan entre el 50% y el 60% de las exportaciones de Centroamérica y la República Dominicana, y entre el 70% y el 80% de las de México. Si bien en numerosos países de Asia oriental el procesamiento de exportaciones constituyó una plataforma inicial para agregar valor en forma paulatina, este fenómeno tuvo un desarrollo más lento en América Latina21. Los datos sugieren que en años recientes el valor agregado mediante el procesamiento de exportaciones por México, Centroamérica y la República Dominicana permaneció relativamente estable en el 22%-24%

    del valor total de estas exportaciones. El principal componente local es la mano de obra. A mediados de esta década, el sector de procesamiento de exportaciones empleó casi 2,5 millones de trabajadores en México y más de 600.000 en Centroamérica y la República Dominicana.


    
      21 En un informe del Banco Mundial (2006) sobre China se señala que la canasta comercial de este país continúa diversificándose a toda velocidad, mejorando su calidad y ofreciendo nuevas variedades de sus productos año tras año, un proceso que viene impulsado por un sector privado en crecimiento. Además, la substitución de importaciones está expandiendo las cadenas de suministro doméstico al tiempo que el procesamiento de exportaciones está sufriendo una caída ininterrumpida como porcentaje de las exportaciones totales que, según el Banco Mundial, ahora representa el 50%. Asimismo, Preeg (2006) sostiene que los equipos de telecomunicaciones e informática de alta tecnología son uno de los principales motores de la exportación y observa que el valor agregado por China a las exportaciones de tecnología de la información pronto llegará al 70%.

    


    9. Alta desigualdad


    América Latina ha sido víctima de una profunda desigualdad desde la época colonial (Coatsworth, 1998). Si bien en años recientes algunos países, como por ejemplo México, Colombia y el Brasil, han tenido un éxito modesto al abordar el problema, los países de la región continúan estando entre los más inequitativos del mundo. Además de ciertas consideraciones de índole normativa, la desigualdad ciertamente impide aprovechar al máximo el capital humano de un país y ha constituido una fuente subyacente de disturbios sociales y de incertidumbres políticas que pueden afectar las inversiones y los riesgos que se asuman. De hecho, a menudo se considera que la desigualdad es uno de los principales obstáculos para que América Latina crezca, transforme su economía y pueda converger con los países ricos (Thorp, 1998; Domínguez, 2008; y Fukuyama, 2008).


    10. Baja competitividad


    Si bien los indicadores de competitividad siempre adolecen de defectos, el índice de competitividad global del Foro Económico Mundial (2008) logra poner en evidencia el bajo desempeño de la región22. De los 131 países, Chile es el único que se encuentra entre los primeros 50 puestos y también el único que superó a China (véase el cuadro I.6)23. Los principales países latinoamericanos, incluso los que gozan de una mayor competitividad relativa, también obtuvieron un puntaje bajo en las pruebas de lectura y matemáticas del Programa Internacional de Evaluación de Estudiantes (PISA) de la OCDE, lo cual indica que pese a haber logrado una mayor cobertura, existen graves deficiencias en la calidad de los sistemas educacionales de América Latina.


    
      22 El índice abarca 12 “pilares” e incluye numerosos subindicadores: instituciones, infraestructura, estabilidad macroeconómica, salud y educación primaria, educación superior y formación, eficiencia del mercado de bienes, eficiencia del mercado laboral, sofisticación del mercado financiero, preparación tecnológica, tamaño del mercado, sofisticación empresarial, e innovación.


      
        23 No obstante, los subíndices relativos a la educación y la innovación en Chile no

        son positivos.

      

    


    Cuadro I.6
CLASIFICACIÓN SEGÚN EL ÍNDICE DE COMPETITIVIDAD GLOBAL, 2007-2008a
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    Fuente: Elaborado sobre la base de Foro Económico Mundial, Global Competitiveness Report

    2007-2008, 2008.


    a Total de 131 países.


    Nota: En negritas aparece Chile, el único país latinoamericano que ha superado a China.


    En síntesis, resulta evidente a la luz de esta breve descripción de las características de su desempeño económico que el hecho de que América Latina esté “quedando rezagada” no es un mero accidente sino una consecuencia bastante bien merecida. La lista de defectos es un árbol de espeso follaje (véase el gráfico I.8). Las reformas de los tiempos del consenso de Washington realizaron un aporte positivo en ciertas dimensiones de la política económica pero, en términos generales, las fallas mencionadas han tenido un papel decisivo. A raíz de este deficiente desempeño y las repercusiones de la recesión económica mundial de 2008 y 2009, la pregunta es hacia dónde se dirige América Latina. No hallaremos una respuesta útil en la cultura de medidas a corto plazo que ha tendido a dominar las políticas formuladas en años recientes. Para delinear un sendero futuro que permita poner en práctica políticas congruentes orientadas a realizar cambios estructurales, lograr la transformación productiva y alcanzar altas tasas de crecimiento sostenido, hay que ir más allá de las decisiones a corto plazo y adoptar un enfoque más estratégico que incorpore una perspectiva a mediano y largo plazo. Este es el tema que abordaremos en el próximo capítulo.


    Gráfico I.8
FACTORES QUE CONDICIONAN EL CRECIMIENTO DE AMÉRICA LATINA
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    Fuente: Elaboración de los autores.


    


  


  
    


    Capítulo II


    Estrategias de desarrollo a mediano y largo plazo basadas en políticas industriales proactivas: el primer principio


    En un mundo tan competitivo como el actual, consideramos que para cerrar la brecha de ingresos es imprescindible articular las políticas de desarrollo en torno a una estrategia de transformación económica. Por ello, la primera sección de este capítulo se centra en el porqué de esta y de las políticas industriales que la acompañan. En la segunda sección se aborda el examen de las estrategias de transformación productiva y fortalecimiento de la inserción internacional actualmente aplicadas por algunos países exitosos en esta materia.


    A. El carácter de las estrategias de desarrollo


    1. Una instantánea inicial


    Expresa o tácitamente, los gobiernos en general disponen de una estrategia de desarrollo. Por estrategia se entiende una matriz para la acción o un plan formal destinado a alcanzar objetivos especiales. No obstante, las estrategias de desarrollo pueden tener muy diferentes características. Simplificando la exposición con fines ilustrativos, cabe decir que en las economías de mercado las estrategias se diferencian principalmente en función del supuesto acerca del ritmo que imprime el mercado a la transformación económica, lo que a su vez afecta al contenido de los objetivos primarios establecidos y a la modalidad (el alcance, los tipos y la cantidad) de las intervenciones públicas realizadas para alcanzar esos objetivos.


    Por una parte, existen estrategias que hacen hincapié principalmente en intervenciones del sector público destinadas a liberar y fortalecer la acción autónoma de fuerzas del mercado, de lo que son ejemplos las políticas monetarias y fiscales coyunturales cuyo único fin es lograr la estabilidad macroeconómica; la protección de los derechos de propiedad y las instituciones jurídicas en que estos se basan; la liberalización del comercio exterior y la inversión, y el suministro de determinados bienes públicos fundamentales, como la seguridad, la educación y la infraestructura. Este enfoque con respecto a la intervención del Estado, del cumplimiento del papel de “custodio” en la terminología de Evans (1995), refleja confianza en que el funcionamiento relativamente libre de las fuerzas del mercado tomadas en conjunto promoverá una adecuada transformación económica. De ahí que la acción del Estado consista principalmente en supervisar reglas basadas en el mercado y establecer un entorno macroeconómico “sólido”. Ello, a su vez, respaldará los incentivos de precios basados en el mercado para que las propias empresas orienten un proceso de transformación económica cuyo fundamento consistirá en las ventajas comparativas internacionales de que goza el país. Además, aun cuando se admite que los precios del mercado pueden diferir de las valoraciones sociales (las llamadas “fallas del mercado”), la creencia en el carácter limitado de su alcance y en la limitada capacidad del gobierno de manejarlos (en virtud de problemas de identificación y captación indebida de rentas, entre otros) aconseja abstenerse de aplicar estrategias de intervención proactivas (Krueger, 1990; Noland y Pack, 2002; Pack y Saggi, 2006).


    En consecuencia, en esta perspectiva los objetivos y el alcance de las intervenciones públicas deberían ser relativamente limitados y deberían tomar cierta distancia del funcionamiento autónomo del mercado. En la medida en que las intervenciones públicas sean inevitables, se promueven las intervenciones horizontales (o funcionales), en contraposición con las selectivas (o verticales), que se basan en sectores o actividades específicos. En definitiva, en esta perspectiva, un plan ambicioso de intervenciones públicas, aun en un contexto de posibles fallas del mercado, no ofrece otra probabilidad que la de crear distorsiones que inhiban el aprovechamiento de una ventaja comparativa internacional y obstaculicen el crecimiento y el desarrollo. Como ilustración de este punto de vista, Pack y Saggi (2006, pág. 293), en relación con políticas industriales, consideran que atenerse a los principales fundamentos del consenso de Washington (pese a reconocer sus debilidades), podría resultar una mejor inversión en la limitada capacidad y legitimidad gubernamental, que las estrategias extraordinariamente complejas requeridas por la nueva o la vieja política industrial24.


    
      24 Más abajo destacaremos algunas de las más nuevas dimensiones de la

      política industrial.

    


    En el otro extremo se encuentran las estrategias que desconfían de determinadas señales del mercado. En la práctica, este enfoque se basa en la creencia de que en ciertas circunstancias las señales de precios del mercado pueden ser guías muy poco confiables para la asignación de recursos en respaldo de la transformación económica, ya que promueven un aprovechamiento insuficiente de las oportunidades de mejorar la actividad económica y, en realidad, pueden incluso consolidar en las economías una ventaja comparativa de bajos salarios (Cimoli, Dosi, Nelson y Stiglitz, 2006)25. El fundamento de esa perspectiva consiste, por una parte, en la creencia, respaldada por algunas pruebas, de que en el mercado existen fallas, y que estas son, en realidad, muy significativas, especialmente en los países en desarrollo (Harrison y Rodríguez-Claire, 2009; Fernández Arias, s/f)26. Por otra parte, la perspectiva puede ampliarse, no limitándose a las fallas del mercado, que tienen un punto de referencia de equilibrio general teóricamente estático, y pasar a un marco más propio del mundo real, en que se hace hincapié en factores dinámicos de mediano y largo plazo relacionados con el aprendizaje, la creación de capacidad, la innovación, y el papel decisivo que cumplen en la transformación económica. Además, algunas plataformas tecnológicamente específicas de sectores y actividades son más eficaces que otras para hacer alcanzar a esos factores dinámicos su pleno potencial, pero el acceso a ellas no es espontáneo, dada la presencia de graves obstáculos, económicos y no económicos (Fajnzylber, 1990; Katz y Kosacoff, 1998; Lall, 2000; Cimoli, Dosi, Nelson y Stiglitz, 2006; y Peres y Primi, 2009, entre otros).


    
      25 Fajnzylber (1990) señala que los obstáculos a la transformación económica pueden ser especialmente perjudiciales en economías basadas en los recursos naturales.


      
        26 Como señala Rodrik (2008), en la nueva teoría del crecimiento también se reconoce la existencia de múltiples fallas del mercado, y lo propio ocurre con la nueva teoría del comercio internacional. Véase también Lall (2000).

      

    


    En definitiva, las intervenciones del sector público deben realizarse en el contexto de una estrategia de mediano y largo plazo que enfrente los obstáculos existentes en una gama de frentes (microeconómico, mesoeconómico y macroeconómico). Con ello se procura rectificar graves fallas de mercado o hacer frente a los obstáculos a la transformación en sentido amplio de procesos dinámicos de producción y desarrollo tecnológico, que el sector privado pueda no encarar espontáneamente en virtud del riesgo y la inercia provocados por la tranquilidad que infunde el cambio incremental. Además, en esos procesos y aplicaciones tecnológicas dinámicas existe cierto grado de especificidad con el que deben alinearse las intervenciones públicas (Wade, 1990; Chang, 1994; Peres y Primi, 2009; Cimoli. Dosi, Nelson y Stiglitz, 2006); por lo tanto, existe una necesidad ineludible de proceder selectivamente en el diseño y la aplicación de por lo menos una parte del paquete de políticas, lo que también Hausmann y Rodrik (2006) expresan en el título de un estudio señalando que los gobiernos están “condenados a elegir”. En cualquiera de esos dos casos el objetivo consiste en acelerar la transformación y la convergencia económicas con los países ricos más allá de lo que haría posible el funcionamiento irrestricto de las fuerzas del mercado. Las estrategias que impliquen intervenciones proactivas de este tipo se caracterizan por el uso de lo que habitualmente se denomina “política industrial” (PI)27.


    
      27 Existen numerosas definiciones de política industrial (véase Chang, 1994 y Peres y Primi, 2009). A nuestro juicio, esta supone, fundamentalmente, que el Estado, con una perspectiva de mediano y largo plazo, intervenga estratégica y proactivamente en los mercados con diversos instrumentos para promover, o directamente crear, nuevas capacidades industriales y tecnológicas de mayor orden que las imperantes en una economía, para acelerar la transformación y el crecimiento económicos. Aunque las políticas “horizontales” forman parte del paquete de medidas, el atributo clave es que estas últimas se combinen con acciones selectivas en consonancia con prioridades estratégicas. La PI habitualmente se refiere a la industria, debería versar también sobre los servicios. También podría ayudar a “morir” a industrias en declinación, a fin de liberar recursos para nuevas actividades con los mínimos perjuicios posibles para las capacidades acumuladas que puedan seguir contribuyendo al buen desempeño de

      la economía.

    


    Quienes proponen la política industrial reconocen las dificultades con que tropiezan en materia de capacidades disponibles del sector público, problemas de agente-principal, inercia en los conjuntos de políticas, intereses sectoriales, y corrupción (Nelson, 1987; Pérez, 1992; Kosacoff y Ramos 1999; Lall, 2000), pero creen que identificar ámbitos de intervenciones de políticas es una labor menos temible de lo que se presume, y que la selectividad es menos peligrosa de lo que se cree. De hecho, tal como señala Rodrik (2008), aun en el contexto de los objetivos del consenso de Washington los gobiernos han venido identificando constantemente intervenciones para el suministro de bienes públicos en ámbitos sociales no necesariamente menos complejos que los de la política industrial, y además han procedido en forma selectiva al asignar recursos y elaborar programas para esos fines. Por su parte Rodrik (2004) señala también que un sistema disfuncional de captación de rentas, así como la corrupción, constituyen un riesgo que no es exclusivo de la política industrial, sino que afecta a todos los ámbitos de la política pública, y que además puede mitigarse a través del diseño del marco institucional y de las modalidades de la política industrial (Wade, 2004; Todesca y Besmedrisnik, 2006; Amsden, 2007; Devlin y Moguillansky, 2009). Por lo tanto, aunque sin subestimar las dificultades que supone una aplicación eficaz de la PI, quienes la proponen creen que los gobiernos en efecto pueden, en diferentes grados, en función de sus circunstancias, proceder en forma más estratégica, en la formulación de las políticas de lo que el fundamentalismo del mercado probablemente admitiría.


    En cuanto a las medidas del Estado en este marco más proactivo, existen tres potenciales modalidades que también Evans (1995) ha definido con acierto. Una es la del “demiurgo”, o del Estado como productor. Aunque todos los Estados producen cosas, una modalidad de acción del Estado, en el espíritu de un demiurgo, se basa en el amplio supuesto de que el sector privado es incapaz de llevar a cabo actividades económicas. La segunda modalidad es la de la “partera”, en que también se duda de la capacidad del sector privado, pero se cree posible crearla, por lo cual, en lugar de hacerse cargo directamente de la nueva actividad problemática, el Estado ayuda al sector privado a adquirir esa capacidad. Otra de las modalidades es la de “facilitador” en virtud de la cual el sector privado es muy capaz de realizar nuevas actividades complejas, pero el Estado lo ayuda a navegar en las aguas tormentosas de la globalización y el cambio tecnológico. Esas modalidades pueden coexistir en la matriz de políticas del Estado, pero una o más de ellas pueden predominar en determinado momento y grado de desarrollo, como más abajo veremos en este capítulo. En cuanto a los instrumentos de la PI, el clásico ha sido el de la protección arancelaria, pero en realidad los instrumentos son muchos y variados, y la gama no cesa de ampliarse28. Algunos de los instrumentos efectivamente utilizados para el desarrollo de la exportación se destacarán en capítulos posteriores.


    
      28 La República de Corea ha utilizado una amplia batería, que comprende muchos de los instrumentos, de los que Chang (1994, págs. 115-116) ofrece una reseña sintética.

    


    En realidad existe un acalorado debate en torno a los dos enfoques de la estrategia de desarrollo arriba descritos, que data de los primeros días del capitalismo29. En la era contemporánea, los proponentes de la primera alternativa de políticas fueron conocidos como “monetaristas” en los años sesenta, y como “neoclásicos” o “neoliberales” en la actualidad, en tanto que los del segundo grupo fueron conocidos inicialmente como “estructuralistas” o “dirigistas” y actualmente se les rotula como abogados del “neoestructuralismo” o del “desarrollismo”. El debate contemporáneo surgió de la famosa discrepancia, en la esfera de la economía del desarrollo, entre monetaristas y estructuralistas en el período de industrialización mediante sustitución de importaciones anterior a 1980, de la que América Latina fue un puntal importante30. En esos días los estructuralistas predominan en el debate sobre el desarrollo. El surgimiento de la ideología antiestatista de Reagan y Thatcher, en los años ochenta, aunado a la grave crisis de la deuda que afectó a América Latina y a otros países en desarrollo, quitó legitimidad a la política pública proactiva estructuralista y contribuyó a llevar el péndulo en forma pronunciada hacia el denominado enfoque neoliberal, tal como se expresó en el influyente consenso de Washington mencionado en el capítulo I. No obstante, frente al desempeño insatisfactorio, tardío o vacilante de los más destacados estudiosos del consenso, los resultados mucho más exitosos logrados en algunos países con políticas gubernamentales más proactivas y la crisis manifiesta reinante en el Norte debido a la fe irrestricta en la eficiencia de los mercados, la política industrial, “ha regresado”31. De hecho, como veremos en capítulos posteriores, las estrategias de desarrollo basadas en la política industrial despiertan creciente interés en América Latina32. Además, en comparación con sus enunciados anteriores, los proponentes contemporáneos del neoestructuralismo han aportado al enfoque de la política industrial abundante “valor agregado”, cuestión a la que nos referiremos algo más abajo.


    
      29 En algunos aspectos, en La riqueza de las naciones de Adam Smith (1776) se cuestionaban las ideas del activismo estatal y del mercantilismo, cuyo inspirador fue el célebre Ministro de Hacienda de Luis XIV, Jean-Batiste Colbert. Al mismo tiempo, Alexander Hamilton, de los Estados Unidos, y Friedrich List, de Alemania, fueron, en el siglo XVIII, célebres antagonistas de la teoría del laissez faire de Smith.


      
        30 Véase Oliviera Campos (1964).


        
          31 Así lo señalan también autores como Sabel (2009). Michael Porter (2009), que anteriormente adujo que solo las empresas, no los países, tienen estrategias, admite ahora que los Estados Unidos necesitan una estrategia, para no sufrir un retroceso.


          
            32 En Di Flippo (2009) aparece una interpretación de la opinión de América Latina sobre

            el estructuralismo.

          

        

      

    


    Las políticas industriales tienen una larga historia. De hecho, en los últimos siglos pocos países se han enriquecido sin atravesar un período de utilización de la política industrial, muy notablemente la de protección de las industrias incipientes, entre otros instrumentos, antes de alcanzar el estadio propio de una economía “liberal” (Bairoch, 1993; Fajnzylber 1990 y 1988; Chang, 2003; Reinert, 2004 y 2009)33. Los estudios sobre los efectos de la política industrial en materia de desarrollo, formulados por partidarios y críticos de esa política son numerosos, pero no han acallado el debate. Wade (2004, pág. 345) capta certeramente parte de la dinámica del asunto:


    
      33 Chang (2003) y otros alegan que los países exitosos se vuelven partidarios del libre comercio recién después de llegar a la cima, y que con ello en realidad tratan de privar a otros países, más atrasados, de la “escalera” de la política industrial que ellos habían usado para ponerse a la cabeza. Pero aun después de la llegada a una categoría propia de una economía liberal están presentes los restos de la política industrial, aunque en forma más sutil. Tal como lo comentó recientemente el director del fondo estratégico de inversiones de Francia: Consideramos legítimo que la autoridad pública se preocupe de las características y la evolución de la trama industrial de nuestro país…. el Estado tiene derecho a tener una visión. (Financial Times, 2009, pág. 7).

    


    El debate en torno al papel del Estado en el desarrollo económico demuestra el poder de una repetición infinita como arma del saber moderno. La cuestión normalmente se plantea en términos de “magnitud” de la intervención del Estado o de “tamaño” del sector público. La escuela neoclásica dice que en los casos más exitosos la intervención en el mercado es relativamente escasa, en tanto que en los casos menos exitosos (los del Brasil y México, en comparación con el de Asia oriental; o el del África subsahariana en el nivel más bajo de la escala) la intervención es amplia, y usa esas pruebas para instar a los gobiernos a reducir el tamaño del Estado y eliminar del mercado muchas de las intervenciones. En la esfera de la economía política se afirma que los neoclásicos padecen errores de hecho; los casos más exitosos muestran una intervención “fuerte” o “activa”. Se concluye, a partir de esas pruebas, que en algunas circunstancias los gobiernos pueden (destaque del autor) orientar el mercado hacia un mejor desempeño industrial más eficazmente de lo que lo haría un mercado libre, aun en ausencia de una falla del mercado de tipo neoclásico. No obstante, ninguno de los dos bandos se ha mostrado perceptiblemente entusiasta en especificar con precisión qué pruebas serían congruentes o incongruentes con su posición. En ambos campos ha habido una desatención selectiva de los datos que pudieran trastrocar su perspectiva de los hechos. Por lo tanto, el debate sobre el papel del Estado no es tanto un debate sino el caso de dos paradigmas…. que hablan sin escucharse uno al otro.


    A este respecto, el problema no solo es una profesión de fe en determinados paradigmas, sino que reside en la real dificultad de medir con precisión los impactos de la política industrial. El análisis general contemporáneo más riguroso está centrado principalmente en Asia oriental, en que la mayoría de los participantes por lo menos coinciden categóricamente en que los gobiernos han sido de alguna manera intervencionistas proactivos en los mercados. En general se abordan tres temas: el de si los sectores focalizados recibieron un significativo respaldo financiero; el de si la estructura industrial difirió de la prevista en función de los ingresos y la población de una economía, y el de si los resultados en materia de productividad de sectores que gozaban de respaldo estratégico resultó mejor que el de los sectores no estratégicos (Weiss, 2005; Harrison y Rodríguez-Claire, 2009).


    No obstante, para evaluar los resultados hay que superar numerosos problemas. Sea cual fuere el modelo, los mecanismos exactos de transmisión dinámica de la política industrial pueden ser extremadamente complicados y difíciles de comprender plenamente. De hecho, efectuar una evaluación rigurosa del impacto de determinado programa de incentivos focalizados sectorialmente en, por ejemplo, la productividad, constituye una labor muy ardua (Hughes, 2007), para no mencionar perspectivas más agregadas. Es sumamente difícil elaborar hipótesis contrafácticas sólidas para establecer cuáles habrían sido los resultados a falta de la política industrial, en especial cuando se trata de examinar un desempeño económico extremadamente sólido. Además, pueden existir graves problemas de datos dentro de un mismo país y entre distintos países (por ejemplo con respecto al acervo de capital nacional), y también suele ser difícil, en conjuntos de datos, aislar la instrumentación de la política industrial de otras motivaciones de economía política (McClelland, 1975). Al evaluar el nexo causal de las correlaciones se plantea el complicado problema de la endogeneidad. Por otra parte, los resultados del modelado estadístico son también muy sensibles a los períodos seleccionados, por ejemplo en la contabilidad del crecimiento, tal como lo demuestra Sarle (1996) para el debate sobre Asia oriental. Además, algunas intervenciones, como la orientación administrativa y la “persuasión moral”, ni siquiera pueden cuantificarse fácilmente a los efectos del modelado. Finalmente, existe un amplio acervo de estudios de casos relativos a los “tigres” asiáticos. En muchos de ellos se llega a conclusiones positivas sobre la eficacia de la política industrial en relación con los incentivos a la inversión, el aprendizaje, la adaptación tecnológica y el desarrollo industrial y de la exportación, pero en otros las conclusiones son menos favorables. Finalmente, como es natural, la labor relativa a los estudios de casos no es suficientemente general como para que a muchos economistas les resulte convincente. Por lo tanto, el examen de los resultados globales de los numerosos estudios emprendidos suele llevar a conclusiones que se describen con términos tales como “resultados heterogéneos”, “resultados no concluyentes” o “agnosticismo” con respecto a los efectos de la política industrial (Wade, 1986 y 2004; Weiss, 2005; Rodrik, 2008; Harrison y Rodríguez-Claire, 2009; Sarle, 1996).


    La falta de pruebas empíricas concluyentes lleva a los economistas del desarrollo a tener que optar, en un contexto de incertidumbre, por una orientación de política recomendable para el crecimiento y la transformación productiva. Por un lado se puede recurrir a un argumento de “asociación”, conforme al cual en casi todos los casos de países exitosos que han logrado cerrar la brecha de ingresos, han estado presentes estrategias de mediano y largo plazo con un eje centrado en la política industrial, y correr el riesgo de incurrir en lo que Wade (2004, pág. 348) denomina la “falacia darwiniana”, consistente en suponer que la existencia de una cosa hace que esta sea indispensable para la supervivencia del organismo o de la sociedad en que existe o bien pueden caer en lo que Wade denomina “falacia de Ptolomeo” y suponer que las experiencias exitosas en materia de crecimiento solo pueden atribuirse a políticas congruentes con el paradigma neoliberal.


    Como se señaló, son pocos los casos históricos de países que han logrado cerrar la brecha de ingresos en que no hayan estado presentes políticas industriales. Al mismo tiempo, los casos contemporáneos de países en desarrollo que hayan dado alcance a países ricos versan sobre un conjunto relativamente selecto de naciones. Desde 1960 a esta parte, 15 países (de un universo de 106 de los que se dispone de datos) han reducido en no menos de 10 puntos porcentuales la brecha de ingresos medida por el PIB per cápita que los separaba de los Estados Unidos (véase el cuadro II.1). De ellos, solo Hong Kong (actualmente Región Administrativa Especial de China) se acercaría nítidamente al paradigma neoliberal en cuanto a intervenciones gubernamentales. A esto se agrega que más de la mitad de esos países utilizan, o han utilizado, planes nacionales estratégicos de desarrollo formales para orientar la política. Otros países en desarrollo, como Malasia, la República Checa y China, no han alcanzado el referido umbral, pero han logrado acortar considerablemente las distancias mediante la utilización de políticas industriales estratégicas. Naturalmente, son muchos los países que han utilizado políticas industriales de uno u otro tipo generadoras de resultados económicos insatisfactorios o sumamente mediocres. No obstante, por lo general es fácil identificar la causa del problema no como propia de la política industrial, sino como fruto de errores de diseño y de ejecución, o de perturbaciones exógenas. Por lo tanto, siendo nosotros economistas del desarrollo, por las mencionadas razones, aunadas al considerable número de estudios de caso en que se llega a conclusiones favorables sobre el impacto de la PI en los casos de éxito, hemos decidido arriesgarnos (con prudencia) a incurrir en la falacia darwiniana. Así creemos que para América Latina es una buena “apuesta” cultivar y profundizar la capacidad del Estado de comprometerse y ejecutar eficazmente una estrategia explícita de desarrollo a mediano plazo, respaldada por una moderna política industrial.


    Cuadro II.1
PAÍSES EN QUE SE REDUJO EN NO MENOS DE 10 PUNTOS PORCENTUALES LA BRECHA DEL PIB PER CÁPITA EN RELACIÓN CON LOS ESTADOS UNIDOS, 1960-2007a


    (PIB per cápita como porcentaje del PIB per cápita estadounidense)


    [image: cuadroII1.jpg]


    Fuente: Elaboración propia sobre la base de cifras del Banco Mundial.


    a Dólares constantes de 2000.


    b Omán: datos hasta 2006.


    2. Coda: ampliación de las razones por las que creemos que las estrategias de desarrollo de mediano y largo plazo son importantes para América Latina


    Existen abundantes estudios sobre políticas industriales. No tenemos la intención de examinarlos aquí. Los lectores interesados pueden acudir a otras fuentes (por ejemplo, Peres y Primi, 2009; Harrison y Rodríguez-Claire, 2009; Nolan y Pack, 2002). Lo que destacaremos a continuación son los ámbitos de la defensa de la política industrial que consideramos especialmente convincentes para América Latina y que a nuestro juicio justifican una apuesta inteligente con respecto a mejorar la capacidad del Estado para utilizar las políticas industriales, y asumir responsablemente los riesgos que entrañan.


    En términos generales, la actitud mental o la cultura intelectual de los escépticos y de quienes recomiendan una política industrial (PI) son muy diferentes, y esa diferencia también influye sobre la concepción de los procesos de desarrollo34. Creemos que quienes proponen la PI promueven un proceso intelectual más adecuado para los responsables de políticas de América Latina que deseen operar con éxito en el mundo dinámico y cada vez más competitivo de la globalización, para intensificar las transformaciones económicas, el crecimiento y el proceso de disminución o cierre de la brecha de ingresos. Consideramos especialmente influyentes las siguientes dimensiones de esa

    actitud mental:


    
      34 Toda cultura intelectual tiene su propia terminología y sus propias normas, que influyen sobre el pensamiento referente a la política económica, lo estimulan y le imponen restricciones (Jung-En Woo, 1992).

    


    a) Un sesgo dinámico favorable a la producción industrial basado en una noción de eficacia. Muchos de quienes ven con escepticismo la PI se valen de un marco estático neoclásico de eficiencia como el de Pareto, de especial protección del bienestar del consumidor, y en el que incluso se ven con recelo las pérdidas temporales de consumo provocadas por las “distorsiones” inducidas por la política industrial35. Aparte de que, en sus propios términos el óptimo de Pareto de por sí no garantiza el máximo bienestar posible, en las interpretaciones más modernas de la política industrial se hace hincapié en que la transformación económica se basa en la “eficacia” con que se promuevan procesos de inversión y se profundice una industrialización que, en forma continua y acumulativa, facilite el acceso a conocimientos, codificados y tácitos, que respalden nuevas capacidades de producción y tecnología36. En esta opinión, tal como lo señalan Cimoli, Dosi, Nelson y Stiglitz (2006), en cierta circunstancia de aprendizaje, la eficacia puede ir en detrimento de la eficiencia.


    
      35 Por ejemplo, en algunos estudios se deja de lado la iniciativa de desarrollo de la industria pesada de la República de Corea de los años setenta, aunque ella, si bien con errores, a la larga resultó en gran medida exitosa para respaldar la transformación económica y la rentabilidad. Esta crítica obedece a que a la fecha el programa ambicioso distorsionó los precios relativos y distrajo recursos de la industria liviana, lo que (temporalmente) redujo la competitividad neta del sector manufacturero y la eficiencia global (En Jong-ho (1990) y Kim (1990)). Desde una perspectiva diferente de PI, el éxito del cambio de la economía de la industria liviana a la pesada representó la creación de nuevas capacidades, así como la generación de señales públicas que alentaron una política de inversión en nuevas actividades mejoradas y en aprendizaje. De acuerdo con la célebre observación de Amsden (1989) las políticas para promover la equiparación de ingreso per capita con los países ricos, desde la perspectiva neoclásica, frecuentemente han implicado el uso de señales de precios “incorrectos”. Jong-ho y Kim también atribuyen una inestabilidad macroeconómica en los años ochenta a la fuerte orientación favorable a la industria pesada. No obstante, otros señalan que los problemas temporales no obedecieron a la PI como tal, sino más bien a perturbaciones externas y a una apertura excesivamente rápida de la cuenta de capital (Wade, 2004).


      
        36 Lo expresado podría examinarse desde la perspectiva de una eficiencia “dinámica” en que se compararían, considerando una tasa de descuento, , las pérdidas de consumo temporales de las políticas de PI con los beneficios provenientes de esta (Harrison y Rodríguez-Claire, 2009). No obstante, la precisión, aunque conceptualmente impecable, se ve confrontada con todos los problemas de medición del impacto de la PI

        ya mencionados.

      

    


    b) Una visión estratégica de mediano y largo plazo. Como señaló Montaigne hace largo tiempo, “no hay viento a favor para el que no tiene puerto de destino” (Frame (1958), pág. 243). Por su propio carácter, la adopción de la PI alienta a los países a organizar estratégicamente y priorizar objetivos orientados hacia el plazo mediano y el largo plazo que movilicen la atención y los esfuerzos de un país hacia la creación de capacidades que aceleren la transformación económica de su economía37. El alcance de la PI puede variar: utilizando la terminología de Hausmann, Rodrik y Sabel (2008), la PI puede ser “de pequeño alcance”, limitada a promover aportes públicos tendientes a mejorar la productividad de las actividades existentes, o “de gran alcance”, en que se opta por un programa de establecimiento de nuevas industrias. Creemos que en América Latina el crecimiento económico y el desarrollo se verían favorecidos si la estrategia gubernamental rebasara en forma enérgica y coherente la esfera de la gestión macroeconómica de corto plazo, relativamente consolidada, que en la actualidad gravita tan fuertemente sobre la política en la región, y se la combinara con una estrategia de transformación económica cada vez más vigorosa, de mediano y largo plazo, orientada por metas.


    
      37 Los asiáticos, por ejemplo, han mantenido una actitud orientada muy categóricamente hacia objetivos y estrategia. Como ilustración contemporánea cabe mencionar el objetivo de los chinos de hacer de Shanghai un centro internacional de la moda a más tardar en 2015; otra de sus metas es aumentar el gasto en investigación y desarrollo del país hasta llevarlo al 2% del PIB a más tardar en 2020 (Devlin, 2008). Singapur, por su parte, se propone aumentar, del 2% al 3% del PIB, su gasto en investigación y desarrollo durante la presente década.

    


    c) Ambición. Como señala Evans (1995), el enfoque de la PI refleja intensa preocupación por el sitial de un país en la jerarquía productiva mundial, actitud que se basa en el supuesto de que esa posición no está fijada irreversiblemente por la estructura existente de ventajas comparativas estáticas, sino que existe margen para intervenciones públicas que ayuden a aumentar la escala de la economía o a acelerar el proceso de consecución de esa meta. En otros términos, las ventajas comparativas son “hechas por el ser humano” (Fajnzylber, 1983 y 1990; Adelman, 1990). Por lo tanto, la PI infunde una “cultura” que no se contenta con una dotación de recursos “venida del cielo” y una ventaja comparativa estática, aun en un contexto de desempeño económico respetable, sino que hace hincapié en la experimentación basada en la noción de que es posible aprender y mejorar. Esta “cultura” ambiciosa reviste especial importancia en gran parte de América Latina, en que las rentas de los recursos naturales, o rentas de la economía política tales como las preferencias comerciales de los países ricos, pueden llevar a los países latinoamericanos a contentarse con lo que tienen —lo que en efecto sucede en muchos casos— y en definitiva contribuir a un desempeño subóptimo y a la vulnerabilidad económica (CEPAL, 2008).


    d) Emulación. En la PI moderna el pensamiento teórico se basa en la consideración de actividades realizadas en los países más ricos y avanzados y, como expresión adicional más precisa de ambición, se encamina, por diferentes vías a lo largo del tiempo, hacia una imitación estratégica a esos países, para adquirir y crear nuevas capacidades mejoradas (Reinart, 2009). Como se mencionó en el capítulo anterior, se ha observado empíricamente que a medida que obtienen mayores ingresos los países experimentan una evolución que los hace pasar de un alto grado de especialización en la producción y la exportación a una etapa de diversificación, tras la cual vuelven a comenzar a especializarse en niveles relativamente altos de ingresos y mayor proximidad a las fronteras tecnológicas (Imbs y Wacziarg, 2003; Klinger y Lederman, 2006). Esto lleva a pensar, como lo señalan Fajnzylber (1988); Fajnzylber (1990); Lall (1997) y Rodrik (2004), que la política de desarrollo debe promover la diversificación, porque permite realizar nuevas actividades que generan aprendizaje y nuevas capacidades que respaldan la transformación económica y el crecimiento. En relación con este criterio en el capítulo anterior se observó que América Latina está retrasada en materia

    de diversificación.


    No obstante, no todas las actividades son iguales. Por una parte, ciertos productos pueden requerir aptitudes y capacidades específicas que se asemejan en cierta medida a las de otros procesos de producción y que facilitan la migración a nuevas actividades, en tanto que otros productos exigen aptitudes tan específicas que están aislados, lo que dificulta la migración (Hausmann y Rodrik, 2006)38. Cuanto más aislado sea el conjunto de aptitudes con que cuenta un país en la esfera de la producción tanto más decisivo será que su política industrial promueva la diversificación, porque las fuerzas del mercado no han de tender fácilmente puentes asequibles a nuevas actividades. Por otra parte, los vínculos entre las distintas actividades de producción se encuentran en jerarquías tecnológicas en que están ubicadas ciertas tecnologías básicas específicas de industrias o actividades que promueven en forma excepcionalmente dinámica el aprendizaje, la productividad y la “creación” de ventajas comparativas nuevas y mejoradas (Lall, 1993; Pérez, 2001; Cimoli, Dosi, Nelson y Stiglitz, 2006). Esas tecnologías surgen de la frontera tecnológica y se difunden. Como lo que un país produce hoy determina la acumulación de conocimientos, aptitudes y ventajas comparativas mañana, es importante centrar la atención en el desarrollo paulatino de capacidades nacionales, que a través de imitación o innovación den acceso a producción y actividades que entrañen la utilización de esas tecnologías dinámicas. Esto no sucederá necesariamente en forma espontánea por acción de las fuerzas del mercado: de hecho, los mercados que respaldan determinadas actividades estratégicas quizá no sean completos, o falten por completo en la economía local.


    
      38 Además, una vez introducido, el aprendizaje de una nueva actividad puede ser intenso, lo que permite a los países ascender con bastante rapidez por la escala de la calidad. Un buen ejemplo de aprendizaje es el de los automóviles de la República de Corea, especialmente los de Hyundai Motors. Amparado por un mercado externo fuertemente protegido, ese sector se convirtió, en el término de 30 años, en un importante protagonista en la industria

      automotriz internacional.

    


    e) Actitud de alerta estratégica frente a la interdependencia económica y sus efectos de derrame. Entre los que proponen la PI existen opiniones dispares sobre la pertinencia de la óptica consistente en centrar la atención exclusivamente en las denominadas fallas del mercado, y no en la cuestión, más general, de la acumulación de capacidades y conocimientos a través de una promoción selectiva de determinados procesos y actividades de producción39. No obstante, si se hiciera abstracción de una noción de equilibrio estático y de la discrepancia entre los precios sociales y los del mercado, las diferencias de opción con respecto a la importancia potencial de las interdependencias y los efectos de derrame provocados por las actividades de los agentes del mercado probablemente serían de pequeña escala. Desde una perspectiva “cultural”, en el paradigma neoliberal se presta mucho menos atención a este tema, dados sus supuestos básicos de independencia de los agentes económicos.


    
      39 Véase Peres y Primi (2009). La discrepancia surge de preguntas sobre la pertinencia en el mundo real, para la política pública, del parámetro de referencia de eficiencia del paradigma neoclásico.

    


    Numerosos efectos de derrame pueden influir sobre el éxito de una economía en materia de crecimiento y transformación económica (Chang, 1994; Noland y Pack, 2002; Harrison y Rodríguez-Claire, 2009). Algunos parecen ser excepcionalmente importantes para América Latina. Tradicionalmente la PI se muestra muy alerta frente a las “industrias incipientes” con economías de escala intrasectoriales e intersectoriales que surgen de eslabones de producción y efectos de derrame del conocimiento. Esto se debe a que el aumento de la escala puede incrementar la productividad y reducir los costos de nuevas actividades, y por lo tanto aumentar su competitividad en medida suficiente como para crear una ventaja comparativa. Esos efectos ponen de manifiesto los problemas de coordinación que deben evaluarse y abordarse en la política industrial.


    El segundo se refiere a los efectos de derrame de información que resultan de emprender nuevas actividades. Una nueva actividad exitosa realizada en una economía local genera nueva información, que promueve el ingreso de nuevos participantes, que imitarán y ampliarán el proceso de aprendizaje de los países. Recientemente Hausmann y Rodrik (2006) subrayaron que este tipo de efecto respecto de la información, en principio beneficioso para una economía, puede disuadir de realizar una inversión inicial en descubrimiento de una nueva actividad rentable. Ello obedece a que el primer participante prevé que si tiene éxito los imitadores reducirán las ganancias, en tanto que si la inversión falla, el nuevo participante soportará todos los costos. La receta consiste en el otorgamiento de subsidios de distintos tipos para promover el descubrimiento. No obstante, también puede demostrarse que el primer participante no se encuentra necesariamente en desventaja (Newfarmer, Shaw y Walkenhorst, 2009)40. Sea como fuere, puede afirmarse con certeza que la información misma es un importante cuello de botella, por lo cual las intervenciones públicas encaminadas a ampliar el acceso a una información que facilite el descubrimiento y la inversión en nuevas actividades cumplen un papel valioso en materia de política industrial.


    
      40 Si una empresa exporta, el mercado mundial es suficientemente grande como para dar cabida a más de un participante. Además, los nuevos participantes pueden provocar efectos de derrame intrasectoriales.

    


    f) Pensamiento evolucionista. En su mayor parte, la PI no está anclada en un paradigma estático válido para todos los momentos y lugares, sino que sus fundamentos conceptuales están enraizados en la evolución real de la economía nacional y la economía mundial. Por lo tanto, se observa una constante progresión del pensamiento, en consonancia con la realidad.


    Por ejemplo, en los últimos años la organización industrial ha experimentado grandes cambios. Los sistemas de producción de las empresas y los sectores económicos se han descentralizado cada vez más en un mercado que se ha hecho mundial, lo que se ha visto facilitado por adelantos en tecnologías como las del transporte y la información. Aunque el conocimiento (que suele entrañar, tácitamente, organizaciones y actividades) y las nuevas capacidades siguen generándose en importante medida en unidades cerradas de empresas y sectores industriales, ha habido un aumento explosivo de redes nacionales e internacionales de colaboración relativamente móviles que sirven de base a actividades de producción y tecnologías que proporcionan conocimientos, crean capacidades y estimulan la innovación en actividades dinámicas (Cimoli, Dosi, Nelson y Stiglitz, 2006). Por lo tanto, en las estrategias para disminuir o cerrar la brecha de ingresos un país debe hacer cada vez más hincapié en la creación de oportunos instrumentos institucionales y políticas para ayudar al sector privado a crear capacidades de identificación, acceso y aprovechamiento de oportunidades que no necesariamente surgen en forma lineal de actividades actuales. Esto es lo que Sabel (2009) denomina “política industrial abierta”. Ese concepto, a nuestro juicio, no niega la utilidad de perspectivas más verticales, pero no cabe duda de que debe pasar a formar parte del pensamiento estratégico. Como ejemplo adicional cabe mencionar que el surgimiento de la Ronda Uruguay de la Organización Mundial del Comercio (OMC) ha hecho más difícil utilizar determinadas formas más tradicionales de PI. Esta, sin embargo, no solo promueve la exploración pragmática de vacíos del mundo real en las normas de la OMC, sino que en ella además se ha hecho cada vez más hincapié en estrategias de inversión sobre temas e innovaciones de oferta en que el alcance de las normas es mucho menos general (Bora, Lloyd y Pangestu, 2000; DiCapprio y Gallagher 2000; Weiss, 2005).


    Finalmente, quizá el aspecto más importante de la evolución del pensamiento sobre la PI es el papel de las alianzas público-privadas en materia de elaboración y aplicación de estrategias, cuestión que se analiza en detalle en el capítulo III.


    g) Perspectiva integrada para la política. En el contexto ideológico neoliberal se tiende a focalizar las políticas microeconómicas y macroeconómicas en compartimientos separados. La PI haría hincapié en la necesidad de completo alineamiento, en pensamiento y acción, entre ambos tipos de políticas. Por lo tanto, a través de la actitud mental propia de la PI se trataría de lograr que la gestión macroeconómica y los ajustes de corto plazo fueran congruentes con la estrategia de transformación productiva de mediano y largo plazo. La PI detectaría “señales de alarma” si surgieran tipos de cambio sobrevaluados, una gran afluencia de capital volátil a corto plazo, tasas de interés real internas sumamente elevadas, un sector público severamente desprovisto de recursos fiscales, la reducción de inversiones estratégicas que respalden la creación de capacidad nacional, etc. El paradigma mental neoliberal de la fe en las fuerzas del mercado tiende a causar mayor permisividad a este respecto. Esto es importante para América Latina ya que en la era de las reformas y durante la gran recesión económica mundial de 2008-2009, introdujo grandes ajustes macroeconómicos sin tener siempre en cuenta todas las consecuencias de mediano y largo plazo para la transformación económica.


    B. Las estrategias de desarrollo en la práctica


    1. Diez casos de éxito extrarregionales


    Como se señala en la introducción, en este y en los siguientes capítulos de la primera parte del libro, se analiza el “cómo” de la formulación y aplicación de las estrategias de desarrollo de 10 países que denominamos “casos de éxito” porque han mantenido un proceso de convergencia económica con países ricos o porque su desempeño ha sido mejor que el de América Latina con una dotación de recursos similar a la de esta región. Además, nuestro enfoque, a lo largo de todo el presente capítulo y del resto de la parte I, se centrará en gran medida en las estrategias de desarrollo de la exportación41. Dos razones nos llevan a ello: primero, el deseo de disponer de un vehículo manejable para ilustrar el “cómo” de estrategias de desarrollo que en general abarcan numerosas dimensiones. La segunda razón es que desarrollar la exportación ha sido un objetivo básico que ha guiado y estimulado el crecimiento y la transformación económica en los casos de éxito estudiados.


    
      41 El desarrollo de la exportación tiene varias dimensiones, que naturalmente pueden combinarse mutuamente. Una de ellas puede consistir en la exportación, en mayor medida y con mayor productividad, de productos a los que ya corresponda cierta proporción del mercado mundial. Otra dimensión consistiría en una diversificación horizontal basada en ventajas comparativas existentes, que sea relativamente fácil identificar pero que por alguna razón no se aprovechen plenamente. Otra, en mejorar la calidad de los productos de exportación que ya se estén exportando, para aumentar los valores unitarios en ámbitos de producción existentes. Por último, profundizando el último de esos procesos, o de un proceso más independiente, pueden crearse ventajas comparativas verdaderamente nuevas.

    


    Antes de ingresar plenamente en el análisis de estrategias, se presenta a continuación una breve descripción de algunos indicadores generales para describir a los países que se estudian en este capítulo. Se trata, en la mayoría de los casos, de economías pequeñas en cuanto a población y extensión territorial (véase el cuadro II.2). Las excepciones son los cuatro países de tamaño mediano siguientes, cuyo número de habitantes está comprendido entre 20 millones y 50 millones: Australia, España, Malasia y la República de Corea. Algunos países, como la República de Corea, Malasia, Singapur, España, Irlanda y Finlandia eran notablemente pobres en la década de 1950. Del cuadro se desprende también que en los últimos 25 años la tasa de crecimiento de casi todos esos países ha superado el promedio de la tasa de los países de altos ingresos de la Organización de Cooperación y Desarrollo Económicos (OCDE), lo cual, en pronunciado contraste con lo sucedido en la región de América Latina, ha dado lugar a sostenidos procesos de convergencia económica con países ricos (véanse los gráficos II.1 y II.2)42. Las principales excepciones son las de Australia y Nueva Zelandia, cuyas trayectorias son divergentes; no obstante, ambos países lograron alcanzar y mantener la condición de países ricos sobre una plataforma de exportación de recursos naturales. En lo que se refiere a Suecia, desde mediados del siglo XX su ingreso ha sido uno de los más altos de los obtenidos por países de la OCDE.


    
      42 En algunos países, el ingreso en la Unión Europea (UE) coincidió con un proceso de convergencia. En Finlandia, la convergencia se vio interrumpida por la caída de la Unión Soviética, y cobró nuevo impulso en virtud de las reformas de esta última a mediados de la década de 1990, que también coincidieron con el ingreso de Finlandia en la Unión Europea. La recuperación de España también coincidió con su ingreso en la UE. En lo que atañe a Suecia y a la República Checa, el primero de esos países experimentó un largo proceso de pérdida de su situación más ventajosa, que comenzó a cambiar de signo en un período más o menos coincidente con el del ingreso de ese país en la Unión Europea (1995), en tanto que la República Checa dio muestras de convergencia cuando se preparaba para ingresar en la UE (2004). De todos modos, si bien el ingreso en la UE es un factor común, las políticas y estrategias de aprovechamiento de oportunidades son importantes, ya que países tales como Grecia y Austria no lograron la convergencia ni siquiera al ingresar en la UE.

    


    El cuadro II.2 muestra también que en relación con su PIB, todos los países tienen tasas de ahorro muy respetables o altas, con coeficientes de más del 40% en casos como los de Malasia y Singapur. Dicho

    cuadro pone también de manifiesto la importancia de la inversión extranjera directa (IED) para el proceso de aprendizaje de algunos países, en cuanto a cambio estructural y desarrollo de la exportación (especialmente en la República Checa, España, Irlanda, Malasia y Singapur). En la República de Corea y Finlandia (y Suecia), en cambio, hasta una etapa bastante tardía de sus procesos de desarrollo, en que las capacidades nacionales estaban bien desarrolladas, se desalentó

    la IED.


    La última columna del cuadro II.3 muestra la proporción del

    PIB atribuible al comercio. Aunque ese porcentaje difiere considerablemente de un país a otro, sigue siendo significativo en todos ellos, y la apertura al comercio aumentó en los últimos 15 años. Ello es congruente con la importancia que reviste el crecimiento de la exportación en todos esos países, con tasas mayormente más altas que las de los países de altos ingresos de la OCDE y más de dos veces mayores que las de crecimiento del PIB. Dentro de la cesta de la exportación ha habido incrementos significativos en el caso de los productos de mediana y alta tecnología, salvo en países dotados de abundantes recursos naturales43.


    
      43 Lo que no surge del cuadro II.3 es que Nueva Zelandia, y sobre todo Australia, lograron aumentos de productividad y valor agregado de bienes y servicios basándose en sus recursos naturales.

    


    Cuadro II.2
PAÍSES SELECCIONADOS: INDICADORES GENERALES


    [image: cuadroII2.jpg]


    Fuente: Banco Mundial, World Development Indicators [base de datos en línea].


    a OCDE, Irlanda y Nueva Zelandia hasta el 2006.


    b República Checa desde 1993.


    c Irlanda, Nueva Zelandia y ECDE hasta el 2006.


    Gráfico II.1
PAÍSES SELECCIONADOS: PIB PER CÁPITA / PROMEDIO DE LA OCDE
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    Fuente: Elaboración propia sobre la base de cifras del Banco Mundial.


    Gráfico II.2
PAÍSES SELECCIONADOS: PIB PER CÁPITA/ PROMEDIO DE LA OCDE
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    Fuente: Elaboración propia sobre la base de cifras del Banco Mundial.


    Los esfuerzos realizados en materia de investigación y desarrollo (que en la mayoría de esos países forman parte de un enfoque estratégico encaminado a una economía del conocimiento) tienden a ser mucho más intensos (salvo en el caso de Malasia), que en los países latinoamericanos, observándose una tendencia positiva en los

    últimos años.


    Cuadro II.3
PAÍSES SELECCIONADOS: INDICADORES DEL COMERCIO


    [image: cuadroII3.jpg]


    Fuente: Elaboración propia sobre la base de Banco Mundial, World Development Indicators (WDI) [base de datos en línea] y de cifras de la Organización de Cooperación y Desarrollo Económicos (OCDE).


    a Finlandia hasta 2007; Australia y Malasia hasta 2004; Nueva Zelandia hasta 2005.


    b Irlanda, Nueva Zelandia y OCDE hasta 2006.


    c Comtrade basado en clasificación de Lall. Rep Checa de 1993 en adelante.


    d OCDE, Nueva Zelandia, Irlanda hasta 2006.


    e Promedio de crecimiento de las exportaciones para 1990, 1995, 2000, 2004-2007 [en línea] http://www.singstat.gov.sg/


    Finalmente, los antecedentes históricos de cada uno de esos países tienen características propias, sobre las que no pretendemos dar detalles aquí. No obstante, debemos destacar en términos generales su dinámica política en el período posbélico. Australia, Nueva Zelandia, Irlanda, Finlandia y Suecia son democracias occidentales en toda la línea. España y la República de Corea estuvieron regidos por regímenes autoritarios hasta los procesos de transición al sistema democrático en los años setenta y ochenta, respectivamente. A principios de la década de 1960 Gran Bretaña otorgó la independencia a Singapur y Malasia, que desde entonces están gobernados por regímenes de facto monopartidistas. La República Checa, por su parte, integró el bloque soviético hasta la década de 1990.


    2. Las estrategias: hechos estilizados


    El cuadro II.4 contiene descripciones resumidas de las estrategias aplicadas por los países seleccionados. En él se señalan hitos mediante grandes puntos de inflexión a lo largo del tiempo. (En el anexo II.1 aparecen detalles adicionales sobre las experiencias específicas de los países). Un análisis de esas estrategias revela la existencia de elementos comunes, así como factores diferentes, o específicos de determinado país. Los hechos estilizados en este caso son los siguientes:


    i) En general, las estrategias muestran que se hace creciente hincapié en políticas públicas proactivas destinadas a superar obstáculos (incluso fallas del mercado) que dificultan la creación de nuevas ventajas comparativas. En todas las economías, las políticas industriales fueron respaldadas por políticas fiscales que crearon espacio para la política

    pública proactiva.


    ii) Las estrategias han sido flexibles y dinámicas a lo largo del tiempo, en respuesta a la variación de las condiciones internas y externas. Singapur ha sido uno de los países que mejor ha actuado a ese respecto, lo que se refleja en las manifestaciones de su Primer Ministro (Lee, 2003, pág. 5): Ningún sistema da buenos resultados eternamente. Al cambiar el entorno externo y al evolucionar las economías, las instituciones y políticas que daban buenos resultados pueden quedar anticuadas, o incluso volverse disfuncionales. Los países se van adaptando paulatinamente a esos cambios en forma incremental, pero con el tiempo esos cambios incrementales no bastan, y los países tienen que romper el molde y rehacerse, lo que constituye un proceso arduo, pero esencial 44.


    
      44 Singapur ha modificado pronunciadamente los atributos de su estrategia en varias ocasiones. Véase el cuadro II.4 y Kumar y Siddique (2008).

    


    iii) Una tendencia general en la evolución de las estrategias revela un proceso común, cuyo ritmo varía de un país a otro, hacia el fortalecimiento de la integración con la economía mundial45. También es general la importancia dada al desarrollo de la exportación. Aunque un cambio estructural dentro de un gran país ofrece mayores oportunidades en lo referente al mercado interno, los países de pequeña y mediana escala centran sus esfuerzos, como es natural, en actividades tendientes al desarrollo de la exportación46. Aunque todos esos países son ahora economías abiertas, de todos modos ha habido considerables diferencias entre ellos en cuanto al grado, contenido y cronograma de liberalización comercial y financiera, y a la apertura a la inversión extranjera directa (IED). La gran recesión de 2008-2009 ha llevado a la mayoría de los países que representan casos de éxito a aplicar estímulos de corto plazo en sus economías, y a la vez a revisar sus estrategias a la luz de una economía mundial que probablemente se caracterizará por mercados financieros mundiales menos florecientes y mayor protección (CEPAL, 2009). En algunos de ellos ya se está pensando activamente en introducir ajustes en preparación para la recuperación que traerá consigo una “nueva” economía mundial47. No obstante, ninguno de esos países cuestiona su identificación con el principio de la integración internacional.


    
      45 Con exclusión de Suecia, que se industrializó en el siglo XIX y ya en 1970 era uno de los países más ricos del mundo (Andersson, 1980), en la era posbélica casi todos esos países iniciaron un proceso de apertura a la economía internacional, tras períodos de industrialización basada en sustitución de importaciones con mercados protegidos en la esfera interna. En algunos casos, especialmente los semejantes a la República de Corea y Finlandia, que no recurrieron a la IED, ese proceso de industrialización fue especialmente decisivo para crear capacidades de conocimientos y tecnológicas básicas que contribuyeron al avance paulatino de esos países hacia la frontera tecnológica.


      
        46 Por supuesto, este fenómeno es de prever en países más pequeños, pero un hecho interesante es que también ha tenido lugar en países grandes, como China. El papel del desarrollo de la exportación como factor de crecimiento no resulta sorprendente, ya que durante décadas el mundo ha venido asistiendo a un acelerado proceso de globalización en que el comercio exterior en general ha venido creciendo mucho más aceleradamente que el PIB mundial. Esa evolución favorable ha dado a los países la oportunidad de promover directa e indirectamente el crecimiento penetrando en mercados externos. Amsden (2007) sostiene que en Asia el proceso que llevó de exportaciones de baja tecnología a exportaciones de tecnología mediana y alta se basó en comenzar por “practicar” en mercados internos protegidos. No obstante, las estrategias aplicadas en Asia presionaron en favor de la exportación en etapas tempranas del proceso

        de aprendizaje.


        
          47 También a este respecto una reflexión inteligente sobre el tema es la de Lee (2009). Irlanda ha emprendido una revisión formal de su estrategia, con reflexiones encaminadas a estabilizar la economía, aumentar la inversión en investigación y desarrollo (y los incentivos para que las multinacionales locales hagan otro tanto), incorporar un nuevo acuerdo “verde” en materia de combustibles fósiles y mejorar la infraestructura de los países para que adquiera categoría mundial (Gobierno de Irlanda, 2008).

        

      

    


    


    Cuadro II.4
ESTRATEGIAS NACIONALES: HITOS SELECCIONADOS
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    Fuente: Actualización sobre la base de Comisión Económica para América Latina y el Caribe, CEPAL, La transformación productiva 20 años después. Viejos problemas, nuevas oportunidades LC/G.2367(SES.32/3), Santiago de Chile, 2008.


    iv) Salvo en Australia y Nueva Zelandia, el desarrollo de la exportación ha sido sinónimo del propósito de diversificar y escalonar la producción para exportar, cada vez en mayor medida, líneas de productos más avanzados. En el gráfico II.3, que aparece a continuación, se ilustran dos casos de éxito paradigmáticos respecto al escalonamiento: los de la República de Corea e Irlanda.


    v) En todos los países, las estrategias mencionadas son de mediano o de largo plazo, pero con diferencias significativas en cuanto a alcance, profundidad, coherencia y grado de proactividad y a la orientación estructural de su visión del futuro. El alcance de las medidas públicas encaminadas a promover el desarrollo de la exportación, así como su grado de equilibrio entre una aplicación horizontal, en contraposición con una aplicación vertical, varía de un país a otro y de un ámbito prioritario a otro. Algunos países cuentan con políticas altamente específicas, claramente selectivas en determinados sectores, ramas de actividad o aglomeraciones, en tanto que otros tienen una combinación de políticas horizontales aunadas a un enfoque selectivo más limitado con respecto a las ramas de actividad. Otras diferencias consisten en que la intervención esté focalizada en actores seleccionados o se aplique en forma general, versando la diferencia entre medidas orientadas a tipos específicos de empresas (transnacionales, sean génericas o de determinado tipo; pequeñas y medianas empresas (pymes), centros de excelencia y universidades), y medidas no dirigidas a un agente en particular.


    vi) Todas las estrategias están sustentadas en políticas macroeconómicas destinadas a mantener equilibrios fundamentales. No obstante, los países con políticas de transformación productiva más ambiciosas han tenido cuidado de armonizar su determinación de lograr equilibrio macroeconómico con objetivos de política industrial. Todos los países han experimentado episodios de inestabilidad en algún momento, pero en las últimas décadas el logro de equilibrios macroeconómicos fundamentales ha sido

    una constante48.


    
      48 No obstante, esa determinación se flexibilizó recientemente en Irlanda y España, en que se permitió prosperar las burbujas inmobiliarias, lo que explica la mayor gravedad que tuvo la crisis de 2008-2009 para esos países.

    


    


    vii) La capacidad de un país se expresa por el talento de su población. En los países exitosos, una base fundamental para la aplicación de la estrategia es el fortalecimiento de la educación básica y secundaria y también de la educación superior, pues todos ellos procuran, con creciente afán, ascender en la escala de producción mundial49. El desarrollo educativo es un tema generacional, por lo cual se están llevando a cabo programas desde una etapa temprana de desarrollo, prestando atención al aumento de la cobertura y la calidad a lo largo de todas las diversas fases pertinentes, orientando programas a las necesidades de la estrategia de transformación productiva.


    
      49 Países como Irlanda, Finlandia y la República de Corea se han esforzado en prever la demanda de mano de obra especializada, sobre la base de una planificación del desarrollo orientada hacia el futuro. En consecuencia, adaptan a ese objetivo el gasto en educación y las prioridades dadas a los diferentes niveles, en preparación de una nueva fase de transformación productiva.

    


    viii) Algunas estrategias están vinculadas con procesos formales de planificación. En esos casos la estructura y la composición básica de esos planes varían, naturalmente, de un país a otro. El cuadro II.5 muestra qué países (la mitad de los estudiados) tenían planes nacionales. En la República Checa, Finlandia, Irlanda y la República de Corea (antes de 1997) los planes se crearon en un marco que refleja no solo objetivos y prioridades, sino también un compromiso plurianual (indicativo o firme) de asignación de financiamiento50.


    
      50 Los mecanismos de financiamiento varían considerablemente. En Irlanda, por ejemplo, la asignación de recursos es un compromiso presupuestario “firme”, en tanto que en Finlandia el volumen de los recursos asignados al plan, así como el propio plan, es tan solo una directriz para el gobierno, aunque muy influyente.

    


    Cuadro II.5
PLANES NACIONALES
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    Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe, CEPAL, La transformación productiva 20 años después. Viejos problemas, nuevas oportunidades LC/G.2367(SES.32/3), Santiago de Chile, 2008


    Gráfico II.3
REPÚBLICA DE COREA E IRLANDA: MEJORAMIENTO DE LA EXPORTACIÓN


    a) República de Corea
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    b) Irlanda
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    Fuente: Elaboración propia sobre la base de Naciones Unidas, Base de datos estadísticos sobre el comercio de mercaderías (COMTRADE).


    Creemos que la existencia de planes indicativos formales ofrece algunas ventajas, en especial cuando esos planes van acompañados de asignaciones indicativas de recursos de los ministerios de finanzas y se mantiene cierta consistencia entre planes durante ciclos políticos. En primer lugar, constituyen un análisis nacional sistemático que ordena el pensamiento más allá de lo cotidiano, estableciendo objetivos y prioridades orientados hacia el futuro. En segundo lugar, no solo convalidan y estimulan la actividad de los organismos públicos encargados de las estrategias (organismos de desarrollo) y les confieren potestades para la ejecución de programas y políticas, sino que también pueden constituir una especie de mecanismo de coordinación indirecta. (Este ámbito institucional se analizará en un capítulo ulterior). La inclusión de objetivos con compromisos de financiamiento plurianuales puede contribuir a dar mayor credibilidad a la estrategia a los ojos del sector privado y reforzar los mandatos de los organismos ejecutores. Por último, aun suponiendo que exista flexibilidad, el plan puede constituir posteriormente un punto de referencia pública para evaluar la eficacia de las actividades de las autoridades, como evidentemente sucede en Finlandia e Irlanda.


    ix) Algunas estrategias, como la de Australia, surgen netamente de una plataforma política del gobierno y son, en esencia, muy vulnerables a los ciclos políticos. La estrategia nacional imperante hasta el cambio de la administración gubernamental de 2009 constituía, en cierta medida, simplemente un conjunto o marco de programas gubernamentales que ya se estaban ejecutando. En la estrategia adoptada en Nueva Zelandia en el gobierno anterior - reflejada en los componentes de la plataforma política de la administración de Helen Clark-, se combinó la esencia de la estrategia aplicada por una administración anterior con un enfoque nuevo, más estructurado, para el período de 10 años contado a partir de 2006. Esta iniciativa “de transformación económica” alcanzó el estadio de definición de objetivos, identificación de oportunidades y limitaciones y formulación de planes de acción indicativos; no obstante, está por verse qué hará el gobierno conservador electo recientemente (en 2009). Por otra parte, las estrategias de países como España y Suecia no se documentan: son de carácter informal o tácito y se reflejan implícitamente en programas gubernamentales.


    x) Las estrategias nacionales y sus componentes suelen superponerse a estrategias de nivel subnacional, con variados grados de vinculaciones. En países políticamente más centralizados las estrategias regionales se coordinan con la estrategia nacional. En otros casos los vínculos pueden ser más débiles, y las estrategias quizá sean un tanto independientes, como veremos en el caso de España. Inevitablemente, esa característica influye sobre la eficacia de la estrategia.


    3. Cuatro orientaciones estratégicas


    Aunque las estrategias nacionales abarcan un amplio espectro de temas de desarrollo, la integración del fortalecimiento estratégico con la economía mundial y el desarrollo de la exportación han sido invariablemente dos componentes clave. En casi todos los países seleccionados las estrategias encaminadas a alcanzar ese objetivo incluyen respaldo para captación de IED, internacionalización de empresas locales, promoción de exportaciones e innovación51.


    
      51 La situación varía considerablemente de un país a otro, especialmente en cuanto a la inversión extranjera directa: como ya se señaló, algunos países han tenido un historial de restricciones en esa esfera.

    


    Las orientaciones estratégicas en ese ámbito pueden integrarse dentro de una estrategia nacional general o constituir estrategias relativamente independientes. Para organizar el análisis del libro solo se han examinado estrategias plurianuales, formalmente documentadas.


    Como surge del cuadro II.6, la innovación constituye actualmente la orientación más general en los países seleccionados, y en realidad, en la mayoría de los casos es la estrategia principal. Además, el surgimiento de la innovación como polo estratégico para el desarrollo es un hecho relativamente reciente en la mayoría de los países. El surgimiento de un interés crucial en la innovación está orientado en parte por el objetivo estratégico de obtener acceso a nuevas y dinámicas tecnologías transversales (por ejemplo, biotecnología, tecnologías de la información y de las comunicaciones (TIC) y nanotecnología), pero también por la necesidad de aumentar la productividad de un país en sectores de bienes y servicios y de lograr mejoras en esos sectores, frente a la competencia de países en que se pagan menores salarios. Otra característica importante es que esas orientaciones en general están firmemente vinculadas en las estrategias más globales.


    a) Captación de inversión extranjera directa (IED)


    La captación de IED ha revestido importancia clave en las estrategias de países que inicialmente contaban con una capacidad limitada en materia de especialidades. En la práctica, esos países han procurado rápidos avances en materia de industrialización y desarrollo de la exportación a horcajadas de la IED. Fue lo ocurrido en Irlanda, Malasia, Singapur, y España y, más recientemente, en la República Checa. Como ya se señaló, la captación activa de IED se dio en una etapa tardía del desarrollo de Suecia, Finlandia y la República de Corea, países que poseían las bases necesarias para emprender procesos nacionales de aprendizaje relativamente más autónomos52.


    
      52 La provincia china de Taiwán también fue uno de los países que comenzaron más tarde a captar IED. China, entre tanto, se ha basado en gran medida en la IED para obtener una base de aprendizaje.

    


    Cuadro II.6
 CUATRO ORIENTACIONES ESTRATÉGICAS PARA FORTALECER LA INTEGRACIÓN CON LA ECONOMÍA MUNDIAL
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    Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe, CEPAL, La transformación productiva 20 años después. Viejos problemas, nuevas oportunidades LC/G.2367(SES.32/3), Santiago de Chile, 2008.


    a El √ indica una estrategia formalmente diseñada, que está en vigor.


    b Se refiere a comunidades autónomas.


    


    El primer objetivo de los países que recurrieron desde el comienzo a la IED para poner en marcha sus economías consistió, habitualmente, en generar empleo. Pero a medida que iban obteniendo éxito en cuanto a captación de empresas y logro de credibilidad como plataforma de empresas extranjeras, las políticas de esos países se volvieron más discrecionales. En Singapur, por ejemplo, se reorientaron los incentivos, que dejaron de dirigirse hacia actividades de IED en procesos de producción con pago de bajos salarios y pasaron a aplicarse a sectores de mayor valor y especialización (por ejemplo el de la electrónica) y, más recientemente, a actividades situadas en la frontera tecnológica, o en sus proximidades. Ello ha requerido, además de pagar subsidios por el establecimiento o mejoramiento de IED, dar impulso a la educación superior y a la captación de expertos extranjeros, especialmente en ciencia y tecnología. Al mismo tiempo, los países que comenzaron a captar IED en una etapa tardía de desarrollo, en muchos casos lo hicieron ante la presión de sus asociados comerciales para que liberaran el régimen de las IED, para evitar la imposición de restricciones a las inversiones de empresas locales en el exterior, y por la necesidad de intensificar la integración con redes de producción mundiales.


    b) Internacionalización de empresas


    El objetivo de los programas de internacionalización de empresas consiste mayormente en procurar que compañías locales, especialmente pymes, logren acceso a mercados externos. Las estrategias correspondientes están destinadas a vincular a empresas locales con cadenas internacionales de valor y exportación, indirectamente como proveedoras de compañías multinacionales que operan en la esfera local o directamente como asociadas en acuerdos de coproducción en una red internacional de valor en el exterior. Ello requiere, en general, programas de incentivos y respaldo para empresas locales en materia de capacitación, elaboración de planes de negocios, mejoramiento tecnológico y búsqueda y descubrimiento de oportunidades de inversión y exportación, en conjunción con IED locales o en forma más independiente.


    Una estrategia muy general consiste en promover vínculos de suministro nacionales con IED realizadas en la esfera local. Singapur fue uno de los países que actuó tempranamente a ese respecto. La estrategia se consideró como un vehículo de agregación de valor a actividades de empresas locales y arraigo más profundo de las empresas transnacionales en la economía local, como disuasivo del comportamiento oportunista de inversionistas respecto a selección de países anfitriones que proliferó tan ampliamente en ciertas regiones de América Latina. Además, prestar atención a las empresas locales representó en muchos casos el intento de reducir el creciente dualismo entre empresas extranjeras dinámicas y empresas locales rezagadas. Prestar atención a las pymes locales también puede mitigar la reacción política interna frente a las subsidios otorgados para captar IED53. De todos modos, Irlanda comenzó a proporcionar incentivos a las IED sin prestar mucha atención a los vínculos internos, pero llegó, aunque un poco tarde, a una estrategia similar a la de Singapur (Ruane y Ugur, 2006). Lo mismo cabe decir de Malasia y de la República Checa; esta última se concentró especialmente en la creación de aglomeraciones de empresas automotrices.


    
      53 En Schien (1983) aparece información sobre la trayectoria inicial de Singapur en cuanto a captación de IED.

    


    En algunos países se alienta a las empresas locales a “internacionalizarse” por sí mismas. Es lo que ocurre en la República de Corea, en que conglomerados locales han comenzado a transferir parte de sus actividades de producción a países extranjeros, lo que crea para las pymes locales la necesidad de buscar alternativas. Singapur y España también promueven activamente la realización de “IED a la inversa” por parte de empresas locales, algunas de las cuales se han convertido, ellas mismas, en multinacionales.


    Otros esfuerzos están dirigidos a fomentar empresas incipientes mediante la introducción de empresarios en programas especiales de enlace entre entidades académicas y empresas o asociaciones de empresas, y la generación de financiamiento simiente para emprendimientos y respaldo logístico para ellas. El fomento de emprendimientos está presente en todos los países, pero recibe muy alta prioridad en Finlandia y Suecia, países que se consideran rezagados en relación con su nivel de desarrollo y riqueza.


    c) Promoción de exportaciones


    La promoción de exportaciones tiene una larga historia en todos los países. Habitualmente las estrategias respectivas consisten en ayudar a consolidar segmentos del mercado, focalizar ciertos nuevos mercados por productos y países o regiones, y promover el reconocimiento de marcas y países. Para lograrlo, los gobiernos contribuyen a reunir información sobre potenciales mercados en otros países, promueven la imagen del país, ayudan a proveedores y compradores a ponerse en contacto y respaldan el logro de una mejor calidad de bienes y servicios a través de actividades de capacitación y respaldo para obtener calificaciones ISO. Desde mediados de la década de 1990 las estrategias de promoción de exportaciones han venido vinculándose cada vez más estrechamente con iniciativas estratégicas encaminadas a negociar zonas de libre comercio.


    d) Innovación


    Por último, como ya se señaló, las estrategias de desarrollo de la exportación están siendo orientadas, cada vez en mayor medida, por respaldo para la innovación, ya que todos los países tienen presente que el futuro desarrollo de su exportación y su crecimiento internacional dependen de la creación de nuevos bienes y servicios y de una mayor productividad, en especial frente a la competencia de países en que se pagan bajos salarios, como China, la India y Viet Nam.


    Las estrategias nacionales de desarrollo, para no mencionar las estrategias de exportación, aplicadas en países muy avanzados, como la República de Corea y Suecia, se están definiendo en gran medida a través de políticas de innovación. Otros países relativamente menos desarrollados en esa esfera tratan de reducir las brechas en materia de investigación y desarrollo e innovación que los separan de los países más industrializados de la OCDE (véase el cuadro II.7). Es lo que ocurre en la República Checa, Irlanda, Malasia, Nueva Zelandia y España, países que van muy a la zaga en cuanto a programas de innovación. Por su parte Singapur, que también está rezagado, ha realizado enormes inversiones en investigación y desarrollo e innovación, en tanto que la determinación de Irlanda de actuar en esa esfera también se ha fortalecido extraordinariamente en un breve período. Esos esfuerzos también comprenden el fomento de la inversión en infraestructura para la innovación, capital humano y establecimiento de más estrechos vínculos nacionales e internacionales entre las empresas, el mundo académico y el sector público. Este tipo de actividades de formación de redes reviste vital importancia para la innovación. En la mayoría de los países arriba mencionados se está dando respaldo prioritario a actividades o sectores seleccionados. Puede percibirse también que en general se está prestando atención a dos tecnologías transversales fundamentales: biotecnología

    y TIC.


    Finalmente, en países como Irlanda, Finlandia, Singapur y la República de Corea, la revisión de sus estrategias a la luz de la gran recesión mundial de 2008-2009 los ha llevado a hacer mayor hincapié en la innovación para prepararse para la “nueva” economía mundial

    que surgirá.


    Cuadro II.7
ORIENTACIÓN ESTRATÉGICA: INNOVACIÓN
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    Fuente: Elaboración propia sobre la base de información oficial de los respectivos gobiernos.


    


  


  
    


    Anexo


    Evolución de las estrategias en algunos países


    Australia


    Las guerras mundiales crearon en Australia una conciencia de desarrollo autosuficiente que se mantuvo durante décadas. Como resultado, se aceleró la industrialización del país y la diversificación de su economía, basándose el crecimiento en la demanda interna y la exportación de materias primas. A mediados de los años ochenta, la inestabilidad económica, la baja tasa de crecimiento y la elevada inflación impulsaron reformas tendientes a la desregularización y la liberalización de los mercados, la eliminación del proteccionismo, la privatización de los servicios públicos y el fomento de la competitividad para el desarrollo exportador. Esta estrategia se reforzó en los años noventa con la participación en el Foro de Cooperación Económica Asia-Pacífico (APEC) y en iniciativas destinadas a impulsar la innovación, promoviendo la asociación y la colaboración entre las empresas y el mundo académico, y el apoyo público a centros de excelencia del país. En el último decenio se aplicaron varios incentivos, algunos de los cuales ya existían, en el marco de un programa de gobierno denominado Backing Australia’s Ability, que dieron impulso a la innovación en la agroindustria, la minería, la biotecnología y las tecnologías de la información y de las comunicaciones (TIC). El actual gobierno laborista llevó adelante dos iniciativas para abordar los desafíos de largo plazo que enfrenta el país en la actualidad: la primera fue convocar a la Cumbre Australia 2020, entre febrero y abril de 2008, que tuvo como objetivo delinear la estrategia de largo plazo de Australia de cara al futuro. Este ejercicio permitió debatir ideas en torno a la orientación de las políticas y los fenómenos en los que estas se centrarán. La segunda iniciativa fue convocar a un grupo de trabajo para realizar una propuesta sobre la reforma del sistema nacional de innovación, entendiendo que la estrategia de innovación seguirá siendo la punta de lanza del crecimiento. El documento en el que se expresa la nueva agenda del gobierno se titula Powering Ideas: An Innovation Agenda for the 21st Century.


    España


    Desde el fin de la segunda guerra mundial y hasta finales de los años setenta, España estuvo gobernada por un Estado centralista con una concepción semiautárquica y proteccionista. Tras instaurarse la democracia, se produjeron dos cambios económicos que afectaron profundamente el sistema económico del país. En primer lugar, en 1986 España ingresó a la Unión Europea (UE) y, como consecuencia, el país tuvo que adoptar sus políticas colectivas. Se llevaron a cabo reformas, como la modernización de la estructura económica, la liberalización de los mercados, la supresión de los monopolios, la privatización de las empresas públicas y la reducción del papel del sector público en la economía. A ello se sumó un cambio sustancial de los instrumentos de promoción y un aumento muy marcado de los recursos financieros destinados a ese fin. En segundo lugar, España pasó de ser un país centralista a convertirse en un Estado cuasifederal, donde las comunidades autónomas han asumido, por ley, importantes competencias en materia de promoción económica, atracción de la inversión extranjera directa (IED) y apoyo a las pymes, incluida la internacionalización de la empresa local. La estrategia de los últimos 20 años ha ido variando de la promoción de las exportaciones a la atracción de la inversión extranjera y la internacionalización de la empresa local. En la actualidad, siguiendo las pautas de la UE, el eje de la estrategia se ha ido desplazando hacia lainnovación.


    Finlandia


    El pago de reparaciones de guerra a la Unión Soviética y el comercio de productos primarios mineros y forestales con los países del Consejo de Ayuda Mutua Económica (COMECON) condicionaron en parte el desarrollo industrial de Finlandia tras la segunda guerra mundial. Ambos factores, junto con la importancia otorgada a la educación, fortalecieron la industria de la ingeniería y los metales, y las aglomeraciones de empresas en los sectores minero y forestal. Entre los años setenta y fines de los ochenta, la política industrial de Finlandia se orientó al desarrollo exportador mediante la protección de la industria local ante la inversión extranjera, la concesión de subsidios y las frecuentes devaluaciones destinadas a impulsar las exportaciones. La crisis de inicios de la década de 1990, causada por la desintegración de la Unión Soviética, los desequilibrios macroeconómicos y el desempleo, cambió la estrategia y la visión a largo plazo del país, que se embarcó de lleno en el desarrollo del conocimiento como motor del crecimiento económico y la transformación productiva. Esto supuso una reorientación de la política industrial hacia la política de innovación. La política industrial se integró con la ciencia y la tecnología, se fortaleció aún más la educación, se estrechó la colaboración entre la industria y el mundo académico, y se reforzó la comercialización de la innovación y el sistema nacional de innovación, que se considera actualmente uno de los mejores del mundo. En la actualidad, la estrategia de innovación de Finlandia intenta dar respuesta a los desafíos del crecimiento y la competitividad mediante la diversificación, haciéndose mayor hincapié en una política de innovación basada en la demanda, sin dejar de lado la política orientada a la oferta. Con ello se pretende crear una política de innovación multifacética y de amplio espectro y fortalecer su implementación. La política de amplio espectro facilita, a su vez, la renovación de competencias basadas en la competitividad de la industria, la economía y las regiones.


    Irlanda


    En los últimos 25 años Irlanda ha cambiado radicalmente su estrategia y su crecimiento. La política proteccionista que prevalecía desde los años treinta se vio afectada en los años sesenta y setenta por frecuentes crisis. Ante esta situación, junto con la oportunidad de acceder a la UE, el país debió liberalizar la economía y desarrollar planes para utilizar los distintos fondos de desarrollo de la UE. Posteriormente, en el contexto de la crisis de endeudamiento y desempleo de mediados de los años ochenta, se dio paso a acuerdos sociales que le permitieron orientarse hacia una estrategia de transformación productiva basada en la educación y en la diversificación exportadora más allá de la agricultura. El primer programa estratégico se centró en la estabilización económica y en los lineamientos para un crecimiento socialmente igualitario. Estabilizada la economía, el eje de la estrategia se orientó aún más hacia la educación, incluida la superior, y hacia la atracción de la inversión extranjera, especialmente de los Estados Unidos, para lograr la industrialización exportadora. Para ello el país aprovechó su pertenencia al mercado europeo, el dominio del inglés, la fuerza de trabajo calificada con sueldos relativamente bajos y los incentivos, como la tasa impositiva preferencial relativamente baja, entre otros. En un comienzo, se atrajo la IED en todos los sectores, pero posteriormente se reorientó hacia ramas de actividad de alta tecnología y mayor valor agregado. El desarrollo exportador se fue especializando en pocas ramas (farmacéutica, biotecnología, química y electrónica) y en servicios, al tiempo que la empresa local se vio posteriormente apoyada por políticas orientadas a lograr su articulación con las cadenas internacionales de exportación54. La estrategia actual consiste en impulsar programas y acciones firmes para reorganizar la economía en los próximos cinco años. Building Ireland’s Smart Economy, como se denomina la estrategia, es un marco que se orienta a dirigir las políticas para abordar los desafíos futuros, construyendo una economía inteligente impulsada por el sector empresarial, destinada a crear empleo de alta calidad, una oferta energética segura, un medio ambiente atractivo y una infraestructura de primera clase.


    
      54 Si se compara con Singapur, Irlanda tardó en reconocer la necesidad de combinar políticas de atracción de la IED con programas de internacionalización de la empresa local (véase Ruane y Ugur, 2006).

    


    Malasia


    A mediados del siglo pasado, Malasia era una economía agrícola exportadora de materias primas. En su proceso de industrialización se distinguen cuatro etapas. La primera, caracterizada por la estrategia de sustitución de importaciones, prevaleció entre 1957, año en que Malasia declaró su independencia, y 1970. De ella resultó un parque industrial orientado a bienes de consumo final sin un contenido tecnológico importante. Tras esta etapa, se aplicó una estrategia de industrialización exportadora, caracterizada por la creación de zonas francas, fuertes incentivos para la atracción de multinacionales y eliminación de las barreras proteccionistas de la economía, además de importantes incentivos fiscales. Entre 1980 y 1985, la estrategia de crecimiento tuvo una nueva orientación, con la reintroducción de la política sustitutiva de importaciones, focalizándose en la industria pesada. La cuarta y última fase de industrialización promueve una reactivación de las exportaciones a partir de una nueva liberalización y una activa participación en la Asociación de Naciones del Asia Sudoriental (ASEAN) y en tratados de libre comercio. La política industrial fue orientada por dos planes: el primero cubre el período 1986-1995, con el primer plan maestro industrial, que encara el proceso de industrialización a partir de la atracción de inversiones, la privatización de empresas públicas, la rebaja de aranceles y el manejo del tipo de cambio. Si bien esta estrategia fue exitosa en sus objetivos, mostró debilidades estructurales: la producción con uso intensivo de mano de obra que perdía competitividad por el incremento de los salarios, la poca capacidad de crear eslabonamientos y el limitado uso de tecnología. A partir de mediados de 1990, con el segundo plan maestro industrial, una visión de largo plazo y la continuidad de los planes de desarrollo, Malasia promueve la internalización de los servicios y la tecnología de la información y de las comunicaciones, focalizando sus esfuerzos en agregar valor en ramas seleccionadas de la exportación de manufactura y en el desarrollo de la sociedad del conocimiento.


    Nueva Zelandia


    La caída de los precios de las materias primas durante la crisis de los años treinta obligó a Nueva Zelandia a poner en marcha una estrategia de sustitución de importaciones que se mantuvo hasta mediados de los años ochenta. La crisis económica, la alta inflación y el endeudamiento condujeron al país, como sucedió en América Latina, a impulsar la liberalización económica, la apertura y, en general, las políticas del consenso de Washington. Nueva Zelandia participa también de forma activa en la iniciativa del APEC para el libre comercio. El modesto crecimiento de fines de los años noventa, así como una creciente preocupación por la baja productividad, el retraso respecto de la Organización de Cooperación y Desarrollo Económicos (OCDE), el deterioro social, el déficit en la cuenta corriente y los desequilibrios llevaron al país a buscar una nueva estrategia de crecimiento, más pragmática, que combinó elementos de mercado con intervenciones del sector público y se dirigió a la transformación productiva y el crecimiento, y a un desarrollo exportador de carácter innovador, sostenible e integrador. En 2002 se elaboró el marco de la estrategia de crecimiento con innovación, cuya aplicación fue problemática debido a la frágil alianza que la sustentó. En 2005 esta se reformuló y se convirtió en la estrategia de transformación económica, que tuvo vigencia hasta 2008, cuando un nuevo gobierno de tendencia más neoliberal asumió el poder.


    República Checa


    Hasta 1989 la economía de la República Checa, incluida en el bloque soviético, estuvo sujeta a la planificación central. La independencia trajo aparejada la pérdida de mercados y suministros históricos, y el estancamiento y la crisis económica se sumaron a la democracia, la apertura y la introducción de mecanismos de mercado. La asociación con la UE en 1993, la profundización de las reformas de mercado y la estrategia de industrialización mediante la atracción de la inversión extranjera permitieron una recuperación económica caracterizada por un rápido crecimiento. El proceso para la incorporación a la Unión Europea en 2004 supuso además el cumplimiento de objetivos económicos y la consiguiente implementación de planes trianuales, que permitieron dar un ordenamiento financiero a las metas propuestas. Su enfoque desde 1998 fue progresivamente más estructural y se centró en la atracción selectiva de la IED mediante incentivos, el desarrollo de la empresa local y el fomento de una economía basada en el conocimiento. Este enfoque volvió a cobrar fuerza en 2006, con una estrategia orientada a la exportación y la innovación.


    República de Corea


    El fin de la guerra de Corea dejó atrás un país devastado, cuya reconstrucción dependía de la ayuda económica de los Estados Unidos. En los años sesenta empezaron a aplicarse planes quinquenales de desarrollo económico. Los primeros planes dieron prioridad al proceso de industrialización basado en la protección de la industria local y la restricción de la IED, junto con la promoción de las exportaciones y el desarrollo de los grandes grupos empresariales (chaebols) y sus empresas comercializadoras. El modelo reflejó muchos aspectos de la política del Japón en la época de la posguerra. Posteriormente, para hacer frente a la deuda externa y las presiones inflacionarias de principios de los años ochenta, el país adoptó un plan quinquenal de estabilización basado en la liberalización paulatina de los mercados. A fines de la década de 1980, cuando los grandes grupos empresariales eran económicamente más independientes y estaban más avanzados en materia tecnológica, se inició una etapa orientada a la innovación y el plan quinquenal prosiguió la liberalización de los mercados y limitó las medidas de apoyo público. Al mismo tiempo, el país se incorporó a la OCDE y continuó con el proceso de liberalización económica. En el nuevo milenio, el país comienza a competir con China y el tipo de cambio se aprecia, por lo que se empieza a poner más énfasis en el desarrollo de una economía basada en la innovación, el conocimiento y la internacionalización, especialmente de las pymes, que antes habían estado limitadas por los grandes grupos empresariales. Más recientemente se adopta una estrategia de adhesión a acuerdos de libre comercio, el primero de ellos con Chile.


    Singapur


    La separación de Malasia en 1965, junto con el anuncio de la retirada de las fuerzas británicas de la isla en 1967, aceleró en Singapur la búsqueda de un modelo alternativo de desarrollo que no dependiera del pequeño mercado interno. Para ello, el gobierno convocó a representantes de los empresarios y los sindicatos. El eje central de la estrategia durante 40 años fue una economía abierta, la estabilidad social y una enérgica política de atracción de la inversión extranjera directa con amplios incentivos, una población de habla inglesa y salarios inicialmente bajos, un sistema jurídico de tipo inglés y una posición geográfica estratégica en Asia. Al surgir la competencia de países con mano de obra más barata, el gobierno ajustó su estrategia, pasando de la atracción indiscriminada de la IED a actividades que incorporaban mayor valor y conocimiento. Así pues, en los años ochenta se crearon aglomeraciones en los sectores de la electrónica, la tecnología de la información y nuevos servicios, y la empresa local se integró en las cadenas internacionales de valor y se convirtió en proveedora de las corporaciones multinacionales. En la década de 1990 el país impulsa la internacionalización mediante la participación en la ASEAN, el APEC y los tratados de libre comercio, al tiempo que centra el eje de su estrategia en la educación superior y la innovación, especialmente en los sectores de la biotecnología, la electrónica y las industrias ambientales, y en el fomento de negocios globales. Si bien en la actualidad esta estrategia en términos amplios se mantiene, el gobierno ha convocado a un comité económico estratégico (ESC) compuesto por representantes del sector público y del sector privado, con el fin de revisar las estrategias específicas para desarrollar los distintos sectores sobre los que se basa el crecimiento del país, revisar su potencial, encontrar nuevas formas de atraer la inversión extranjera directa y obtener respuestas nuevas y creativas para enfrentar la crisis y, sobre todo, su impacto estructural de largo plazo.


    Suecia


    Entre 1870 y 1970 Suecia fue el segundo país con mayor crecimiento del mundo y puso especial atención en la educación de su población. El crecimiento se estancó durante los 30 años posteriores. En el primer período de la industrialización, el crecimiento estuvo liderado por la industria forestal (pulpa de celulosa y papel) y la industria minera. Gracias a su estrategia, inicialmente proteccionista, el país pudo elevar el nivel tecnológico de sus procesos, al tiempo que fue incorporando valor a sus recursos naturales. La importación inicial de tecnología dio paso al desarrollo interno, mediante un proceso que culminó con una estructura económica mucho más diversificada. Este tipo de desarrollo, liderado por las grandes empresas transnacionales suecas que compitieron principalmente en mercados de tecnología de nivel medio, se basó en la orientación exportadora de la industria, el uso de los ingresos de la exportación en el desarrollo tecnológico y la industria, el fomento derivado de las compras estatales y un esfuerzo permanente por elevar el nivel educacional y de salud de la población y por reducir los costos, por medio de la mecanización, la automatización de los procesos y la progresiva innovación. Hacia mediados de los años setenta, se moderó la política que restringía la inversión extranjera y se empezaron a desarrollar los sectores de las TIC y la electrónica. En los años noventa, la estrategia se orientó a la adhesión a la UE y la sociedad del conocimiento. La estrategia de innovación pasó a ser el centro de la política de transformación productiva y crecimiento, se fortaleció el sistema nacional de innovación y se promovió el desarrollo de los productos químicos y farmacéuticos y la biotecnología. Recientemente se han empezado a fomentar los emprendimientos comerciales. Para hacer frente a la crisis y sus consecuencias en el largo plazo, la Agencia gubernamental sueca para sistemas de innovación (VINNOVA) ha propuesto al gobierno la estrategia Investigación, desarrollo e innovación: una propuesta estratégica para el crecimiento sostenido. Se trata de un conjunto de políticas que, si bien contribuyen a mitigar la crisis, están formuladas para surtir efectos en el largo plazo. Estas políticas se orientan a la adaptación de la industria automotriz sueca, la innovación en el área de las pymes, la movilización de recursos y actores de la innovación y la competitividad en las regiones, y la internacionalización del crecimiento económico y el empleo.


    


  


  
    


    Capítulo III


    Segundo principio: la alianza público-privada es clave para la formulación e implementación de estrategias nacionales eficaces55


    
      55 Una versión preliminar de este capítulo fue publicada en CEPAL (2008).

    


    A. El papel de las alianzas público-privadas


    Las estrategias de desarrollo basadas en un enfoque neoestructuralista surgen, en primer lugar, de una evaluación y un diagnóstico sistemáticos de las oportunidades clave para el posicionamiento en el mercado y el perfeccionamiento de la proyección a mediano o largo plazo56. También se deben identificar las restricciones que hay que reducir o eliminar, y las secuencias y prioridades apropiadas, para garantizar que el país pueda aprovechar cabalmente dichas oportunidades. Por cierto, las metas establecidas deben estar empíricamente fundadas en la capacidad real de la economía —ya existente o potencialmente desarrollada— y en las tendencias a corto, mediano y largo plazo del entorno externo57. Mientras tanto, los programas y las políticas públicas específicamente diseñados para ayudar a superar las restricciones principales deben alinearse, entre otros factores, con la realidad política del país, la capacidad específica de los agentes del sector público y privado, y los tipos de acciones que mejor alentarán al sector privado a tomar decisiones orientadas a alcanzar las metas estratégicas.


    
      56 Según el marco de innovación “abierta” de Sabel (2009), esto incluiría, además, la evaluación del posicionamiento y el perfeccionamiento de las redes nacionales y especialmente globales donde se pueden identificar mejor las estrategias oportunistas.


      
        57 Como señala Cutler (2008), en el desarrollo de una visión de futuro efectiva, se necesita evaluar, entre otras cosas, las tendencias a largo plazo. Sin embargo, para captar la verdadera tendencia subyacente a largo plazo, es necesario considerar las tendencias pasadas, ya que no es común que los cambios en el futuro sean independientes de las tendencias anteriores.

      

    


    Por último, es preciso alinear las metas y los programas de la estrategia correspondientes al nivel macroeconómico y/o que tienen un enfoque horizontal con las metas y los programas orientados a actividades o sectores específicos a fin de combinar de manera eficaz las señales del mercado con los incentivos del gobierno (véase el gráfico III.1).


    ¿Cómo puede lograrse este objetivo? En los primeros años de la época de la posguerra, incluso en numerosos países capitalistas industrializados, el Estado solía tener un dominio del mercado, porque el sector público controlaba o era propietario de varias de las empresas principales, lo que en muchos países fomentó una planificación indicativa impulsada por el Estado (Schonfield, 1965). Por el contrario, hoy en día el aparato productivo de la mayoría de los países en desarrollo se encuentra principalmente en manos privadas. Por ende, son las empresas privadas —y no el gobierno— quienes disponen de información sobre el mercado, la cual, por incompleta que sea, puede servir para identificar las oportunidades y los obstáculos para alcanzar la transformación económica, incluidos aquellos relacionados con la política pública. Sin embargo, las empresas pueden padecer miopía cuando deben tomar decisiones y medidas que tal vez les permitirían lograr un mejor desempeño. Esto se debe a la inercia o “sesgo del statu quo” provocado por la incertidumbre (Culpepper, 2001). Además, esta situación se ve agravada por las denominadas “fallas de mercado” mencionadas anteriormente, que revisten especial importancia en un mundo globalizado en continuo cambio: la ventaja de quien realiza la primera jugada, la óptima coordinación del mundo empresarial, la distribución de los beneficios de la innovación y el desarrollo tecnológico, etc.


    Gráfico III.1
ALINEAMIENTO DE POLÍTICAS Y PROGRAMAS DE LAS ESTRATEGIAS


    [image: graficoIII1.jpg]


    Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de T. Cutler, “Public and private sector alliances for innovation and export development: The Australian experience”, Santiago de Chile, 2008, inédito.


    Si bien los gobiernos adolecen de sus propios defectos y no son muy buenos para evaluar la información contextual de los mercados que albergan al sector privado, sí gozan de algunas ventajas en lo que respecta a observar y evaluar los resultados agregados (Culpepper, 2001). Además, los líderes políticos del gobierno pueden alentar un pensamiento estratégico dinámico y orientado hacia el futuro acerca de la posición del país en la jerarquía internacional de la producción y la exportación. Los gobiernos también pueden ayudar a coordinar las acciones colectivas tendientes a alcanzar objetivos nacionales o sectoriales y, por supuesto, a estimular las inversiones y la asunción de riesgos. Así, cuando ambas partes trabajan en conjunto es posible incrementar su potencial para darles sustento a los mecanismos y programas capaces de identificar y superar las principales restricciones para la transformación y el crecimiento económicos, incluidas las fallas del gobierno58. En síntesis, en un entorno habilitante eficaz, el pensamiento conjunto suele ser más certero que los enfoques aislados.


    
      58 Según el nivel de desarrollo de la economía del país, las principales restricciones para el crecimiento sostenido pueden concentrarse en las áreas macro, meso o microeconómicas. Hausmann, Rodrik y Velasco (2005) han desarrollado algunas ideas sobre la forma de abordar un diagnóstico sistemático y establecer las prioridades correspondientes.

    


    No obstante, el enfoque neoestructuralista le agrega algunos requisitos importantes a la colaboración entre el sector público y privado. Ante todo, las alianzas público-privadas solo representarán una herramienta eficaz para la estrategia de desarrollo si el Estado colabora estrechamente con el sector privado pero retiene su autonomía en lo que concierne a salvaguardar el bienestar público o lo que Evans (1995) —un pionero de la política industrial moderna— denomina “autonomía enraizada”. Solo así el Estado podrá mostrarse como un socio activo del sector privado y evitar, al mismo tiempo, quedar “cautivo” de intereses particulares. El segundo punto es que la meta de alcanzar esta autonomía y formular una estrategia eficaz de transformación económica en conjunto con el sector privado depende en gran medida de un “proceso social” de colaboración entre el sector público y privado con un diseño institucional eficaz (Muñoz, 2000). En efecto, el diseño institucional que subyace al proceso social debe ayudar a las partes a superar sus propios obstáculos de información asimétrica para que se puedan identificar las oportunidades beneficiosas para la sociedad, las restricciones principales y actividades de promoción eficaces, incluida la distribución de rentas funcionales, sin que el Estado quede cautivo de intereses particualares. En este sentido, es de vital importancia para la política industrial moderna lograr el proceso social de colaboración público-privada y el entorno institucional socialmente “correctos”, porque así es mayor la probabilidad de lograr una política industrial inteligente y

    resultados favorables.


    Además, según el área de interés, parte de la información requerida para formular diagnósticos y estrategias inteligentes se encuentra en manos de otros agentes no comerciales, como el mundo académico (incluidos los investigadores) y los sindicatos. Por otra parte, para que las estrategias y su financiamiento tengan el respaldo político necesario para perdurar en el mediano y largo plazo, es preciso establecer consensos o, por lo menos, entendimientos que susciten suficiente aceptación pública59. Por esta razón las alianzas también pueden incorporar a grupos no pertenecientes al sector empresarial60.


    
      59 Si no se obtiene un cierto grado de aceptación de la estrategia o de los entendimientos, habrá un mayor riesgo de toparse con una resistencia política popular respecto de la asignación de recursos escasos para su implementación. Algunas áreas de una estrategia, tales como el gasto público para la investigación y el desarrollo, y la innovación, pueden no tener una fácil aceptación del público o no ser fácilmente comprendidas, en comparación con otros gastos, como los programas para la reducción de la pobreza. Así, la construcción explícita de un consenso o entendimiento público sería condición sine qua non para legitimar una estrategia a los ojos del público.


      
        60 Tal como sostiene Prats i Català (2005), los sectores más débiles podrían requerir apoyo para convertirse en actores cabales en un diálogo.

      

    


    Por último, se puede definir una alianza como una “herramienta de ensamble” capaz de aunar los intereses de distintos sectores en un único objetivo tendiente a una acción colectiva que ponga en marcha toda la capacidad del país a fin de consumar la transformación económica. La escuela neoliberal adopta una postura escéptica respecto de la acción colectiva, porque teme que prevalezcan en ella los instintos por alcanzar una ganancia privada que, en última instancia, provocarán un “desastre para los beneficios colectivos” (Sandler, 1992, pág. 193) o, como mínimo, representarán una “mero parloteo” (Schneider, 2008). En otras palabras, según este punto de vista, los individuos no pueden vincularse socialmente en la alianza de manera beneficiosa para la consecución de un objetivo común (Storper, 2005). De hecho, existen pruebas de que las estructuras de los grupos pueden hacerse socialmente perversas, pero, como dijimos en el capítulo anterior, las modalidades y los diseños institucionales pueden ejercer un control considerable sobre los resultados desfavorables. El liderazgo político también es importante y, como veremos, algunos países cumplen este objetivo bastante bien.


    B. Campo de acción de las alianzas público-privadas


    1. Marco de análisis


    En el gráfico III.2 podemos apreciar en forma sistemática el alcance de las alianzas público-privadas. A la izquierda se muestra la dinámica para involucrar a una alianza en la formulación de una estrategia. Tal como vemos, la construcción de una alianza, el papel que desempeñará en la formulación y la puesta en marcha de las estrategias y el entorno institucional claramente dependen del contexto político, histórico y cultural del país61. Si la alianza ha alcanzado una madurez y eficacia, en ciertos entornos políticos podrá traer aparejado un resultado equivalente a un verdadero consenso público. En otros casos, la naturaleza del contexto político quizá dé lugar a una alianza madura, mejor descripta como una expresión del entendimiento público —o una aceptación pasiva— de la estrategia. No obstante, de una forma u otra la formulación e implementación de una estrategia y su grado de sostenibilidad como herramienta de transformación económica se ven condicionados por el consenso o el entendimiento logrado y sus diversos alcances y matices.


    
      61 Según un estudio conjunto de la CEPAL, el Instituto Internacional de Democracia y Asistencia Electoral (IDEA) y el Banco Mundial (2005, pág. 11), “El proceso de construcción de una visión nacional no tiene un formato único, sino que debe adaptarse a la coyuntura de cada país y a las particularidades de los actores participantes”.

    


    Gráfico III.2
 CAMPO DE ACCIÓN DE LAS ALIANZAS PÚBLICO-PRIVADAS
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    Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe, CEPAL, La transformación productiva 20 años después. Viejos problemas, nuevas oportunidades LC/G.2367(SES.32/3), Santiago de Chile, 2008.


    En este sentido, en términos del consenso y el entendimiento, la interacción entre las partes de una alianza puede variar tanto en la forma del discurso como en su amplitud. En el eje izquierdo (vertical) del gráfico III.2 se observa que el discurso entre el gobierno y los participantes del sector privado puede variar a lo largo de una escala no discreta, que va desde un diálogo propiamente dicho, pasando por una mera consulta del gobierno al sector privado, hasta una suerte de imposición de la estrategia, sin mayor grado de diálogo o consulta pública, pero que de cierta manera rige la cooperación entre el sector público y privado, la cual tiene sus cimientos en un sistema de recompensas y castigos.


    El alcance de la participación social predominante en la alianza también puede variar. En el eje horizontal del gráfico III.2 se observa que el espectro abarca desde una relación trilateral entre el gobierno, las empresas y el mundo académico hasta una alianza muy amplia que incorpora prácticamente a todos los principales grupos sociales.


    Por último, hay una tercera dimensión no ilustrada en el gráfico III.2 que también se debe tomar en cuenta: la estructura de operación general. En este caso se identifican tres variantes estilizadas: una alianza que opera mediante estructuras formales y permanentes; una alianza que opera con estructuras formales, pero que surgen de manera ad hoc; y las alianzas que funcionan en redes informales o por acuerdos tácitos. En la práctica, las tres estructuras están presentes o coexisten en cualquier alianza público-privada. Sin embargo, se puede esperar que predominen algunas estructuras.


    2. Alianzas en los países seleccionados


    En el cuadro III.1 se resume la naturaleza de las alianzas para la formulación de estrategias nacionales de desarrollo en casos exitosos fuera de nuestra región. Se destacan para cada país las estructuras predominantes de la alianza, sus principales participantes y los medios de interacción. Por otra parte, en el cuadro III.2 se presenta la misma información a nivel de la implementación de la estrategia nacional, pero a partir de nuestros cuatro ejes estratégicos para fortalecer la integración en la economía mundial y el desarrollo de las exportaciones.


    Cuadro III.1
NATURALEZA DE LA ALIANZA PÚBLICO-PRIVADA EN LA FORMULACIÓN DE ESTRATEGIAS NACIONALES
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    Fuente: Actualización sobre la base de Comisión Económica para América Latina y el Caribe, CEPAL, La transformación productiva 20 años después. Viejos problemas, nuevas oportunidades LC/G.2367(SES.32/3), Santiago de Chile, 2008.


    Cuadro III.2
NATURALEZA DE LA ALIANZA PÚBLICO-PRIVADA EN LA IMPLEMENTACIÓN DE ESTRATEGIAS
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    Fuente: Actualización sobre la base de Comisión Económica para América Latina y el Caribe, CEPAL, La transformación productiva 20 años después. Viejos problemas, nuevas oportunidades LC/G.2367(SES.32/3), Santiago de Chile, 2008.


    A partir de la información de los dos cuadros precedentes y de los espacios potenciales de interacción indicados en el gráfico III.2, se ilustra la naturaleza de las alianzas. Irlanda y Finlandia, por ejemplo, se caracterizan por contar con alianzas muy amplias, profundas y con estructuras formales, que actúan en gran parte de la jerarquía pública en cuanto a la formulación e implementación de la estrategia. Si bien en una alianza los gobiernos siempre toman las decisiones relativas a las políticas, estas alianzas constituyen una fuente de poder real, lo que origina un verdadero diálogo social y permite el logro de acuerdos sobre estrategias que se acercan a consensos que trascienden los ciclos políticos62. Por lo tanto, estos países se ubican en el área 1 del gráfico III.2, con una alianza que, como se señala en el gráfico III.3, abarca al gobierno, a las empresas, a los sindicatos, al mundo académico y, en el caso de Irlanda, a las organizaciones no gubernamentales (ONG).


    
      62 Sin embargo, en medio de la crisis que asoló a Irlanda en 2008-2009, se observó por primera vez después de muchos años la incapacidad de las empresas y los sindicatos de llegar a un acuerdo salarial.

    


    En Singapur también existe una alianza relativamente amplia y bien estructurada, y la formulación e implementación de la estrategia supone la participación de diversas instancias jerárquicas públicas. En Malasia las características de la alianza son similares, aunque sus miembros provienen de sectores más variados, incluidos los partidos políticos y las organizaciones no gubernamentales, pero los sindicatos no participan en ella63. En ambos países el gobierno lleva a cabo amplias consultas con sus socios en lugar de diálogos, tras lo cual toma sus decisiones y anuncia la estrategia, lo que se traduce en un entendimiento público más que en un consenso. Los dos países se ubicarían en el área 3 del gráfico III.3 en cuanto a la caracterización de sus alianzas.


    
      63 Los sindicatos de Singapur tienen ciertos lazos con el gobierno.

    


    Un aspecto que cabe destacar de estos cuatro países, sobre todo de Irlanda y Singapur, es la profundidad de la alianza en términos de penetración en la jerarquía del gobierno, dado que contribuye al flujo de la información y la coordinación de los procesos, así como al logro de un consenso o entendimiento. En el gráfico III.4 se muestra el marco institucional creado en Singapur al efecto. La interacción con el sector privado es muy amplia e, incluso, los representantes de las empresas participan en los directorios de organismos como el Consejo de desarrollo económico (EDB), en el que tradicionalmente se han elaborado las estrategias de desarrollo del país. Además, también se encuentran representadas las empresas transnacionales radicadas en el país, así como académicos extranjeros en el caso del organismo para la ciencia, la tecnología y la investigación (A*STAR), lo que refleja la importancia de las multinacionales en el aparato productivo y también la prioridad que el gobierno le otorga a la captación de conocimiento internacional aplicable a su estrategia. En Irlanda, el perfil es muy parecido, aunque los integrantes de los directorios tienen responsabilidades operativas, a diferencia de los de Singapur, que solo comentan y evalúan periódicamente las políticas y programas.


    En Singapur, y en menor grado en Irlanda y Malasia, existe otra sólida modalidad de alianza —los paneles internacionales de consejeros—, como en el caso del EDB y el organismo para el desarrollo de la información y las comunicaciones (IDA) (véase el gráfico III.4). Tradicionalmente, el EDB ha sido la punta de lanza de la formulación e implementación de las estrategias de desarrollo64. Cada año convoca a una reunión (y a eventos sociales), cuyas conclusiones se dan a conocer en un comunicado de prensa y a la que asisten gerentes generales de grandes empresas multinacionales para analizar, junto con representantes del gobierno, en deliberaciones privadas del más alto nivel político, las tendencias de la globalización y las de la región de Asia sudoriental, así como los cambios tecnológicos y estratégicos. Este acontecimiento no solo constituye un foro en el que se intercambia información aplicable a las estrategias del país, sino que contribuye a crear una red de contactos en el mercado internacional que permite identificar oportunidades concretas para el país65. La misma estrategia, pero en el ámbito académico, se aplica en el panel internacional del A*STAR, que incluye a varios nobels y que opera en el contexto de la Fundación nacional de investigación (NRF), organismo que lidera la estrategia de innovación y su implementación66. En el año 2005, Malasia también formó un panel internacional de consejeros para la formulación de su último plan nacional, con características similares al de Singapur, en el que participan altas personalidades internacionales del mundo académico y el sector privado67.


    
      64 Schein (1996) ha llevado a cabo un análisis exhaustivo del EDB y su papel en el desarrollo del país. Más recientemente, los organismos de innovación han asumido el rol protagónico.


      
        65 Además, los gerentes generales de las empresas multinacionales pueden verse atraídos a la reunión por la oportunidad de aprender sobre temas de interés relacionados con Asia oriental.


        
          66 Los representantes privados del directorio de la NRF y del Consejo de investigación, innovación y desarrollo empresarial que la guía son exclusivamente ciudadanos

          de Singapur.


          
            67 Estos paneles se hacen cargo de los costos de los traslados y los estipendios de

            los participantes.

          

        

      

    


    En la alianza de Irlanda existe un consejo especial, presidido por el Taoiseach (Primer Ministro), que convoca con regularidad a los representantes de los grandes grupos sociales y lleva a cabo deliberaciones con apoyo técnico para lograr consensos sobre las futuras directrices socioeconómicas del país. Se considera que este consejo es clave en el éxito de la alianza y del modelo económico irlandés (O’Donavan, 2008). Finlandia ha tenido su Consejo de política científica y tecnológica (STPC), que cumplía un propósito similar. En la sección 3 se desarrolla un análisis de las alianzas en la práctica.


    Gráfico III.3
POSICIONAMIENTO DE LOS PAÍSES EN EL CAMPO DE LAS ALIANZAS
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    Fuente: Actualización sobre la base de Comisión Económica para América Latina y el Caribe, CEPAL, La transformación productiva 20 años después. Viejos problemas, nuevas oportunidades LC/G.2367(SES.32/3), Santiago de Chile, 2008.


    a Malasia también incluye a los representantes de los partidos políticos, pero excluye a los sindicatos.


    Los casos de Australia y Nueva Zelandia pueden considerarse intermedios en la clasificación del gráfico III.3. El carácter de las respectivas alianzas se relaciona con las coaliciones construidas sobre la base de las plataformas políticas de los gobiernos más que con el logro de consensos. En Australia, la alianza se da principalmente entre el gobierno, las empresas y el mundo académico, aunque esto probablemente cambie con la reciente elección de un gobierno vinculado a los sectores laborales, ya que hasta 2009 predominó en el gobierno australiano una posición bastante ortodoxa y más neoliberal. En Nueva Zelandia hubo una alianza con las empresas y el sector académico hasta 1999, cuando un nuevo gobierno incorporó y prestó más atención al sector sindical. Tras un largo período de políticas económicas relativamente neoliberales, el gobierno de Clark tuvo dificultad para lograr un consenso entre el sector empresarial y la oposición política en torno a un enfoque estructuralista. Esta incapacidad para establecer la plena legitimidad de un nuevo enfoque hizo que el gobierno avanzara lentamente, a raíz de lo cual no se pudo consolidar un modelo como el irlandés en materia de alianzas y una concertación para lograr la transformación económica. En efecto, la estructura híbrida no tiene la estabilidad ni la articulación suficientes para generar consensos duraderos a nivel nacional orientados a la implementación de una estrategia global bien estructurada que trascienda la dinámica electoral, lo que explica, en parte, por qué en Nueva Zelandia el progreso ha sido lento y parcial, pese a la implementación de dos iniciativas estratégicas y complementarias a mediano y largo plazo para la transformación productiva68. En 2009 llegó al poder un nuevo gobierno conservador que tal vez tenga ideas diferentes sobre la naturaleza de la alianza. De cualquier modo, las estructuras predominantes y la participación de las alianzas de estos dos países son “fluidas”, lo que refleja, en parte, cierta aversión hacia el corporativismo, aunque por distintos motivos.


    
      68 Véase la Oficina del Primer Ministro de Nueva Zelandia (2002) y el Ministerio de Economía (2005).

    


    Gráfico III.4
 SINGAPUR: DIRECTORIOS DE ORGANISMOS QUE APOYAN LA INSERCIÓN

    A LA ECONOMÍA MUNDIAL
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    Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe, CEPAL, La transformación productiva 20 años después. Viejos problemas, nuevas oportunidades LC/G.2367(SES.32/3), Santiago de Chile, 2008.


    En los dos países hay una alianza más estructurada y profunda en algunos ejes específicos de la estrategia, sobre todo en el área de la innovación, en la que se observa una intensa participación y responsabilidad de los representantes de las empresas y el mundo académico en los directorios de organismos especializados, aunque en ocasiones con una compartimentación excesiva. No obstante, estos dos países están ubicados en el área intermedia (área 2) del gráfico III.3.


    La República Checa también se encuentra en el área 2 del gráfico III.3.

    Este país cuenta con foros formales bastante bien estructurados, de participación amplia e interacción activa entre el sector público y el privado, tanto a nivel del diseño de estrategias nacionales como de su implementación. Sin embargo, su relevancia en materia de adopción de decisiones ha estado muy condicionada por la ideología de las diferentes coaliciones de gobierno que han asumido el poder durante la época de

    la democratización69.


    
      69 La insistencia de la Unión Europea por llevar a cabo un amplio diálogo social en torno del uso de los fondos de cooperación ha sido un factor positivo para las alianzas.

    


    En España ha sido posible construir un consenso acerca de la estrategia nacional durante el proceso de democratización e integración a la Unión Europea mediante foros, comisiones y grupos de trabajo, entre otros. Si bien ese consenso tuvo validez al menos hasta la crisis de los años 2008-2009, la modalidad predominante de interacción de la alianza a nivel del gobierno central y sus organismos especializados es informal y se da mayormente con gremios y asociaciones de empresas, algunas de las cuales tienen su origen en el sector público, de donde proviene parte de su financiamiento70. España probablemente se ubicaría en el área 1 del gráfico III.3. En el caso de Suecia, país donde existe un alto grado de consenso, no es muy fácil describir cómo funciona la alianza, debido a su carácter informal/tácito.


    
      70 En algunas comunidades autónomas, como por ejemplo Andalucía, la alianza es formal, estructurada y mayormente tripartita.

    


    En el otro extremo del espectro se ubican la República de Corea y la República Checa antes de la década de 1990. Ambos países estarían en la esquina inferior izquierda del gráfico III.3 (área 4), ya que la formulación e implementación de estrategias estuvieron a cargo casi exclusivamente del gobierno y sus técnicos. En el caso de la República de Corea antes de su democratización, los planes guiaron las actividades de los grandes conglomerados (chaebols) mediante una fuerte colaboración entre el sector público y el privado alimentada por diversos incentivos y castigos unilateralmente aplicados71. La República de Corea, que actualmente posee una economía bastante sofisticada, ha abandonado los planes nacionales y los chaebols tienen mucha independencia en materia comercial. Si bien en el marco democrático actual existe un reconocimiento creciente por parte del gobierno acerca del valor de la alianza entre el sector público y el privado para implementar eficazmente las estrategias, el país se encuentra todavía en una etapa de transición en este sentido.


    
      71 Campos y Root (1996) brindan una excelente descripción del funcionamiento de

      esta modalidad.

    


    Por último, las alianzas más completas y funcionales con respecto a la formulación de estrategias a mediano y largo plazo, con un grado de consenso o entendimiento público suficiente para evitar movimientos pendulares, están en España (al menos hasta la crisis de 2008-9), Finlandia, Irlanda, Malasia, Singapur y Suecia. Las alianzas de Australia, Nueva Zelandia y la República Checa resultan menos firmes o eficaces, mientras que la de la República de Corea todavía se encuentra en medio de una transición de un modelo burocrático de desarrollo a un modelo social más abierto basado en políticas industriales modernas.


    C. Construcción de consensos


    Las estrategias a mediano y largo plazo basadas en un alto grado de consenso entre el sector público y el privado pueden dar mejores resultados por varios motivos. En este tipo de alianza, el consenso propicia una uniformidad relativa en las estrategias entre ciclos electorales y a mediano y largo plazo, debido a que un proceso que construye consensos promueve la inclusión de las partes interesadas —en particular, las élites de distintos segmentos de la sociedad y el gobierno— en relación con las estrategias, y sirve como una evaluación pública implícita de su eficacia y de las políticas públicas relacionadas. Aun más importante es que los procesos dirigidos a crear consenso en torno de la estrategia pueden movilizar e incorporar la mejor información, perspectivas y capacidades nacionales, además de generar credibilidad para el sector privado mediante compromisos estables de financiamiento basados en las prioridades acordadas.


    Lamentablemente, la construcción de consensos no es una tarea sencilla. Es un proceso más que un acontecimiento único. Depende de diversos factores, como la disposición cultural, las estructuras políticas y la configuración y el poder de los diferentes grupos sociales, el liderazgo, la visión política y el sentido de urgencia, entre otros72. No obstante, los marcos institucionales de las alianzas, correctamente estructurados y administrados, también pueden contribuir, con el paso del tiempo, a crear consensos.


    
      72 Un factor bastante común en los países seleccionados es que el consenso (o entendimiento) a menudo surgió en una situación de crisis que ha servido, junto con otros, de agente catalítico para construir una visión común.

    


    Tal como ya mencionamos, no existen fórmulas fijas para la estructura y el funcionamiento de las alianzas, pues son idiosincrásicas por naturaleza y dependen de las condiciones particulares de cada país. Empero, la teoría y la experiencia sugieren que algunas consideraciones pueden favorecer el funcionamiento eficiente de una alianza. En relación con las alianzas nacionales que deliberan y efectúan recomendaciones al gobierno respecto de la dirección de las estrategias para el ámbito nacional, podemos decir lo siguiente73:


    
      73 Tal como dijimos, las alianzas pueden funcionar a nivel de ciertas actividades o sectores específicos. La principal diferencia entre este caso y los foros nacionales radica en que el grupo será más homogéneo, lo cual propicia el consenso (Schneider, 2009).

    


    • Apuntarían a garantizar la verdadera representación de los actores civiles, provistos de la información del mercado y científica/técnica necesaria para construir una estrategia, y de aquellos investidos con suficiente poder político como para tomar medidas en cuanto a la asignación de recursos. Es aconsejable que las designaciones de actores civiles sean de un alto nivel como para ganarse el respeto de las comunidades que representan, formal o indirectamente, al participar en la alianza a titulo personal. Las designaciones deben efectuarse por un período determinado, sin permitir la substitución, para evitar socavar la autoridad de los miembros pertenecientes a la sociedad civil.


    • Los representantes del gobierno deben provenir de los niveles más elevados, con el fin de darles a los participantes civiles una señal de que la alianza realmente puede resolver sus problemas y los de su país. Pero estos representantes también deben incluir a los ministros y los organismos encargados de llevar adelante y/o coordinar la formulación e implementación de las estrategias (Herzberg y Wright, 2005). Además, el gobierno, como miembro de la alianza, debe demostrar continuamente su liderazgo político, su compromiso con el proceso y la importancia que le atribuye a las recomendaciones de la alianza para las estrategias que sustentan la política pública, pues será la única manera en que la alianza podrá atraer y mantener la participación de los principales actores destacados de la sociedad civil.


    • En las deliberaciones se deberá minimizar la politización: es conveniente que las alianzas no incorporen a los partidos políticos, que, no obstante, analizarán y debatirán las recomendaciones desde sus escaños en el órgano legislativo.


    • Si bien la alianza debe esforzarse por lograr una amplia representatividad, el número de miembros no debe ser demasiado grande, para propiciar la confianza interpersonal y un diálogo fácil de llevar adelante (Schneider, 2009).


    • Los mandatos deben ser claros, concretos y realistas, basados en el grado de madurez de la alianza y el desarrollo de la economía. De hecho, con el transcurso del tiempo, los mandatos realistas y viables favorecerán los “éxitos” que pueden dotar a la alianza de credibilidad ante los ojos de sus integrantes y el público. Así que al inicio, los mandatos tal vez deban concentrarse en lo que Herzberg y Wright (2005, pág. 22) describen como un “fruto bajo fácil de alcanzar”. Así, en el corto plazo a la alianza le podría convenir restringir los mandatos a un intercambio de información, junto con recomendaciones y soluciones para problemas muy específicos, con bajos niveles de agregación, y luego gradualmente podrá ir logrando consenso sobre directrices y temas de mayor relevancia (Schneider, 1990).


    • Para facilitar las deliberaciones, puede resultarle útil contar con una secretaría cuasi independiente, con sus propios recursos financieros. No debe tratarse solo de una función administrativa, sino que debe estar dotada de una capacidad técnica respetada, neutral y de alto nivel que aliente las deliberaciones basadas en los hechos y la resolución

    de problemas74.


    
      74 Véase un análisis de la dinámica de diferentes estrategias para construir consensos a partir de la evidencia en Caillaud y Tirole (2007).

    


    • Las deliberaciones deben llevarse a cabo en forma periódica, por ejemplo, todos los meses, cada dos meses o cada tres meses, para mantener su relevancia y poder demostrarles a los miembros de la alianza y al público su compromiso con el proceso (Schneider, 2009).


    • Los debates deben ser confidenciales para propiciar la franqueza y un entorno donde sea posible transar y llegar a acuerdos. Al finalizar el período de designación de la alianza, o en espacios intermedios ,se podrán dar a conocer informes de carácter público sobre el cumplimiento de los mandatos.


    • Los miembros procedentes de la sociedad civil deben permanecer al margen de las retribuciones políticas.


    • Los criterios y procedimientos que rijan las designaciones deben ser claros y transparentes.


    • Las normas de conducta aplicables a los miembros de la alianza deben ser explícitas e institucionalizadas, a fin de evitar los conflictos de interés y el intento por obtener rentas especiales. También se reduce al mínimo la posibilidad de cautiverio si la alianza cuenta con una representación transversal adecuada sin llegar a un tamaño que le impida funcionar correctamente.


    • El propio organismo o un organismo asociado debería tener la facultad de monitorear la adopción de las recomendaciones consensuadas en la política pública y la implementación de

    la estrategia.


    Al respecto, la experiencia de Irlanda resulta muy interesante. Este país era uno de los más pobres de Europa, pero desde fines de los años ochenta ha logrado construir un consenso para su desarrollo e inserción en la economía internacional que dio impulso a una de las mayores transformaciones económicas de la época de la posguerra. En los cuadros III.1 y III.2 se observa que el marco institucional de la alianza abarca muchas dimensiones de la formulación e implementación de estrategias a mediano y largo plazo. Sin embargo, como se mencionó, una instancia particular, el NESC, ha desempeñado un papel fundamental para el logro de consensos en materia de política económica a lo largo de varias décadas. De ser primero un foro público que permitió llevar a cabo un intercambio de ideas entre representantes de los principales grupos sociales, el NESC evolucionó y se transformó en un foro que facilita el logro de consensos sobre la orientación de la economía. Vale la pena examinar el consejo con mayor atención, no solo por sus éxitos, sino también por algunas dificultades surgidas a lo largo del tiempo. También analizaremos más sucintamente la gobernanza de otras alianzas.


    D. Las alianzas en la práctica: los casos extrarregionales exitosos


    1. Una breve descripción de la naturaleza de algunas alianzas


    Tal como vimos, la mayoría de los países cuenta con una alianza público-privada que ofrece recomendaciones sobre la futura dirección de las estrategias de desarrollo. En esta sección veremos algunas otras características de dichas alianzas y luego analizaremos con mayor detenimiento la alianza existente en Irlanda, una de las más maduras

    y sofisticadas75.


    
      75 Herzberg y Wright (2005) analizan las alianzas público-privadas destinadas a lograr competitividad en un gran número de países, lo que también resulta instructivo desde el punto de vista de los problemas de gobernanza.

    


    Finlandia. En Finlandia, la estrategia de desarrollo ha quedado en manos del Consejo de política científica y tecnológica (STPC), fundado en 1987 y presidido por el Primer Ministro, quien cuenta con la asistencia de otros siete ministros. El sector industrial nomina a dos representantes del más alto nivel y los sindicatos a uno, los cuales participan en el consejo a titulo personal. Los siete miembros restantes provienen del mundo académico y la comunidad científica. Su cargo dura cuatro años y los miembros no pertenecientes al gobierno reciben un pequeño estipendio. El consejo se reúne cuatro veces al año con la asistencia de dos subcomités — una de ciencia y otra de educación—, abocados a temas específicos, y de una secretaría con cuatro empleados procedentes del Ministerio de Educación. Cada tres años, el consejo da a conocer un informe consensuado que incluye un análisis de las oportunidades y los desafíos que enfrenta la economía del país de cara a una economía globalizada y que concluye con un bosquejo de la dirección deseada para la economía nacional en el futuro. Además, proporciona cifras indicadoras para la asignación de recursos financieros a las áreas estratégicas estipuladas en el informe. El bosquejo estratégico luego adopta una forma concreta mediante la delegación de las funciones operacionales a los ministros y los organismos de ejecución encargados de las áreas respectivas. Estos últimos preparan una serie de planes operacionales anuales que se instrumentan y controlan a la luz de las directrices estratégicas del STPC.


    En enero de 2009 el STPC se convirtió en el Consejo de investigación e innovación, lo que refleja algunos cambios en su funcionamiento. Tal como sugiere su homónimo, este organismo se abocará con mayor intensidad a las cuestiones relacionadas con la innovación. Si bien el número de integrantes continúa siendo 18, incluirá a más expertos en políticas de innovación y habrá menos designaciones de carácter social basadas en una cuota. Mientras tanto los dos subcomités serán reemplazados por un subcomité de ciencia y educación y un subcomité de tecnología e innovación. El cambio responde a la significativa importancia atribuida a la innovación en las estrategias de desarrollo más recientes adoptadas en Finlandia.


    Nueva Zelandia. En 2008, el Consejo asesor sobre crecimiento e innovación (GIAB) de Nueva Zelandia tenía 20 miembros procedentes de la sociedad civil. Los miembros civiles incluían a 14 representantes de alto nivel del sector empresarial, 5 miembros del mundo académico/técnico y 1 representante de los sindicatos. Los integrantes son nominados por los ministros y el gabinete analiza y aprueba las designaciones. Se nombra presidente a uno de los representantes del sector empresarial, que estará encargado de llevar adelante las interacciones con el Primer Ministro y los demás ministerios. El consejo se reúne unas seis veces al año y sus miembros permanecen en su cargo hasta tres años. Los miembros no procedentes del sector gubernamental reciben un pequeño estipendio y viáticos para cubrir los gastos incurridos en su labor cotidiana. Las funciones de la secretaría administrativa son cubiertas por el Ministerio de Desarrollo Económico.


    Se espera que el consejo lleve a cabo un debate constructivo y efectúe recomendaciones consensuadas. Cuando esto no sea posible, sus recomendaciones podrán reflejar los distintos puntos de vista o se le podrá encomendar a un “grupo ad hoc” que profundice las

    diferentes alternativas.


    El GIAB fue creado durante el gobierno de Clark con el objeto de generar aceptación social para su emergente iniciativa orientada a transformar la economía. El papel del consejo es brindarles al Primer Ministro y demás ministros asesoramiento sobre las políticas de alto nivel. Su mandato incluye amplias facetas de la dirección general de la economía, asuntos específicos y la tarea de promover el consenso sobre cómo estimular el crecimiento y la innovación. No obstante, no se espera que el consejo brinde un asesoramiento exhaustivo sobre las políticas ni acerca de su implementación o monitoreo. El funcionamiento del GIAB y su interacción con el gobierno son menos estructurados que los del STPC, y se ve menos constreñido por el objetivo de crear consensos. Por ello, su influencia sobre las políticas parece aumentar o disminuir según oscile la dinámica de la política nacional del gobierno

    (Haworth, 2008).


    República Checa. Este país cuenta con el Consejo para el acuerdo económico y social (RHSD), creado en 1990, durante la transición hacia el sistema democrático. Está formado por ocho representantes del gobierno, siete representantes de los sindicatos y siete del sector empresarial. Este grupo plenario recibe el apoyo de un órgano ejecutivo responsable de efectuar un seguimiento de su labor y de varios grupos de

    trabajo expertos.


    De las tres alianzas analizadas en este trabajo, el RHSD es el que tiene el mandato más amplio: es lo que Schneider (2009) denomina un foro abierto de discusión. Este formato no constituye necesariamente una herramienta potente para guiar las estrategias de desarrollo como tales, pero puede servir —y de hecho ha servido— como un mecanismo para atraer a la mesa de diálogo social a importantes grupos con escasos conocimientos previos bajo el ex régimen comunista.


    En enero de 2009 se creó el Consejo económico nacional, un órgano experto apolítico formado por diez miembros, sobre todo economistas, nombrados a titulo personal por su prestigio y no afiliación política.

    El consejo es presidido por el Primer Ministro. Los miembros no reciben una remuneración, pero hay un pequeño presupuesto para apoyar sus trabajo. Por ahora efectúa recomendaciones sobre cómo atenuar las repercusiones de la crisis financiera y la recesión mundial, pero también tiene el mandato de recomendar medidas para acelerar el crecimiento y el desarrollo. Los procedimientos del consejo

    representan una obra en curso. En abril de 2009 hubo un cambio de Primer Ministro que no resultó en cambios de los miembros

    del Consejo.


    2. La alianza irlandesa en extenso76


    
      76 Gran parte de los textos siguientes fueron extraídos de un documento informativo elaborado por O’Donavan (2008).

    


    a) Su origen y estructura


    El Consejo nacional económico y social (NESC) de Irlanda nació a principios de los años sesenta como un ejercicio para reunir a representantes de asociaciones de empresarios, sindicatos, organizaciones de agricultores y funcionarios públicos de muy alto nivel. Actualmente se incluyen organizaciones no gubernamentales. Su propósito original fue crear un espacio en el que grupos y organizaciones con intereses diversos pudieran intercambiar opiniones sobre el desarrollo económico y social del país. En los años setenta y ochenta, el consejo sirvió como un foro pacífico de discusión privada y, a partir de la crisis que condujo a un grave desequilibrio macroeconómico, la recesión y el desempleo en el segundo quinquenio de la década de 1980, evolucionó hasta transformarse en un verdadero foro para el logro de entendimientos y acuerdos sociales, en el marco de una política económica conducente a un crecimiento elevado, sostenido y con cohesión social.


    Actualmente el consejo analiza temas económicos y sociales estratégicos a mediano y largo plazo y recomienda al Primer Ministro lineamientos aplicables a los planes, las políticas y los programas nacionales. El consejo está presidido por el secretario general del Departamento del Primer Ministro y en él participan los secretarios generales de algunos ministerios del gobierno y cinco representantes de cada uno de los siguientes estamentos: sector empresarial, sindicatos, organizaciones de agricultores, organizaciones no gubernamentales y representantes independientes (generalmente técnicos o académicos). El gobierno invita a los grupos sociales respectivos a nominar a sus representantes, a los cuales finalmente designa. No obstante, los cinco integrantes independientes son designados directamente por las autoridades gubernamentales y la orientación de sus políticas podrá guardar cierta afinidad con la del gobierno. Todos los miembros de la alianza actúan en forma personal y el plazo de los nombramientos es de tres años. Los miembros no pertenecientes al gobierno reciben un reembolso por el costo de sus traslados a Dublín, cuando es pertinente.


    El consejo recibe el apoyo técnico y administrativo de una secretaría semiautónoma, encargada de preparar estudios que sirven de apoyo a las deliberaciones e integrada por nueve miembros, en su mayoría técnicos con maestrías o doctorados. El director es un economista de mucho respeto público y de imparcialidad política. Los funcionarios, que el Estado contrata en forma temporal, se seleccionan por concurso. El presupuesto del NESC fue de 1,1 millones de euros en 2007.


    El consejo, en el que las decisiones se toman por consenso, se reúne una vez por mes durante medio día o un día entero. Los miembros no pertenecientes al gobierno deben abstenerse de participar cuando los temas de deliberación representan un potencial conflicto de intereses. Los riesgos de cautiverio también se logran minimizar gracias al origen transversal de los miembros. El informe trienal que prepara sirve de insumo estratégico para orientar la negociación del acuerdo social nacional entre el gobierno, las empresas y los sindicatos, y es una guía muy influyente en la formulación del plan nacional del gobierno77.


    
      77 Tal como ya analizamos, otras dimensiones de la alianza irlandesa penetran los organismos encargados de realizar aportes y poner en práctica el plan nacional. Estos organismos funcionan bajo la mirada de ministerios representados en el seno

      del NESC.

    


    La actividad del consejo comenzó a consolidarse a partir de 1986, cuando pudo sentar las bases para la negociación entre el gobierno y los diferentes actores sociales, lo que dio origen a un acuerdo social trienal sobre salarios, impuestos y gasto social, en el marco de un programa de crecimiento, empleo y equilibrio fiscal. Tras superar el desequilibrio macroeconómico, los informes subsiguientes se enfocaron en otros temas estratégicos, entre ellos, las políticas de competitividad, de oferta, industriales y de servicios, y la economía del conocimiento, sobre la base de políticas de cohesión social.


    La evolución de la agenda del NESC llevó al gobierno a crear el Foro nacional económico y social (NESF) en 1993, que asumió la responsabilidad por temas a largo plazo, particularmente en materia de empleo y cohesión social (véase más información sobre el NESF y otros foros especializados de diálogo social en Irlanda en Doyle, (2005). Con la incorporación de las organizaciones no gubernamentales a la alianza, se estableció una división de tareas más clara, según la cual el consejo es el responsable exclusivo de los lineamientos de la estrategia nacional y el NESF, de la implementación de políticas.


    Ambas instancias están coordinadas por la Oficina nacional de desarrollo económico y social (NESDO). Con el transcurso del tiempo, se crearon otros organismos para la alianza, como el Consejo nacional de competitividad (NCC), creado en 1997, en el que participa el Primer Ministro y es dominado por el sector empresarial. Asimismo, el Centro nacional para la alianza y el desempeño económicos (NCPP) fue creado en 2006 para promover la discusión sobre las relaciones laborales entre las empresas y los sindicatos.


    b) Un discurso para el logro de consenso


    Con el transcurso del tiempo, el NESC ha elaborado una metodología de discurso tendiente a facilitar el consenso. Más que involucrarse en deliberaciones sobre cuestiones de actualidad, el consejo efectúa recomendaciones de índole general acerca de las políticas y los programas socioeconómicos de mediano y largo plazo. Esto tiene como objetivo acordar un marco analítico que facilite la adopción de un acuerdo social, directrices para una estrategia nacional y la implementación de programas gubernamentales de apoyo como parte del plan nacional. La alianza expresada en el NESC tiene diversas dimensiones: (i) consulta y pactos entre los socios que comparten una interdependencia funcional; y (ii) un sentido de solidaridad, cohesión social y participación. Para que una alianza resulte eficaz, debe incorporar estas dos dimensiones porque, si dependiera exclusivamente de la primera, le atribuiría demasiada importancia al poder relativo de los socios, mientras que si dependiera solo de la segunda, reflejaría una mirada en exceso simplista de la inclusión, lo que reduciría el proceso a una consulta en que las partes interesadas meramente expresan sus necesidades y puntos de vistas.


    Sin embargo, hay una tercera dimensión: la negociación. La construcción de consensos entraña que los socios deben sentarse a la mesa sin puntos de vista inflexibles y sin el objetivo de maximizar sus ganancias, pero deben estar dispuestos a participar en un proceso de deliberación que tenga el potencial de formular y reformular acuerdos sobre los problemas y sus soluciones, y sobre la identidad y las preferencias de los participantes. El resultado será similar al bien público. Así, el proceso de engendrar asociaciones depende de la capacidad de promover el entendimiento y de enfocar el diálogo con miras a resolver los problemas en forma conjunta para llegar al consenso.


    De hecho, la clave del funcionamiento del NESC tal vez radique en el método usado para llevar a cabo las deliberaciones. En primer lugar, se supone que la resolución de problemas es el mandato principal de los participantes. En segundo lugar, el mecanismo que rige las deliberaciones apunta a resolver uno o más problemas mediante un diálogo fundamentado en los aportes de grupos de trabajo y expertos imparciales que ayudan a acuñar una definición en común de los problemas. La peculiaridad de este enfoque radica en que los socios no discuten sobre un punto de vista definitivo, sino que, al tener presentes la evidencia empírica presentada por una secretaría técnica imparcial y el mandato de resolver los problemas, es posible que surja de los participantes una especie de decisión conjunta. Los integrantes de la alianza están obligados a explicar, fundamentar y asumir la responsabilidad por sus propuestas antes los demás integrantes, sus pares y el público en general. Así, el entendimiento y el consenso no constituyen prerrequisitos de la alianza, sino el resultado de un proceso que los estimula.


    Otro componente significativo de la elaboración de consenso es la cohesión social, que constituye un objetivo permanente durante todas las deliberaciones sobre la implementación y el contenido de las estrategias futuras. La experiencia del NESC demuestra que las deliberaciones pragmáticas orientadas hacia la resolución de un problema específico puede lograr un consenso aun cuando no haya conflictos de interés subyacentes y no haya un entendimiento inicial. Otro aspecto clave es que el consenso logrado en el seno del NESC siempre es provisorio o sea, en otras palabras, que el consenso les permite a los interlocutores recomendar una acción pragmática, al tiempo que se reservan el derecho de rever las metas, los medios y arbitrios, y el propio análisis llevado a cabo. El consenso se ve facilitado por el hecho de que las deliberaciones son privadas y cuentan con el apoyo del Primer Ministro, y que distintos integrantes participan en las deliberaciones según los temas de la agenda. Otra ventaja es que el enfoque está orientado hacia el futuro en lugar de ser retrospectivo o estar centrado en el presente y, por ende, los representantes del gobierno tienden a asumir posturas menos defensivas78. Como ya mencionamos, las recomendaciones del NESC, publicadas cada tres años, se basan en principios generales y no tienen carácter obligatorio para las políticas y los programas socioeconómicos de mediano y largo plazo del gobierno. Empero, como se mencionó antes, los informes estratégicos del NESC han sido el insumo básico para la negociación de los programas socioeconómicos del pacto social implementado por la Oficina del Primer Ministro y, dado el prestigio de los miembros, un aporte muy influyente para la formulación del

    plan nacional.


    
      78 Un ejemplo de la metodología del NESC descripta anteriormente son las deliberaciones que se llevaron a cabo sobre la estrategia de recuperación nacional aplicada en 1986, cuando era urgente estabilizar la economía. En las reuniones mensuales del consejo se efectuó un análisis intensivo de este problema, que condujo su presidente y que se basó en estudios preparados por la secretaría. Un elemento clave para llegar a un entendimiento fue cambiar el enfoque del análisis del déficit anual fiscal al coeficiente entre deuda y PIB, lo que permitió un intercambio de opiniones más constructivo que si se hubiera centrado exclusivamente en asuntos sociales conflictivos, como la suba de impuestos o el recorte de gastos. En primer lugar, se observó que, pese a los recortes del gasto público, la situación fiscal continuaba deteriorándose y las tasas de interés mundial de entonces, históricamente altas, se traducían en un servicio de la deuda elevado; por ende, fue posible concluir que la acumulación multianual de la deuda era más importante que el déficit de un año dado. En segundo lugar, se observó que la crisis de Irlanda iba más allá del deterioro fiscal y que tenía algunas raíces también en el ritmo rezagado de crecimiento de la economía. Por otra parte, este entendimiento llevó a concluir que el desempeño mediocre se debía no solo al problema macroeconómico, sino también al estilo de desarrollo del país basado en la agricultura. Además de formular recomendaciones de índole macroeconómica, el consejo hizo hincapié en el desafío que planteaba la necesidad de alcanzar el desarrollo, los cambios estructurales y el crecimiento de la productividad, es decir, en la necesidad de crear ventajas comparativas más allá de la agricultura. A fin de promover políticas en esa área, el grupo también analizó las restricciones primarias en este ámbito y recomendó políticas industriales para superarlas. Tras el retorno a una situación de equilibrio macroeconómico, esta última dimensión del enfoque del NESC adquirió aun más relevancia en los

      informes posteriores.

    


    Debemos recordar que los resultados positivos del NESC y su metodología son consecuencia de un largo proceso basado en el método de “ensayo y error”, con raíces en la decisión del sector público, décadas atrás, de brindarles a los grupos sociales interesados un foro tripartito y neutral de alto nivel y un respaldo técnico de calidad para deliberar —en privado y con el apoyo del Primer Ministro— y analizar la dirección tomada por el país para alcanzar el desarrollo. El hecho de que este proceso institucional con miras a construir el consenso nacional haya existido durante muchos años determinó el escenario para que la alianza eventualmente se consolidara y diera nacimiento a un verdadero foro de consenso nacional donde los participantes tuvieron que aunarse para hacer frente de inmediato a la grave crisis económica de fines de la década de 1980.


    c) La pérdida de efectividad


    Con la fuerte crisis económica ocurrida entre 2008 y 2009 —motivada en gran parte por un desequilibrio macroeconómico latente— la alianza público-privada de Irlanda experimentó su primer quiebre, motivado por la falta de acuerdo para la renovación del pacto social sobre los salarios. Un factor de peso fue la renuencia de los sindicatos a sacrificar sus sueldos para balancear el fisco después de un gran rescate de la banca irlandesa. Las partes, con el apoyo de la secretaría técnica del NESC, se hallan en la búsqueda de una solución.


    La efectividad del NESC se debilitó a lo largo de esta década. Ello ocurrió en parte por la progresiva “balcanización” de la alianza. Con la creación del NCC, los empresarios, para lograr un grado de exclusividad en su discurso con el Primer Ministro, comenzaron a prestar más atención a este foro que al NESC. Por otra parte, la creación del NCPP dio lugar a que el diálogo entre las empresas y los sindicatos tendiera a trasladarse del NESC a este nuevo foro. El NESC comenzó a ser dominado por los sindicatos y las organizaciones no gubernamentales y se distanció progresivamente de la discusión sobre las políticas industriales duras (que quedó bajo el dominio del NCC) y de las relaciones entre las empresas y los sindicatos (bajo el dominio del NCPP) para centrarse en temas de desarrollo de la oferta con una naturaleza más social (O’Donnell, 2009). También comenzó a desarrollarse una cierta rivalidad entre la secretaría técnica del NESC y Forfás (la secretaría técnica del NCC), en términos del apoyo a una visión propia del país. Finalmente, la coordinación del NESDO no logró ser eficaz.


    Con la “balcanización” del discurso en la alianza, la burocracia pública ganó más espacio para su propia agenda, no siempre concordante con las recomendaciones de reforma del NESC, cuyos planteamientos ya estaban demasiado alejados de la política industrial. Por otra parte, los representantes de los foros de la alianza fueron influidos por la burbuja creada en los sectores de bienes raíces y de la construcción, debido a sus efectos sobre el empleo, la adquisición de una primera y segunda vivienda y, por supuesto, las ganancias, los ingresos fiscales y el apoyo político al gobierno, aunque estos impactos no serían duraderos. De hecho, el NESC nunca pudo difundir la alarma acerca del recalentamiento del sector inmobiliario del país y la necesidad de ajustar la política industrial frente a la competencia externa.


    Quizás la lección de esta situación sea que una alianza necesita desarrollar subdiálogos entre las partes, sobre todo entre aquellas que poseen fuertes intereses bilaterales, por ejemplo, entre las empresas y los sindicatos, entre el Primer Ministro y las empresas, y entre los sindicatos y el Primer Ministro. Estos diálogos más íntimos debieron haberse llevado a cabo en salas especiales situadas bajo un solo techo, como pudo haber sido el NESC. Ello habría permitido que el discurso entre ciertas partes de la alianza se filtrase hacia el foro plenario, permitiendo la eventual coordinación de las distintas posiciones dentro del mismo NES. A pesar de ello, existe siempre el riesgo de que un consenso pueda conducir a una visión acotada. Parecería que, en este caso, el NESC logró a fines de los años ochenta construir un consenso útil y duradero. Sin embargo, no pudo evolucionar fácilmente, en parte porque los distintos grupos de la alianza se dispersaron en foros propios en lugar de aceptar una evaluación colectiva consensuada de los riesgos de basar el crecimiento de la economía en una sobreexpansión de bienes y servicios no transables.


    Por último, otra dificultad de la alianza irlandesa es que su eficacia se erosionó progresivamente debido a que se centralizó en foros con una perspectiva agregada de la economía. Al profundizarse la transformación productiva del país y de las políticas industriales, probablemente habría sido necesario vincular el trabajo del NESC de manera más activa a las alianzas descentralizadas con perspectivas temáticas o regionales.


    


  


  
    


    


    Capítulo IV


    Los primeros principios que sustentan el liderazgo del sector público


    Acabamos de analizar dos elementos clave de los países seleccionados como exitosos: la formulación de una estrategia nacional a mediano y largo plazo orientada a alcanzar la transformación estructural y ii) el papel fundamental de las alianzas público-privadas. El gráfico IV.1 completa nuestra descripción del que será el foco de atención de los próximos dos capítulos.


    En este gráfico vemos que una estrategia debe estar alineada con políticas y programas que le brinden sostén. Asimismo, la estrategia y la política o los programas deben emanar de una alianza público-privada que tome en cuenta las oportunidades y las restricciones en el contexto de la capacidad actual y potencial de los sectores público y privado. Sin embargo, el factor decisivo del éxito o fracaso radica en cómo el sector público implementa este paquete.


    Esto se debe a que la implementación determinará cuáles serán los verdaderos resultados en todos los niveles. Además, aunque los resultados exitosos tienen importancia por sí mismos, también son importantes para garantizar la coherencia y sostenibilidad de la alianza: sin una implementación eficaz y resultados exitosos, el sector público perderá en general su legitimidad como socio del sector privado y la sociedad civil. Por ello, en este y el próximo capítulo presentaremos algunos “primeros principios” en materia de implementación

    de estrategias.


    Gráfico IV.1
LA IMPORTANCIA DEL MODO DE IMPLEMENTACIÓN DE LAS POLÍTICAS Y LOS PROGRAMAS PÚBLICOS


    [image: graficoIV1.jpg]


    Fuente: Elaboración propia.


    A. Tercer principio: asegurar el liderazgo de los verdaderos ministerios y organismos encargados de actividades y sectores en la economía real


    Cuando se desea implementar una estrategia de transformación económica, el liderazgo técnico debe estar en manos de los ministerios y organismos encargados de las políticas orientadas a la actividad industrial, los servicios y la innovación. Si bien el ministro de finanzas es una autoridad muy importante en el país, no es la más adecuada para hacerse cargo de esta tarea, ya que su principal responsabilidad es la protección de los equilibrios macroeconómicos, la coordinación y control del gasto, la solvencia de los servicios financieros y las políticas impositivas, entre otras79. También, además de la cuestión de competencia en aspectos estratégicos de la transformación económica, el personal del ministerio de finanzas tal vez no tenga la predisposición cultural para llevar a cabo las intervenciones selectivas que exige la política industrial. Al menos esto es lo que suele suceder en América Latina hoy en día, donde los ministerios de finanzas tienden a dominar demasiado la formulación de políticas a expensas de los líderes de los ministerios responsables de las actividades del sector real80.


    
      79 En Irlanda el Ministerio de Finanzas coordina otros ministerios y lidera la consulta pública sobre la estrategia.


      
        80 Probablemente, ello se relaciona con el hecho de que estos ministerios asumieron el liderazgo económico durante y después de la crisis de la deuda y en general representaban la puerta de entrada al consenso de Washington.

      

    


    En los países seleccionados que tienen una estrategia relativamente bien definida para llevar a cabo la transformación estructural, existen uno o dos ministerios u organismos relacionados con el sector real de la economía que lideran el proceso. Como se observa en el cuadro IV.1, en la mayoría de los casos los principales encargados de la estrategia son los poderosos ministerios de industria y comercio, educación, ciencia y tecnología —cuando la innovación es la prioridad número uno—, o un organismo o instancia especial designado por el ministerio a tal efecto.


    Cuadro IV.1
ENTIDADES POLÍTICAS A CARGO DE LA ESTRATEGIA DE

    TRANSFORMACIÓN PRODUCTIVA Y CRECIMIENTO


    [image: cuadroIV1.jpg]


    Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de información oficial de los países.


    a En enero de 2009 se transformó en el Consejo nacional de investigación e innovación (NRIC).


    b A partir de enero de 2008, el mandato de este ministerio pasó a manos del nuevo Ministerio de Empleo y Economía (MEE).


    Es posible identificar varios factores que contribuyen al poder de estas entidades, aunque no tienen la misma relevancia en todos los casos.


    En primer lugar, como vimos en el capítulo anterior, es preciso que la estrategia esté efectivamente respaldada por un consenso (o entendimiento público) lo más amplio posible, sobre todo en el caso de temas clave para el desarrollo, como la inserción internacional, el desarrollo exportador y la innovación, entre otros.


    En segundo lugar, es conveniente que exista una institución con reconocida autoridad y respeto para gestionar la estrategia. Esta autoridad puede verse favorecida si el ministerio o alguno de sus organismos de ejecución tiene la capacidad técnica de actuar como el líder respetado del sector público en lo que concierne a la formulación e implementación de la estrategia81. Un buen ejemplo de ello es el Ministerio de Empresa, Comercio y Empleo (DETE) de Irlanda, que además cuenta con un organismo como Forfás, centro de estudio y entidad muy influyente en el análisis de la estrategia de inserción internacional. El Consejo de desarrollo económico (EDB) desempeñó esta función en Singapur durante muchas décadas —ahora en manos de la Fundación nacional de investigación (NRF)—, al tiempo que el Consejo de política científica y tecnológica (STPC) hizo lo propio en Finlandia y el Ministerio de Industria y Comercio Internacional (MITI), en Malasia.


    
      81 La ausencia de un líder estratégico en España fue quizá la razón por la que el país demoró en tomar conciencia de los efectos de la competencia que representaba Europa oriental con sus bajos salarios al momento de la expansión de la Unión Europea. España también exhibió cierta lentitud en darse cuenta de la necesidad de aumentar su acotado gasto en innovación y en investigación y desarrollo.

    


    En tercer lugar, es importante el respaldo que desde el más alto nivel del gobierno se les dé a las iniciativas estratégicas prioritarias de los ministerios u organismos. Esta potente señal política puede privilegiar el acceso a los recursos en las asignaciones presupuestarias y disciplinar la acción de los organismos especializados en torno a las prioridades estratégicas, lo cual se aprecia en varios de los casos exitosos analizados.


    República Checa. El Consejo nacional de investigación y desarrollo está compuesto por 14 prestigiosos miembros de la comunidad científica, quienes son designados por el Primer Ministro y permanecen cuatro años en su cargo82. En su carácter de asesor del gobierno, el consejo es muy influyente en la preparación de las estrategias de investigación y desarrollo e innovación, que representan una nueva prioridad estratégica de la política de desarrollo checa. En el año 2007, como reflejo de la nueva prioridad del gobierno, el Primer Ministro comenzó a presidir este consejo. Asimismo, en el país hubo un organismo muy efectivo e influyente —Czech Invest—, que estuvo a cargo de dos ejes clave de las estrategias de los últimos años: la atracción de inversión extranjera directa (IED) y el desarrollo empresarial local. En 2007, Czech Invest, organismo dependiente del Ministerio de Industria y Comercio, se vio afectado por un desacuerdo político que condujo a una crisis interna. Se ha señalado que podría haberse evitado esta crisis si el organismo hubiera tenido un vínculo más directo con el Primer Ministro (Benáček, 2008).


    
      82 Reciben la misma remuneración que un empleado público de tiempo parcial.

    


    Finlandia. En Finlandia la innovación es fundamental en los planes nacionales. Como describimos más acabadamente en el capítulo III, el órgano que elabora las pautas para la estrategia y sugiere la asignación de los recursos es el Consejo de política científica y tecnológica (STPC) —ahora Consejo de investigación e innovación—, presidido por el

    Primer Ministro.


    Irlanda. El nuevo eje estratégico de Irlanda también se encuentra en el área de la investigación y el desarrollo y la innovación. El subcomité interministerial sobre ciencia y tecnología recibe informes del Consejo asesor de ciencia, tecnología e innovación (ACSTI), compuesto por técnicos y académicos de prestigio nacional. Con los insumos del asesor nacional principal de ciencia, el subcomité formula la estrategia y define los programas en esta materia. El Primer Ministro participa en el subcomité, que está presidido por el Ministerio de Empresa, Comercio y Empleo (DETE), que a su vez es responsable de un conjunto de organismos —Enterprise Ireland (EI), el organismo de desarrollo industrial (IDA Ireland) y la Fundación irlandesa de ciencias (SFI)—, los cuales dedican una parte importante del presupuesto del sector público a la investigación y el desarrollo y al apoyo a la innovación con orientación exportadora (8.200 millones de euros en 2007-2013). Forfás funciona en la órbita del DETE y prepara estudios para el ACSTI y el subcomité mencionado anteriormente; además, hace aportes técnicos relevantes para la formulación de la estrategia nacional y los cuatro ejes de la estrategia de inserción internacional. Todo esto coloca al Ministerio de Empresa, Comercio y Empleo en una posición de liderazgo en materia de estrategia nacional.


    Malasia. En los últimos planes nacionales, el desarrollo de las tecnologías de la información y de las comunicaciones es el eje estratégico de mayor prioridad. La instancia denominada Comité de implementación (ICM), presidido por el Primer Ministro, ha sido el órgano de decisión de más alto nivel en el gobierno en esta materia. La iniciativa apunta al desarrollo de un “corredor multimedia” en la órbita del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación (MOSTI). Además, el Primer Ministro nombra a los participantes de un consejo internacional de expertos de muy alto nivel que brinda asesoramiento sobre la estrategia sectorial. Cabe mencionar también que un órgano técnico denominado Unidad de planificación económica (EPU) participa en la formulación del plan nacional en consulta con los ministerios; su poder y legitimidad en el proceso se ven fortalecidos por ubicarse en la Oficina del Primer Ministro.


    República de Corea. La estrategia de la República de Corea está fuertemente orientada al área de la innovación, incluidas las pymes. En 1999 se creó un Consejo nacional de ciencia y tecnología (NSTC), con el máximo poder para definir estrategias y programas y asignar recursos. Este consejo, encabezado por el Presidente de la República, está integrado por representantes de algunos ministerios y por nueve representantes de la comunidad científica. En 2004, el titular del Ministerio de Ciencia y Tecnología (MOST) fue promovido a Primer Ministro Adjunto. El MOST se encarga de los planes y la coordinación de todos los programas de ciencia y tecnología. Por último, algunos de los centros de investigación públicos más prestigiosos en áreas estratégicas prioritarias están patrocinados por el Primer Ministro.


    Singapur. El gobierno ha reorientado su estrategia a la creación de conocimiento y a la innovación. El Consejo de investigación, innovación y empresa (RIEC) está a cargo de este eje estratégico. Este consejo está presidido por el Primer Ministro y por la recién creada Fundación nacional de investigación (NRF), que funciona en el ámbito del RIEC y cuyo director es el Primer Ministro Adjunto. El surgimiento de la NRF desplazó el liderazgo del organismo para la ciencia, la tecnología y la investigación (A*STAR), que continúa manejando más recursos, pero con un menor nivel de representación política. La NRF recibió 5.000 millones de dólares de los 13.500 millones previstos en el presupuesto para el gasto en investigación y desarrollo del sector público en el período 2006-2010.


    Otro factor que contribuye al poder de las entidades que dirigen la ejecución de la estrategia es el nombramiento de encargados de gran prestigio político o técnico. Esta ha sido una práctica reconocida en Singapur (tanto en el EDB como en el A*STAR), en Malasia (en el Ministerio de Industria y Comercio Internacional) y en la República Checa (en la agencia Czech Invest hasta 2007), entre otros países.


    Por supuesto, un último factor que contribuye al poder de la autoridad que dirige la estrategia es que se asignen los recursos financieros y humanos suficientes para la ejecución de los mandatos.


    Por último, cabe señalar que la presencia formal de la más alta autoridad política del organismo público encargado de dirigir la iniciativa prioritaria no es garantía de su implementación efectiva; la autoridad política debe ejercer un verdadero liderazgo político para llevar adelante la iniciativa. Tampoco el liderazgo de una personalidad muy respetada es garantía de que el poder del organismo público que implementa la estrategia prioritaria se sustente a mediano o largo plazo. Dicha continuidad, cuando resulta relevante para el desarrollo de un país, requiere que la prioridad se arraigue en las instituciones. En otras palabras, las iniciativas y órganos dependientes exclusivamente del poder político de determinadas personalidades pueden perder fácilmente su legitimidad e impulso, aunque hayan sido exitosos, cuando la personalidad abandone el organismo. Este fenómeno parece explicar el camino que siguieron Czech Invest, cuando su director fue despedido, como ya vimos, y Visión 2020 en Malasia, tras la partida del Primer Ministro Mahathir. En la provincia de Alberta (Canadá) también se llevó a cabo una experiencia subnacional de esta naturaleza respecto de una gran estrategia de innovación en el sector de los hidrocarburos (véase el anexo IV.1).


    B. Cuarto principio: promover una cultura de pensamiento estratégico a mediano y largo plazo


    Los gobiernos, por ser miembros de la alianza, deben fomentar una proyección a largo plazo, dado que, en principio, ello forma parte de su ventaja comparativa en las alianzas público-privadas. Los políticos tienden a enfocarse en el próximo ciclo electoral. El sector empresarial puede padecer miopía y verse atraído por la sirena de las modas y las burbujas de los mercados o transformarse en víctima del sesgo del statu quo.


    No obstante, el aparato gubernamental puede quedar también demasiado enmarañado en la gestión cotidiana y debilitar así su ventaja comparativa. Por lo tanto, si bien el gobierno tiene que desempeñar un papel que ayude a su país a enfocarse en el futuro, necesita estructuras y procesos que le permitan aprovechar su ventaja.


    Boyle, O’Donnell y O’Riordan (2002) señalan algunas de las medidas que pueden adoptar los gobiernos:


    • Organizar los plazos y espacios de modo que les permitan formular políticas a largo plazo. Las unidades especiales dentro de la órbita de los ministerios u organismos abocados a la proyección a largo plazo sirven para crear dichos espacios. Ya hemos visto que algunos de los países seleccionados cuentan con organismos especiales o centros de investigación patrocinados por el gobierno que se encargan de este tipo de formulación de estrategias. Sin embargo, se necesita tiempo y espacio adicionales para que estos organismos técnicos interactúen con los ministros y los políticos en relación con cuestiones a largo plazo;


    • Poner en práctica iniciativas en el seno del gobierno y el mundo académico que fijen una agenda de temas de investigación a más largo plazo, de naturaleza transversal y estratégica; y


    • Formar a un grupo de técnicos para proporcionarles las competencias y las capacidades inherentes a las prácticas y metodologías asociadas para evaluar el futuro y brindarles sostén a las redes que planifican a largo plazo.


    En lo que concierne a ciertas herramientas específicas, los ejercicios de análisis prospectivo han resultado beneficiosos. El análisis prospectivo es una de las herramientas frecuentemente utilizadas para la elaboración de estrategias y la planificación de actividades. Consiste en un análisis sistemático de las posibles situaciones futuras. Estos ejercicios se han transformado en un instrumento utilizado no tanto para proyectar un futuro cada vez más incierto, sino para difundir la información a fin de crear redes de distintos interesados y llevar a cabo exámenes y estudios, lo que contribuye a la búsqueda de insumos para la definición de la estrategia y las decisiones relativas a las políticas. En efecto, el análisis prospectivo tiene además la ventaja de brindar una plataforma estructurada para una discusión amplia sobre el futuro entre el sector público y privado en la que se incorpore el mayor número posible de actores relevantes. Este proceso trata de detectar debilidades, oportunidades y desafíos, así como de construir un entendimiento acerca de los factores más relevantes. Estos esfuerzos sistemáticos permiten planificar los caminos a seguir en diferentes áreas, como la creación de nuevos mercados o la defensa de los existentes, así como definir las prioridades respecto de las actividades en materia de ciencia, tecnología, innovación, desarrollo de la oferta laboral y capacidades exigidas por el mercado, demografía y medio ambiente, entre otras, mediante las que se busca mejorar la calidad de vida de la población.


    Si bien este tipo de análisis permite ordenar el pensamiento sobre futuras direcciones de la economía, en algunas áreas, como el desarrollo tecnológico, los cambios son tan rápidos que la política no deberá quedar esclava de ningún ejercicio en particular y dichos estudios necesitarán actualizaciones frecuentes. Asimismo, las autoridades necesitarán una elevada capacidad de anticipación y adaptación frente a los cambios. Además, la información y análisis contenidos en estudios prospectivos llevados a cabo por países más desarrollados también pueden ser útiles.


    Boyle, O’Donnell y O’Riordan (2002) también recomiendan:


    • Concentrar el grueso de los estudios futuros en los problemas actuales, porque así será más probable que produzcan conocimientos relevantes para el público general;


    • Planificar e invertir suficientes recursos en lo que constituye un ejercicio complejo y relativamente costoso;


    • Encomendar la supervisión del ejercicio a un comité directivo formado por representantes de los sectores público y privado que también esté encargado de los paneles de expertos y los grupos de trabajo;


    • Poner a disposición del ejercicio una secretaría técnica

    y administrativa;


    • Lograr un alcance amplio y estructurado con las partes interesadas y el público; y


    • Traducir los hallazgos en medidas incluidas en las políticas, que sean lo suficientemente flexibles como para adaptarse a la nueva información y los cambios subsiguientes.


    Los trabajos más sistemáticos sobre la aplicación de los ejercicios de prospectiva tecnológica a nivel nacional comenzaron en la década de 1990 en Alemania, Austria, los Estados Unidos, Francia, el Japón, el Reino Unido, la República de Corea y Suecia, aunque en la actualidad dicha labor se ha extendido a la mayoría de los países europeos, Australia y Nueva Zelandia, mientras que el Japón y el Foro de Cooperación Económica Asia-Pacífico (APEC) han fomentado la práctica en Asia.


    La mayoría de los países seleccionados están avanzando hacia una aplicación cada vez más sistemática y formal del análisis prospectivo por parte de organismos estables que se hacen cargo de poner en práctica el proceso y mantener un permanente diálogo con las autoridades para la elaboración de las estrategias y la definición de las políticas para encarar el futuro. En esta evolución, el análisis prospectivo ha sido empleado por los gobiernos y aplicado de muchas formas y en diferentes ámbitos. Algunos países lo han hecho por medio de organismos orientados a temas específicos, sobre todo en el área de la prospectiva tecnológica. En el caso de Finlandia, por ejemplo, el análisis prospectivo fue aplicado por primera vez por el TEKES para la elaboración de su estrategia tecnológica y para la orientación de los programas que impulsa la institución en esa área. Desde el año 2001, estos ejercicios han sido coordinados por el ex Ministerio de Comercio e Industria y el Consejo de política científica y tecnológica emplea sus resultados en la elaboración de la estrategia

    de innovación.


    A modo de ejemplo, podemos decir que el proceso de análisis prospectivo en Finlandia se ha desarrollado desde los años noventa y se ha orientado a crear consensos en la opinión pública sobre ciertos escenarios posibles, así como a priorizar estrategias en distintas áreas de la economía finlandesa. La prospectiva tecnológica estuvo coordinada por el Ministerio de Comercio e Industria, cuyas funciones pasaron ahora al ámbito del Ministerio de Empleo y Economía. En el año 2001 el ministerio inició este proceso con un proyecto para analizar los escenarios y visiones futuros de la política de innovación, ver la evolución de los diferentes procesos y desarrollar nuevos enfoques para el análisis a largo plazo. Además, se establecieron varias redes de expertos y ministros y un comité administrativo compuesto por el Ministerio de Industria y Comercio (MIT), el TEKES y el Centro de investigación tecnológica de Finlandia (VTT).


    En 2005, el TEKES y la Academia de Finlandia impulsaron un proyecto prospectivo común denominado Finnsight 2015, cuyo objeto fue identificar las competencias futuras en los campos de la ciencia y la tecnología, la sociedad, los negocios y la industria, y establecer prioridades entre ellos. El proyecto fue un instrumento para definir los centros de excelencia en materia de ciencia y tecnología e innovación de Finlandia, de acuerdo con la decisión del gobierno de desarrollar el sistema de investigación pública, en gran medida orientado al desarrollo exportador y el bienestar social. Esta iniciativa además contribuyó a estrechar la relación entre el TEKES y la Academia de Finlandia y a crear un clima de discusión multidisciplinario. La labor de prospectiva se llevó a cabo en paneles donde los principales investigadores y expertos del área aportaron su conocimiento y su experiencia e interiorizaron a los grupos sobre el funcionamiento de sus respectivas redes. Los intercambios de opiniones fueron constructivos y los informes elaborados por cada panel fueron publicados en forma conjunta en Finnsight 2015.


    En 2006, el TEKES impulsó el proyecto de prospectiva “The Signals 2006”, orientado sobre todo a la industria y la sociedad. Los socios en este proyecto fueron el Ministerio de Industria y Comercio, la empresa financiera estatal Finnvera, el Fondo de Innovación (Sitra), la Academia de Finlandia y el VTT, entre otros. El propósito de la iniciativa era descubrir nuevas oportunidades y desafíos. Para el gobierno, este nuevo ejercicio facilita la toma de decisiones en un contexto continuamente cambiante. El proyecto a su vez favorece la elaboración de la estrategia del TEKES y la orientación de los programas tecnológicos. En esta iniciativa se recurrió a la labor de unas 7.000 personas y a la participación de colaboradores extranjeros para realizar una evaluación de referencia respecto del ambiente innovador de Finlandia, sus oportunidades y desafíos83.


    
      83 Véanse Elija (2003), Pulkkinen (2000) y TEKES/Academia de Finlandia (2006a y 2006b).

    


    En otros países existen centros de estudios prospectivos, pero su relación con las instancias gubernamentales tiene un carácter informal. En Suecia, los organismos de alto nivel que emplean el análisis prospectivo, como el Instituto de estudios del futuro, la Real Academia Sueca de Ciencias, el Directorio nacional sueco de industria y desarrollo tecnológico, la Fundación sueca para la investigación estratégica y la Federación de industrias suecas, actúan en forma independiente a la hora de definir su agenda, elegir sus expertos y métodos de trabajo, obtener financiamiento y realizar los estudios (Paillard, 2005; Lübeck, 2001). Sin embargo, los organismos anticipan que el gobierno tomará en cuenta sus análisis y los estudios, los que de hecho han tenido una considerable repercusión. De este modo, se han transformado en un instrumento importante para el gobierno sueco y cumplen tres propósitos: contribuyen al debate público y alertan a la población sobre los desafíos futuros; emplean el análisis prospectivo como medio de consulta para llevar a cabo reformas sociales, y ayudan a definir las prioridades estratégicas, sobre todo en el ámbito científico y tecnológico.


    Por último, en algunos países se hacen esfuerzos para la realización de estudios prospectivos e, incluso, se han creado organismos públicos especializados para ello, pero estos no han logrado incidir mayormente, debido a la visión de corto plazo que se aplica a la adopción de decisiones por parte del gobierno. Por ejemplo, en Australia se creó un primer organismo de análisis prospectivo en 1985 (la Comisión australiana para el futuro), cuya importancia y presupuesto fueron disminuyendo con los años. Posteriormente, el Consejo australiano de ciencia y tecnología (ASTEC), que se había creado en 1979 para asesorar al gobierno en materia de políticas de ciencia y tecnología, se orientó en los años noventa al análisis prospectivo mediante la aplicación de métodos de prospectiva a largo plazo, pero sus propuestas no tuvieron mucha acogida. Existen también otros organismos públicos en Australia que, si bien realizan análisis prospectivo, tienen escasa incidencia nacional. Véanse James (2001) y Conway y Stewart (2005).


    Pese a este mediocre desempeño en Australia, la llegada al poder del gobierno de Rudd en 2008 tuvo como resultado la Cumbre Australia 2020. Esta iniciativa fue un intento por impregnar en la sociedad una cultura de planificación a largo plazo. El ejercicio involucró a un gran número de actores de todos los sectores de la sociedad civil, que debían identificar y analizar los desafíos que enfrentarían en las próximas décadas. Las discusiones fueron muy transversales en el sentido de que se debatieron y evaluaron cientos de propuestas en diferentes

    ejes temáticos.


    C. Quinto principio: para ejecutar las estrategias es importante que en cada área o actividad prioritaria haya uno o varios organismos dedicados plenamente a su ejecución


    En la aplicación de este principio es necesario mantener un equilibrio entre la dispersión de la especialización y las exigencias de coordinación. Como se observa en el cuadro IV.2, en los países seleccionados hay un conjunto de organismos dedicados a los cuatro ejes de inserción internacional y desarrollo exportador. Sin embargo, cabe señalar que su estructura institucional se adapta a la evolución y contenido prioritario de las estrategias, es decir, es dinámica y funcional a los objetos en cuestión. En Irlanda, por ejemplo, los cuatro ejes estuvieron inicialmente a cargo de una institución de gran envergadura (el IDA). No obstante, ante el avance de las economías y un mayor deseo de especificidad estructural para la aplicación de sus estrategias, el IDA sufrió algunas adaptaciones y terminó dando origen a organismos más especializados. Lo mismo ocurrió en Singapur, donde el EDB les traspasó funciones a nuevos organismos especializados conforme la estructura y los objetivos de la economía se tornaban más sofisticados, lo que constituyó casi una regla de Tinbergen84, donde cada función principal era atendida por un organismo claramente identificado85.


    
      84 La regla de Tinbergen sostiene que cada objetivo requiere su propio instrumento.


      
        85 En Irlanda se combina el fomento de las exportaciones con el desarrollo empresarial de las pymes en un organismo, ya que las empresas multinacionales no necesitan apoyo para exportar. En Singapur las tareas se mantienen separadas.

      

    


    Cuadro IV.2
PRINCIPALES ORGANISMOS DE IMPLEMENTACIÓN DE PROGRAMAS Y POLÍTICAS EN LOS EJES DE INSERCIÓN INTERNACIONALa


    [image: cuadroIV2.jpg]


    Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de documentos oficiales de los países.


    a Si bien no se indica en el cuadro, una característica común en la promoción de exportaciones es la existencia de otros organismos de crédito y de seguro para la exportación.


    


    Algunos países, como por ejemplo Australia, España, Malasia, Nueva Zelandia y la República de Corea, tienen una variada gama de instituciones con diversos grados de especialización, lo que podría dificultar una coordinación efectiva. Por su lado, Czech Invest —una exitosa institución checa con propósitos múltiples— tal vez ya haya llegado al punto donde le convenga readaptarse.


    D. Sexto principio: cuanto más estructurada y específica sea la estrategia, mayor será el desafío de coordinación entre ministerios y la exigencia de instrumentos múltiples para ese efecto


    Los países seleccionados que implementan una estrategia relativamente estructurada han utilizado una multiplicidad de mecanismos

    de coordinación.


    Obviamente, es fundamental la existencia de un mandato claro y una jerarquía de funciones para cada organismo. La existencia de instituciones con mandatos claramente definidos disminuye los riesgos de duplicación de esfuerzos y las tensiones respecto de la distribución territorial de tareas, pero de todos modos es indispensable la colaboración y coordinación entre ellas. Por ejemplo, IDA debe coordinar con Enterprise Ireland (EI) los programas de atracción de inversión extranjera, que a menudo incluyen cláusulas sobre la articulación de operaciones con proveedores locales. En el caso de Irlanda, existen varios mecanismos multidimensionales que facilitan la coordinación. El rol de coordinación de las tres instituciones irlandesas señaladas en el cuadro IV.2 se asignó a Forfás que, al igual que ellas, funciona en la órbita del Ministerio de Empresa, Comercio y Empleo (DETE). La autoridad de Forfás para cumplir esta función está reforzada por su prestigio como institución estratégica en materia de inserción en la economía internacional y por su influencia en la asignación de presupuestos a los organismos de ejecución.


    Tanto en los directorios de los organismos como en los comités de las instituciones dedicadas a la inserción internacional y el desarrollo exportador están representadas varias instituciones del sector público (además de representantes privados), aunque siempre se observa una representación cruzada de Forfás y el DETE (véase el gráfico IV.3).


    Gráfico IV.3
 IRLANDA: REPRESENTACIÓN CRUZADA EN DIRECTORIOS Y CONSEJOS DE LAS INSTANCIAS DE EJECUCIÓN DE LA ESTRATEGIA DE DESARROLLO EXPORTADORA
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    Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), La transformación productiva 20 años después. Viejos problemas, nuevas oportunidades LC/G.2367(SES.32/3), Santiago de Chile, 2008.


    a En cada recuadro hay miembros del sector público y privado del directorio que no están indicados; se destacan solo los miembros que participan simultáneamente en diversos organismos y otras instancias.


    Por otra parte, la evaluación del desempeño de los funcionarios de las instituciones incluye su capacidad de coordinación interna y con otros organismos; asimismo, la ubicación de los edificios de Forfás, IDA, EI y SFI en un complejo integrado facilita la coordinación diaria informal.


    Gráfico IV.4
SINGAPUR: COORDINACIÓN DE INSTITUCIONES DE INNOVACIÓN
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    Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de S. Kumar y S. Siddique, “The Singapore Success Story: Public-Business Sector Alliance for Investment Attraction, Innovation and Export Development”, Santiago de Chile, 2008, inédito; y datos oficiales.


    


    En el caso de Singapur, si bien existe una representación cruzada en los directorios, gran parte de la coordinación se realiza por medio de comités estructurados y redes informales integradas por altos funcionarios públicos profesionales que han trabajado juntos a lo largo del tiempo en diferentes agencias e instancias. En el gráfico IV.4 se muestra la red formal de coordinación entre consejos y organismos encargados de promover la investigación y el desarrollo y la innovación, así como los integrantes de cada uno de ellos. Cabe observar que hay una progresiva cascada de especialización de enfoques a medida que se avanza en el proceso hacia la instancia de decisión de desembolso de recursos.


    La estrategia de Finlandia se enfoca en la innovación. La coordinación se ve facilitada por la existencia de una gran focalización de las actividades y de mandatos claros que se reflejan en una nítida división de tareas entre el TEKES (principal impulsor de la investigación aplicada) y la Academia de Finlandia (promotor principal de la investigación básica). Además, cada institución tiene que preparar planes anuales (con monitoreo regular) para el ministerio correspondiente, que, al ser aprobados, constituyen un acuerdo por escrito para ejecutar los lineamientos recomendados en el plan nacional trienal formulado por la alianza público-privada, representada en el Consejo de política científica y tecnológica de Finlandia (STPC), como vimos en el capítulo III. En el gráfico IV.5 se resume la estructura de coordinación de los organismos en Finlandia.


    Gráfico IV.5
FINLANDIA: PLANIFICACIÓN Y COORDINACIÓN ENTRE ORGANISMOS
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    Fuente: International Organisation for Knowledge Economy and Enterprise Development (IKED), “Building Long Term Strategies and Public-Private Alliances for Export Development: The Finnish Case”, Santiago de Chile, Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), 2008, inédito.


    En Malasia, los ministerios de cada área coordinan a los organismos correspondientes por medio de reuniones regulares interministeriales en las que participa el Primer Ministro, que es el árbitro de última instancia. En el área de las pymes, la Corporación de desarrollo de pequeñas y medianas industrias (SMIDEC) es el organismo de ejecución más importante, pero existen más de 12 ministerios y 38 organismos para implementar los lineamientos estratégicos relacionados con la pequeña y mediana empresa. Cada organismo tiene objetivos explícitamente identificados en las estrategias nacionales, lo que en sí mismo constituye un mecanismo de coordinación. Sin embargo, para mejorarlo se creó un Consejo especial interministerial de desarrollo de pymes (NSDC).


    En la República Checa existe un sistema de ejecución y coordinación tendiente al cumplimiento de los objetivos estratégicos que están a cargo de un ministerio u organismos que dependen de este. Las inestables coaliciones que asumieron el poder en la etapa democrática han dado origen a un riesgo continuo: la fragmentación de las tareas. En el primer semestre de 2006 se creó el Consejo checo de comercio e inversión dentro del ámbito del Ministerio de Industria y Comercio con el fin de coordinar a los ministerios y los organismos gubernamentales que trabajan en estas áreas y monitorear la estrategia de exportación formulada para el período 2006-201086. El consejo comenzó a funcionar en 2008. Por otra parte, la discusión acerca de la necesidad de centralizar las instituciones a cargo de la ejecución del plan de innovación, en lugar de contar con 22 canales ministeriales, parece indicar que la coordinación en esta área atraviesa momentos difíciles87.


    
      86 El consejo está formado por 9 representantes del sector público y 10 del sector privado.


      
        87 No obstante, el requisito de programación para utilizar el financiamiento europeo constituye un factor positivo para la coordinación de estrategias relacionadas con la inserción en la economía mundial y el fomento de las exportaciones.

      

    


    En la República de Corea, desde que se abandonó la planificación nacional en la década de 1990, cada ministerio formula su propio plan. Las iniciativas para la búsqueda de nuevos mecanismos de coordinación, en el marco de un aparato estatal complejo y una economía muy sofisticada, no han arrojado siempre muy buenos resultados. En el área de apoyo a la investigación, el desarrollo y la innovación, existe fragmentación, por lo que se producen duplicaciones de esfuerzos y

    tensiones burocráticas.


    La reciente reforma introducida en el rol que el gobierno desempeña en el campo de la innovación refleja la importancia de la ubicación jerárquica dentro de la burocracia gubernamental para lograr una coordinación eficaz. El Consejo nacional de ciencia y tecnología (NSTC) tenía el mandato de coordinar los ministerios y los organismos. No obstante, hasta 2004 compartió su jerarquía con el Ministerio de Planeamiento y la Asamblea Nacional, lo que diluyó su autoridad y debilitó el principal mecanismo de coordinación. Pero fue solo a partir de la reforma que finalmente le otorgó una jerarquía efectiva dentro del sistema cuando el consejo tuvo la oportunidad y verdadera responsabilidad de encargarse de la coordinación.


    Gráfico IV.6
REPÚBLICA DE COREA: REFORMA DEL SISTEMA NACIONAL DE INNOVACIÓN


    [image: graficoIV6.jpg]


    Fuente: Yoo Soo Hong, “Public and private sector alliances for innovation and economic development: The Korean Case”, documento presentado en el seminario Alianza público-privada para la innovación y el desarrollo exportador, Sevilla, Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL)/Secretaría General Iberoamericana (SEGIB), 13 y 14 de septiembre, 2008, inédito.


    


    Nueva Zelandia implementa su estrategia por conducto de unas pocas instituciones con un amplio espectro de políticas y programas; esto refleja que la estrategia actual de transformación económica sigue atada en alguna medida al carácter relativamente horizontal de la estrategia del pasado, lo que dificulta la aplicación de una estrategia de carácter más estructural. La coordinación de instituciones se realiza por medio de un ministerio líder. El Ministerio de Desarrollo Económico, que emplea comités interministeriales en un marco formal orientado a promover un gobierno integrado, elabora la estrategia. Al igual que en Irlanda y Singapur, algunos de los órganos especializados tienen directorios con representación cruzada.


    En Australia, España y Suecia se enfrentan serios desafíos de coordinación. En España es relativamente sencillo asignar y coordinar las responsabilidades de implementación debido a un enfoque estratégico que hasta hace poco fue bastante horizontal en materia de desarrollo exportador. Sin embargo, han surgido debilidades considerables en la coordinación entre el gobierno central y las 17 comunidades autónomas, que operan con bastante independencia en cuanto a la formulación y la implementación de las estrategias (véase el caso de Andalucía en el anexo IV.2). De hecho, en España se implementan 18 estrategias, incluida la del gobierno central. En un esfuerzo por mejorar la coordinación, el organismo gubernamental central de promoción de exportaciones (ICEX) ha intentado introducirse en los órganos directivos de los organismos homólogos de las comunidades; por ejemplo, recientemente incorporó un representante en el directorio de su par de Andalucía (Extenda).


    Gráfico IV.7
AUSTRALIA: ESTRUCTURA ADMINISTRATIVA DE ALGUNOS DE LOS PRINCIPALES ORGANISMOS Y PROGRAMAS DE INNOVACIÓNa
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    Fuente: T. Cutler, “Public and private sector alliances for innovation and economic development: The Australian experience”, Santiago de Chile, Comisión Económica para América Latina y el Caribe, CEPAL, La transformación productiva 20 años después. Viejos problemas, nuevas oportunidades LC/G.2367(SES.32/3), Santiago de Chile, 2008


    a La información corresponde a la situación hasta diciembre de 2007. Los recuadros en verde indican que existe control ministerial o departamental directo; los recuadros en rojo, que el organismo es semiindependiente y fue establecido por estatuto; los recuadros en azul indican que se trata de programas incluidos en el presupuesto.


    A pesar de que en Australia existe una estrategia de desarrollo relativamente horizontal, es bastante más estructurada en el área de la estrategia de innovación, que abarca sectores y actividades múltiples, por lo que su ejecución ha estado bastante dispersa entre ministerios y organismos especializados. Si bien esto puede interpretarse como una orientación hacia un sistema de innovación abierta —es decir, hacia una red amplia de relaciones informales entre participantes que contribuyen a la innovación—, también crea grandes necesidades de mecanismos efectivos de coordinación. El actual sistema no presenta gran interacción entre los ministerios y los organismos especializados y, por ende, crea en la práctica una serie de “silos”, lo que impide el desarrollo de una gestión integral (véase el gráfico IV.7)88. Asimismo, en forma algo similar a España respecto de las comunidades autónomas, el país enfrenta el desafío de alinear los programas del gobierno federal y de los estados, un fenómeno más complicado aún por la dispersión geográfica de este país89.


    
      88 La falta de interacción también obstaculiza los procesos conducentes a la aplicación cabal de estrategias nacionales efectivas. De todas maneras, según Cutler (2008), el nuevo Gobierno de Australia anunció la intención de reforzar los mecanismos de coordinación en el gobierno federal y entre este y los estados y territorios.


      
        89 Una manera de atenuar el problema de la dispersión geográfica sería que las agencias hicieran un uso más intensivo de las oficinas regionales. En cuanto a la brecha entre el gobierno federal y los estados, la coordinación se podría facilitar mediante la representación cruzada en los directorios de las agencias.

      

    


    E. Séptimo principio: la eficacia de las políticas depende de un servicio civil

    no politizado y caracterizado por el profesionalismo y la capacidad técnica


    Para el éxito de las estrategias de la política industrial, es fundamental que el sector público cuente con personal caracterizado por su honestidad, motivación y capacidad técnica, cuyos ascensos se basen en el mérito o la carrera profesional. La existencia de una administración pública sólida y competente constituye un elemento esencial de la capacidad del Estado, que algunos han considerado un factor clave en los países que lograron superar su rezago (Evans, 1995).


    Como vimos en el capítulo III, las alianzas público-privadas idóneas que dan origen a estrategias eficaces necesitan la “autonomía enraizada” del Estado. Una condición necesaria de las alianzas —aunque insuficiente— es la disponibilidad de una administración pública altamente profesional motivada por los objetivos de desarrollo nacional. Además, una administración profesional e idónea será un socio creíble del sector privado, que podrá operar eficientemente sobre la base de la confianza, servirá como “recordatorio” durante los ciclos políticos y aportará uniformidad en la formulación de estrategias. Además, la implementación eficaz de las estrategias, en particular cuando tiene relevancia la “política industrial abierta” de Sabel (2009), entraña una delegación de autoridad que solo puede llevar exitosamente a cabo una administración pública profesional e idónea.


    Los países de Asia oriental se han caracterizado, en especial, por el papel fundamental que desempeñó su férrea administración pública en la superación del rezago (Banco Mundial, 1997; Evans, 1995; Wade, 2004; Jung-EnWoo, 1999; Karagiannis y Madjd-Sadjadi, 2007; Chang, 1994). La selección del personal solía basarse en el mérito y en los concursos por oposición, con el objeto de contratar a los mejores y más brillantes profesionales, independientemente de que fueran graduados de las elitistas universidades locales o que se tratara de nacionales que hubieran estudiado en las principales universidades extranjeras. El hecho de contratar y retener a los mejores empleados le otorgaba prestigio a la administración pública, lo que a su vez facilitaba la contratación continua de los candidatos más talentosos. Una vez dentro del sistema, la formación ofrecía la posibilidad de realizar una carrera profesional y los ascensos se basaban en el mérito personal, lo que alentaba la continuidad, el aprendizaje, la coordinación, el trabajo en equipo y el espíritu de solidaridad. La administración pública era dirigida por técnicos expertos, al margen de la politización. En algunos casos, las remuneraciones eran similares a las del sector privado, mientras que en otros, el prestigio nacional, la experiencia y la seguridad laboral bastaban para contratar y retener a los empleados. Resulta interesante que en la era de políticas industriales intensivas durante el período de superación del rezago, en algunos países de Asia oriental los grupos más influyentes abocados a la formulación e implementación de políticas estuvieran dominados por técnicos ajenos al mundo de la economía (Wade, 2004; Chang, 1994)90.


    
      90 Los economistas del Japón, la República de Corea y la provincia china de Taiwán, especialmente los que se habían formado en el extranjero, solían mostrarse bastante escépticos respecto de la política industrial.

    


    Las remuneraciones y los incentivos varían entre los países seleccionados, aunque en la mayoría de los casos los salarios del sector público están por debajo de los del sector privado en puestos equivalentes. Irlanda y Singapur son la excepción, debido a que han hecho un esfuerzo consciente por llegar a ofrecer en ambos sectores salarios equivalentes y mantener personal de calidad en la administración pública. Singapur se ha comprometido particularmente a alcanzar esta paridad (Schein, 1996). El Primer Ministro de Singapur recientemente sostuvo que era necesario evitar una brecha entre los salarios del sector público y el privado para poder contratar personal calificado y que este permanezca en el sector público; de lo contrario, Singapur perdería una ventaja clave respecto de otros países: la existencia de una administración pública honesta, competente y eficaz (véase The Straits Times, 2007, 3 de marzo de 2007). Este país también tiene un régimen salarial novedoso basado en el mérito y el desempeño económico anual.


    En lo concerniente a la gestión de los recursos humanos, los organismos especializadas singapurenses fomentan la cultura corporativa a fin de alentar no solo el desempeño individual sino también el trabajo en equipo y la delegación de tareas, que son vitales para un sistema que implementa estrategias mediante una red de organismos. Esta eficaz administración pública se destaca por dos de sus características. En primer lugar, la tradición británica de tener una administración pública bien organizada (Schein, 1996). En segundo lugar, el hecho de que el gobierno también haya creado dentro de la administración pública un cuerpo de élite, formado por unos 250 funcionarios públicos, inspirado en el sistema francés de gestión pública, como reflejan las Juntas del sector público (Kumar, 2008)91. Los futuros gerentes se seleccionan entre los mejores estudiantes del país y durante toda su carrera profesional reciben una formación académica y empresarial, tanto en su país como en el extranjero, de modo que estén capacitados para dirigir la formulación y la implementación de las estrategias desde el punto de vista técnico. El cuerpo de élite también favorece el consenso y la coordinación informal.


    
      91 Las Juntas del sector público francés impulsaron la política industrial de la época de la posguerra y han sido una influyente y constante fuerza estratégica en el seno del gobierno y el sector empresarial, incluso en un período de reformas y liberalización (Loriaux, 1999).

    


    En España, la remuneración de los trabajadores de organismos estatutarios es generalmente inferior a la de los trabajadores del sector privado, pero supera en algo a la de los del gobierno central. En Malasia y la República de Corea el incentivo para los empleados del sector público ha sido el orgullo de desempeñar esa labor y el prestigio que supone. En el caso de Australia, Finlandia y Nueva Zelandia, los salarios de la administración pública no se equiparan con sus pares del sector privado pero las brechas salariales son reducidas en relación a las existentes en América Latina.


    Existen dos modelos de gestión dominantes en los países seleccionados. En el primero, los organismos especializados están directamente controlados por el gobierno central, como en el caso de Finlandia, la República Checa, la República de Corea y Suecia. En el segundo, los organismos son semiautónomos, actúan de acuerdo con un mandato legalmente delegado en ellos y funcionan en forma relativamente independiente del poder ejecutivo, a menudo como una entidad estatutaria. Este último modelo se observa con frecuencia en países cuya historia se vincula al Commonwealth —Australia, Irlanda, Malasia, Nueva Zelandia y Singapur— y, con cierta frecuencia,

    en España.


    En el primer modelo, la semiautonomía respecto de los ciclos políticos (y de ciertos aspectos operacionales) puede ser el resultado de prácticas históricas, como en el caso de Finlandia. Sin embargo, pese a haber contado con una autonomía relativa durante casi 15 años, basada en la excelencia profesional de sus directores ejecutivos y de su equipo, y en los buenos resultados de su gestión, Czech Invest —responsable de la estrategia destinada a atraer la inversión extranjera directa y desarrollar las pymes en la República Checa— no logró establecer una tradición suficientemente férrea de autonomía en la administración y en la conciencia pública, por lo que debió enfrentar una crisis política

    en 2007.


    En el segundo modelo se delegan las funciones en forma más explícita y la protección contra las variaciones de los ciclos políticos es relativamente mayor. Este modelo también tiene la ventaja de elevar el perfil profesional especializado del organismo, ya que cuenta con más flexibilidad respecto de las oficinas del gobierno central, por ejemplo, en materia de contratación de profesionales, fijación de salarios y procedimientos y fomento de la colaboración.


    Dicha semiautonomía propicia la delegación de facultades, a raíz de lo cual los organismos pueden estar más sujetos a la rendición de cuentas con respecto al resultado de sus programas. Por último, cabe destacar que la autonomía es solo relativa, ya que el gobierno está representado en el órgano de dirección, generalmente nomina a los directores y establece los períodos de permanencia de estos y asigna el financiamiento; además, el organismo está sujeto a auditorías públicas.


    


    


    Anexo IV.1


    Liderazgo sin raíces institucionales: el ejemplo de la autoridad de tecnología y desarrollo de las arenas petroleras de Alberta

    (AOSTRA, Canadá)


    En la provincia de Alberta (Canadá) se encuentra una de las reservas petroleras más grandes del mundo. Sin embargo, el crudo está atrapado en capas sedimentarias denominadas arenas bituminosas, por lo que su extracción es difícil. El 80% de las reservas debe bombearse in situ, lo que requiere una tecnología muy sofisticada.


    La contribución de quien era entonces titular del poder provincial fue clave en la promoción y creación de la autoridad de tecnología y desarrollo de las arenas petroleras de Alberta (AOSTRA) en 1974, a los efectos de fomentar el costoso desarrollo tecnológico necesario para la extracción del recurso y asegurar al mismo tiempo los beneficios para la población local. La AOSTRA estuvo dirigida por un directorio independiente con el fin de desarrollar tecnologías comerciales que permitieran la explotación in situ de las arenas petroleras. Al menos uno de los miembros del directorio era un representante político, mientras que los demás, incluidos el presidente y vicepresidente del directorio, eran técnicos provenientes del sector privado y habían sido seleccionados por concurso. La presencia del representante político era esencial, porque actuaba como enlace estratégico entre las actividades de la AOSTRA y el mundo político. Asimismo, la elección como presidente del directorio de un ingeniero con mucha experiencia y gran respeto en el sector privado petrolero de la región fue decisiva para el futuro de la organización. Era el único miembro del directorio que trabajaba a tiempo completo.


    Aun cuando la AOSTRA solía operar como una institución independiente de los intereses políticos, el titular del poder provincial movilizó 235 millones de dólares canadienses para cofinanciar la iniciativa —lo que representaba alrededor de un 50% de los fondos requeridos— y atraer proyectos de investigación para el sector. También introdujo una de las características más llamativas de la nueva organización: el mantenimiento en manos del gobierno provincial de los derechos de propiedad de las nuevas tecnologías que se desarrollaran. Esto significaba que los actores del sector privado que colaboraran en las actividades tendrían derecho solamente a usar los inventos en el lugar de las operaciones, pero no podrían comercializarlos, mientras que los que no colaboraran tendrían que comprar la tecnología a un precio que reflejaba el costo de desarrollo. La información acerca de nuevos inventos se mantendría en reserva por un plazo de 35 años. En los comienzos de la AOSTRA, este fue el principal motivo de conflicto entre el gobierno provincial y el sector petrolero y, si bien en un principio solo una empresa accedió a cumplir esas condiciones, más tarde las demás empresas del sector la siguieron.


    Durante los dos primeros años, la organización llevó adelante un proceso de consulta con las empresas del sector y el mundo académico, a partir del cual se elaboró un plan de trabajo a mediano plazo para los primeros cinco años que consistió en probar en terreno, en colaboración con las empresas, las tecnologías más avanzadas desarrolladas hasta ese momento por el sector privado. El desarrollo de instalaciones subterráneas para pruebas (UTF) y el desarrollo y comercialización de la nueva tecnología de segregación gravitacional asistida por vapor (SAGD) para la explotación petrolera fueron sumamente costosos y poco alentadores. En un inicio, esto coincidió con el desplome de los precios mundiales del petróleo en 1982 y la consiguiente retirada de las actividades por parte del sector privado. No obstante, el gobierno provincial, con su visión a largo plazo de la innovación y rentabilidad del sector, decidió continuar solo en la implementación de las instalaciones subterráneas para pruebas, que se inauguraron en 1987; en 1993 la AOSTRA anunció que estaba a punto de poder comercializar la nueva tecnología de segregación gravitacional asistida por vapor. Además, se habían aprobado numerosas solicitudes de patentes —habiéndose otorgado más de 100— y se habían elaborado informes sobre invenciones que respaldaban las licencias comerciales.


    Sin embargo, la visión de la AOSTRA comenzó a debilitarse en el segundo quinquenio de los años ochenta cuando Peter Lougheed, el principal propulsor de la iniciativa, abandonó su cargo. Diez años más tarde, Clem Bowman también dejó su puesto. Esto coincidió con los problemas económicos en el ámbito nacional, por lo que dado este contexto, la AOSTRA perdió su independencia política y financiera y finalmente fue reemplazada por un organismo dependiente del Ministerio de Energía.


    En la experiencia de la AOSTRA pueden destacarse varios factores, a saber: la importancia del liderazgo político; la necesidad de una visión a largo plazo para la maduración de iniciativas ambiciosas, sobre todo en el área tecnológica; la conveniencia de que el financiamiento sea a largo plazo e independiente de los ciclos electorales cuando los costos asociados al desarrollo tecnológico son muy elevados y los resultados inciertos; la ventaja de que los organismos ejecutores sean semiautónomos, tengan un personal principalmente técnico y estén sujetos a las evaluaciones y controles apropiados; la utilidad del vínculo entre el mundo académico, la ciencia y las empresas para la innovación y la necesidad de lograr una visión a largo plazo mediante la construcción de consensos y acuerdos institucionales que trasciendan los ciclos políticos.


    Fuente: Annette Hester, “The Canadian Experience: A Sub-National Public Private Strategic Alliance, The Case of Alberta and the Oil Sands”, Santiago de Chile, Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), 2008, inédito.


    


    Anexo IV.2


    La comunidad autónoma de Andalucía:

    otro caso subnacional


    La comunidad autónoma de Andalucía impulsa, desde el año 2003, una estrategia de desarrollo denominada segunda modernización de Andalucía. La promoción de las exportaciones, la atracción de IED, la industrialización de las pymes y la innovación son sus áreas centrales, y la puesta en práctica de los programas y políticas que de ella se desprenden está a cargo de dos organismos: la Agencia andaluza de promoción exterior (Extenda), que se dedica a las actividades tradicionales de fomento de las exportaciones, y la Agencia de innovación y desarrollo de Andalucía (IDEA), que se encarga de las demás áreas del

    desarrollo exportador.


    La relación entre el sector público —ejecutivos de las agencias— y el sector privado —asociaciones y cámaras de comercio— ha sido fluida y fácil, independientemente del signo político del partido en el gobierno, y no se han producido graves diferencias de criterio entre ambos. Existe un entendimiento tácito sobre el papel y la forma de relacionarse, en el sentido de que el sector público consulta sistemáticamente a las principales organizaciones privadas acerca de cuestiones de política de internacionalización y, en menor medida, acerca del apoyo a las pymes y la innovación. Por su parte, la ejecución de políticas de promoción tiene un marcado carácter sectorial y la participación de las asociaciones y organizaciones privadas en el diseño y ejecución de políticas y planes es muy activa. Por último, los encuentros entre ambos sectores, sobre todo los de carácter informal, son muy frecuentes.


    En los últimos años la relación entre ambos sectores se ha ido formalizando, lo que ha llevado al ingreso de representantes de organizaciones empresariales en las instituciones de promoción de exportaciones de las comunidades autónomas.


    El 88% del capital de Extenda es propiedad del gobierno de Andalucía y el resto se distribuye entre 12 de las 14 cámaras de comercio existentes en la provincia. El gobierno ha tenido muy poca interferencia en la gestión diaria de Extenda y tampoco incide en su posicionamiento estratégico o el diseño de instrumentos y programas, que definen los 12 miembros de su consejo de administración, de los cuales 10 son representantes de distintos organismos de la administración pública. Entre estos se incluye a la institución para el fomento de las exportaciones a nivel del gobierno central (ICEX), con lo que se comienza a establecer una articulación formal entre las políticas de las dos entidades. Las cámaras de comercio de Andalucía eligen a los otros dos miembros del consejo de administración.


    Dado que el gobierno ha garantizado crecientes ingresos presupuestarios mínimos a lo largo del tiempo, Extenda ha podido llevar a cabo una planificación a mediano y largo plazo. A esto también ha contribuido que sus instrumentos se hayan centrado en actividades con menor necesidad de recursos presupuestarios, pero que proporcionan mayor visibilidad a la empresa en la medida en que se acercan a necesidades como la información, la capacitación, el asesoramiento, la promoción y el apoyo en el extranjero. Extenda realiza frecuentes encuestas y estudios de valoración de sus servicios en las empresas y los resultados muestran un grado de satisfacción muy elevado. A diferencia de lo que ocurre con el ICEX, desde 1998 los programas de promoción de Extenda se encuentran detallados en los planes estratégicos plurianuales del organismo. Actualmente se está poniendo en práctica el correspondiente al período 2007-2010. Los planes estratégicos elaborados por una consultora externa con insumos de Extenda se analizan y presentan al consejo de administración, donde se debaten y aprueban. Por su parte, la Agencia de innovación y desarrollo de Andalucía (IDEA) tiene un consejo asesor compuesto por representantes de los agentes socioeconómicos de la comunidad. Este organismo tiene un plan estratégico de apoyo 2005-2008 que surge de los objetivos expresados en el plan de innovación y modernización de Andalucía 2005-2010. Los planes a nivel de la comunidad están sujetos a consulta en el marco de los denominados acuerdos de concertación social.


    Las comunidades autónomas, sobre todo la de Andalucía, están asumiendo cada vez más responsabilidades para fortalecer el tejido empresarial y estimular la colaboración entre la administración pública y el sector privado. La mayor proximidad de las administraciones regionales a las empresas les permite acceder de manera sencilla a un conocimiento de las necesidades empresariales, a diferencia de lo que ocurre con la administración central, por lo que su papel en materia de innovación e investigación y desarrollo resulta clave. Sin embargo, las administraciones autonómicas adolecen de problemas similares a los de la administración central: lentitud y burocracia en la gestión y escasa coordinación con otros organismos, tanto del gobierno central como de su propia comunidad autónoma, entre otros. En el caso concreto de Andalucía, la autonomía y capacidad de maniobra del gobierno regional en el diseño y aplicación de políticas de apoyo a las pymes y a la innovación se ha visto influida por las prácticas de la Unión Europea en esta materia.


    En cierta forma, podría decirse que la comunidad autónoma de Andalucía tiene un desarrollo institucional mayor que el del gobierno central de España, por cuanto dispone de una estrategia de mediano plazo fundamentada en una alianza público-privada que le sirve de guía y así impulsa reformas institucionales adecuadas para fortalecer la articulación de sus programas y políticas, apuntando a un crecimiento de carácter más integral de la región.


    Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de A. Bonet Madurga, “Partenariados público-privados: fomento de la exportación e innovación en pymes. El caso de España”, Santiago de Chile, 2008, inédito.


    


  


  
    


    


    Capítulo V


    Primeros principios sobre la gestión de programas e incentivos


    En el capítulo anterior analizamos la necesidad de que el sector público tenga una organización eficaz para liderar la formulación y la implementación de estrategias. Ahora aprovecharemos las experiencias de los países exitosos seleccionados para extraer conclusiones y primeros principios sobre la gestión de los programas e incentivos a fin de proporcionarle sostén a la estrategia.


    A. Octavo principio: la eficacia de los incentivos

    debe evaluarse no solo por la forma en que se gestionan individualmente, sino también por la forma en que se articulan para lograr un efecto sistémico


    Los organismos públicos les brindan apoyo a las empresas con el objeto de fomentar los lazos con la economía mundial. El mayor o menor énfasis que los países pondrán en los cuatro ejes del desarrollo exportador mencionados en el capítulo II dependerá de su estrategia nacional específica. Este énfasis se traduce en programas funcionales —diversos tipos de asistencia técnica, infraestructura, consultoría y capacitación, entre otros— e instrumentos de financiamiento, siendo los más comunes los préstamos, los fondos concursables y los

    diferentes incentivos fiscales (véanse los hechos estilizados en el

    cuadro V.1).


    El eje estratégico de atracción de la inversión extranjera se caracteriza en general por establecer compromisos contractuales en virtud de los cuales los gobiernos ofrecen incentivos fiscales por plazos determinados, financiamiento público para infraestructura, capacitación de la mano de obra demandada y otros beneficios que pueden ayudar a las empresas, mientras que estas se comprometen a establecerse en el país, a realizar cuantiosas reinversiones o a cumplir determinados objetivos, como la creación de empleo. También hay programas que incentivan a las empresas a apoyar el desarrollo de una oferta local de insumos y a llevar a cabo parte de su investigación y desarrollo en el país. En el capítulo II vimos que los países cuya estrategia se basaba sobre todo en la atracción de IED —como por ejemplo Irlanda, Malasia, la República Checa y Singapur— en un inicio solían ofrecer incentivos que respaldaban los objetivos generales, como el empleo. No obstante, tras convertirse en sitios atrayentes para la IED, comenzaron a ser selectivos en las clases de inversiones y actividades que recibirían

    su apoyo.


    El respaldo brindado a las empresas locales apunta a hacerlas competitivas en el mercado internacional y el foco de atención suele estar puesto en las pymes. Se le presta mucha atención al desarrollo de capacidades en áreas como la gestión, el aumento de la producción, el mejoramiento de productos, la investigación y desarrollo y la innovación, y todos los países fomentan activamente la creación de empresas.


    En el área de la promoción de las exportaciones, las estrategias se orientan a la asistencia para el posicionamiento en los mercados externos. Los servicios ofrecidos en todos los países son bastante similares y las diferencias existentes guardan relación con la eficacia de los programas más que con los programas en sí mismos. En la mayoría de los casos se conceden algunos subsidios en áreas que no contravienen las reglas de la Organización Mundial del Comercio (OMC).


    Finalmente, en el eje de la innovación, los programas se orientan al desarrollo de nuevos productos, servicios y procesos en industrias o aglomeraciones definidas por la estrategia. También se conceden incentivos para la asistencia técnica en materia de gestión de la innovación y la comercialización de los resultados de esa innovación, aspecto que cobra una creciente importancia y en el que se presta especial atención a la creación de redes de investigadores y empresas formales e informales. Además de las iniciativas en el área de la educación, los instrumentos prioritarios de este eje estratégico son los fondos concursables y el crédito tributario. En ese sentido, se ha mantenido un debate sobre si los subsidios directos para investigación y desarrollo son un instrumento más pertinente que el crédito tributario en el área de la innovación (véase el anexo V.1). En relación con las redes internacionales, cabe señalar que algunos países, como Singapur y, en menor medida, Irlanda, aplican programas (de tipo intercambio o twinning) destinados a aumentar la capacidad nacional mediante la contratación de investigadores extranjeros de renombre que trabajan con los profesionales locales.


    Cuadro V.1
TIPOLOGÍA DE PROGRAMAS E INSTRUMENTOS EN EJES ESTRATÉGICOS


    [image: cuadroV1.jpg]
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    Fuente: Actualización sobre la base de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe, CEPAL, La transformación productiva 20 años después. Viejos problemas, nuevas oportunidades LC/G.2367(SES.32/3), Santiago de Chile, 2008.


    En el gráfico V.1 se ejemplifica un modo en que se articulan los instrumentos y los programas en los cuatro ejes de la estrategia de desarrollo, partiendo del eje de la internacionalización de las pymes. Se observa que la aplicación de un incentivo particular puede fracasar si no se combina con otros elementos necesarios para que el conjunto tenga éxito. Por ejemplo, los subsidios a las consultorías y la capacitación en gestión de las pymes podrían ser indispensables para que los créditos especiales para la expansión internacional otorgados por la agencia de promoción de exportaciones tengan resultados beneficiosos. Por otra parte, los programas del organismo encargado de la internacionalización de las pymes, el cual fomenta la colaboración con las empresas multinacionales o con las cadenas internacionales de valor, se articulan con los incentivos a la inversión extranjera que estimulan la demanda potencial para los proveedores y los servicios locales.


    Gráfico V.1
VÍNCULOS FUNCIONALES ENTRE LOS PROGRAMAS DE APOYO: EL EJEMPLO DE LAS PYMES
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    Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe, CEPAL, La transformación productiva 20 años después. Viejos problemas, nuevas oportunidades LC/G.2367(SES.32/3), Santiago de Chile, 2008.


    


    La estrategia de Malasia ilustra bien ese ejemplo. Uno de los objetivos del tercer plan maestro industrial es aumentar los vínculos de la pequeña y mediana empresa con las cadenas de producción lideradas por empresas transnacionales o bien lograr la internacionalización de las pymes. La agencia encargada de desarrollar programas para lograr esos objetivos es la Corporación de desarrollo de pequeñas y medianas industrias (SMIDEC, 2006). Se han puesto en marcha cuatro programas que abarcan las siguientes esferas: la articulación industrial (ILP), la formación de proveedores globales (GSP), el fomento de las capacidades y la calificación para el desarrollo de la empresa. Estos programas abordan una serie de aspectos que la empresa debe mejorar para transformarse en exportadora o proveedora de una empresa transnacional. Por otro lado, en el ámbito de la innovación, el Centro de inteligencia empresarial estratégica (SIRIM), dependiente del Ministerio de Ciencia, Tecnología y Educación, apoya la industria local por medio de programas tecnológicos multidisciplinarios (SIRIM, 2005). Sus programas de investigación y desarrollo están enfocados hacia las nuevas tecnologías y tienen por objeto convertir a las empresas en interlocutores mundiales. Los programas prestan servicios en particular a la pequeña y mediana empresa e incluyen aspectos como la planificación estratégica, la inteligencia empresarial, el desarrollo tecnológico y la calidad. Estos programas complementan los desarrollados por SMIDEC, prestando así una asistencia integral. Como mencionamos en el capítulo IV, existe un comité especial interministerial abocado a supervisar la integración de los programas para las pymes.


    En el gráfico V.2 se presenta otro ejemplo de la necesidad de contar con una coordinación y cobertura integrales de los incentivos en la cadena de innovación de Australia92.


    
      92 En el anexo V.1 se presenta un ejemplo concreto de Australia.

    


    Gráfico V.2
INTERVENCIONES EN APOYO DE LA INNOVACIÓN: EL CASO DE AUSTRALIA


    [image: graficoV2.jpg]


    Fuente: T. Cutler, “Public and private sector alliances for innovation and economic development: The Australian experience”, Santiago de Chile, Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), 2008, inédito.


    Nota: La Organización de Investigación Científica e Industrial del Commonwealth (CSIRO), las corporaciones rurales de investigación y desarrollo y los centros de investigación colaborativa (CRC) apoyan la innovación. La Comisión Australiana de Comercio (Austrade), Export Market Development Grants (EMDG) y Export Finance and Insurance Corporation (EFIC) apoyan, respectivamente, el fomento de las exportaciones, los créditos y los seguros de exportación.


    Por medio de este gráfico se refuerza la idea de que el apoyo a la innovación debe tener en cuenta la relación entre las actividades clave necesarias para cumplir el objetivo central, considerando, por un lado, las restricciones primarias y, por otro, tratando de evitar brechas en la cobertura de las agencias y los programas. Por ejemplo, no tiene sentido solo otorgar incentivos fiscales para investigación y desarrollo si existe alguna circunstancia que restringe su comercialización. De manera similar, el retorno del subsidio resultará mediocre si existe alguna barrera a la difusión del nuevo conocimiento o algún obstáculo que impida identificar las oportunidades de exportación.


    Finalmente, los programas y las políticas difieren entre los países seleccionados y dentro de ellos en el grado de generalidad o especificidad de su aplicación y en la generalidad o el mérito de los criterios para el otorgamiento de los incentivos. Así, existen políticas y programas que se aplican de manera general, como las rebajas impositivas para la atracción de IED (cuando se aprueba la elegibilidad de inversión), los subsidios a la inversión para la internacionalización de las pymes o los créditos fiscales a la investigación y el desarrollo, que cualquier empresa puede solicitar. Pero también existen políticas y programas específicamente orientados a grupos de empresas, sectores o actividades determinados, con diversos instrumentos, tales como incentivos especiales para la atracción selectiva de IED, los fondos de inversión sectoriales o la inversión en innovación en actividades clave para el futuro exportador del país. Los países de Asia oriental seleccionados son los que han aplicado las estrategias más selectivas, pero con el paso del tiempo Irlanda y la República Checa también fueron adoptando una política de mayor selectividad.


    B. Noveno principio: la eficacia de los programas e incentivos están íntimamente vinculados a la forma en la cual éstos están gestionados


    En el gráfico V.3 se ejemplifica la relación entre el tipo de política y la naturaleza de la participación privada dentro de una alianza público-privada. A la izquierda se indica la orientación de la política. En un extremo del eje izquierdo se encuentra la política genérica o de carácter horizontal, en la que los incentivos pueden orientarse a cualquier actor. En este tipo de política, la relación con el sector privado suele estar determinada por amplias consultas durante la etapa de diseño del programa y una interacción limitada durante la fase operativa, por tratarse de una política que no identifica con precisión a sus beneficiarios, quienes, por ende, no suelen participar activamente en el ciclo de vida del programa.


    Gráfico V.3
PROGRAMAS Y POLÍTICAS Y NATURALEZA DE LA PARTICIPACIÓN PÚBLICO-PRIVADA
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    Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de T. Cutler, “Public and private sector alliances for innovation and economic development: The Australian experience”, Santiago de Chile, 2008, inédito.


    


    En el otro extremo se encuentra la política de carácter selectivo, orientada a desarrollar un nuevo sector o una actividad específica. En estos casos, la interacción entre el sector público y el sector privado es más activa y las partes pueden colaborar o incluso realizar coinversiones —cuando los subsidios, créditos, capital de riesgo o, incluso, los incentivos fiscales representan solo una parte del costo— y celebrar compromisos específicos. Esta estructura más íntima se debe a que las partes son los beneficiarios de la política focalizada, por lo que existe un mayor interés específico en su diseño y resultados y en participar y vincularse formalmente a las agencias y a sus programas a lo largo de todo el ciclo de vida de éstos. Buen ejemplo de ello son las corporaciones de investigación y desarrollo de las industrias rurales (RIRDC) de Australia, muchas de ellas financiadas mediante coinversiones del gobierno y del sector privado, que realiza su aporte por medio de un impuesto colectivo. Ambos sectores cuentan con representación en el directorio de estas corporaciones rurales. Singapur también pone en práctica un financiamiento especial para el apoyo técnico específico de las pymes mediante un impuesto colectivo sobre estas empresas.


    La coinversión y la distribución del riesgo pueden aumentar la eficiencia de los programas. En general, el cofinanciamiento funciona mejor cuando los proyectos que se apoyan están relativamente cerca de la actividad del mercado. Tal es el caso de algunos programas de investigación y desarrollo, como las corporaciones de investigación y desarrollo de las industrias rurales y los centros de investigación colaborativa (CRC) de Australia y los programas tecnológicos para el desarrollo de la innovación en productos y procesos de Finlandia y Suecia. En esos casos, los fondos de inversión proporcionados por el Estado complementan los recursos aportados por las empresas y las industrias, con miras a una eventual aplicación comercial. Por su parte, las actividades básicas de investigación y desarrollo científicas, se alejan de la actividad rentable del mercado y, por lo general tienden a ser financiadas por el Estado, ya sea mediante fondos concursables o algún otro sistema.


    Con respecto a este principio, existen experiencias que deben tenerse en cuenta:


    i) Los programas de incentivos tienen mayor probabilidad de éxito cuando están asignados a industrias o actividades en las que el sector privado ya tiene cierta capacidad de coordinación, aun cuando sea incipiente. Esta es una consideración que debe tenerse en cuenta durante la transición hacia la orientación de la política industrial, donde la legitimidad puede depender de la capacidad de demostrar los éxitos en un periodo no muy extendido;


    ii) Es importante disponer de financiamiento suficiente para ejecutar los programas y las políticas. En varios países existen fondos o compromisos que cubren varios años para nuevas iniciativas prioritarias que, por su naturaleza, son de larga gestación, lo que contribuye a aumentar la credibilidad de la iniciativa y a reducir la incertidumbre para el sector privado. El apoyo a la innovación se caracteriza por ser un objetivo incierto y a largo plazo. Iniciativas de agencias como la Fundación irlandesa de ciencias (SFI), el Fondo de innovación de Finlandia (Sitra), la Fundación nacional de investigación (NRF) en Singapur y la Autoridad de tecnología y desarrollo de las arenas petroleras de Alberta (AOSTRA) de Canadá dispusieron de financiamiento multianual93, lo que les permitió comprometerse a apoyar proyectos e inversiones en investigación y desarrollo e innovación que por su naturaleza solo ofrecen rendimientos a largo plazo. Asimismo, el financiamiento no debe dispersarse en forma excesiva en múltiples programas, para aprovechar bien los pocos recursos disponibles, pues, si una iniciativa dispone de un financiamiento escaso, se socavará la credibilidad y eficacia del programa y la política industrial en general. En esos casos es necesario establecer prioridades en la asignación de los recursos como parte de la estrategia global;


    
      93 Véase el anexo IV.1 para el caso de AOSTRA.

    


    iii) Las agencias deben adoptar una actitud proactiva. En efecto, estas no son “ventanillas pasivas” a las que se dirigen los usuarios. Por el contrario, la filosofía de los programas y la existencia de una estructura de objetivos y metas hacen que las agencias busquen clientes potenciales de manera activa y les ofrezcan información y asesoramiento técnico para sus planes comerciales o, más estrechamente, para sus planes de inversión. Por ejemplo, una de las misiones de Enterprise Ireland es identificar empresas con potencial y ofrecerles un análisis corporativo riguroso a fin de trazar un plan de negocios que les permita crecer y desarrollarse, mejorar las compañías existentes y aumentar la productividad, la innovación y la investigación y desarrollo. La asistencia también ayuda a las empresas a identificar los programas de apoyo del gobierno que tal vez les resulten beneficiosos. Enterprise Ireland ha adoptado una postura proactiva para incrementar su clientela, que ha superado las 3.500 empresas (Sinnamon, 2009). Por otra parte, los servicios prestados por las agencias a menudo no se cobran o están subsidiados de alguna forma;


    iv) Cabe destacar la necesidad de exigir responsabilidad en las negociaciones de incentivos con las corporaciones transnacionales. En Irlanda, Malasia y la República Checa se concluyen acuerdos formales en los que se determinan en forma explícita las condiciones y los compromisos asumidos por la empresa y la agencia. En ellos se indican las condiciones para la concesión de los subsidios, los incentivos tributarios o las inversiones de apoyo y las obligaciones de las empresas en términos de inversiones y creación de empleo, entre otros aspectos. Estos acuerdos son a largo plazo (10 años en el caso de Irlanda). Si el inversionista no cumple lo acordado, existe una cláusula (salvo en Malasia) que lo obliga a devolver parte de los incentivos recibidos94. Esta cláusula varía en función de los tipos de subsidios incluidos en el acuerdo. En Irlanda se utiliza un criterio similar para otorgar incentivos a la IED para la asistencia y la mejora de la gestión de las pymes. Los programas de asistencia se dividen en varias etapas, lo que permite ir verificando el cumplimiento de las metas y condicionar así los desembolsos. Para ello se ha creado un sistema de monitoreo aplicado por el propio organismo encargado de la atracción. No obstante, las solicitudes de desembolso generalmente no tardan más de dos semanas en procesarse.


    
      94 El Estado también asume el compromiso de cumplir sus obligaciones.

    


    En Irlanda se utiliza un modelo de costo-beneficio para seleccionar y determinar los incentivos otorgados a una empresa transnacional. El cálculo se realiza por un período de siete años y se consideran todos los gastos públicos de atracción de IED, incluido el costo de administración y de las exoneraciones impositivas, más una estimación del beneficio en términos del incremento de la actividad económica derivado de la IED. Para tener en cuenta la posible inversión que se hubiera producido de todas maneras, se descuenta el 50% de los beneficios. Recientemente se ha aplicado una ponderación especial para la IED en tecnología de alto nivel. En la República Checa, a principios de la década de 2000, se eliminó la discrecionalidad en esta materia al sancionarse una ley de inversión que fijó en forma explícita los beneficios disponibles para la IED (y las inversiones locales)95. Esa ley ha guiado la concesión de incentivos con solo dos excepciones relacionadas con proyectos de gran envergadura. La ley tiene la desventaja de limitar la capacidad de negociación para atraer IED, pero sí aumentó la transparencia y redujo los costos de transacción (Benáček, 2008) y, por supuesto, cuando la inversión potencial resultaba bastante atrayente, como en los dos casos ya mencionados, la política lindaba con los márgenes de la ley. Por su parte, Malasia —un país reconocido por la eficacia de su programa de atracción de IED— parece otorgar incentivos con un grado de discrecionalidad relativamente alto;


    
      95 Véase la ley en http://www.czech.cz/en/economy-business-science/investment-counsel/investment-incentives/the-system-of-in.

    


    v) En los programas de apoyo a actividades que conllevan riesgos en su realización es normal esperar algunos fracasos y, de hecho, algunos programas aparentemente exitosos pueden en realidad resultar deficientes. Esto es especialmente relevante en el campo de la innovación. En Finlandia, donde los programas públicos gozan de una gestión en particular eficiente, en el año 2002 alrededor de un quinto de los proyectos de innovación que recibían apoyo fracasaron o arrojaron resultados insatisfactorios. Se tardó bastante tiempo en convencer al ministro de finanzas que el fracaso es una característica inherente a los programas que fomentan el aprendizaje y la experimentación (Kotilainen, 2008);


    vi) La burocratización excesiva de un programa puede desincentivar la participación de la empresa. Hay que asegurar un equilibrio entre el rigor de la administración y la rapidez de respuesta a la solicitud de la empresa y el desembolso de recursos. El tiempo puede resultar un factor esencial para que la inversión tenga éxito; además, el exceso de burocracia corroe el valor del incentivo en relación con la oportunidad que intenta apoyar;


    vii) Los países que utilizan fuertes incentivos en el marco de estrategias estructuralmente orientadas tienen por filosofía no considerarlos subsidios sino más bien inversiones para el crecimiento del país, que incluso pueden reportar beneficios para el fisco. En el gráfico V.4 se ilustra el ciclo y el retorno de los incentivos en Finlandia, donde se ha determinado que el efecto de los subsidios sobre el desempeño de las empresas ha traído aparejado un retorno positivo en las cuentas fiscales. Por supuesto, la rentabilidad de los resultados depende del buen diseño y gestión de los programas; y


    viii) Finalmente, puede ser útil elaborar una lista explícita de cuestiones que deben tenerse en cuenta para guiar la conceptualización y el diseño de programas y aumentar así la probabilidad de éxito y disminuir los riesgos al anticipar las necesidades, como por ejemplo, evitar el exceso de medidas burocráticas, identificar y ponerles coto a las pérdidas, y establecer los problemas de cautiverio potencial y conducta estratégica de los beneficiarios, entre otras. En el cuadro V.2 se presenta una ilustración al respecto.


    Gráfico V.4
EL CICLO DEL RETORNO DE LOS INCENTIVOS EN FINLANDIA


    [image: graficoV4.jpg]


    Fuente: H. Kotilainen, “Building Long Term Strategies and Public-Private Alliances for Export Development The Finnish Case” [en línea] http://www.cepal.org/comercio/noticias/paginas/7/29947/Kotilainen_Finland_Sevilla.pdf.


    


    Cuadro V.2
ILUSTRACIÓN DE UNA LISTA DE INTERROGANTES PARA LA CONCEPTUALIZACIÓN Y EL DISEÑO DE PROGRAMAS
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    Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de T. Cutler, “Public and private sector alliances for innovation and economic development: The Australian experience”, Santiago de Chile, 2008, inédito.


    C. Décimo principio: para que las estrategias sean eficaces, es preciso evaluar su aplicación y su impacto en relación con los objetivos.


    El ex Primer Ministro de Singapur, Lee Kuan Yew, planteó el siguiente interrogante respecto de los programas públicos de apoyo:


    “¿Funciona el programa? Vamos a probarlo y, si es así, lo continuamos. De lo contrario, lo desechamos y probamos otro” (New York Times, 2 de septiembre de 2007).


    Esta puede ser una buena filosofía pragmática para un gobierno proactivo y solvente, con ambiciones y estrategias de transformación productiva a mediano y largo plazo. Sin embargo, para que sea eficaz, es importante que el gobierno tenga capacidad para evaluar los programas.


    En un gran número de países seleccionados existe un sistema estructurado para evaluar y monitorear las estrategias desde el punto de vista de la generación de productos de los ministerios y organismos. Es el caso de Irlanda, donde hace poco se creó un comité gubernamental para supervisar la aplicación del plan de desarrollo nacional, que se reúne cada seis meses. Por otra parte, cada departamento del gobierno debe preparar estrategias individuales trienales para implementar el plan, además de un plan anual de productos, junto con indicadores cuantificables de su cumplimiento. En Finlandia, como ya mencionamos, la elaboración y supervisión de los planes operacionales anuales están a cargo de los organismos de ejecución. Sin embargo, los productos no son necesariamente sinónimo de impacto respecto de los objetivos. En este sentido, pocos países realizan evaluaciones del impacto de

    forma sistemática.


    De hecho, en la mayoría de los gobiernos solo ahora están comenzando a prestar especial atención a la evaluación sistemática del efecto de las estrategias, los proyectos y los programas96. Resulta difícil realizar una evaluación rigurosa basada en una metodología apropiada y evidencia empírica, por lo que en el presente documento solo pueden indicarse algunos problemas.


    
      96 Hasta hace poco, los organismos multilaterales de desarrollo no realizaban una evaluación sistemática y rigurosa del efecto de sus programas.

    


    Como dice Alan Hughes (2007), lo importante es saber qué habría pasado si no se hubiese otorgado apoyo público a una actividad. Una posible metodología de evaluación de programas es crear grupos controlados para comparar el desempeño de empresas similares con las empresas que aprovecharon el incentivo. No obstante, se plantea un problema, pues es posible que las empresas que aprovechan esos programas sean las más audaces, por lo que de todos modos habrían tenido resultados satisfactorios, incluso sin incentivos. Para superar este sesgo potencial, podría realizarse un ejercicio econométrico utilizando un contrafactual. Una alternativa es usar un contrafactual subjetivo y preguntarles a las empresas participantes qué habría pasado si no hubiesen utilizado el programa. Este procedimiento tiene la ventaja de que las empresas participantes son quienes más información tienen sobre ellas mismas. Una estrategia que sugiere Hughes (2007) para superar los pros y los contras metodológicos es combinar metodologías; por ejemplo, en el caso de la evaluación de un programa de innovación para pymes del Reino Unido, se utilizó un método mixto, con una combinación de grupos controlados aparejados, un modelo de selección, un contrafactual subjetivo y estudios de caso.


    Cutler (2008) señala tres problemas adicionales. Primero, además de expresar las metas de una manera cuantificable y evaluable, se debe recopilar información y datos sobre el desempeño de la empresa antes y después del programa de apoyo97. Para ello el programa tiene que exigir —sin desanimar la participación— que las empresas entreguen un mínimo de datos relevantes sobre el desempeño en el momento de acceder al programa y durante el monitoreo. Segundo, algunos programas, como muchos en el área de la innovación, tienen efectos a largo plazo, por lo que el sistema de vigilancia y recopilación de datos puede prolongarse durante una o dos décadas. Tercero, es preciso entender mejor los complejos mecanismos de transmisión entre una actividad y su impacto en la productividad, el crecimiento de la empresa y el comercio, entre otros. Otras consideraciones que se pueden agregar a las formuladas por Hughes y Cutler son la importancia de utilizar evaluaciones independientes y la necesidad de buscar un equilibrio entre la calidad y el beneficio de una evaluación y su costo económico y el tiempo de dedicación de los funcionarios a esta actividad.


    
      97 Las corporaciones rurales de investigación y desarrollo de Australia persiguen un beneficio —en términos de impacto— de 7:1 en relación con el costo para su programa de donaciones.

    


    Dos países con una cultura de evaluación sistemática y relativamente rigurosa, en especial en la difícil área de la innovación, son Finlandia y Australia. Finlandia ha sido citada por la OCDE como ejemplo de la gran atención prestada a la evaluación. Los ministerios de ese país organizan grupos de expertos, en general independientes, entre los que puede haber extranjeros, para evaluar programas sectoriales o de consorcios empresariales. La Academia de Finlandia evalúa tanto los programas de investigación como los proyectos individuales, aunque en la actualidad presta más atención a los primeros. Los programas se evalúan teniendo en cuenta las condiciones de inicio, los objetivos y el nivel de financiamiento y analizando los resultados científicos, el impacto y la eficiencia de la administración de los programas. También se examina la aplicación de las recomendaciones que surgen de la evaluación. Por su parte, la agencia hermana —el TEKES— utiliza los indicadores definidos por los objetivos. También las agencias de apoyo están sujetas a evaluación. Las evaluaciones de los programas se utilizaban como insumos para los diagnósticos que el ex Consejo de política científica y tecnológica (STPC) realizaba como parte de los planes nacionales trienales. En el anexo V.2 se resume la evaluación de un programa de investigación y desarrollo e innovación en el área de la electrónica y las telecomunicaciones.


    Otro ejemplo sobre evaluación, pero en el área del emprendimiento y la promoción de exportaciones, es el de Nueva Zelandia, donde se realizan evaluaciones internas y externas. Los múltiples programas de New Zealand Trade and Enterprise (NZTE) se someten a una evaluación externa cada 3 a 5 años y el organismo cuenta también con una unidad de evaluación propia.


    Para la evaluación se utiliza un método mixto; por ejemplo, en la evaluación de un programa se utilizaron los siguientes elementos: i) la revisión de documentos y archivos; ii) entrevistas a usuarios y funcionarios; y iii) tres encuestas, dos de grupos de usuarios y una de un grupo de no usuarios, en las que participaron 3.000 encuestados.


    En Irlanda, los programas de incentivos se justifican ante el público mediante un análisis del costo en función del beneficio, un concepto denominado “valor en dinero”. De todas maneras, no parece realizarse aún de forma sistemática una evaluación a posteriori de los efectos de los programas. Cuando el ministerio lo solicita, Forfás —la agencia responsable de coordinador la inserción internacional y el desarrollo exportador— puede evaluar un programa 3 a 5 años después de su inicio. Para ello, utiliza un método mixto que combina la consultoría independiente externa con entrevistas a los beneficiarios. Los demás países seleccionados también utilizan las evaluaciones de forma relativamente puntual con un rigor variable.


    D. Undécimo principio: las alianzas público-privadas bien estructuradas pueden minimizar el riesgo

    de que el gobierno se vea capturado por el

    sector privado


    Pero ello siempre que la alianza cumpla con representación de intereses diversos, reglas bien establecidas, transparencia, modalidades de evaluación y un servicio civil altamente profesional.


    Es imprescindible que el gobierno trabaje junto con el sector privado en el marco de un bien público y que no se vea capturado por intereses particulares. Este cautiverio siempre representa un riesgo grave de la política industrial, por lo que se le debe prestar suma atención y diseñar diferentes modalidades para evitarlo.


    Una manera de prevenir esta situación puede consistir en establecer marcos formales para que el sector público y el privado puedan colaborar en materia de estrategias y programas. Si se entablan alianzas dominadas por redes informales de comunicación, se corre el riesgo de que, a falta de mecanismos o prácticas paralelas de control, el gobierno se vea capturado por grupos que promueven intereses particulares. Además, si en la alianza que tiene una estructura formal están representadas partes interesadas válidas que desempeñan papeles diferentes en la economía, puede favorecerse la autorregulación. Por supuesto, esta diversidad resultará más difícil de garantizar cuanto más estrecha sea la esfera de actividades que la alianza atiende.


    Asimismo, esto puede evitarse mediante la promoción de la transparencia pública. No obstante, pueden imponerse límites prácticos en función de las circunstancias. Por ejemplo, ya hemos mencionado en el capítulo 3 que las deliberaciones—en contaste a conclusiones finales- de una alianza formal y estructurada probablemente debieran ser privadas para otorgar un ambiente de franqueza y compromiso. Con otro ejemplo, si bien es conveniente hacer público el costo de un incentivo acordado para atraer un proyecto de IED, no sería recomendable revelar en tiempo real el contenido de una negociación al respecto, ni revelar esos contenidos a posteriori, cuando sea necesario negociar ulteriormente con otras empresas. También pueden plantearse límites prácticos, por ejemplo, en relación con la divulgación precisa de cierta información relacionada con lo que aportaron al proyecto de inversión la empresa extranjera y el gobierno, debido a su vínculo con información comercial de empresas que no solía considerarse de domino público. Si no se respeta la confidencialidad en las áreas correspondientes, puede desincentivarse la atracción de otras empresas. Por ese mismo motivo, el TEKES, la agencia finlandesa que apoya la innovación de empresas, hace sus propias evaluaciones. Del mismo modo, puede que no resulte conveniente revelarle al público una evaluación del impacto muy positiva de un programa de subsidio horizontal, de acceso general, si con ello aumenta la demanda más allá de los recursos disponibles y se produce un racionamiento98. Por otra parte, el grado de transparencia conveniente en el funcionamiento de los comités de alto nivel depende de los incentivos y el marco institucional (Levy, 2007). No obstante, pese a las posibles reservas que pueden surgir según las circunstancias, la transparencia es por lo general una herramienta muy importante para evitar que el gobierno se vea capturado por intereses especiales.


    
      98 La eficacia depende del sistema de racionamiento utilizado. Adaptado de Gavazza y Lizzeri (2007).

    


    Una clara exposición de los objetivos de un programa de incentivos, junto con evaluaciones posteriores apropiadas basadas en la evidencia, puede minimizar la captura del gobierno por parte de la industria. Este comportamiento evita que se perpetúen programas que favorecen a empresas que no están teniendo resultados satisfactorios. Como ya mencionamos, para evitar este problema puede establecerse una cláusula de finalización (sunset clause) del programa de incentivos.


    Para evitar los conflictos de interés también es importante contar con un servicio civil muy profesional y razonablemente bien remunerada y establecer de manera explícita las normas que regirán la conducta de los funcionarios públicos y los miembros de la alianza público-privada. Asimismo, la auditoría de los programas debería ser una

    práctica habitual.


    Si bien Irlanda no es el único país que se enfrenta al problema de la posible captura, su actuación muestra algunas de las medidas que pueden adoptarse. Por una parte, tiene un marco institucional formal para la alianza público-privada bien estructurado (el NESC), con recursos financieros y técnicos de apoyo. Las deliberaciones son privadas, pero las conclusiones son de carácter público. Los participantes privados —con responsabilidades operativas— miembros de los directorios de las agencias de ejecución que manejan los incentivos para la empresa privada son nombrados a título individual por un ministro. Estas personas deben ser muy respetadas como expertos en su área y no actuar como representantes de una empresa o asociación en particular. Los nombramientos rotan en el tiempo. Los directores privados, al igual que todos los funcionarios del gobierno, firman un código de conducta y los miembros presentan una declaración anual de intereses financieros y comerciales99. Los directores privados no reciben documentos ni participan en decisiones de temas directamente vinculados a sus intereses comerciales o financieros. El costo de los honorarios y los reembolsos de gastos de viaje y estadía de los directores aparecen en el presupuesto publicado por la agencia en su informe anual100. Como cabe esperar, se realizan auditorías. Las decisiones del directorio son casi siempre consensuadas. Cada año el ministro encargado del organismo tiene que confirmar la exactitud de todos los procedimientos. También existe un alto grado de transparencia en las operaciones y los programas de incentivos de las agencias irlandesas, al tiempo que los empleados forman parte de una administración pública profesional que ofrece remuneraciones razonablemente buenas y que está sujeta a un código

    de conducta.


    
      99 Véase Forfás, “Code of Conduct” [en línea]. http://www.forfas.ie/about/forfas_code_of_business_conduct_employee_0501_webopt.pdf.


      
        100 No todos los países seleccionados ofrecen honorarios a los directores privados.

      

    


    Por último, debemos mencionar que Singapur, pese a ofrecer una transparencia menor, desincentiva la captura gracias al buen nivel de salarios de una administración pública con orientación profesional, una fuerte cultura burocrática de responsabilidad por las decisiones con respecto a los resultados de las políticas en el desarrollo económico y la existencia de un organismo independiente de lucha contra la corrupción con amplios poderes.


    


    Anexo V.1


    Eficiencia de los créditos tributarios a la investigación y el desarrollo


    Los créditos tributarios —o concesiones— a la investigación y el desarrollo se han utilizado con éxito en países como el Canadá, los Estados Unidos y el Reino Unido, pero no han seguido la misma trayectoria en los países menos avanzados. Se han realizado estudios en los que se compara la eficiencia de esos créditos frente a los subsidios directos en programas específicos de estímulo de la demanda y la oferta de investigación y desarrollo de las empresas (Maloney y Perry, 2005).


    Al privilegiar los créditos tributarios frente a los subsidios directos, se trata de evitar una conducta discrecional del gobierno respecto de la selección de proyectos. Sin embargo, los subsidios pueden ser una ventaja en algunos países donde los recursos son relativamente escasos y, por lo tanto, es necesario dar prioridad a ciertas actividades o sectores. Por otra parte, se ha sostenido que el crédito tributario favorece en muchos casos gastos en investigación y desarrollo que de todas formas se habrían realizado. Si bien, en teoría, el subsidio permitiría apoyar proyectos marginales, la dificultad para distinguir entre unos y otros puede, según el caso, hacer que esa distinción sea menos relevante desde el punto de vista de la administración del sistema. Otro de los inconvenientes del crédito tributario es que no tiene en cuenta la diferencia entre la rentabilidad social y la privada, que no siempre es igual en todos los proyectos; nuevamente en este caso, si bien el subsidio podría captar en teoría esa diferencia, en la práctica puede resultar difícil de estimar. No obstante, el subsidio tiene una clara ventaja en sectores y actividades promisorias que aún no han logrado generar ganancias, por ejemplo, las nuevas empresas o ciertos sectores o aglomeraciones de pymes.


    Quizás el mayor problema de los créditos tributarios sea la escasa capacidad de los sistemas tributarios para absorber y administrar esos créditos y la falta de transparencia que puede haber, exceptuando los casos en que se detallan los montos asignados. Este es un tema de particular relevancia en la mayoría de los países en desarrollo, donde la aplicación de subsidios en lugar de créditos tributarios parece facilitar la gobernabilidad del sistema (Maloney y Perry, 2005).


    En realidad, una opción no es mejor que la otra. En lugar de evaluar en abstracto el efecto de un incentivo, es preciso analizar el sistema o el esquema programático en el que actúa y sus características de gobernabilidad. Por ejemplo, en 1989 se otorgaron en Australia créditos sindicados para proyectos realizados por grupos de empresas, con el fin de incentivar a asumir costos y riesgos de gran volumen imposibles de hacer frente de forma individual (Australian Taxation Office, 2004). Sin embargo, los posibles abusos en la sindicalización llevaron a eliminar ese sistema en 1996, pese a que gran parte del incremento del gasto en investigación y desarrollo de las empresas correspondía a proyectos sindicados. Por una parte, el organismo administrador carecía de transparencia y no rendía cuentas; por otra, la falta de conocimiento y experiencia de las instituciones en estructuras financieras corporativas dificultó la toma de decisiones, limitando aún más la concesión

    de incentivos.


    Uno de los problemas que presentan los incentivos, independientemente del instrumento utilizado, puede ser la adopción de un enfoque demasiado limitado. Este fue el caso de Australia, con la aplicación de un crédito tributario para la innovación, que solo tenía en cuenta el costo directo de la investigación y el desarrollo, dejando de lado los costos de comercialización de la innovación, que suelen ser muy onerosos, sobre todo para las pequeñas y medianas empresas. En consecuencia, las empresas que se beneficiaban del incentivo desatendían la comercialización, por lo que parte de la investigación y el desarrollo no se transformaba necesariamente en valor. Por lo tanto, fue necesario complementar el crédito tributario con programas de subsidios directos a la comercialización, como Commercialising Emerging Technologies Programme (COMET) y Commercial Ready Programme, tendientes a subsidiar y apoyar la comercialización de la innovación. Así, la cobertura abarca la etapa de investigación y desarrollo, la prueba del concepto, la difusión tecnológica y la etapa temprana de la comercialización.


    


    Anexo V.2


    Finlandia: evaluación del programa

    para el sector de la electrónica

    y las telecomunicaciones


    El TEKES es una agencia para la promoción de la innovación en la empresa que en la actualidad financia programas tecnológicos en áreas estratégicas identificadas por el propio organismo, junto con la comunidad empresarial. Uno de los sectores beneficiados fue el de la electrónica y las telecomunicaciones, en el que entre 1997 y 2001 se financiaron tres programas: Electronics for the Information Society-ETX, Telecommunications-Creating a Global Village y Telectronics I Research Programme, este último financiado por la Academia de Finlandia. Estos programas tuvieron en conjunto un costo de 300 millones de euros.


    Los tres programas estuvieron sujetos a una evaluación a mediano plazo. En muchos aspectos, los evaluadores aprobaron la evolución de los proyectos, pero cuestionaron la claridad de los programas para resolver problemas de especial relevancia técnica y comercial para Finlandia. Al término de los mismos, una consultora externa a la institución, dos organismos estatales y paneles de expertos realizaron una

    nueva evaluación.


    La evaluación se centró en cuatro preguntas: la primera versó sobre la selección de la estrategia y la cartera de investigación de los tres programas y su relación con las necesidades de desarrollo de la economía finlandesa. La segunda se refirió a los efectos de los programas y proyectos en el sector de la tecnología de la información y de las comunicaciones (TIC) en Finlandia, incluidos los efectos en la red y los participantes individuales. En tercer lugar, se evaluó el valor agregado de los programas y la mejora de su administración. Por último, se analizó la forma en que los dos programas más orientados a la industria podían interactuar con el programa financiado por la Academia de Finlandia, de carácter más científico.


    Para dar respuesta a estos interrogantes se emplearon siete técnicas:


    • análisis de las redes establecidas por el proyecto. Se usó la base de datos del TEKES para entablar relaciones entre las empresas y entre estas y las instituciones públicas;


    • entrevistas con líderes de distintas áreas temáticas que aplican esos proyectos;


    • revisión por paneles de expertos, que analizaron la administración de los programas y el funcionamiento de un pequeño grupo de proyectos clave;


    • entrevistas estratégicas en empresas para probar las estrategias de los programas y la brecha en función de las expectativas de los altos ejecutivos de empresas y corporaciones;


    • entrevistas a los líderes de los proyectos sobre su funcionamiento y la relación con las empresas e instituciones públicas;


    • análisis de cuestionarios sobre autoevaluación; y


    • análisis de programas extranjeros, orientados a identificar y revisar las estrategias de cuatro programas de otros países, para compararlos con los programas evaluados.


    Las preguntas realizadas se respondieron mediante un grupo específico de metodologías, como se observa en el siguiente cuadro:


    
TÉCNICAS DE EVALUACIÓN


    [image: evaluacionV.jpg]


    Este conjunto de métodos permitió obtener una visión bastante completa de la repercusión del programa en el sector de la electrónica y las telecomunicaciones en Finlandia. No solo se respondieron las preguntas anteriores y se encontraron efectos significativamente positivos, sobre todo en la industria, sino que también se formularon una serie de recomendaciones sobre la administración de los programas y la interacción de los proyectos, así como sobre la necesidad de internacionalizar la innovación y de aumentar la cooperación entre la agencia de promoción de la innovación en las empresas —el TEKES— y la Academia de Finlandia.


    Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de información del Finnish Funding Agency for Technology and Information (TEKES).


    


  


  
    Parte II


    ¿Son relevantes para América Latina los “primeros principios” inducidos de los casos exitosos?


    
      

    

  


  
    


    Capítulo VI


    Estrategias a mediano y largo plazo sustentadas en alianzas publico-privadas


    A. De una tradición estratégica y estructural

    al consenso de Washington


    1. Las estrategias orientadas al desarrollo industrial


    Durante el período comprendido entre la década de 1950 y el comienzo de los años ochenta, en América Latina predominó lo que Ocampo (2006) conceptualizara como la era de industrialización liderada por el Estado. En la región, la industrialización fue progresiva y su inicio en la segunda mitad del siglo XIX es atribuible a las fuerzas autónomas de economías exportadoras de recursos naturales que respondieron a la demanda externa101. En el curso del siglo XX, fenómenos disruptivos como el colapso de mercados internacionales durante la Gran Depresión de los años veinte y las carencias derivadas de la segunda guerra mundial incidieron poderosamente tanto en el proceso de industrialización local como en el marcado aumento del protagonismo del Estado en la economía. Es por eso que las primeras manifestaciones de la industrialización latinoamericana no pueden interpretarse como una estrategia propiamente tal, sino más bien como una reacción, a veces forzosa, ante eventos externos. El período de los años treinta y cuarenta también fue de relativo éxito en materia de crecimiento, que consolidó una cierta legitimidad de la acción del Estado. Es así posible observar que a partir de la década de 1950 se produce un claro vuelco en el papel del Estado en materia de intervención, que pasa de reactivo a proactivo a nivel no solo macro, sino también microeconómico, lo que lleva a acentuar el esfuerzo en pro de la diversificación de la estructura productiva mediante el fomento de la sustitución de importaciones, el desarrollo tecnológico, la construcción de infraestructura básica, la promoción del desarrollo social y la consolidación del Estado mismo.


    
      101 Según las características de cada producto, la explotación y exportación de recursos naturales redundó en la creación en la economía local de determinados eslabones, si bien limitados, hacia adelante y hacia atrás. También determinó el surgimiento de una demanda de manufacturas que, debido a los costos de transporte, el alto nivel de protección arancelaria o ambos, estimuló igualmente la industrialización.

    


    En el plano macroeconómico se aplicaron políticas fiscales y monetarias activas, tendientes a dinamizar el consumo y la inversión, mientras que en el manejo de la política cambiaria se priorizó el tipo de cambio múltiple con el fin de favorecer la importación de maquinaria y equipos para la manufactura, con algunas compensaciones para el sector exportador, a la vez que se optaba por la revaluación cada vez que la inflación recrudecía. Todo esto era acompañado de una política comercial ampliamente proteccionista puesta en práctica mediante aumentos de derechos aduaneros, cuotas y restricciones no arancelarias102.


    
      102 Como destacó Ocampo (2006), la causa de los altos aranceles aplicados en el siglo XIX fue la recaudación impositiva y no una estrategia explícita de industrialización.

    


    En lo que respecta a la microeconomía, la estrategia se centró en la promoción industrial, respaldada por la acción proactiva del Estado, que se traducía en compras gubernamentales, créditos subvencionados otorgados por la banca del desarrollo, rebajas tributarias y subsidios acordados por organismos de desarrollo y un papel creciente de las empresas públicas. Estas acciones, que en un momento tuvieron por objetivo defender la industria naciente, con el tiempo fueron acumulando contradicciones internas y vulnerabilidades externas debido a deficiencias de gestión, vaivenes políticos y perturbaciones externas (Thorp, 1998; Ocampo, 2006). Los resultados obtenidos durante este período no fueron malos, como lo denota el crecimiento del producto y de la productividad, según se expone en el capítulo I, pero tampoco sobresalientes, comparado con otros países y regiones cuyos procesos sostenidos de crecimiento, permitieron cerrar las brechas de ingresos con países ricos.


    2. El papel de la planificación en el contexto del liderazgo

    del Estado


    En América Latina, la planificación formal cumplió una función importante en la implementación de la estrategia de industrialización. En sus comienzos, durante las décadas de 1950 y 1960, la planificación fue impulsada en gran medida por factores externos, como el conocimiento adquirido en la región sobre las prácticas derivadas de la reconstrucción de Europa después de la segunda guerra mundial, la experiencia de construcción socialista, los avances en la modelación matemática que caracterizaron dicha época y también las corrientes preponderantes de pensamiento sobre el desarrollo económico103. En 1961, la planificación se generaliza, promovida por las resoluciones adoptadas en la Carta de Punta del Este y por su mecanismo principal, la Alianza para el Progreso, impulsada por los Estados Unidos y apoyada por los organismos multilaterales de desarrollo104.


    
      103 En muchas teorías del desarrollo en boga durante la época se sugería que el Estado coordinara la inversión en múltiples frentes. Véanse, por ejemplo, Nurske (1953) y Rosenstein-Rodan (1943), CEPAl/Prebisch (1949), entre otros.


      
        104 Es importante notar que, con la excepción de Cuba revolucionaria, la planificación se dio en el marco de economías capitalistas “mixtas”.

      

    


    En este contexto, la planificación, mayormente indicativa, fue considerada como un instrumento fundamental para ejecutar programas nacionales de desarrollo económico y social, en un entorno que favorecía ampliamente tales ejercicios. En efecto, el Estado ejercía una muy marcada influencia en la actividad económica a través del dominio de monopolios estatales y la amplia regulación de los mercados. En principio, esto permitía que la planificación cumpliera su labor propia de coordinación. Con el apoyo y estímulo de la comunidad internacional fueron surgiendo, creciendo y consolidándose las instancias institucionales encargadas de llevar adelante esta tarea: las oficinas, ministerios o secretarías, así como variados esquemas o sistemas nacionales, regionales y sectoriales de planificación, cuyas atribuciones incluían grados también diversos de control y apoyo en materia de programas de inversión, procesos de preinversión y cooperación internacional, entre otros (Lira, 2006). Si bien hubo excepciones, en casi todos los países la planificación fue un proceso formal, con rango constitucional y con tres características fundamentales: su vocación en favor del desarrollo, cierto escepticismo en cuanto a la capacidad del sector privado y un alto grado de intervencionismo estatal (Rufián, 1993).


    Como se observa en el cuadro VI.1, en la década de 1970 la planificación estuvo especialmente presente en la mayoría de los países de la región. Los objetivos de los planes nacionales de desarrollo, coherentes con la estrategia imperante, se encuadraron en el desarrollo industrial, el aumento de la productividad y la reducción de la vulnerabilidad externa en general. Es interesante constatar que si bien en esa época existió una considerable protección de la industria naciente, la promoción de las exportaciones también fue un objetivo generalizado; sin embargo, es válido pensar que esto se debió más a la necesidad de saldar la balanza de pagos que a su función directa en la transformación productiva o en el fortalecimiento de la inserción internacional.


    Cuadro VI.1
AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE: UNA SELECCIÓN DE PLANES NACIONALES DE DESARROLLO


    [image: cuadroVI1.jpg]


    Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe/Instituto Latinoamericano y del Caribe de Planificación Económica y Social (CEPAL/ILPES), “El estado actual de la planificación en América Latina y el Caribe”, Cuadernos del ILPES, Nº 28, Santiago de Chile, 1982.


    a) Los efectos positivos de la planificación en la marcha de las políticas públicas


    Aunque la incorporación del proceso de planificación ha sido un fenómeno relegado en la memoria regional, ejerció efectos positivos importantes en el desarrollo institucional de América Latina. En primer lugar, y en mayor o menor medida, estimuló el surgimiento de una visión compartida de futuro mediada por algunos actores sociales y de una estrategia nacional propia, lo que en principio facilitó la coordinación y ordenación de acciones a mediano y largo plazo. El desarrollo de este vínculo exigió la creación de un organismo que liderara tal proceso y de un sistema de gobierno sectorial y subsectorial de promoción del desarrollo, a cargo de funcionarios capacitados en múltiples disciplinas. En algunos países, esos equipos multidisciplinarios y multisectoriales fueron los pilares de la transformación durante el período de sustitución de importaciones. Por otra parte, el proceso mismo de planificación requirió de la administración pública capacidades y conocimientos sobre técnicas y metodologías que se expandieron y subsistieron más allá de los organismos de planificación.


    El caso paradigmático en relación con este tema es probablemente el del Brasil. En ese país el sector público venía asumiendo el liderazgo del devenir económico a partir de la crisis mundial de 1929, proceso impulsado en gran escala por el Presidente Getulio Vargas. El Estado fue centralizando progresivamente la administración de los recursos financieros y la coordinación de proyectos de inversión, asumiendo un papel directo mediante la creación de grandes empresas públicas. En esa época se consolidó la cultura del Estado de desarrollo en el país, probablemente la más consistente en América Latina y la más exitosa en términos del fomento de la industrialización (Castro, 1994).


    Aparte de iniciativas específicas, los programas de desarrollo que más énfasis pusieron en la industrialización fueron el plan de metas, bajo el gobierno del Presidente Kubitschek (1956-1960), y el segundo plan nacional de desarrollo 1975-1979 (II PND), implementado por el Consejo de Desarrollo Económico y Social bajo la dictadura militar (Suzigan y Furtado, 2006). El Estado de desarrollo surgió motivado en gran medida por una visión compartida que buscaba lograr grados importantes de autosuficiencia e independencia económica, así como un mayor protagonismo del capital local (Martinez-Diaz y Brainard, 2009; Evans, 1995). Durante todo el período de posguerra, los distintos planes de desarrollo llevados a cabo en el Brasil contribuyeron en forma discontinua, pero acumulativamente, a un mayor desarrollo de las estructuras económicas e institucionales, por lo que el legado de algunos de ellos es hasta hoy día muy apreciable en el país105.


    
      105 A fines de los años cuarenta y en los cincuenta se crearon capacidades tecnológicas con la constitución de la Sociedad Brasileña para el Progreso de las Ciencias y el Consejo Nacional de Investigación (CNPq). El Instituto Tecnológico de Aeronáutica dio origen a lo que hoy día es la Empresa Brasileña de Aeronáutica (EMBRAER), con gran éxito en la fabricación de aeronaves. La Empresa Brasileña de Investigación Agropecuaria (EMBRAPA), establecida en la década de 1970, aportó tecnologías que dieron fruto en los actuales grandes agronegocios. Fue en esa época que se inició el programa del etanol, que hoy día goza de mucho renombre. Por último, con el PND II la empresa Petróleo Brasileiro (PETROBRAS) comenzó a desarrollar la tecnología que la ha convertido en un líder de la explotación petrolera mar adentro (offshore). Schwartzman. (2001) y Martinez-Diaz y Brainard (2009).

    


    Dada su importancia en el desarrollo industrial del Brasil, es especialmente relevante comentar el II PND. Este plan fue concebido como un instrumento flexible y dinámico para la racionalización de las decisiones. Se diseñó en un marco de creciente incertidumbre respecto de la economía internacional, con el fin de adaptarse a la crisis mundial de energía y a la nueva etapa de desarrollo industrial (CEPAL/ILPES, 1978). Se concentró en la industria de productos químicos y metalúrgicos y en los bienes de capital. No obstante, a la par con el énfasis puesto en las políticas industriales, se favoreció la política de independencia energética y el desarrollo rural enfocado a la exportación de alimentos, materias primas y productos agrícolas procesados. Para mitigar los problemas asociados a un alto grado de desigualdad, los programas sectoriales fueron complementados en el plano social con programas que aseguraran un incremento de los salarios básicos y una mejora en materias relacionadas con el capital humano y la salud.


    De esta manera fue concebido desde el principio como un documento de políticas de desarrollo y se evitó el establecimiento de metas rígidas tanto globales como sectoriales o regionales. Más bien se incluyeron perspectivas basadas en indicadores socioeconómicos que fueron revisados e integrados en un marco de planificación continua. Al mismo tiempo, en el marco del II PND se llevaron adelante detallados planes sectoriales y regionales como, por ejemplo, el segundo Plan Básico de Desarrollo Científico y Regional y el Plan Nacional de Posgraduados. A nivel federal incluía asimismo metas financieras expresadas en presupuestos plurianuales y programas de gastos, los que comprendían las inversiones de las empresas estatales. También se contemplaron sistemas de evaluación respecto del presupuesto, los programas y los proyectos prioritarios.


    El II PND sirve así de ejemplo del apogeo de la planificación en América Latina. Además muestra varios aspectos importantes que contribuyeron a su éxito relativo: en primer lugar, fue un plan de industrialización ambicioso, que contó con un decidido compromiso gubernamental, expresado en la disponibilidad de recursos para todo su período de vigencia. En segundo lugar, se buscó el apoyo del sector privado para la inversión en áreas estratégicas. Finalmente, elementos como su concepción flexible en materia de metas y sus sistemas de evaluación fueron avanzados para la época.


    b) Las limitaciones de la planificación en el contexto del

    liderazgo estatal


    Con algunas variantes y en diferentes grados, la mayoría de los planes diseñados en América Latina adolecieron de serios problemas (CEPAL/ILPES, 1982). Las causas de esto fueron diversas: inestabilidad política, macroeconómica o ambas, problemas de gestión, tales como fragmentación burocrática y pérdida de poder político del organismo encargado de la planificación, desconfianza entre los sectores público y privado, con la consecuente baja participación de los actores privados y la imposibilidad de lograr consensos, captura por intereses especiales y carencia de recursos para su implementación. A todo lo anterior se sumó finalmente el surgimiento de una nueva ideología dominante contraria a la planificación.


    Tanto las estrategias como los planes tendían a ser llevados a la práctica mayormente “desde arriba”. Los nexos estado-sociedad en materia de estrategias y su implementación fueron fragmentarios, débilmente institucionalizados y, por consiguiente, sujetos a criterios personalizados y fundados en mínimos consensos públicos. Esto se debió en parte a serias limitaciones en cuanto a la profesionalización de la burocracia estatal, incluida la dedicada a la planificación. Cuando se crearon focos de excelencia, como ocurrió especialmente en el Brasil, fueron alejados en cierta forma del aparato público general (Evans, 1995). Esta modalidad de funcionamiento no solo dificultó la coordinación, sino que hizo difícil que las autoridades ligadas a la planificación influyeran en la administración pública (Lira, 2006), lo que fue induciendo un progresivo aislamiento. A ello se sumó el hecho de que a menudo el componente político superaba las exigencias técnicas del plan. También predominó la falta de transparencia. Además, la planificación fue visualizada como una práctica cuyo objetivo era instrumentar el proyecto político y económico de un gobierno, lo que redundaba en que el gobierno sucesor eludiera su posterior ejecución. En efecto, los planes no orientaban las acciones de la administración siguiente, lo que generaba una brecha constante entre lo planificado y lo ejecutado. De hecho, con los cambios de gobierno se planteaban nuevos objetivos y metas.


    Por otra parte, la mayoría de los planes no iban acompañados de presupuestos multianuales, aunque fueran solo indicativos, sostenidos por un firme compromiso respecto de su ejecución. Un factor que explicaría este hecho es la falta de una visión compartida del horizonte temporal con respecto al cual se deberían establecer las metas y asignar los recursos.


    Por último, a comienzos de los años ochenta, con la crisis de la deuda externa y el surgimiento de la ideología de libre mercado Thatcher/Reagan, más una década de ajustes y repliegue de la acción del Estado bajo la vigilancia de los organismos multilaterales de Washington, el modelo de sustitución de importaciones liderado por el Estado perdió legitimidad política. Como resultado, la voluntad y capacidad de planificación en los países de América Latina se vio aún más debilitada, al igual que las estrategias y la visión a mediano/largo plazo. Frente a la crisis, el ajuste fiscal y la estabilización se transformaron en la política predominante y el manejo de la coyuntura se constituyó en el eje de la política económica. Recayó en el ministro de hacienda, el presidente del banco central, o en ambos, el papel de líder en los procesos de coordinación, sin el contrapeso de ministerios en el sector real, ya que estos últimos terminaron siendo marginados y sometidos al enfoque cortoplacista de la época. Esto significa que dichas asignaciones fueron, a su vez, preferentemente determinadas por el objetivo fiscal, más que por cualquier meta de carácter estratégico en materia de transformación productiva.


    3. Las estrategias después del consenso de Washington


    Como se mencionó en capítulo I, es innegable que las reformas estructurales emprendidas en el marco del consenso de Washington contribuyeron a la estabilización económica y a cierta modernización en América Latina, pero también es cierto que fueron responsables del debilitamiento del papel del Estado en el ámbito de las políticas productivas. El Estado mantuvo una presencia activa en la macroeconomía, pero a nivel microeconómico dominó la idea de que, tras su liberalización, las fuerzas de mercado inducirían espontáneamente una asignación óptima de recursos para impulsar el crecimiento y la transformación. Esta postura teórica, siempre

    muy presente en el círculo de los economistas, ganó mucha influencia en la política económica y se tradujo en una depreciación del valor de las visiones de futuro y las estrategias a largo plazo, así como de los planes de acción proactivos orientados a la transformación

    productiva y al fortalecimiento de la inserción internacional. A diferencia de los países extrarregionales ya analizados, las autoridades de gobierno de América Latina en funciones durante el período de la crisis de la deuda externa y del consenso de Washington, en general desconfiaron del papel que pudiera desempeñar el Estado en

    esta transformación.


    Sin embargo, como se mencionó en los capítulos I y II, con el paso del tiempo y como resultado del bajo desempeño de la región en materia de competitividad, innovación, desarrollo exportador y crecimiento, los gobiernos volvieron a delinear más activamente políticas y programas orientados a remover algunos obstáculos a la transformación productiva, con ciertos atisbos que apuntan a una visión a largo plazo. En ciertos países, estas políticas se restringieron a algunas áreas específicas, como la innovación, la promoción de exportaciones, la atracción de la inversión extranjera directa (IED), y la competitividad, mientras que en otros se optó por una acción más integral, lo que dio paso a la aparición de nuevas estrategias y planes de transformación y desarrollo, excepcionalmente durante los años noventa y con mayor fuerza en el primer quinquenio de la década de 2000106. En el cuadro VI.2 se presenta un conjunto de nueve países que comparten diversas experiencias y, en distintos grados, la aplicación de los primeros principios expuestos en el capítulo anterior. En el cuadro también figuran algunos elementos relacionados con dichos principios y que, junto con otros, serán analizados a lo largo

    del capítulo.


    
      106 Véanse al respecto Muñoz (2001) y Peres (1997); Peres y Primi (2009) y Melo (2001) en relación con la política industrial.

    


    Como se señaló en la sección anterior, históricamente los gobiernos en América Latina han elaborado estrategias y planes escritos que muchas veces quedaban al final archivados en las bibliotecas. Esto significa que la existencia de un documento no asegura, por sí misma, la implementación o la eficacia de una estrategia. Para ello se deben cumplir varias otras condiciones, que serán tratadas más adelante. Sin embargo, el hecho de hacer explícita la estrategia mediante un documento permite difundirla; esto, en principio, apoya la coordinación de las acciones del Estado y permite al menos que la sociedad civil conozca las principales ideas-fuerza y la dirección hacia la cual se dirigirá el país en el futuro.


    Cuadro VI.2
AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE: CARACTERÍSTICAS DE LAS ESTRATEGIAS Y PLANES DE DESARROLLO
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    Fuente: Elaboración propia sobre la base de información oficial respecto de estrategias y planes.


    a CINDE es un organismo privado, cuya finalidad es atraer inversión extranjera y que colabora permanentemente con el gobierno.


    


    Como se puede ver en el cuadro VI.2 y en el anexo, ocho de los nueve países analizados cuentan con estrategias de desarrollo explícitas, excepto la Argentina. En casi todos estos países la estrategia también se expresa en un plan de desarrollo. En la Argentina ha habido políticas en diversas áreas económicas, pero sin una concepción global coherente que las coordine.


    En el Brasil existe actualmente un conjunto muy ambicioso de iniciativas, programas, planes y acciones que cubren distintos ejes estratégicos para el crecimiento sostenido y constituyen un plan nacional de facto107. Los ejes principales son el Plan de Aceleración del Crecimiento (PAC), orientado a incrementar la inversión pública y privada en infraestructura; el Plan de Acción de Ciencia, Tecnología e Innovación (PACTI); el Plan de Desarrollo de la Educación, y la Política de Desarrollo Productivo (PDP), cuya finalidad es consolidar el crecimiento a largo plazo108. Dada la importancia de esta última en el esfuerzo de transformación productiva del Brasil, el análisis se centrará en sus características.


    
      107 Es posible que se haya elaborado este conjunto, en lugar de un esquema formal integral nacional, para evitar así sensibilidades políticas respecto de la “planificación”. Para mayores antecedentes, véase el anexo.


      
        108 Las políticas contempladas en el PAC se agrupan en cinco áreas, entre las que destacan las referidas a la inversión en infraestructura logística, energética, social y urbana. El PACTI incluye, por su parte, la expansión y consolidación del sistema nacional de innovación, la implementación de innovaciones tecnológicas en las empresas, la investigación y desarrollo en áreas estratégicas y la ciencia y tecnología para el desarrollo social. Este plan se articula a su vez con la PDP, política que busca el desarrollo productivo y el fortalecimiento exportador. Además, en el ámbito de la capacitación y entrenamiento de recursos humanos estas acciones cuentan con el apoyo del Plan Nacional de Educación del Ministerio de Educación, iniciativa que se articula especialmente con la PDP.

      

    


    Los antecedentes de la Política de Desarrollo Productivo (PDP) radican en el esfuerzo realizado en 2003 y 2004 mediante la implementación de la Política Industrial, Tecnológica y de Comercio Exterior (PITCE), que se centró solo en algunos sectores productivos, pero que para el Brasil significó el retorno a la política industrial. Con la PDP se da un paso adelante al ampliar los objetivos, lo que la convierte en la actualidad

    —a nivel latinoamericano— en el programa de políticas públicas más ambicioso, tanto por su diseño y envergadura como por la asignación financiera y de responsabilidades institucionales de que dispone. Cuenta, además, con elementos novedosos, como la implementación de políticas en tres niveles: las acciones con efecto sistémico, las acciones dirigidas al logro de objetivos estratégicos, con la diversidad de la estructura productiva nacional como marco de referencia, y las políticas públicas escogidas deliberadamente debido a su importancia para el desarrollo productivo del país a largo plazo (véase el gráfico VI.1).


    Finalmente, cabe señalar que el plan nacional de facto del Brasil es ejemplo de una iniciativa bien pensada, estratégica en su formulación y dotada de financiamiento. En este sentido, el Brasil puede llegar a liderar el renacimiento de una América Latina estratégica en materia de transformación productiva. El gran desafío va a ser la implementación del plan por un aparato público que ha perdido en cierta medida la práctica de llevar a cabo iniciativas de transformación productiva de gran envergadura y que se verá enfrentado a la necesidad de establecer una compleja articulación entre organismos y políticas.


    Colombia ha sido uno de los países que, desde 1961, ha mantenido la planificación como parte de las tareas de su gobierno, ejercicio que se ha repetido cada cuatro años, a la par con los ciclos políticos. Estos planes fueron elaborados muy acuciosamente, pero tendieron a instrumentarse para justificar los gastos vinculados a la plataforma política del gobierno de turno, en lugar de expresar prioridades estratégicas para la transformación productiva a mediano y largo plazo.


    Gráfico VI.1
BRASIL: POLÍTICA DE DESARROLLO PRODUCTIVO (PDP): OBJETIVOS, DESAFÍOS, METAS Y POLÍTICAS
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    Fuente: Elaboración propia sobre la base de la Política de Desarrollo Productivo (PDP), 2008.


    A partir de los años noventa, los gobiernos de Colombia centraron sus políticas y planes de desarrollo productivo en el incremento de la competitividad109. Pero este proceso adoleció de cierta discontinuidad a causa de iniciativas que expiraban con cada elección presidencial. Ocurrió así que en 1994, durante el gobierno del Presidente Samper, se intentó mejorar la productividad de las empresas y el ambiente de negocios mediante los acuerdos sectoriales de competitividad. Esta iniciativa fue redefinida en el Plan Nacional de Desarrollo, 1998-2002, impulsado por el siguiente gobierno, con el liderazgo del Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, el que a su vez creó el programa transversal Red Colombia Compite (RCC).


    
      109 Véase una síntesis de estas políticas en Melendez y Perry (2009) y en Gómez Restrepo y otros (2008).

    


    En 2004, el Presidente Uribe inicia otro proceso, liderado por el Departamento Nacional de Planeación (DNP), que dio origen a la elaboración de la Agenda Interna y a la constitución de una Comisión Nacional de Competitividad110. Este proceso, aún vigente, ha sido complementado por el ejercicio prospectivo Visión Colombia 2019, II centenario (Departamento Nacional de Planeación, 2005), impulsado por el DNP, organismo que define este ejercicio como la construcción de un consenso en torno a una visión de Colombia a mediano y largo plazo. Dado que uno de los problemas mayores para la implementación de las estrategias, programas y políticas en Colombia es la discontinuación de las iniciativas al término de cada gobierno, es posible que el marco consensuado a partir de Visión Colombia 2019 siente las bases para una estrategia de Estado111.


    
      110 Esta iniciativa fue motivada en gran parte por la expectativa de la firma de un acuerdo de libre comercio con los Estados Unidos.


      
        111 El Consejo Privado de Competitividad extendió el horizonte del programa Visión Colombia segundo Centenario: 2019 al año 2032, proyectando incrementar la competitividad a un nivel que asegure al país un ingreso per cápita de 20 000 dólares.

      

    


    En el año 2008, el Consejo Nacional de Política Económica y Social (CONPES) publicó el Documento 3527 del DNP, en el que se presenta la política nacional de competitividad y productividad aprobada por la Comisión Nacional de Competitividad. Esto dio origen a 15 planes de acción en los que se definieron ejes estratégicos, en algunos casos con objetivos específicos asociados. También se debe mencionar que el plan de competitividad del país incorpora algunos objetivos horizontales (por ejemplo, infraestructura y educación) junto con programas de competitividad para sectores específicos, algunos tradicionales (por ejemplo, café y textiles) y otros relativamente nuevos (por ejemplo, cosméticos y turismo médico). Sin embargo, en cuanto a estos últimos, la asignación de recursos aún no se realiza.


    En el caso del Perú, la iniciativa que guía el desarrollo es el Plan Nacional de Competitividad, elaborado en 2005 por el Consejo Nacional de Competitividad, cuyas metas se plantearon con vistas a 2011112. El Plan ha permitido articular en cierta medida las políticas orientadas al desarrollo productivo y la competitividad. En su primera versión el Plan comprendía un número inmanejable de focos de actuación: 44 estrategias, 138 políticas, 431 acciones, y 1.400 acciones secundarias. Por consiguiente, en 2006 se procuró reducir dicho ámbito de acción para concentrarse en ocho áreas que, al final, se redujeron a seis (Cadenas competitivas, Perú Innova, Perú Emprende, Simplificación de trámites municipales para empresas, Regiones competitivas y Monitor de la competitividad) 113.


    
      112 Más adelante se provee información sobre el Consejo Nacional de Competitividad. La elaboración del Plan fue motivada en alto grado por el desafío de lograr un acuerdo de libre comercio con los Estados Unidos.


      
        113 El área de Cadenas competitivas comprende algodón, textiles, confección y moda, cacao y chocolate, madera y muebles.

      

    


    Las experiencias del Perú, así como las del Brasil y Colombia, tienen la virtud de haber contado con planes de acción concretos. Sin embargo, el Plan Nacional de Competitividad del Perú114 también muestra la tendencia, frecuente en América Latina, a elaborar diagnósticos con una lista excesivamente extensa de tareas por hacer, sin la necesaria fijación previa de prioridades, algo que las autoridades peruanas comenzaron a corregir poco a poco a partir de 2006, enfrentadas a la realidad de una agenda inmanejable. Otra enseñanza de la experiencia peruana es lo difícil que resulta cumplir los objetivos cuando las acciones no son obligatorias para los ministerios y organismos, sea por ley o por falta de liderazgo político que da lugar a disentimiento dentro del propio gobierno con respecto a lo que se debe hacer. Por otra parte, la acción se ve limitada por la falta de financiamiento, cuando este depende en gran medida de la movilización de recursos extrapresupuestarios para la cooperación técnica, a cargo de la burocracia de organismos multilaterales. Finalmente, el Plan Nacional de Competitividad del Perú enfrenta la dificultad de haber sido elaborado por el gobierno anterior, con la consiguiente incertidumbre sobre el compromiso que asumirá el gobierno actual en cuanto a su ejecución.


    
      114 También impulsado por la negociación de un tratado de libre comercio con los

      Estados Unidos.

    


    En Costa Rica se han elaborado planes nacionales de desarrollo cada cinco años, con cada cambio de gobierno. Sin embargo, en palabras del actual Presidente de la República, “muchos planes de desarrollo del pasado… padecieron el mal de la exuberancia de las intenciones, del exceso de acciones y la consecuente ausencia de prioridades. El Plan Nacional de Desarrollo se convirtió en un documento tan extenso, que ni siquiera se mandaba a imprimir, y tan complejo, que ningún ciudadano era capaz de entenderlo” (Arias, 2007, pág. 2). En este contexto, el Ministerio de Planificación era la única instancia de gobierno que tenía una visión de futuro, pero no se logró traducirla en acciones ni dotarla de financiamiento, por lo que siguieron predominando políticas de gobierno fundamentadas, según el mismo Presidente, en la “improvisación” (Arias, 2007, pág. 2) Además, por falta de capacidad para crear consensos, los planes quedaban como un programa más del gobierno de turno y, en la práctica, el país fue avanzando sin planes de acción a mediano y largo plazo que hubieran podido ser continuados por los

    gobiernos posteriores.


    No obstante, paralelamente con los planes nacionales, en el país se pudo desarrollar una estrategia a mediano y largo plazo, de carácter tácito, enfocada en la diversificación y escalonamiento de las exportaciones mediante incentivos y atracción de IED como pilar de las acciones115. Desde mediados de la década de 1980 y junto con la apertura económica —que no fue tan drástica y acelerada como en otros países latinoamericanos—, el gobierno impulsó políticas que favorecían las exportaciones no tradicionales, con especial énfasis en el régimen de procesamiento de exportaciones. El sector privado desempeñó desde el comienzo un papel fundamental, ya que la Coalición Costarricense de Iniciativas para el Desarrollo (CINDE) —un organismo privado, creado con financiamiento de la Agencia de los Estados Unidos para el Desarrollo Internacional (USAID), dedicado a la atracción de inversión extranjera— fue el catalizador de dichas políticas. Lo interesante de esta experiencia es que los Presidentes de la República mantuvieron a largo plazo la colaboración público-privada (informal y tácita) como base de la estrategia con el fin de hacerla viable. Cabe subrayar que este esquema siguió vigente más allá de los ciclos de gobierno y que los programas y políticas, así como la institucionalidad, fueron readecuándose a medida que cambiaban las condiciones internas.


    
      115 Por ejemplo, la decisión de incrementar la calidad de la IED para tomar en consideración el mayor nivel del salario nacional con respecto a sus países vecinos y a los de Asia.

    


    En la actualidad, la visión estratégica del Gobierno de Costa Rica se expresa en el Plan Nacional de Desarrollo 2006-2010, que establece los lineamientos centrales del programa del gobierno en una forma que busca superar el carácter excesivamente amplio de planes anteriores. También recoge las recomendaciones hechas en el marco de la Estrategia Siglo XXI, una iniciativa visionaria a largo plazo que apunta a situar el conocimiento y la innovación como los motores fundamentales del avance costarricense hacia el desarrollo (Gobierno de Costa Rica, 2007, pág. 28). La Estrategia Siglo XXI no es un proyecto de gobierno propiamente tal, sino una propuesta multisectorial y nacional que propone formular una plataforma cimentada en la educación, la ciencia, la tecnología y la innovación. Segmentos importantes de esta iniciativa pasaron a configurar programas del Plan Nacional de Desarrollo.


    Chile también ha mantenido durante los últimos 35 años una estrategia nacional, no formalmente documentada, que apunta principalmente al desarrollo exportador sobre la base de sus recursos naturales y de la conquista de mercados externos. Esta estrategia partió con políticas impuestas e impulsadas por el gobierno autoritario de Pinochet, que evolucionaron hasta convertirse en una estrategia informal y tácita fundada en un consenso político y económico entre el sector público, el privado y los partidos políticos predominantes en el período ya democrático. También cabe destacar la implantación en este proceso de una ideología que favorece el liderazgo del sector privado y minimiza el campo de acción del Estado.


    Sin embargo, el modelo exportador de Chile, tan exitoso por muchos años, comenzó a perder dinamismo hacia fines de la década de 1990, lo que hizo necesario pasar a una nueva fase de desarrollo productivo y exportador, enfocada hacia actividades que incorporaran mayor conocimiento y valor agregado. Esto dio lugar al “redescubrimiento” del papel proactivo del Estado, cuya expresión más clara está contenida en la Estrategia de Innovación, elaborada por el Consejo Nacional de Innovación para la Competitividad. Junto con impulsar el mejoramiento de la coordinación de un sistema de innovación bastante fragmentado, el Consejo propuso concentrar los recursos en el desarrollo de un número específico de aglomeraciones (clusters) de exportación y crear, incluso en las cadenas de producción de bienes basados en recursos naturales, actividades con mayor incorporación de conocimiento y valor agregado116. Para ello se contó con un diagnostico y lineamientos de acción elaborados por una asesoría extranjera, así como con recursos provenientes de regalías mineras. El diseño de esta estrategia ha posibilitado una evolución desde políticas horizontales orientadas principalmente a dar apoyo a las pequeñas y medianas empresas (pymes), cuya justificación era solucionar fallas de mercado, aumentar la productividad de las empresas y modernizar su tecnología, a un énfasis —sobre el cual no existe pleno consenso a nivel de gobierno— en políticas verticales, centradas selectivamente en ciertos sectores y aglomeraciones117.


    
      116 Los problemas de fragmentación eran ocasionados por la existencia de un excesivo número de instrumentos de apoyo, más de 130 fondos o programas específicos permanentes, con complejos protocolos que impedían cumplir plazos, además de una multiplicidad de actores gubernamentales con escasa coordinación entre sí.


      
        117 En Agosin, Larraín y Grau (2009) se presenta un análisis de estas políticas.

      

    


    La constitución del Consejo y sus propuestas de políticas proactivas con orientación selectiva y a mediano y largo plazo podrían representar un avance en un país donde la cultura económica dominante gira en torno a la macroeconomía y la coyuntura. En segundo lugar, la existencia de una propuesta documentada de la estrategia, al margen de la fórmula poco participativa por la que se optó para su elaboración, confiere al organismo encargado de coordinar los programas y políticas mayor capacidad de difusión y claridad en la transmisión de los objetivos. Sin embargo, ha habido obstáculos para la implementación de la estrategia debido a factores como falta de madurez de las aglomeraciones seleccionadas en cuanto a grado de integración de los empresarios para definir una agenda común118; falta de confianza del sector académico en los empresarios y en el propio Consejo (Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas, 2008) y, por último, grado de compromiso a veces bajo de las autoridades de gobierno a las que compete la implementación de la estrategia. Sin embargo, también cabe señalar que todo esto es parte de un proceso recién iniciado y que requiere un aprendizaje de la experiencia y la implementación.


    
      118 En muchos casos, las aglomeraciones no existían como tales, es decir, como grupos de empresarios articulados en un territorio específico y organizados de alguna manera para lograr un conjunto de objetivos comunes.

    


    En Panamá, la ampliación del Canal abrió el espacio político para un debate nacional acerca de la necesidad de establecer una visión de futuro que sirviera para capitalizar los beneficios de ese logro. Esta fue la base de la Concertación nacional para el desarrollo, iniciativa impulsada por el Presidente Torrijos y que apuntaba a la construcción de acuerdos acerca de un conjunto de ejes estructurantes del desarrollo nacional hasta 2025. Los ejes prioritarios seleccionados son muy generales y se relacionan con bienestar y equidad, crecimiento económico y competitividad, modernización institucional y educación. A partir de estas líneas de acción se definieron objetivos, metas y estrategias de desarrollo, algunos más específicos que otros, que apuntan en especial a la superación de

    la pobreza.


    Este fue un esfuerzo histórico por crear una visión consensuada del desarrollo del país. Tiene las virtudes de un plan verdadero en el sentido de que hay un cierto grado de especificidad en las metas establecidas en muchas de las áreas (pero no en todas); existen compromisos de financiamiento a mediano y largo plazo procedente de los ingresos generados por el Canal, y se estableció una comisión publico-privada para monitorear y evaluar la implementación; incluso se cuenta con la promesa de crear un sistema de indicadores formales de cumplimiento de metas. Esta iniciativa en la actualidad se enfrenta a dos desafíos: la capacidad del gobierno para coordinarla e implementarla y la disposición del nuevo gobierno de continuar con ella.


    Barbados, uno de los países más exitosos en la región, posee una tradición en materia de planeamiento que data de los años cuarenta y que nunca ha sido interrumpida (CEPAL, 2001). Esta ex-colonia británica, a partir de su independencia, adoptó como estrategia la diversificación de las exportaciones, el desarrollo de los servicios sociales y la promoción temprana del turismo119. Con estos fines se fomentó la inversión extranjera, para lo cual en 1965 se promulgó la ley de empresas internacionales (International Business Company Act), que otorgaba incentivos tributarios a la inversión (CEPAL, 2005; Artana, Auguste y Downes, 2008 y Springer, 2008). En este período existía amplio consenso sobre la importancia de la apertura económica y de la atracción de IED.


    
      119 La diversificación de las exportaciones se relaciona con la caña de azúcar, producto tradicional de Barbados.

    


    En la década de 1970 los gobiernos de la isla procuraron desarrollar la industria liviana con el fin de crear las condiciones para una mayor absorción de mano de obra. Sin embargo, el retiro de Intel a mediados de los años ochenta dio un vuelco a la estrategia y los esfuerzos apuntaron entonces al fortalecimiento de la industria financiera. El acuerdo al respecto firmado con los Estados Unidos dio mucho empuje a esta estrategia, pero ello no evitó que a comienzos de la década de 1990 el país cayera en una profunda crisis de balanza de pagos que, sin embargo, fue enfrentada con éxito mediante la concertación social que se examinará más adelante. En los años noventa la estrategia se orientó a la consolidación de una plataforma de negocios internacionales, lo que implicó la reformulación de la International Business Company Act y el diseño de una legislación complementaria para la atracción de IED.


    El Plan estratégico nacional de Barbados (2005-2025) consta de los siguientes seis objetivos generales: desatar el espíritu de la Nación; idear un nuevo gobierno para tiempos nuevos; construir capital social; fortalecer la infraestructura física y preservar el medio ambiente; elevar la prosperidad y la competitividad del país y expandir globalmente la marca Barbados. Cada uno de los seis objetivos de la estrategia está desglosado en objetivos secundarios, los cuales tienen estrategias y metas también muy generales, aunque en unos pocos casos se proponen indicadores finales para verificar el cumplimiento de las metas (véase

    el anexo).


    De la lectura del plan de Barbados se desprende que, como en el caso de México que se analizará a continuación, constituye un marco general en el que se llevan adelante las políticas, lo que significa que estas se estructuran en torno a aspiraciones relativamente generales sobre el desarrollo de una economía moderna y competitiva, pero que no están expresadas en un plan de acción operacional. Si se reconoce que la estrategia y sus acciones específicas son dos elementos indisolubles e indispensables para cumplir una aspiración, no es sorprendente que en este caso los resultados concretos sean a menudo limitados.


    El Plan Nacional de Desarrollo 2007-2012 de México es otro buen ejemplo de falta de concreción de la estrategia adoptada, lo que también se observa en algunos casos anteriores (Presidencia de la República de México, 2007b). El Plan fue elaborado con un enfoque integral, basado en la Visión 2030. Al igual que los casos anteriores, cuenta con varios ejes estratégicos: Estado de derecho y seguridad; economía competitiva y generadora de empleos; igualdad de oportunidades; sustentabilidad ambiental; democracia efectiva y política exterior responsable. Para cada uno de estos ejes orientadores de política, en el Plan se presenta una serie de objetivos por alcanzar y las estrategias o caminos diseñados para lograrlos. Por ejemplo, para el eje “economía competitiva y generadora de empleos” existen 13 objetivos relacionados120. Estos objetivos no responden a prioridades, sino que representan más bien el abanico completo de temas asociados al eje orientador, en este caso, generación de empleo y competitividad. Un hecho que explicaría la ausencia de prioridades es que aparentemente se mezcla el programa de gobierno con la estrategia de desarrollo, sin tener en cuenta que mientras el primero está limitado al ciclo político, el segundo apunta fundamentalmente al mediano y largo plazo121.


    
      120 Estos objetivos son: Política hacendaria para la competitividad; sistema financiero eficiente; Sistema nacional de pensiones; Promoción del empleo y paz laboral; Promoción de la productividad y competitividad; Pequeñas y medianas empresas; Sector rural; Turismo; Desarrollo regional integral; Telecomunicaciones y transportes; Energía, electricidad e hidrocarburos; Sector hidráulico, y Construcción y vivienda.


      
        121 La posibilidad de proyectar el Plan más allá del período del gobierno de turno depende del logro de consensos públicos, un tema que se aborda más adelante.

      

    


    Sin embargo, quizás lo más importante sea que en el plan no se señala concretamente cómo se podrán lograr los objetivos, ya que las estrategias propuestas también se expresan en generalidades, tales como “se debe fomentar y profundizar la competencia… hay que facilitar la investigación científica… es preciso disminuir los costos para la apertura de nuevas empresas…”122. Por lo que cabe preguntar: ¿Cómo se van a instrumentar los objetivos? ¿Quién es responsable de los temas en cuestión? ¿A qué organismos compete su promoción? ¿Con qué recursos cuenta el país y cuántos será necesario agregar para lograr los objetivos propuestos? Tampoco se indica el plazo en que se cumplirán los objetivos ni cuáles son las metas a corto, mediano y largo plazo, ni siquiera en el contexto de un programa por un período presidencial.


    
      122 El plan estratégico de Barbados tiene un carácter parecido.

    


    Estrategias y planes como el de México, que se acaba de examinar, nuevamente constituyen más un marco conceptual de intenciones que un camino de acción. Por ello no es de extrañar la escasa articulación entre los programas y políticas de las entidades específicas y los objetivos de

    la estrategia.


    B. Las alianzas público-privadas contemporáneas:

    logros y limitaciones


    A pesar de no haberse alcanzado el grado de madurez que muestran las experiencias extrarregionales, en América Latina se conocen casos de diálogo entre los principales actores económicos y sociales y el Estado que, en ocasiones, han desempeñado un papel relevante. Este fenómeno se ha dado en el ámbito global, con mesas de diálogo, comisiones especiales e, incluso, órganos permanentes asesores de la Presidencia e intercambios de ideas con vistas a la definición de estrategias, planes nacionales de desarrollo o ambos. También se aprecia colaboración público-privada en sectores y regiones, en algunos casos aún más maduras que en el ámbito global. Por último, ha habido una cierta incorporación de representantes del sector privado en las entidades ejecutoras de las políticas públicas.


    Con respecto a los tipos de diálogo, el análisis es equivalente al presentado en el capítulo III. Se distinguen claramente las alianzas de tipo formal y estructurado que predominan en Barbados, Colombia, Panamá y el Perú. En estos países se ha legislado respecto del proceso de colaboración público-privada, lo que le otorga un estatus formal que facilita la legitimación de estas alianzas y su organización, a la vez que, en cierta forma, las protege de los cambios de gobierno y sus diferentes concepciones. En cuanto a los diálogos estructurados, puede ser que no haya legislación al respecto, pero se expresan en consejos o comisiones que, en algunos casos, con el transcurso del tiempo fueron adquiriendo legitimidad de hecho. Los diálogos informales y tácitos existen, por ejemplo, en Costa Rica, donde los sectores público y privado son permanentes colaboradores, pero sin instancias formales que definan esta relación. Hay también participaciones de tipo específico, como en México, originadas por convocatorias del gobierno con duración y funciones acotadas.


    En ciertos países puede predominar la coexistencia de varios tipos de diálogo y por ello, como se vio en un capítulo anterior, se han caracterizado como “híbridos”. Un ejemplo de alianza público-privada híbrida es la que se observa en el Brasil, ya que al nivel más alto del gobierno existe una alianza formal y estructurada en el marco del Consejo de Desarrollo Económico y Social (CDES), mientras que aún prima una modalidad especial de colaboración público-privada en torno a políticas y planes específicos, como por ejemplo en la PDP. En Chile, la forma predominante también es híbrida; caracterizada por una alianza formal y estructurada en los casos del Consejo Nacional de Innovación para la Competitividad (CNIC), la Agencia Regional de Desarrollo Productivo y en aglomeraciones sectoriales definidas por la estrategia de innovación. Por otra parte, los gobiernos de la Concertación fomentaron alianzas público-privadas de carácter formal ad hoc, por medio de comisiones especiales convocadas en relación con temas específicos, como las comisiones de educación, de equidad, la agenda procrecimiento y otras.


    Para comprender la evolución de las alianzas público-privadas en los países de América Latina se debe tener en cuenta que en ellos predominó por largo tiempo una visión dicotómica entre Estado y mercado. En un extremo están los defensores del mercado, que continúan abogando por la reducción del Estado, lo que en muchos casos ha redundado en un gran debilitamiento de las instituciones públicas; en el otro se sitúan los que defienden el Estado, no confían en el mercado y demandan un control creciente de su normal funcionamiento. Esto, a su vez, se traduce en una profunda desconfianza entre el sector público y el privado, sujetos a una dependencia del pasado que dificulta la sustentación de estas alianzas. Es en este contexto que en algunos países se han producido recientemente iniciativas de acercamiento y colaboración para construir un proyecto compartido del futuro nacional. Esto venía ocurriendo con anterioridad a la actual crisis financiera global, por lo que es de esperar que las alianzas se fortalezcan debido justamente a la necesidad de enfrentar su impacto a corto plazo de manera consistente con las necesidades estructurales de un crecimiento alto y sostenido a mediano y largo plazo123.


    
      123 Como se señaló en un capítulo anterior, en los casos exitosos a menudo la crisis ha sido un catalizador para consolidar alianzas pública-privadas.

    


    En el cuadro VI.3 se ilustran las alianzas público-privadas en países latinoamericanos incluidos en el estudio. Los aspectos considerados son los respectivos ámbitos de acción global y sectorial, las funciones, los tipos de diálogo, la estructura o forma de los organismos en que se expresa la alianza público-privada y la representatividad de sus miembros.


    1. Las alianzas público-privadas en el ámbito global


    En el ámbito global actualmente es posible encontrar múltiples instancias de colaboración público-privada que, con frecuencia, son alianzas formales ad hoc, como mesas de diálogo o comisiones convocadas por los gobiernos para buscar entendimientos en torno a temas específicos, por lo que una vez alcanzados los acuerdos, la instancia se extingue. Sin embargo, en los últimos años ha habido una tendencia a formalizar estructuras de diálogo entre el sector público y el privado que, en muchos casos, permiten llegar a ciertos consensos o entendimientos que contribuyen a impulsar políticas a más largo plazo, a fortalecer los gobiernos y, en ocasiones, a avanzar en la definición estratégica del desarrollo.


    a) Consejos asesores de la Presidencia


    Entre los diálogos formales establecidos por medio de instancias participativas estructuradas con el fin de fortalecer los gobiernos existen dos buenos ejemplos: el CDES en el Brasil y el Acuerdo Nacional en el Perú.


    El CDES fue creado en 2003 en respuesta a un reconocimiento del gobierno de la importancia para el desarrollo económico y social de la responsabilidad compartida entre el aparato estatal y los diferentes actores sociales. Los 102 miembros del Consejo, que se desempeña como organismo consultivo y asesor de la Presidencia, fueron designados formalmente por el Presidente de la República, por un período de dos años. El Consejo está integrado por representantes de los trabajadores (líderes sindicales); empresarios participantes a título propio y personalidades de diferentes sectores. Los miembros permanentes del Consejo, que provienen todos del gobierno, no pueden superar el 25% del total, en tanto que el empresariado tiene una representación del 45%.


    Cuadro VI.3
TIPOS DE ALIANZAS PÚBLICO-PRIVADAS EN AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE
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    Fuente: Elaboración propia sobre la base de información oficial de los países.


    


    El trabajo de CDES se realiza en reuniones plenarias y en grupos de trabajo temáticos con agendas definidas por las demandas del gobierno o de los propios consejeros. Durante los años 2004 y 2005 se analizó la importancia de contar con una visión de país y se emprendió la tarea de elaborar lo que finalmente resultó ser un conjunto de políticas, publicado bajo el título Agenda Nacional de Desenvolvimento (CDES, 2007). Este programa, si bien no se convirtió en bandera del gobierno, influyó en algunas reformas.


    El CDES tiene ciertos problemas que, de no enfrentarse, con el tiempo podrían debilitar el organismo. En primer lugar figura la forma de reclutamiento directo de sus miembros por el Presidente de la República. En algunos casos los nombrados no representan adecuadamente a los actores económicos relevantes, lo que en ciertas esferas deja la impresión de que se trata de un ejercicio de “los amigos del Presidente” y crea desconfianza acerca del papel del Consejo. En segundo lugar, dado que ciertos actores poderosos, como los líderes de la confederación de la industria y las asociaciones sectoriales (bienes de capital, sector automotor) no están representados, fortalecen sus vínculos fuera del CDES, mediante cabildeo (lobbying) ante el Presidente de la República y/o ministros, lo que debilita la relevancia del propio CDES. En tercer lugar, el alto número de miembros que lo integran y su heterogeneidad dificulta mucho el logro de los acuerdos y los consensos requeridos para la toma de decisiones. El cuarto problema radica en que el cuestionamiento de la real relevancia del foro diluye el interés en participar en él. Finalmente, no obstante los esfuerzos realizados, se requiere una mayor difusión de la labor del Consejo entre la sociedad civil.


    Otro país que cuenta con una instancia de asesoría global al gobierno en áreas temáticas a mediano y largo plazo es el Perú. Se trata del Acuerdo Nacional, creado bajo la Presidencia de Toledo en 2002 y encabezado por el Primer Ministro, con el fin de definir una visión compartida del futuro del país entre gobierno, partidos políticos y representantes de la sociedad civil, de acuerdo con un proyecto de desarrollo en democracia. En el marco del Acuerdo se han propuesto, desde su creación, 31 políticas de estado consensuadas sobre democracia y Estado de derecho, equidad y justicia social, competitividad y Estado eficiente. En los años transcurridos también se han impulsado varios proyectos; sin embargo, sin captar la plena atención de los altos mandos del gobierno, sin un número suficiente de representantes con bastante peso como para hacerse escuchar y sin financiamiento, este foro ha ido perdiendo poder y capacidad de influir, lo que ha determinado que en el último tiempo sus esfuerzos hayan tendido a diluirse. No obstante, el Acuerdo Nacional es una semilla que puede germinar en el futuro si se nutre de liderazgo político. En efecto, si con el liderazgo político del gobierno se avanzara en la articulación y reforzamiento de alguna forma de conjunción entre la estructura gubernamental de toma de decisiones y las propuestas de un núcleo heterogéneo de participantes con suficiente peso político o profesional, y si además se contara con apoyo técnico y financiero adecuado, quizás se podría renovar la relevancia de este foro como un punto de referencia para el diseño de políticas económicas a mediano y largo plazo.


    En Chile, el Foro de Desarrollo Productivo (FDP) fue una experiencia lamentablemente fallida. Si bien ya no existe, en el período 1994-1999 era la instancia de diálogo social más importante en el país. El FDP fue creado como un ámbito permanente de encuentro entre los principales actores del desarrollo productivo de la economía. Se concibió con la finalidad principal de identificar y promover iniciativas que apuntaran a facilitar un crecimiento dinámico y sostenido de la economía chilena, en un marco de estabilidad y equidad. El propósito consistía en impulsar un diálogo social amplio, que se tradujera en acuerdos entre los sectores público y privado, para ir construyendo una estrategia de desarrollo compartida.


    El órgano principal del foro era el Consejo para el Desarrollo Productivo, presidido por el Ministro de Economía e integrado por 24 consejeros que representaban al Gobierno y a los sectores gremial y laboral124. Tenía como función principal revisar el seguimiento de las acciones derivadas de los acuerdos y de las políticas recomendadas. El foro tuvo problemas de falta de apoyo político, tanto del gobierno como de los partidos, que no estaban convocados125. Por otra parte, la cultura de visión cortoplacista predominante entre los trabajadores, los empresarios y, en cierta forma, dentro del propio gobierno, reducía las posibilidades de lograr consensos sobre temas que, por su naturaleza, eran a mediano y largo plazo. Estos conflictos acentuaban la desconfianza entre las partes, lo que condujo finalmente a la disolución del Consejo.


    
      124 El FDP fue una entidad tripartita integrada por el gobierno, la Central Unitaria de Trabajadores (CUT) y la Confederación de la Producción y del Comercio (CPC). Los representantes de estas dos entidades eran elegidos por sus propias organizaciones.


      
        125 El Ministerio de Economía carecía de peso suficiente en un gobierno dominado por el Ministerio de Finanzas.

      

    


    En 2001, durante el gobierno del Presidente Lagos, se crea una nueva alianza ad hoc denominada Consejo público-privado para el desarrollo exportador, en la que participaron la Confederación de la Producción y del Comercio (CPC) y el gobierno. Este Consejo tuvo como finalidad implementar la propuesta generada por la Confederación y denominada Agenda Pro Crecimiento. El Consejo se organizó en cuatro comisiones orientadas a la facilitación del comercio, el fomento productivo, la inserción internacional y la promoción de las inversiones, las exportaciones y el turismo, resultando un instrumento eficaz para impulsar varios puntos de la agenda y entablar un diálogo efectivo entre los empresarios y el gobierno en torno a las negociaciones de los tratados de libre comercio. Sin embargo, finalizadas las negociaciones, el diálogo fue perdiendo fuerza y esta instancia durante el nuevo gobierno dejó de existir.


    b) Alianzas que participan en la definición de estrategias


    En el cuadro VI.4 se presentan los consejos público-privados en países de la región que han logrado legitimarse en torno a la definición, o incluso la implementación, de la estrategia nacional. Algunos están formalmente instituidos y vienen actuando desde hace varios años, como en los casos de Barbados y Colombia, en tanto que otros son más recientes, como los existentes en Chile y Panamá, además de instancias incipientes y aun ad hoc en el Brasil. Por último, en períodos anteriores en Costa Rica y también en Chile se han dado diálogos informales público-privados muy efectivos.


    i) La alianza nacional tripartita de Barbados avanza en la construcción de consensos, pero corre el peligro de

    quedar inmovilizada


    La alianza nacional tripartita de Barbados ha sido una forma positiva de institucionalizar la construcción de consensos en torno a temas socioeconómicos. Como se mencionó esta instancia nace en los años noventa como resultado de una crisis económica y de una historia de alianzas informales y especiales. El modelo de la alianza se fue gestando para solucionar los problemas económicos y sociales del país a partir de negociaciones y consultas entre representantes del sector privado, el gobierno y los trabajadores. Las iniciativas de colaboración finalmente fueron expresadas en “protocolos”, que determinan el eje de desarrollo de las relaciones industriales y son reconocidos como una herramienta en materia de políticas públicas126. Los tres estamentos que participan en la alianza consideran que los protocolos son una manera de enfrentar los desafíos de la globalización y las demandas de una competitividad basada en la información. Las declaraciones contenidas en los protocolos son bastante generales, como la idea de crear una economía moderna y eficiente, establecer un equilibrio entre los precios y los ingresos mediante una baja inflación, lograr una sociedad más inclusiva, y distribuir los beneficios del crecimiento económico en forma justa y equitativa.


    
      126 Los protocolos son principios orientadores para llegar a acuerdos entre los miembros de la alianza, pero no se convierten en leyes, aunque en ocasiones sientan las bases para posterior legislación. Desde 1993 a la fecha se han firmado cinco protocolos. El primero, suscrito en 1993 trataba de la estabilización económica y las negociaciones colectivas (1993-1995); el segundo se refería a la formación de alianzas para la contención de los salarios y la productividad (1995-1997); el tercer protocolo estaba dedicado a la construcción de una alianza social y económica sustentable (1998-2000); el cuarto, a la creación de una economía moderna con inclusión social (2001-2004), y el quinto protocolo expandió las provisiones anteriores, resaltando la importancia de que existiera un mercado CARICOM común (2005-2007). Este último protocolo ha sido extendido por otros dos años, lo que quizás refleja una cierta parálisis de la alianza.

    


    Aun cuando la alianza ha contribuido a la formulación de estrategias globales para el desarrollo económico, su papel principal se ha circunscrito sobre todo a ofrecer un espacio de diálogo para encarar temas identificados y considerados problemáticos por sus miembros127. El gobierno central es, por supuesto, el actor determinante en la definición de las políticas públicas, pero considera y valora la interacción y los consejos que emanan de la alianza. Por consiguiente, esta instancia ha sido fundamental para avanzar hacia una economía más liberalizada, pero, al mismo tiempo, también lo ha sido para regular las relaciones industriales y el mercado laboral.


    
      127 Para la formulación del plan estratégico nacional de Barbados (2005-2025), el Gobierno consultó extensivamente a los miembros de la alianza, ya que uno de los temas comprendidos en el plan es precisamente el fortalecimiento de la alianza y su institucionalización legal en la constitución. Por lo tanto, los objetivos expresados en el plan actúan como una guía estratégica para la alianza.

    


    Cuadro VI.4
AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE: PARTICIPACIÓN DE LAS ALIANZAS PÚBLICO-PRIVADAS EN LAS ESTRATEGIAS Y PLANES
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    Fuente: Elaboración propia.


    a Se refiere a la formulación de la estrategia de innovación, la que no ha sido consensuada como estrategia nacional de desarrollo.


    


    Para el éxito de la alianza ha sido esencial el amplio consenso que existe en las cúpulas de las estructuras políticas y administrativas, así como el hecho de contar con un movimiento sindical organizado y unido y un sector privado muy representativo, elementos que han permitido progresar hacia una cohesión social y una continuidad política128. No obstante, la característica más diferenciadora de esta alianza es el alto grado de sofisticación alcanzado por los sindicatos, cuya respetabilidad y profesionalismo es crítica a la hora de construir consensos.


    
      128 La continuidad también fue facilitado por el largo mandato democrático otorgado al Partido Laboral de Barbados, que ha permanecido en el poder desde 1994 hasta 2008. Queda por verse cuál será el papel de la alianza en el

      nuevo gobierno.

    


    En el gráfico VI.2 se muestran los distintos niveles de diálogo establecidos en la alianza público-privada en Barbados, los miembros que la integran y la frecuencia con que realizan su actividad. Esta estructura permite la participación de los actores en la definición de las políticas y en el seguimiento y evaluación de su implementación. Otro elemento importante que cabe destacar es el equilibrio existente entre los diversos representantes, que asegura una mejor negociación y sustenta la confianza del sector privado —incluidos los representantes de los trabajadores— en dicha institucionalidad. La alianza tiene el apoyo secretarial de un ministerio.


    Gráfico VI.2
BARBADOS: ESTRUCTURA ORGANIZATIVA DEL PACTO SOCIAL
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    Fuente: Basil Springer, “Barbados: private-public sector partnerships”, Santiago de Chile, Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), 2008, inédito.


    Si bien la alianza nacional tripartita de Barbados es quizás la más avanzada en la región, en años recientes adolece de problemas de gobernabilidad que han venido reduciendo su eficacia. Por una parte, el nivel más bajo de su estructura, que se reúne una vez al mes, tiene una limitada capacidad de toma de decisiones; por la otra, el nivel más alto, que sí tiene poder de decisión, debería reunirse cada trimestre, pero a menudo no se cumple ese mandato por falta de quórum. Por su parte, con frecuencia el representante de los sindicatos es la misma persona en los niveles más bajo y más alto de la alianza, lo que redunda en un predominio de los temas laborales en desmedro de otros sectoriales y económicos y de los comprendidos en el plan estratégico nacional. Además, si bien la alianza tiene apoyo secretarial especial, hace falta un apoyo técnico estructurado para sustentar debates más orientados a la identificación y resolución de problemas, así como al contenido específico del plan estratégico nacional. En cuanto a este último, la puesta en práctica de planes de acción anuales, junto con evaluaciones formales, sería una manera de llevar a un plano más concreto los debates de la alianza. Finalmente, hay cierto reconocimiento de que es preciso expandir la participación en la alianza para incluir las organizaciones no gubernamentales (ONG) (véase Springer, 2008).


    ii) Colombia muestra un modelo de colaboración público-privada para la planificación e implementación de estrategias, pero su sustentabilidad ha sido socavada por los ciclos políticos


    En Colombia existe actualmente una institucionalidad que permite a los actores económicos y sociales expresarse en dos instancias centrales: el Consejo Nacional de Planeación y la Comisión Nacional de Competitividad. Respecto del primero, a partir de 1991 y por mandato constitucional, el gobierno fortaleció la planeación mediante la incorporación al proceso de las organizaciones de la sociedad civil como una forma de corregir prácticas centralistas y unilaterales del Ejecutivo, y clientelistas del Congreso y de los partidos políticos. De acuerdo con esto, el Consejo Nacional de Planeación se coordinó con consejos territoriales en 32 departamentos y 1 067 municipios. La función principal de estos consejos público-privados estuvo orientada a presentar opiniones, propuestas y recomendaciones sobre los planes de desarrollo preparados por el Presidente de la República, los gobernadores de los departamentos y los alcaldes de los municipios (Forero Pineda, 2000). Sin embargo, con el transcurso del tiempo esta instancia se ha venido debilitando, afectada en parte por el gran número de regiones (32) y la heterogeneidad de sus participantes. De hecho, en muchos departamentos ha dejado de

    ser operativa.


    Otra instancia de alianza público-privada entre 1998 y el 2002 fué la Red Colombia Compite, creada bajo la administración del Presidente Pastrana; su actividad se relacionó con el incremento de competitividad en tres dimensiones: regional, cadenas productivas y redes especializadas. Para ocuparse de la primera se convocó a actores que se consideraban comprometidos con los proyectos de tipo transversal regional, a fin de unir esfuerzos y mejorar la competitividad. Simultáneamente se crearon los Convenios de Competitividad de Cadenas Productivas, espacios de diálogo y concertación público-privada para el diseño y puesta en marcha de acciones tendientes a mejorar la productividad y la competitividad de las empresas que formaban parte de las cadenas productivas. Finalmente, se implementaron las Redes Especializadas, instancias de concertación nacional en las que se trabajaba en proyectos considerados de tipo transversal nacional y se apoyaba el avance de aquellos que, por su complejidad, no podían abordarse en la dimensión sectorial o de cadenas productivas. Estas redes tuvieron inicialmente una importante participación empresarial, pero su acción fue decayendo con el tiempo por falta de liderazgo gubernamental y de claridad

    de objetivos.


    Hacia el año 2004 este proceso de concertación condujo a la creación de la Agenda Interna para la productividad y la competitividad. Para su implementación se instituyó la Comisión Nacional de Competitividad, instancia público-privada presidida por el presidente y que articula a los actores y organismos, a nivel nacional y regional. Esta Comisión es un espacio de encuentro donde los representantes del gobierno nacional (15 miembros, la mayoría ministros, más delegados departamentales). El sector empresarial (dos delegados por gremio), los trabajadores (dos representantes nombrados por los sindicatos), las universidades (dos representantes) y tres representantes elegidos directamente por el Presidente se reúnen, de acuerdo con lo establecido en la legislación, para formular los lineamientos de la política de productividad y competitividad, en concordancia con los planes y programas de desarrollo del país.


    Lamentablemente, los miembros civiles de la Comisión no han tenido una participación muy activa. Otros elementos que atentan contra la participación en la Agenda Interna y en los planes de competitividad y desarrollo son, como lo señalan Melendez y Perry (2009, pág. 80), la persistencia de los ministerios y organismos que mantienen prácticas clientelistas y rentistas lo que permite a los actores privados obtener rentas por fuera de la Agenda mediante negociaciones con el gobierno o el Congreso, lo que hace perder coherencia y efectividad a la

    política gubernamental.


    Un grupo de más de 30 importantes empresas (incluyendo multinacionales radicadas en el país), junto con representantes de tres universidades de renombre local y representantes de la pequeña y mediana empresa, se organizaron en el Consejo Privado de Competitividad. Dos grandes gremios empresariales del país fueron invitados como observadores.


    Este Consejo desempeña un papel muy importante en la alianza público-privada en Colombia, ya que articula y asocia el sector privado con vistas a liderar y posicionar una visión de largo plazo en el país, así como monitorear el progreso de la agenda interna. Este sistema se replica, además, a nivel de los consejos regionales de competitividad, en los que se delinea la estrategia regional y se supervisa su ejecución y seguimiento. En el gráfico VI.3 se resume la estructura organizativa

    del CPC.


    Gráfico VI.3
COLOMBIA: COMPOSICIÓN DEL CONSEJO PRIVADO DE COMPETITIVIDAD


    [image: graficoVI3.jpg]


    Fuente: Consejo Privado de Competitividad (CPC), “Esquema organizacional del CPC” [en línea] http://www.compite.ws/spccompite/content/page.aspx?ID=69.


    


    Con el fin de evaluar los avances de la Agenda, el Consejo publica anualmente un Informe nacional de competitividad (CPC, 2008 y 2009), en el que se entrega un actualizado diagnóstico nacional, sectorial y regional, además de destacar los obstáculos y problemas para seguir llevando adelante la estrategia129.


    
      129 En el último informe se presenta la visión de largo plazo del Consejo Privado de Competitividad: Visión Colombia 2032. El Consejo propone convertir a Colombia en uno de los tres países más competitivos de América Latina, elevar el ingreso per cápita hasta alcanzar el de un país de ingreso medio alto, “a través de una economía exportadora de bienes y servicios de alto valor agregado e innovación, con un ambiente de negocios que incentive la inversión local y extranjera, propicie la convergencia regional, mejore las oportunidades de empleo formal, eleve la calidad de vida y reduzca sustancialmente los niveles de pobreza.” (CPC, 2009, pág. 15).

    


    Tras esta revisión cabe destacar que, de los países examinados, Colombia es uno de los países que cuenta con mayor experiencia en la práctica de las alianzas público-privadas. Sin embargo, a pesar de que desde hace tiempo existen iniciativas orientadas a crear sinergias para consolidar el diálogo entre el sector público, el privado y la academia, el proceso no ha sido fácil. Las permanentes redefiniciones a las que están expuestas las alianzas con cada nuevo ciclo político han debilitado las acciones conjuntas de los actores, en este caso en torno a la estrategia de competitividad. Por consiguiente, como lo señalan Meléndez y Perry (2009), pudiera ser que la consolidación de un órgano como el Consejo Privado de Competitividad contribuyera a dar sustentabilidad a las políticas a largo plazo definidas en la Agenda Interna y a ir perfeccionando esta última con sus nuevas propuestas.


    iii) En Panamá existe una experiencia reciente de colaboración público-privada, pero el desafío es que perdure pese a los cambios de gobierno y pueda avanzar en términos

    de institucionalidad


    El Consejo de la Concertación Nacional para el Desarrollo fue creado como una instancia público-privada de participación ciudadana para la consulta, verificación, recomendación y presentación de propuestas acerca del cumplimiento de los acuerdos y las metas establecidos por la Concertación Nacional para el Desarrollo. El ente estuvo presidido por el Vicepresidente de la República e inicialmente integrado por 33 representantes de las tres áreas que participaron en la Concertación Nacional para el Desarrollo: i) sector productivo, incluidos trabajadores, asociaciones empresariales, pymes, asociaciones profesionales de abogados y economistas, entre otras; ii) esfera política, con representación de los partidos políticos, los gobiernos locales y las provincias, y iii) sociedad civil, que comprende organizaciones de mujeres, derechos humanos, medio ambiente, pueblos indígenas, educación, iglesias, organizaciones juveniles y otras. El Consejo tendrá una unidad técnica y una instancia de monitoreo, y estará apoyado por una Secretaría de Metas Presidenciales.


    La experiencia es tan reciente que fue en abril de 2009 que el Consejo de la Concertación Nacional para el Desarrollo eligió al secretario ejecutivo de la Concertación Nacional, que tendrá `por misión coordinar el Consejo para impulsar los acuerdos y proyectos logrados tras el diálogo. El gobierno pasado impulsó, además, la ley marco de participación ciudadana con el propósito de institucionalizar el sistema de participación ciudadana en el proceso de diseño y ejecución de las políticas públicas a nivel nacional, provincial, comarcal y de los gobiernos locales, para posibilitar de este modo la corresponsabilidad de la ciudadanía en la gestión de los asuntos públicos. El logro de consensos es muy notable dado el gran número de representantes heterogéneos en la Concertación. Es de esperar que el nuevo gobierno, que asumió el poder en 2009, continúe apoyando y profundizando esta iniciativa, aunque en los primeros meses las señales no

    fueron alentadoras.


    iv) La experiencia del Consejo Nacional de Innovación para la Competitividad en Chile es novedosa, pero la aprobación del proyecto de ley actualmente en el Congreso permitiría fortalecer su acción y su representatividad


    Otra instancia nueva de colaboración público-privada es el Consejo Nacional de Innovación para la Competitividad, creado en Chile por decreto presidencial hacia fines de 2005. Este Consejo fue renovado por la Presidenta Bachelet en 2006 e instituido como organismo asesor permanente del Presidente de la República. Su objetivo es aconsejar a la autoridad con respecto a la identificación, formulación y ejecución de políticas, planes y programas, medidas y demás actividades referidas a la innovación, como ciencia, formación de recursos humanos especializados y desarrollo, transferencia y difusión de tecnologías.


    El Consejo está integrado por su presidente, elegido por la Presidenta de la República, 5 ministros y 11 actores del sector privado, seleccionados por sus conocimientos científicos, empresariales o en materia de políticas públicas. En la actualidad no son representantes oficiales de los estamentos a que pertenecen, sino que son miembros del Consejo a título personal.


    La Organización de Cooperación y Desarrollo Económicos (OCDE, 2009) llevó a cabo recientemente una evaluación del Consejo, en la que destaca varios logros, pese al escaso tiempo transcurrido desde su creación, pero también algunas debilidades. En cuanto a los primeros se menciona la credibilidad que ha ganado como organismo asesor de la Presidencia; el hecho de que puede imponer una mayor selectividad de la política pública mediante la focalización en determinadas aglomeraciones, y el esfuerzo que está realizando con miras a mejorar la organización del sistema nacional de innovación. Las debilidades que se detectan son planteadas como desafíos y se refieren a la falta de claridad en cuanto a sus responsabilidades; un cierto alejamiento de las políticas a mediano y largo plazos por el hecho de tener que responder al presupuesto de la coyuntura; el tiempo dedicado la elaboración de la estrategia (dos años); el deterioro de su legitimidad, en relación con lo cual se mencionan tres factores: dificultades en la aprobación del proyecto de ley en el parlamento, insuficiente diálogo con las universidades y falta de comunicación con el público y con los actores pertinentes del sistema nacional de innovación.


    El proyecto de ley que está en el Congreso fue rechazado en dos oportunidades, lo que debilita la acción del Consejo por varios motivos. En primer lugar, en un país tan legalista como Chile, el rechazo de la ley debilita la legitimidad de la entidad y su poder para hacer que el resto de la administración estatal respete sus decisiones. En segundo lugar, la legislación permitiría delimitar mejor las instancias de participación y los objetivos del Consejo –de naturaleza eminentemente asesora– y los del Comité de Ministros, definido como ejecutor de la estrategia y las políticas, lo que evitaría la superposición de acciones que hoy ocurre130. El tercer motivo es que en dicho proyecto se propone una nueva composición del Consejo, que le daría un carácter más representativo en cuanto a los actores del sistema nacional de innovación y, finalmente, porque también ahí se establece una formula para el reparto de los recursos de las regalías mineras, punto que ha sido central en el debate en el parlamento.


    
      130 De acuerdo con el proyecto, el actual Comité de Ministros sería la futura Comisión Ministerial de Innovación, compuesta por los Ministros de Economía, Educación

      y Hacienda.

    


    La nueva institucionalidad requiere, además, hacer operacionales las recomendaciones o comisiones de carácter público-privado a nivel tanto de aglomeraciones como regional. Esta tarea no ha sido fácil debido a la falta de articulación y de asociación empresarial en las regiones y también en los sectores productivos comprendidos en la estrategia. En una entrevista con el encargado de comunicaciones del Consejo, este señaló que se ha puesto gran empeño en dialogar con las organizaciones empresariales vinculadas a los sectores prioritarios, pero que lograr su participación en el proceso ha sido bastante difícil, aunque hay avances al respecto. Otro de los desafíos percibidos es que se debe superar la carencia de una mirada estratégica para que los mismos actores, empresarios, académicos y gobierno, busquen oportunidades y soluciones a mediano y largo plazo, lo que también está sujeto a un aprendizaje131.


    
      131 Entrevista con Hugo Arias, Director de Comunicaciones, Consejo Nacional de Innovación para la Competitividad.

    


    v) En el Brasil, la colaboración entre empresarios y gobierno para la ejecución de la Política de Desarrollo Productivo está llevándose adelante, centrada en los sectores menos organizados y en

    las regiones


    Durante el primer gobierno del Presidente Lula se creó el Consejo Nacional de Desarrollo Industrial (CNDI) como una instancia superior de debate entre el sector público y el privado –con una participación igualitaria de 14 miembros cada uno–, y como entidad de monitoreo y validación de la PDP. El CNDI debía reunirse semestralmente, pero debido a la falta de liderazgo y de participación, hasta el primer semestre de 2009 no ha desempeñado un papel relevante en el proceso de diálogo en torno a la PDP.


    La colaboración entre el sector público y las asociaciones empresariales se da a un nivel inferior. Este esfuerzo se lleva a cabo por medio de los comités ejecutivos, por una parte, y de los foros de competitividad, por la otra. Los primeros son instancias ejecutivas de los organismos públicos que participan en la PDP y cuya función es analizar y priorizar las políticas que deben implementarse en los distintos sectores. Los segundos corresponden a reuniones de diversas asociaciones empresariales en las que participan funcionarios públicos de los organismos que actúan también a nivel de sectores o áreas temáticas. Los foros (con participación público- privada) y los comités ejecutivos (con participación exclusivamente pública) deberían estar muy bien comunicados. Se trata, por una parte, de poder definir la agenda sectorial y los programas por implementar y, por la otra, de capturar la información sobre requerimientos, demandas y estrategias empresariales que deben negociarse con el sector público. La efectiva relación entre estas instancias es fundamental para la transferencia de información y la elaboración de la agenda para el

    desarrollo productivo.


    Existen diversos factores que obstaculizan esta relación: la debilidad de la organización empresarial en algunas áreas y la falta de información sobre la misma PDP en otras. En sectores y estados más atrasados estos foros no funcionan. De acuerdo con la Federación de Industriales de São Paulo, el 50% de las empresas del Estado aún no conocen la PDP 132. Los exportadores, por su parte, son otro sector que se siente poco representado. De acuerdo con miembros de la Asociación de Comercio Exterior de Brasil (AEB), la Política de Desarrollo Productivo es muy general y las metas propuestas están por debajo de logros ya obtenidos. Por otra parte, estas políticas no son consideradas en la toma de decisiones de las compañías multinacionales, responsables del 72% del producto exportado por el Brasil133. Otro factor que actúa contra la colaboración público-privada es la arraigada práctica de las grandes empresas (multinacionales y locales), de acceder directamente a la Presidencia o al Ministerio para el Desarrollo, la Industria y el Comercio Exterior (MDIC) en busca de beneficios particulares. Este es un factor que atenta contra la implementación de la PDP y la legitimación de sus líderes. Por su parte, en la Confederación Nacional de la Industria (CNI), que reúne las asociaciones y federaciones empresariales del Brasil, se reconoce que la PDP es un proceso que representa un paso muy avanzado con respecto a anteriores gobiernos, por lo que se ha estado siguiendo y evaluando la política y participando activamente para entregar

    nuevas propuestas134.


    
      132 Entrevista en junio 2009 a Paulo Teixeira, Departamento de Competitividad y Tecnología, Federación de Industrias del Estado de São Paulo (FIESP).


      
        133 Entrevista en junio 2009 a Lucía María Maldonado, Vicepresidente Ejecutiva de la Asociación de Comercio Exterior de Brasil.


        
          134 Entrevista a Paulo Mol, Gerente de Estudios y Políticas Industriales, Confederación Nacional de la Industria, Brasil.

        

      

    


    vi) El Consejo Nacional de Competitividad del Perú fue creado con gran apoyo gubernamental, pero con el paso del tiempo la falta de una visión compartida lo ha ido debilitando


    En abril de 2002 el gobierno del Perú creó el Consejo Nacional de la Competitividad (CNC) como un espacio de concertación público-privada con la finalidad de desarrollar e implementar en conjunto un Plan Nacional de Competitividad. La elaboración del Plan fue un proceso en el que participaron unos 250 expertos provenientes de los sectores privado, público y académico. Esta instancia de consulta tuvo un carácter especial y perduró hasta completar la definición del Plan. Para su elaboración, el CNC dedicó también especial cuidado a recoger las políticas y compromisos asumidos en el Acuerdo Nacional.


    El Consejo Nacional de Competitividad cuenta con un Consejo Directivo integrado por nueve ministros de Estado, los presidentes de cinco gremios empresariales, un representante de las micro y pequeñas empresas (MYPE), un representante de los trabajadores y el presidente de Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y de Protección de la Propiedad Intelectual (INDECOPI). Sin embargo, la influencia del CNC en los ministerios y organismos ejecutores es relativa, ya que, como se mencionó anteriormente, el Plan Nacional de Competitividad no es de cumplimiento obligatorio. Además, las autoridades máximas del CNC (el Presidente del Consejo de Ministros y la Ministra de Comercio Exterior y Turismo), aunque ocupan cargos con peso político, no son percibidas como autoridades en el tema de la competitividad. Finalmente, la falta de una visión compartida y consensuadas sobre la agenda de la competitividad, el escaso financiamiento y la ausencia de líderes comprometidos, tanto del sector público como del privado, dificultan la labor del Consejo. En el caso del sector privado, muchas veces prefieren ignorar el CNC y reunirse directamente con los ministros, un problema recurrente cuando los canales estructurados de comunicación público-privados adolecen de falta de credibilidad.


    vii) En Costa Rica la alianza público-privada informal ha sido eficaz


    En el caso de Costa Rica existe una alianza informal y tácita, sin organismos ni legislación que la sustente, pero que en la práctica ha funcionado y con un cierto grado de éxito. Para concretar la llegada de Intel al país se estableció una serie de alianzas público-privadas no formales, en las que participaron el Presidente de la República, los ministerios, las universidades, la empresa privada nacional, las cámaras empresariales, las empresas multinacionales radicadas en el país, la Promotora de Comercio Exterior de Costa Rica (PROCOMER) y la CINDE. A pesar del éxito probado de estas alianzas, una vez finalizados los cuatro años de la presidencia de José María Figueres perdieron su protagonismo. Como lo señalan Chaves y Segura (2007, pág. 41), aunque algunas de estas actividades fueron rescatadas por la CINDE y forman parte de sus funciones de promoción del país y de las agendas de negocios de las empresas que desean invertir en Costa Rica, el grado de compromiso de los participantes no sigue siendo el mismo que cuando se trabajaba para atraer a Intel.


    2. La colaboración público-privada en sectores y regiones


    En algunos países ha sido particularmente difícil llegar a una visión común o ha primado la desconfianza entre los sectores público y privado en el ámbito nacional, no obstante lo cual ha habido éxitos –en casos puntuales– en torno a proyectos regionales impulsados por alianzas público-privadas. Como indica Ross (2009), aun si las políticas fueran más restrictivas en los ámbitos regional o sectorial, el diálogo público-privado en esas instancias podría llegar a ser más productivo. Como razones se aduce que los actores son más homogéneos y tiene un mayor rango de objetivos comunes, lo que facilita la construcción de consensos. En otros casos existen lazos comunes entre los miembros con anterioridad a la creación de la alianza, sobre todo cuando se trata de la elite. Finalmente, en los países de mayor tamaño con sistemas federados, la necesidad de competir con los otros estados o provincias y con el gobierno federal es un elemento unificador. La Argentina y México son ejemplos de países en los que se han establecido importantes alianzas público-privadas regionales y locales en torno a industrias específicas, como la electrónica y la de programas de computación en ambos países, de productores cafetaleros en México, industria del vino en Mendoza, Argentina y la cadena agroindustrial en este mismo país.


    Un caso de especial interés es la alianza surgida en la industria de alta tecnología de Jalisco, en México (Palacios 2007; Medina Gómez, 2006). Este esfuerzo compartido de los sectores privado y público tuvo su origen en la industria de equipos electrónicos y de programas de computación. La iniciativa partió de los altos ejecutivos de las empresas del ramo, particularmente de las subsidiarias de las multinacionales, a los que se unieron los organismos gremiales que se fueron consolidando con las actividades de colaboración y que permitieron el surgimiento de una visión de futuro y de una estrategia de desarrollo de la aglomeración. Estas propuestas fueron compartidas y apoyadas, a su vez, por el sector público, que siguió el liderazgo empresarial y, con sus programas e incentivos, hizo viable la iniciativa privada.


    El clima de cooperación permitió desde un comienzo la concreción de una amplia gama de iniciativas y proyectos colectivos, orientados a impulsar el desarrollo de la aglomeración, lo que finalmente redundó en la expansión de la capacidad exportadora del complejo y de Jalisco en su conjunto, aun frente a la competencia de China. Entre 1990 y 2000, la industria se desplazó desde un modelo de manufactura masiva de productos de escaso valor y bajo contenido tecnológico hacia otro a menor escala, pero con productos de más alto valor agregado, menor diversidad y mayor sofisticación.


    Una iniciativa importante del gobierno estatal en ese período fue el lanzamiento de una campaña de consulta para la formulación del Plan Estatal de Desarrollo 1995-2001 del Estado de Jalisco. Esta propuesta convocó una nutrida participación de empresarios, gerentes de empresas, académicos, analistas y funcionarios gubernamentales, representantes de universidades y organismos empresariales. En esos trabajos se llegó a un claro consenso conducente a la definición de una estrategia de escalonamiento centrada en la eficacia de la IED, la atracción de nuevas inversiones y el reforzamiento de la capacidad competitiva de la masa crítica que existía en los sectores más dinámicos de la economía estatal, en especial el de la electrónica y las tecnologías de la información. También cabe destacar no solo la disposición de las autoridades para cooperar con empresas extranjeras, sino la actitud proactiva de estas últimas135.


    
      135 Probablemente fue de ayuda el hecho de que los gerentes de las subsidiarias fueran de nacionalidad mexicana.

    


    En síntesis, la experiencia del complejo de alta tecnología de Jalisco muestra los resultados de la cooperación y colaboración del empresariado organizado. En Jalisco se tuvo la ventaja de contar con autoridades estatales que apoyaron la iniciativa, lo que potenció la acción privada. Sin embargo, con una mayor iniciativa pública y un compromiso a largo plazo en términos de estrategia, programas y recursos, este proceso podría avanzar con más vigor y enfrentar en mejores condiciones los desafíos futuros.


    Otra colaboración público-privada exitosa es la que se ha dado entre empresarios vitivinícolas en Mendoza y el gobierno provincial. Entre 1990 y 2000 la industria argentina del vino experimentó una transformación productiva y tecnológica que hizo posible que el país pasara de proveedor nacional de vinos populares a exportador de vinos de calidad, gracias a una evolución similar a la de las viñas chilenas entre las décadas de 1980 y 1990. Con el fin de lograr una competitividad y un crecimiento sostenidos de esta industria, en 2004 se creó la Corporación Vitivinícola Argentina, en la que participan numerosas entidades regionales y locales. El órgano de gobierno de la Corporación está integrado por 17 miembros titulares, de los cuales 12 pertenecen al sector privado y los 5 restantes al sector público. Una de las finalidades principales de la Corporación ha sido la de implementar el Plan Estratégico Vitivinícola 2002-2020 (PEVI)136. En la definición de este Plan participaron representantes de las asociaciones vitivinícolas de la región y el Instituto Nacional de Vitivinicultura, entidad autárquica nacional impulsora del desarrollo tecnológico sectorial137. El reconocimiento de que para mantener sostenidamente el crecimiento de los mercados externos era preciso mejorar de modo continuo todos los eslabones de la cadena permitió generar espacios para la participación de las organizaciones e instituciones locales (Escofet, 2006). El gobierno provincial, a su vez, colaboró mediante la organización de foros, en los que el diálogo entre empresarios y autoridades gubernamentales fue abriendo camino a la transformación productiva, comercial y logística de la industria, a la incorporación de nuevas tecnologías y al desarrollo

    de capacidades.


    
      136 Ley 25.849 y decreto reglamentario 1191/2004.


      
        137 Las asociaciones participantes fueron la Unión Vitivinícola Argentina, la Asociación de Cooperativas Vitivinícolas de Mendoza, las Bodegas de Argentina, la Asociación de Viñateros de Mendoza y el Centro de Viñateros y Bodegueros del Este de Mendoza.

      

    


    Tanto en el caso de Jalisco como en el de Mendoza, los factores que hicieron viable la alianza público-privada y el éxito de sus actividades radica en varios factores: en primer lugar, el hecho de que el sector privado tomara conciencia de la fortaleza de la coordinación sectorial para la transformación productiva, que resultaba vital para enfrentar serios problemas que pronosticaban la crisis del sector. En segundo lugar, la suerte de contar con un sector público que, si bien no fue líder, apoyó los requerimientos del sector privado con altura de miras138 y el enfoque sectorial tiene el beneficio de la homogeneidad relativa de los actores y de su familiaridad. Finalmente, las formas que adoptan las alianzas, como se ha visto anteriormente, no son únicas ni están establecidas.


    
      138 Según Schneider (2009), en el caso de Mendoza el gobernador tenía aspiraciones presidenciales y, por lo tanto, contar con el ejemplo de una industria competitiva e innovadora en su provincia lo favorecía.

    


    En Colombia cabe también prestar atención especial a las instancias regionales y sectoriales creadas a partir de la agenda interna. Las Comisiones Regionales y Sectoriales de Competitividad han permitido articular las prioridades en torno a los planes regionales o sectoriales de productividad y competitividad, así como también definir los principales proyectos transversales y sectoriales que se analizan en la Comisión Nacional de Competitividad. Para el diseño de la Agenda se crearon, además, 10 comités técnicos mixtos en áreas estratégicas139. En estos comités estaban representados los funcionaros del sector público (60%), los empresarios (33%), la academia y grupos de investigación (1%), los sindicatos (1%), las organizaciones no gubernamentales (1%) e invitados extranjeros (4%). De estos últimos, un 3% provenía de organismos multilaterales. La Comisión Nacional de Competitividad también coordina las Comisiones Regionales, encargadas de formular los lineamientos y articular las acciones y políticas a nivel regional. Estas Comisiones están integradas por representantes del sector público (35%), empresarial (48%), académico (12%), laboral (2%) y otros (3%); participan asimismo el gobernador y los alcaldes de la región y cuentan con una secretaría técnica y ejecutiva constituida por la Cámara de Comercio y una autoridad pública (véase el gráfico 4). En estas comisiones participan los gremios, los empresarios, la cámara de comercio, la academia, los trabajadores y el gobierno. El desafío que se enfrenta es lograr una participación proactiva de las partes, que no ha sido lograda en un número importante de dichos foros.


    
      139 Las áreas estratégicas Sostenibilidad (Objetivos de Desarrollo del Milenio), Biocombustibles, Biodiversidad, Logística e infraestructura de transporte, Medidas sanitarias y fitosanitarias, Transporte aéreo, Construcción, Turismo, Joyería y transferencia de tecnología a partir de contratos de defensa (offsets).

    


    3. La presencia de alianzas público-privadas en los organismos públicos


    Hasta ahora se ha analizado la participación del sector privado (empresarios, academia y trabajadores) en organismos creados especialmente por el Estado para hacer efectiva la colaboración en

    la definición de las estrategias, en las asesorías al ejecutivo o en ambos. Sin embargo, también ha sido importante la participación privada en otras instancias del sector público, como los organismos ejecutores de las estrategias, lo que permite llevar adelante la colaboración público-privada en la práctica. Esto constituye otro indicador del grado de participación del sector privado en la definición, implementación y evaluación de la estrategia o de las políticas.


    En América Latina es tradicional que los organismos públicos que ejecutan políticas en el sector real en general dependan directamente del gobierno central y estén adscritos a algún ministerio, por lo que no suele haber participación privada en su dirección y, además, carecen de autonomía relativa en materia de decisiones y aspectos presupuestarios. Sin embargo, aunque no se han realizado evaluaciones concretas, pareciera que en el último tiempo han empezado a surgir espacios de participación del sector privado en estos organismos, lo que ha aumentado su poder de decisión en cuanto a la ejecución de los proyectos.


    Un ejemplo importante por su madurez es la Promotora del Comercio Exterior de Costa Rica (PROCOMER), creada en 1996140. Este organismo fue concebido como una asociación público-privada para impulsar las exportaciones y su Junta Directiva quedó integrada por cuatro representantes del sector público y cinco del privado. La participación privada fue fundamental para obtener información acerca de los requerimientos de las empresas y sus trabajadores, así como para jerarquizar y definir los programas, que se orientaron a la inteligencia de mercados, el mejoramiento de la capacidad exportadora, la creación de emprendedores, la capacitación empresarial y la asesoría para la internacionalización. En la actualidad, el organismo ha venido impulsando una serie de nuevas alianzas público-privadas en torno al desarrollo de sectores estratégicos para el futuro del país (Chaves y Segura, 2008, pág. 31).


    
      140 PROCOMER se formó a partir de la fusión de la Corporación de las Zonas Francas de Exportación S.A., del Centro para la Promoción de las Exportaciones (CENPRO) y del Consejo Nacional de Inversiones, con el objeto de incrementar y diversificar

      las exportaciones.

    


    Siguiendo la tendencia a la incorporación del sector privado en los organismos públicos, cabe destacar el proyecto de ley del Consejo Nacional de Innovación para la Competitividad en Chile, en el que se propone cambiar el gobierno corporativo de las dos entidades a cargo de la implementación de la estrategia de innovación: la Corporación de Fomento de la Producción (CORFO) y la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT. La composición del consejo directivo de estos organismos (el de CORFO consta de un alto número de ministros), debería ir transformándose paulatinamente para incluir a expertos de reconocido prestigio en el ámbito de acción de cada entidad y ser presidido por el ministro responsable del organismo. Junto con lo anterior, en el proyecto de ley se considera dotar a los organismos de comités consultivos compuestos de expertos públicos y privados. Estos comités deberían aportar conocimientos específicos tanto a los procesos de selección, fijación de prioridades y seguimiento de proyectos, como a la revisión y el diseño en detalle del instrumental empleado para darles apoyo. En los comités de expertos participarían empresarios, científicos destacados o consultores.


    Por último, en la Argentina, donde los gobiernos han enfrentado dificultades para establecer una alianza público-privada en torno a un proyecto de país, en los últimos tiempos se ha venido consolidando una estrecha colaboración a nivel de entidades públicas operativas con vistas a impulsar la promoción de las exportaciones y la atracción de inversión extranjera. Esta colaboración se ha institucionalizado por intermedio de dos organismos, Fundación Export.Ar, cuyo objetivo central es hacer más competitivos los productos argentinos, y la Agencia Nacional de Desarrollo de Inversiones, Prosper.Ar, encargada de promover las inversiones, atraer IED e internacionalizar las pymes. Ambas cuentan con un número importante de miembros del sector privado en sus directorios, lo que permite la participación de los empresarios y otros actores en la toma de decisiones de política. En el caso de Prosper.Ar (véase el gráfico VI.4), participan en el directorio un Consejo Consultivo del sector privado y un Alto Consejo Asesor Internacional.


    El Consejo Consultivo del sector privado está integrado, con carácter ad honórem, por representantes de reconocida trayectoria del mundo empresarial, la academia, la ciencia y el trabajo. Su misión es trabajar en forma conjunta en el desarrollo e implementación de políticas y programas para alentar la inversión, la competitividad y la innovación. Los miembros del Alto Consejo Asesor Internacional, por su parte, son prestigiosos líderes internacionales y su objetivo es colaborar con miras al posicionamiento comercial internacional de la Argentina. La iniciativa es relativamente nueva y solo podrá ser evaluada cuando haya transcurrido un tiempo suficiente.


    Gráfico VI.4
ARGENTINA: DIRECTORIO DE LA AGENCIA NACIONAL DE DESARROLLO DE INVERSIONES (PROSPER.AR)


    [image: graficoVI4.jpg]


    Fuente: Agencia Nacional de Desarrollo de Inversiones (ProsperAr), “Estructura organizacional” [en línea] http://www.prosperar.gov.ar/home.php?page=estructura.


    


    


    Anexo


    Síntesis de estrategias nacionales

    de desarrollo


    Barbados


    Plan Estratégico Nacional de Barbados 2005-2025


    El Plan Estratégico Nacional de Barbados (Gobierno de Barbados, 2005) tiene seis grandes metas, expresadas en términos muy generales, que apuntan a fortalecer el espíritu nacional; modernizar el Estado; construir capital social; construir infraestructura y preservar el medio ambiente; aumentar la prosperidad y competitividad de Barbados y promover la marca Barbados a nivel internacional.


    A estas metas corresponden, a su vez, objetivos también poco específicos. Por ejemplo, la quinta meta, “aumentar la prosperidad y competitividad de Barbados”, tiene los siguientes objetivos: aumentar sustancialmente la tasa de crecimiento; alcanzar el pleno empleo; asegurar el fortalecimiento de los fundamentos microeconómicos; respetar la seguridad alimentaria y nutricional, crear una sociedad emprendedora; desarrollar la sociedad de la información; alentar la productividad y la competitividad; aumentar la exportación de bienes y servicios; integrar a Barbados a la economía global; alcanzar excelencia de clase mundial en servicios; desarrollar plenamente el sistema financiero e impulsar el sector privado para que asuma el liderazgo en la economía.


    Por su parte, la estrategia propuesta para aumentar sostenidamente la tasa de crecimiento del producto se basa en propuestas tan generales como elevar la tasa de inversión en los sectores público y privado; aumentar la eficiencia, productividad y competitividad de la economía; impulsar la innovación y el desarrollo de la cultura empresarial; incrementar la producción, especialmente en los sectores de bienes transables y crear nuevas exportaciones de servicios.


    Finalmente, para monitorear los avances hacia las metas se definen indicadores generales, entre los que figuran una tasa de crecimiento no inferior al 5%; incremento sostenido de la capitalización del mercado y elevación sustancial de las tasas de ahorro e inversión. Para cada una de las seis metas se plantean orientaciones estratégicas, similares a las anteriormente descritas, que permitirían avanzar hacia su logro, así como algunos indicadores, siempre generales, de cumplimiento.


    Brasil


    Política de Desarrollo Productivo


    Con el fin de dar sustentabilidad al ciclo de expansión de la economía que se registró entre 2003 y 2007, en la Política de Desarrollo Productivo (Gobierno del Brasil, 2008) se definen cuatro desafíos generales: ampliar la capacidad de oferta; fortalecer la balanza de pagos; elevar la capacidad de innovación, y fortalecer las pymes.


    Para superar los desafíos con éxito se establecieron metas cuantitativas en dos niveles. En el primero se establecen macro-metas para el año 2010 consideradas factibles y monitoreables, lo que permitió mostrar con claridad el sentido y alcance de la PDP. Las macro-metas comprendían el aumento de la formación bruta de capital fijo; la elevación del gasto privado en innovación; la ampliación de las exportaciones brasileñas hacia el mercado internacional, y el incremento del número de pymes exportadoras. A su vez, las metas específicas que se buscaba alcanzar en cada uno de los programas contenidos en la PDP obedecían a los mismos criterios definidos para las macro-metas: factibilidad de realización y posibilidades de monitoreo.


    Las políticas de la PDP se estructuraron en torno a tres planos. Primero, se definieron acciones sistémicas que traspasaron el nivel de las empresas o del sector y que incidieron en el desempeño de la estructura productiva general, como el ámbito fiscal-tributario, el del financiamiento de la inversión y la innovación, y el de la seguridad jurídica. En el segundo plano se situaron temas estratégicos de política pública, seleccionados de manera deliberada por su importancia para el desarrollo productivo del país a largo plazo.


    En este nivel, las áreas priorizadas para las políticas de incidencia estratégica fueron: regionalización o descentralización espacial de la producción del país; fortalecimiento de las micro y pequeñas empresas; expansión de las exportaciones; integración productiva con América Latina y el Caribe, inicialmente centrada en el MERCOSUR; integración con África, y producción ambientalmente sustentable.


    En el tercer plano se definieron programas estructurantes para el sistema productivo, orientados hacia objetivos estratégicos, cuyo marco de referencia era la diversidad de la estructura productiva nacional.


    1. Programas movilizadores en áreas estratégicas: complejo industrial de salud; tecnologías de la información y las comunicaciones (TIC); energía nuclear; complejo industrial de defensa; nanotecnología; biotecnología.


    2. Programas para fortalecer la competitividad: complejo automotor; bienes de capital; textil y confecciones; madera y muebles; higiene, perfumería y cosméticos; construcción civil; complejo de servicios; industria naval y cabotaje; cuero, calzado y artefactos; agroindustria; biodiesel; plásticos; otros.


    3. Programas para consolidar y expandir el liderazgo: complejo aeronáutico; petróleo, gas natural y petroquímica; bioetanol; minería; siderúrgica; celulosa y papel; carnes.


    Cada uno de los sectores favorecidos dentro de los tres programas cuenta, a su vez, con instrumentos específicos para lograr sus metas, las que se pueden clasificar como pertenecientes a cuatro esferas generales: incentivos: incentivos fiscales, crédito, capital de riesgo y subvención económica; poder de compra del Estado: compras de administración directa y de empresas estatales; regulación: técnica, económica y de competencia; apoyo técnico: certificación y metrología, promoción comercial, propiedad intelectual, capacitación de recursos humanos, capacitación empresarial.


    Chile


    Estrategia Nacional de Innovación para la Competitividad


    Como eje central de su estrategia de competitividad (Consejo Nacional de Innovación para la Competitividad, 2007), el gobierno chileno identificó ocho sectores prioritarios para el desarrollo de aglomeraciones: acuicultura, turismo, minería del cobre, deslocalización (offshoring), alimentos procesados, fruticultura, porcicultura y avicultura y servicios financieros. Además, se definió una política con la finalidad de sustentar el desarrollo de aglomeraciones, que comprende las siguientes acciones: establecer directorios público-privados para la coordinación de cada una de las aglomeraciones; implementar las tareas para el desarrollo de aglomeraciones de acuerdo con las recomendaciones presupuestarias para 2008; establecer el criterio de selectividad y compromiso presupuestario respecto de los instrumentos para fomentar la innovación empresarial; valerse de instrumentos que aumenten el capital social y que permitan consensuar una visión compartida de futuro entre los actores de la aglomeración; gestar capacidades de investigación que sustenten el desarrollo de aglomeraciones de alto potencial; y atraer capitales extranjeros hacia los sectores prioritarios.


    Los principales objetivos delineados por el Consejo Nacional de Innovación para la Competitividad con el fin de impulsar el desarrollo de cada uno de las aglomeraciones son los siguientes:


    1. Minería: mantener una posición de liderazgo mundial y crear encadenamientos de proveedores.


    2. Acuicultura: convertir al país en líder mundial en la producción de salmones y diversificar la matriz de productos.


    3. Turismo: transformar a Chile en un destino de excelencia para el turismo de intereses especiales (ecoturismo, aventura, cruceros, otros).


    4. Alimentos procesados: consolidarse como productor de alimentos procesados de alto valor agregado.


    5. Fruticultura: mantener el liderazgo global en

    fruticultura primaria.


    6. Deslocalización (offshoring): convertir al país en líder regional en servicios de deslocalización de alto valor agregado.


    7. Porci-avicultura: mantener altas tasas de crecimiento de esta la industria.


    8. Servicios financieros: aumentar el alcance y la profundidad del sector financiero como plataforma local y posible

    centro regional.


    Colombia


    Plan Nacional de Desarrollo 2006-2010


    El Plan Nacional de Desarrollo 2006-2010 (Departamento Nacional de Planeación, 2007) privilegió seis objetivos:


    1. Seguridad democrática.


    2. Reducción de la pobreza y promoción del empleo y la equidad.


    3. Crecimiento alto y sostenido.


    4. Gestión ambiental y del riesgo que promueva el

    desarrollo sostenible.


    5. Aumento de la eficiencia y transparencia del Estado.


    6. Dimensiones especiales del desarrollo, como equidad de género, juventud, grupos étnicos, dimensión regional y política exterior y migratoria, entre otras.


    En el Plan Nacional de Desarrollo se integraron las principales conclusiones de la Agenda Interna para la Productividad y la Competitividad como parte del tercer objetivo de las estrategias de desarrollo productivo que, además, representan aproximadamente el 25% de lo previsto para el Plan de Inversiones. La Agenda Interna fue un estudio con amplia participación regional y sectorial, en el que representantes del sector productivo, el sector público nacional y territorial, la academia y los trabajadores identificaron los encadenamientos productivos más promisorios en el contexto de la economía mundial. A partir de la Agenda Interna se definieron las acciones y requisitos para elaborar los programas y proyectos orientados a lograr una transformación productiva. Más específicamente, se identificaron las principales acciones necesarias para llevar a cabo las Apuestas productivas regionales, así como las Estrategias competitivas sectoriales.


    La estrategia de desarrollo productivo consta de dos sub-estrategias consideradas complementarias: una estrategia transversal y otra de programas sectoriales de alto impacto. La primera se basa en una consolidación de las Apuestas productivas regionales y las Estrategias competitivas sectoriales, definidas en la Agenda Interna, y se desglosa en cinco líneas estratégicas:


    1. Desarrollo empresarial, innovación y desarrollo tecnológico.


    2. Ahorro, inversión y financiamiento.


    3. Capital físico.


    4. Capital humano.


    5. Instituciones para el desarrollo productivo.


    A su vez, cada una de estas líneas estratégicas se sustenta en diferentes ejes. Por ejemplo, el Desarrollo empresarial, innovación y desarrollo tecnológico se basa en cinco ejes:


    1. Fomento de la innovación y el desarrollo tecnológico para

    la competitividad.


    2. Competitividad asociada a la productividad empresarial.


    3. Inserción internacional y facilitación del comercio.


    4. Adecuado funcionamiento del mercado interno.


    5. Estrategias específicas de productividad y competitividad para las microempresas y las pymes.


    Por otra parte, los programas sectoriales de alto impacto consisten en dar apoyo y desarrollar productos, cadenas, aglomeraciones, actividades o sectores que se consideren potenciales generadores de empleo e ingreso y con posibilidades de competir de manera exitosa a nivel internacional.


    Los siguientes sectores o encadenamientos productivos fueron identificados como prioritarios: algunas producciones de la agroindustria; turismo; artesanías; tecnologías de la información y las telecomunicaciones y desarrollo de programas de computación; transporte y logística; servicios profesionales (empezando por salud). Además, dentro del sector manufacturero tradicional se propuso fomentar cadenas con mediano contenido tecnológico y de conocimiento, con potencial de expansión en el comercio internacional.


    Costa Rica


    Plan Nacional de Desarrollo (2006-2010)


    El Plan Nacional de Desarrollo (2006-2010) (Ministerio de Planificación Nacional, 2007) fue elaborado a partir del programa

    del actual gobierno. De acuerdo con esto, se pretende que sea

    la expresión institucional de los compromisos asumidos por el Presidente en su campaña y sigue los mismos cinco ejes: política social, política productiva, política ambiental, reforma institucional y

    política exterior.


    Estos grandes ejes se dividen internamente en 16 sectores institucionales, definidos en decretos ejecutivos, que recogen la estructura del gobierno. Algunos de estos sectores son, por ejemplo, sector social y lucha contra la pobreza; sector productivo; comercio exterior; infraestructura y transportes; medio ambiente; energía y telecomunicaciones. Cada sector comprende, a su vez, un número delimitado de acciones estratégicas, que totalizan 135. Estas acciones fueron definidas a partir de un ejercicio de coordinación multisectorial del sector público, en el que las instituciones que integran cada sector tuvieron que priorizar un conjunto de 10 acciones o programas estratégicos para las metas y políticas sectoriales del PND.


    Las acciones estratégicas, a su vez, se han clasificado en tres categorías globales:


    1. El contrato con la ciudadanía, que no requiere reformas legales y depende de la voluntad del gobierno.


    2. El compromiso político, que depende de acuerdos con la Asamblea Legislativa.


    3. Los diálogos para la Costa Rica del bicentenario, acciones que buscan promover espacios de diálogo pluralista acerca del futuro del país.


    Para cada una de las acciones se definieron, además, indicadores de cumplimiento, así como estimaciones preliminares de los requerimientos financieros para su implementación, lo que permitirá orientar la elaboración del presupuesto de la Nación.


    México


    Plan Nacional de Desarrollo 2007-2012


    En el Plan Nacional de Desarrollo 2007-2012 (Presidencia de México, 2007) se establece una estrategia que asume como premisa básica la búsqueda del desarrollo humano sustentable. La elaboración de este Plan se basó en gran medida en el proyecto Visión México 2030, un ejercicio que permitió hacer una descripción del México deseable y posible, lo que puso en marcha un ejercicio de planeación y prospectiva orientado a ampliar los horizontes del desarrollo.


    El Plan está estructurado en torno a cinco ejes rectores: Estado de derecho y seguridad; economía competitiva y generadora de empleos; igualdad de oportunidades; sustentabilidad ambiental; democracia efectiva y política exterior responsable. Cada uno de los ejes rectores comprende diversos objetivos generales relacionados. Por ejemplo, para el eje 2, economía competitiva y generadora de empleos, se definieron 13 objetivos: política hacendaria para la competitividad; sistema financiero eficiente; sistema nacional de pensiones; fortalecimiento de la productividad y competitividad; pequeñas y medianas empresas; sector rural; turismo; desarrollo regional integral; telecomunicaciones y transporte; energía, electricidad e hidrocarburos; sector hidráulico; construcción y vivienda.


    A su vez, para cada uno de estos objetivos hay un número específico de estrategias para alcanzarlo. Por ejemplo, al objetivo de potenciar la productividad y la competitividad le corresponden seis estrategias:


    1. Integrar una agenda nacional para la competitividad que integre los tres Poderes de la Unión, los tres órdenes de gobier­no y el sector privado, con objeto de suscitar el compromiso de los diversos actores políticos y sociales frente al cambio.


    2. Diseñar agendas sectoriales para impulsar la competitividad de sectores económicos de alto valor agregado y contenido tecnológico y de sectores precursores, así como la reconver­sión de sectores tradicionales, a fin de generar empleos

    mejor remunerados.


    3. Disminuir los costos de la apertura y operación de los negocios mediante mejoras de la regulación.


    4. Fomentar condiciones de competencia económica y libre concurrencia y combatir los monopolios.


    5. Profundizar y facilitar los pro­cesos de investigación científica y de adopción e innovación tecnológica para incrementar la pro­ductividad de la economía nacional.


    6. Aprovechar el entorno in­ternacional para potenciar el desarrollo de la economía mexicana.


    En cada estrategia se proponen algunos lineamientos de acción que, posteriormente, darán origen a programas conexos elaborados por los ministerios y organismos pertinentes.


    Panamá


    Acuerdos para la Concertación nacional para el desarrollo


    La Concertación nacional para el desarrollo (CND) (Gobierno de Panamá/Sistemas de las Naciones Unidas, 2007) se estructuró sobre la base de cuatro mesas de dialogo:


    1. La Mesa sobre bienestar y equidad centrada en el fortalecimiento del sistema de protección social; el aumento, focalización, evaluación y seguimiento del gasto social y las políticas de empleo y generación de ingresos.


    2. La Mesa sobre crecimiento económico y competitividad abordó el mayor número de temas, entre los que figuraron: estabilidad macro fiscal; descentralización y desarrollo local; política de empleo, laboral y salarios mínimos; sector agropecuario e industria, y sector financiero, comercial y de centros logísticos.


    3. La Mesa sobre educación trató los siguientes temas: acceso y cobertura; calidad de la educación; educación en valores, y mejoramiento de la calidad, eficiencia, eficacia y descentralización del sistema de educación nacional.


    4. La Mesa sobre modernización institucional se dedicó a siete temas: participación ciudadana y empoderamiento de la población; ordenamiento jurídico; rendición de cuentas; acceso a la información; modernización de la gestión pública; ética; descentralización y seguridad ciudadana. Además se establecieron dos sub-mesas de dialogo, una sobre justicia, ética y seguridad ciudadana y otra sobre salud.


    Con el cambio de la coalición gobernante en Panamá surgen dudas acerca de la continuidad de la Concertación nacional para el desarrollo. Los miembros del nuevo gobierno tuvieron un papel marginal e incluso hubo funcionarios del gobierno actual, entre ellos el Presidente, que se auto-excluyeron de varias de las mesas de diálogo en las que se definieron las estrategias de desarrollo, por no estar de acuerdo con las principales líneas de discusión acordadas. En la CND no se previeron mecanismos de transición que permitieran la incorporación de corrientes políticas que no participaron en las mesas de dialogo, pero que ahora tienen la autoridad para continuar o interrumpir el proceso.


    Perú


    Plan Nacional de Competitividad


    El Plan Nacional de Competitividad fue elaborado en 2005 por el Consejo Nacional de Competitividad (CNC)141. En 2006 se dio prioridad a seis líneas estratégicas fundamentales:


    
      141 Consejo Nacional de Competitividad, 2005.

    


    1. Cadenas competitivas: las cadenas productivas constituyen la principal línea de acción porque básicamente es por medio de ellas que se pretende incrementar los niveles de exportación con valor agregado. De esta manera, las cadenas competitivas son las que configuran el área estratégica en torno a la cual se articulan todas las demás. Por esta razón se determinó que la Secretaría Técnica del CNC centrara su labor inicial en la promoción de cadenas productivas a partir de la elaboración de estrategias de aglomeración para elevar la productividad e impulsar la innovación en seis actividades económico-productivas: agroindustria (café, cacao y chocolate, productos de agroexportación, granos andinos); bosque, madera y muebles; pesca y acuicultura; textiles y confecciones (algodón y lana); turismo y artesanía; programas de computación.


    Actualmente se está impulsando la cadena productiva algodón-textil-moda. Se trabaja en cuatro subgrupos que corresponden a los estrangulamientos identificados en un informe del Banco Mundial: i) provisión de algodón de calidad y a precio competitivo; ii) diversificación de mercados, comercialización, inteligencia comercial y facilitación del comercio; iii) mejoramiento del perfil tecnológico y la productividad industrial (incluye perfeccionamiento de competencias y capacidades profesionales y laborales), y iv) responsabilidad social y ambiental, políticas laborales y desarrollo de prácticas internacionalmente competitivas.


    2. Perú Innova: promoción de investigación, ciencia, tecnología e innovación para el aumento de la competitividad y de las exportaciones con mayor valor agregado. Se han puesto en marcha iniciativas como el Programa de Ciencia, Tecnología e Innovación, con recursos del BID; institucionalización de la Red de Centros de Innovación Tecnológica (CITES), y fortalecimiento del sistema integrado de calidad.


    3. Perú Emprende: es un programa que tiene por objetivo destacar y premiar aquellas iniciativas empresariales que dan origen a nuevas inversiones y ofertas de productos y servicios, pero también propuestas asociadas a la gestación de alianzas y acuerdos que permitan crear nuevas empresas. Se ha avanzado en el diseño de un programa nacional público-privado de promoción de la capacidad emprendedora y de creación de nuevas empresas, además de talleres sobre estos dos temas.


    4. Mesa Nacional de Simplificación Administrativa (Intermesa): esta iniciativa busca la simplificación de los trámites para facilitar las exportaciones y la formalización de empresas. Algunos proyectos iniciados son Exporta fácil, Ventanilla única de comercio exterior y Ley del silencio administrativo.


    5. Competitividad regional: hasta ahora se han realizado evaluaciones para determinar el potencial de la ejecución de programas integrales de competitividad. Los programas incluyen infraestructura física, educación, desarrollo productivo, capacitación laboral, gestión administrativa y fortalecimiento institucional. Sin embargo, el proceso ha quedado interrumpido por falta de financiamiento.


    6. Monitoreo de la competitividad: esto ha permitido elaborar estadísticas para el cálculo de índices de competitividad. Hasta el momento se ha avanzado en la construcción de índices regionales de competitividad.


    


  


  
    


    Capítulo VII


    Implementación de una visión estratégica


    A. En busca de un alto grado de liderazgo en los ámbitos político y técnico


    Se ha observado que en los países extrarregionales la existencia de liderazgos a nivel tanto político como técnico ha sido fundamental para el éxito de las estrategias de desarrollo y de las alianzas que deben sustentarlas. Este principio, tan importante para la efectiva ejecución de las políticas, no siempre es tomado en cuenta en América Latina y el Caribe. En efecto, el estudio de nueve países de la región permite constatar que si bien el liderazgo funciona en el momento en que se convoca a los actores económicos y sociales para apoyar definiciones estratégicas, esto no siempre significa que la Presidencia se comprometa con su implementación. Existen casos en que la estrategia solo es utilizada como una plataforma política; por ejemplo, como se mencionó en Costa Rica el actual Presidente de la República ha reconocido que esta situación se presentó en el pasado, pero que actualmente existe el compromiso de revertirla. (Arias, 2007, pág. 2).El problema descrito ocurre principalmente en países donde los actores sociales no cuentan con instancias de participación y, si estas existen, carecen de legitimidad política o poseen una estructura y gobernabilidad poco eficaz para incidir políticamente en la elaboración, el seguimiento y la evaluación de una estrategia.


    Asimismo, mientras más alta sea la jerarquía del organismo a cargo de la definición de la política y de las entidades que la implementan, mayor será su poder para ejecutar, coordinar y articular el resto de los organismos. Este ha sido, por ejemplo, uno de los

    problemas enfrentados para impulsar la ciencia, la tecnología y la innovación, ya que en sus comienzos los organismos ejecutores estuvieron a cargo de consejos y comisiones sin jerarquía real y, a menudo, con poco peso en los ejercicios presupuestarios nacionales. Sin embargo, esto ha ido evolucionando y actualmente, en la mayoría de los países estudiados, la innovación está siendo encomendada a un ministerio propio.


    Por otra parte, en América Latina se constata que mientras más marginado está el territorio o región en que opera el organismo de desarrollo, más difícil será encontrar líderes capacitados para consolidar la colaboración público-privada y la implementación

    de políticas de desarrollo acertadas. Un ejemplo al respecto se ha dado en Chile, donde el Estado ha tenido que enfrentar obstáculos para

    crear y poner en marcha las Agencias Regionales de Desarrollo Productivo, impulsadas por la Presidenta Bachelet142, organismos mediante los cuales se buscaba la participación de actores sociales y económicos, en un intento por verter hacia las regiones los

    beneficios del crecimiento. Las dificultades se agravan en aquellas zonas en las que los empresarios están desarticulados, dispersos, limitados en su capacidad y carentes de agrupaciones gremiales importantes

    que los representen. Un fenómeno similar se observa en Colombia.


    
      142 Véase Seminario sobre Agencias Regionales de Desarrollo, CorpAraucanía y Fundación Friedrich Ebert,14 de septiembre de 2006.

    


    El otro punto que debe considerarse es la relación entre el rango del organismo y el poder de la autoridad al mando. Como ya se mencionó en un capitulo anterior, en América Latina la política tanto macro como microeconómica suele ser encabezada de facto por un poderoso Ministerio de Hacienda o de Finanzas. Sus criterios para la toma de decisiones y su liderazgo se vinculan

    esencialmente a las metas de estabilización, control inflacionario y equilibrio fiscal, pero poco les competen los requerimientos microeconómicos. Hemos visto en capítulo 4 que en los países extrarregionales examinados se observa que el Ministro de Hacienda participa en el comité o consejo encargado de la elaboración de la estrategia de desarrollo y fija el marco presupuestario, pero no lidera las políticas del sector real, ya que son los ministros del ramo los que dirigen el proceso, dentro de un marco de equilibrio fiscal.


    


    


    Cuadro VII.1
AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE: MINISTERIOS Y ORGANISMOS EN EJES ESTRATÉGICOS
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    Fuente: Elaboración propia sobre la base de información oficial.


    1. Fórmulas para apoyar el liderazgo de los organismos


    Existen varias fórmulas para apoyar el liderazgo de los organismos a cargo de la ejecución de la estrategia. Una de ellas es nombrar para que los dirijan a personalidades del más alto nivel, que inspiren respeto y confianza. Lamentablemente en la región, dada la tendencia a otorgar poca relevancia a la estrategia a largo plazo en la agenda de los gobiernos, este campo de acción a menudo no ha sido prioritario ni de interés para los líderes más destacados.


    Por otra parte, así como se requiere un liderazgo político, también es preciso contar con un liderazgo técnico de alto nivel, como se ha visto en capítulo IV en los casos de Irlanda con la agencia Forfas, que constituye el centro de reflexión (think tank) del Ministerio de Industria, Comercio y Empleo, a la vez que coordina los organismos que ejecutan la estrategia. El mismo papel han cumplido el Consejo de Desarrollo Económico en Singapur y el Consejo de política científica y tecnológica en Finlandia. En América Latina es poco común observar estos organismos técnicos líderes políticamente poderosos, dedicados a pensar a largo plazo y a coordinar el resto de los organismos que participan en la implementación de una estrategia de mediano y largo plazo.


    Otra de las limitaciones que se han enfrentado en relación con el liderazgo de estos organismos en los países latinoamericanos ha sido la debilidad de la vocación de servicio público, debido a la frecuente ausencia de una carrera funcionaria que permita ir desarrollando un personal cada vez mejor capacitado a todo nivel, en conjunto con una memoria institucional. Para superar esta situación, un primer obstáculo es la escasez de organismos que ofrezcan contratos de trabajo lo suficientemente prolongados como para permitir el desarrollo de la carrera funcionaria. En algunos países el personal está sujeto a una modalidad de honorarios, o contratos de locación y servicios, que lo deja expuesto a los ciclos de gobierno y crea una suerte de servicio público paralelo (Echebarría, 2006). Como señalan Baruj, Kosacoff y Ramos (2007), esto tiene varias implicaciones: los nombramientos pueden ser objeto de un alto grado de politización, lo que incide negativamente, por una parte, en el profesionalismo del personal y, por la otra, en el acervo de conocimientos y memoria institucional vinculados a la experiencia, que se pierden debido a la continua rotación del personal, lo que se ha transformado en una debilidad estructural del sistema143. A este fenómeno se asocia el hecho de que en cada nuevo ciclo de gobierno se reemplaza un alto porcentaje de los funcionarios, no solo a los que desempeñan cargos de alto nivel y de confianza del Presidente, sino también a secretarios, subsecretarios, jefes de reparticiones y hasta jefes de unidad. La consecuencia de esto es que los nuevos funcionarios, carentes de memoria institucional, no se comprometen con la continuación o el fortalecimiento de los programas que venía implementando el gobierno saliente, los que dejan de ser ejecutados por la nueva autoridad. Esto refuerza el “síndrome de refundación”, un flagelo que persiste en gran parte de la región (Machinea,2004).


    
      143 Véase un diagnóstico de 18 países latinoamericanos en Echebarría (2006).

    


    Lo dicho no solo se traduce en ineficacia al implementar las políticas, sino también en inestabilidad de las instituciones públicas y sus autoridades, lo cual hace muy difícil la interacción al obstaculizar la formación de lazos institucionalmente estables. En el ya mencionado estudio sobre la Argentina, se señala que en muchos casos en este país dichas articulaciones son el resultado de vínculos personales entre quienes circunstancialmente encabezan las diversas instituciones, y no llegan a formalizarse de una manera que evite la inestabilidad mencionada. Tampoco hay nexos técnicos y profesionales porque, en general, las instituciones cuentan con equipos técnicos reducidos. El estudio confirma que a menudo los organismos parten de cero con cada cambio de gobierno, lo que redunda en falta de acumulación de conocimiento y de experiencia. A su vez, esto es alimentado por la ausencia de una visión a largo plazo del Estado y del sector privado. En la política se carece asimismo de un plan de acción a mediano plazo, al estilo de los planes de negocios que existen en el ámbito de la gestión de empresas. En el estudio se observa que esto último es especialmente grave, ya que tal ausencia hace que las políticas sean guiadas por las necesidades a corto plazo y de crisis, hecho que deja un enorme número de empresas fuera del segmento destinatario de las políticas.


    Finalmente, otro elemento que atenta contra la productividad y el liderazgo de los organismos públicos es el bajo nivel de las remuneraciones de los altos funcionarios públicos, en comparación con las percibidas por el sector privado. No existe mucha información actualizada al respecto, pero en un estudio sobre las remuneraciones de altos funcionarios públicos de América Latina y el Caribe con respecto a los de sus homólogos del sector privado (Marconi, Carrillo y Cavalieri, 2003)144, se muestra que los diferenciales negativos entre ambos grupos son bastante significativos, superiores al 50% en promedio, en la mayoría de los casos analizados (la Argentina, el Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica y México), registrándose en Chile la mayor diferencia, del orden de un 70%. Este fenómeno perjudica obviamente el reclutamiento y la retención de talentos en el sector público, ya que los salarios no son ni escasamente atractivos. Por lo tanto, si se procurara estrechar la distancia entre remuneraciones públicas y privadas, como en el caso de los países exitosos extrarregionales que reclutan y retienen talentos en el servicio público, y se brindaran oportunidades de hacer una carrera profesional respetable, se podría estimular al sector público latinoamericano para que tuviera un mejor desempeño.


    
      144 La versión preliminar fue expuesta en la IV Reunión de la Red de Gestión y Transparencia, del Diálogo Regional de Política del Banco Interamericano de Desarrollo (BID), Washington, D.C., 11 y 12 de diciembre de 2003 [en línea] <http://unpan1.un.org/intradoc/groups/public/documents/CLAD/clad0050802.pdf>

    


    Los autores del estudio recién citado observan, además, que faltan mecanismos de evaluación eficaces asociados al tema de las remuneraciones y a la calidad del desempeño, a lo que se suma una estructura salarial confusa y, por ende, poco transparente, que contribuye al trastorno de la jerarquía de remuneraciones. Uno de los problemas detectados en el estudio en cuestión es la frecuente e intensiva utilización de mecanismos de remuneración indirecta, que no ayudan a mantener la transparencia de la política salarial.


    Los resultados anteriores se sustentan en otro estudio sobre diferenciales de salarios entre trabajadores de los sectores público y privado en Chile (Bustos, 2003). A partir de la información recogida en las encuestas de caracterización socioeconómica nacional (Casen) de los años 1990 y 2000, realizadas por el Ministerio de Planificación y Cooperación (MIDEPLAN), se hizo una comparación de las remuneraciones de los trabajadores del sector público y del privado con análogas características en términos de capital humano, como similar nivel educativo, experiencia, sexo y otras variables. Entre los resultados destaca el hecho de que las diferencias salariales son negativas para el promedio de los funcionarios públicos, tanto a comienzos como a fines de la década de 1990, y que la brecha es mayor en el caso de los trabajadores ocupados en las municipalidades. Aunque en los últimos años las remuneraciones del sector público han ido mejorando, las de los altos funcionarios no pasaron por el mismo proceso. Como señala Waisbluth (2006), actual miembro del Sistema de Alta Dirección Pública, las remuneraciones de los ejecutivos de alto nivel del sector privado son, en algunos casos, entre un 200% y un 500% mayores que las de cargos equivalentes en el sector público. El ejemplo que se presenta es muy ilustrativo: el director de un complejo hospital público gana entre cuatro y cinco veces menos que el encargado de cualquier clínica privada, incluso si se considera la asignación por cargo directivo. A esto se suma la exigencia de dedicación exclusiva, inexistente en el sector privado. Como es obvio, este panorama desincentiva la postulación a altos cargos públicos, que difícilmente serán ocupados por los mejores profesionales.


    Cabe agregar que el talón de Aquiles de América Latina es el débil estado de sus servicios públicos, por lo que se debe recordar lo señalado en el capítulo IV: ningún país de la región logró durante la posguerra impulsar una estrategia de transformación productiva y de convergencia de ingresos con los países ricos, sin el apoyo de un servicio público altamente profesional y motivado por el desarrollo nacional.


    2. Ejercicios prospectivos: una herramienta de apoyo para una cultura de pensamiento de mediano y largo plazo


    Como se señaló en el capítulo IV, en muchos países los ejercicios prospectivos han sido un eficaz instrumento de política para ayudar a los gobiernos a inducir a los sectores público y privado a realizar un trabajo conjunto e impulsar una cultura de pensamiento de largo plazo en torno a la búsqueda de definiciones estratégicas. Como se mencionó en dicho capítulo, esta herramienta, que convoca a múltiples actores para que entreguen y analicen la información, permite a los países mantenerse alerta ante los cambios y prepararse para encararlos. En este proceso se invita a mirar hacia adelante, pero a la vez a estudiar las distintas posibilidades que abren los fenómenos del presente y su

    incidencia futura.


    La experiencia de los países europeos y asiáticos que practican la prospectiva muestra que estos ejercicios pueden ser muy útiles, no solo porque fortalecen la capacidad de ver y modelar el futuro, sino porque además permiten consensuar la visión de actores diversos y con intereses contrapuestos. En América Latina, los organismos multilaterales vinculados al análisis prospectivo son el Instituto Latinoamericano y del Caribe de Planificación Económica y Social (ILPES), el Sistema Económico Latinoamericano y del Caribe (SELA), el proyecto de Prospectiva Tecnológica Latinoamericana (TEPLA), la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO), y la Organización de las Naciones Unidas para el Desarrollo Industrial (ONUDI). Estos organismos también han promovido la realización de diversos encuentros latinoamericanos sobre capacitación y difusión de

    la prospectiva.


    Son escasos los países de la región que han utilizado regularmente esta herramienta para fortalecer el diseño de sus estrategias a largo plazo. En el Brasil se han registrado algunos avances al respecto en el marco del proyecto Brasil 2020 (Popper y Medina, 2008), realizado a nivel nacional durante el primer gobierno de Cardoso (1994-1998); en México, durante el gobierno del Presidente Calderón, se utilizó para elaborar el documento Visión México 2030 (Presidencia de la República de México, 2007a). Según Popper y Medina (2008), en la mayoría de casos estos ejercicios han tenido un carácter esporádico, sus resultados no se han evaluado ni han sido necesariamente articulados con la toma de decisiones de política, por no existir una capacidad suficientemente desarrollada para adaptarlos creativamente al contexto de los países de la región. El avance de la conciencia política sobre la importancia de las estrategias y la búsqueda de medios para influir en el futuro acrecienta la necesidad de experimentar más con los ejercicios de prospectiva en la región. Y como acaba de señalarse, pocos países de la región tienen un organismo técnico políticamente poderoso para impulsar el pensamiento de largo plazo en la burocracia pública.


    3. El liderazgo y su dependencia de la disponibilidad

    de presupuesto


    Las estrategias y planes de Barbados, el Brasil, Colombia y Panamá cuentan con financiamiento para su implementación, lo que es de extrema importancia para la ejecución efectiva de los programas y políticas considerados. En el caso del Brasil, la participación del Ministerio de Hacienda en la Secretaría Ejecutiva de la Política de Desarrollo Productivo representa un paso muy importante para fortalecer el compromiso con esta política y con la visión a largo plazo145. Cabe mencionar asimismo que para los cuatro años que abarca el Plan de Acción de Ciencia, Tecnología e Innovación de este mismo país, a diferencia de lo que ha ocurrido históricamente, se cuenta con un presupuesto asignado para su ejecución. Esto constituye un esfuerzo sin precedentes que contribuye al éxito de una política cuyos resultados son a largo plazo146.


    
      145 Es interesante notar que el actual Ministro de Finanzas fue con anterioridad el Ministo de Planeamiento.


      
        146 Cabe destacar que el Brasil es uno de los pocos países de la región con un sistema de recaudación fiscal capaz de financiar un plan ambicioso de transformación productiva.

      

    


    También es interesante mencionar al respecto el caso de Colombia, ya que allí los recursos están asegurados debido a que cada partida presupuestaria debe estar contemplada en el Plan Nacional de Desarrollo147, lo que permite, por una parte, que el gobierno implemente las políticas de acuerdo con la estrategia y, por la otra, que lo planificado se ejecute. Últimamente este modelo también fue adoptado en Costa Rica para el Plan Nacional de Desarrollo 2006-2010. El gobierno actual ha realizado un gran esfuerzo para lograr que las instituciones cuantificaran los requerimientos financieros que implican la puesta en práctica de las acciones y el cumplimiento de las metas propuestas. Este ejercicio permitió contar con un marco presupuestario global para el PND, lo que contrasta con la ausencia total de estimaciones presupuestarias en planes anteriores. Por su parte, en Panamá se ha instituido en la legislación un financiamiento equivalente al 35% de los aportes del Canal al Tesoro Nacional para el período 2009-2014, recursos que se destinarán a los proyectos originados en los acuerdos de la Concertación Nacional para el Desarrollo.


    
      147 La preparación del presupuesto supone un debate en el Consejo Nacional de Política Económica y Social (CONPES), y un trabajo conjunto –si bien no muy coordinado– del Ministerio de Hacienda y el Departamento Nacional de Planeación.

    


    En los países latinoamericanos en general el financiamiento de los programas y políticas que aseguren la implementación de las estrategias plantea tres problemas, aparte de la débil base tributaria del Estado: i) los presupuestos de los organismos y sus programas tienden a cubrir los gastos corrientes de operación de los primeros, sin dejar recursos suficientes para la implementación de los segundos; ii) puede haber programas dotados de una importante asignación presupuestaria para incentivos, pero los desembolsos necesarios para avanzar en su implementación y ejecución están sujetos a decisiones políticas y operativas discrecionales148; iii) la información sobre la utilización de los recursos en la ejecución de los programas y sus resultados puede ser escasamente divulgada, lo cual hace que la comunidad empresarial y la sociedad civil no cuenten con elementos suficientes para evaluar la efectividad y la eficiencia de los programas (este aspecto tiene relación con la transparencia, tema que se analizará en una sección posterior).


    
      148 Estos desembolsos también pueden depender de la cooperación técnica externa, que a menudo ata el país a la burocracia y agenda de los organismos multilaterales.

    


    Un ejemplo ilustrativo en relación con el primer problema señalado es el de la CORFO en Chile, organismo que ha sido replicado en otros países latinoamericanos. Con respecto a los programas de incentivo a la innovación y la competitividad, en el estudio de Agosin, Larraín y Grau (2009, pág. 13) se señala que en la actualidad existen cientos de instrumentos, cada uno con escasos recursos, lo que reduce sus posibilidades de éxito. Algo similar sucede con la Gerencia de Intermediación Financiera del mismo organismo, que debe realizar demasiadas operaciones con el monto asignado a cada una de ellas como para funcionar como un efectivo banco de desarrollo. En 2006, la cartera de la Gerencia de Inversión y Desarrollo de la CORFO registró un monto cercano al 1% del total del sistema financiero chileno, muy por debajo del contabilizado por organismos afines, como Nacional Financiera (NAFIN) en México (9,7%) y el Banco de Comercio Exterior (BANCOLDEX) en Colombia (3,5%). Por consiguiente, los autores de este estudio recomiendan concentrar los recursos en los programas más promisorios, lo que permitiría que tuvieran éxito. Por otra parte, al problema de la insuficiencia de los recursos financieros asignados a la estructura de organismos se agrega el de la dependencia del ciclo presupuestal, lo que en un ambiente de incertidumbre respecto del compromiso político con la estrategia, suele convertirse en una camisa de fuerza que restringe la credibilidad y la efectividad de la gestión. Es necesario evolucionar en busca de esquemas presupuestales plurianuales, al menos indicativos, que permitan extender el horizonte de los programas y políticas al mediano y largo plazo.


    B. La necesidad de coordinación


    La coordinación, junto con facilitar una adecuada ejecución de las políticas públicas, es una función esencialmente política, ya que debe realizarse con sentido estratégico y después de establecer prioridades (Martin, 2005). Como se puede observar en el cuadro VII.1, la existencia de un organismo líder especializado en un área temática es una excepción en la región, donde coexisten múltiples organismos que generalmente operan en un plano horizontal. Dada la horizontalidad de la relación entre entidades, en los países se presentan serios problemas de superposición y desarticulación de políticas e instrumentos, situación que se agrava si se carece de una estrategia que sirva de marco de acción a los ministerios y organismos y facilite la coordinación.


    La horizontalidad entre organismos se explica en parte por la forma en que históricamente se fue creando su institucionalidad. Por ejemplo, las organizaciones dedicadas a la ciencia y la tecnología en el Brasil datan de comienzos del siglo XX. El diseño del sistema brasileño de innovación se consolidó entre los años cincuenta y setenta, por lo que refleja la fuerte influencia del Estado en la economía que predominaba en esas décadas, mientras que en los años noventa se impuso el modelo de economía abierta y más competitiva. Como señala Pacheco y Corder (2008), el resultado de esta evolución fue una superposición de normas legales e instrumentos que dificulta la acción efectiva y coordinada del gobierno. Esta naturaleza asincrónica de los organismos se mantuvo a pesar de estar originalmente orientados a responder a objetivos y contextos diferentes.


    En la actualidad, el gobierno está haciendo un serio intento de coordinación para ejecutar eficazmente la Política de Desarrollo Productivo (PDP). Si bien son varios los ministerios y organismos participantes, la coordinación general (véase el gráfico 5) está a cargo del Ministerio de Desarrollo, Industria y Comercio (MDIC), que articula los programas de la PDP con el resto de los ministerios y con la Casa Civil (órgano de la Presidencia de la República), entidad encargada de coordinar el resto de los planes de acción a mediano y largo plazo que configuran la estrategia de desarrollo del gobierno. Por otra parte, la coordinación de carácter más ejecutivo en el plano interno de la PDP corresponde a la Secretaría Ejecutiva, a cargo de dos organismos y un ministerio: la Agencia Brasileña de Desarrollo Industrial (ABDI), el Banco Nacional de Desarrollo Económico y Social (BNDES) y el Ministerio de Finanzas (MF). Tanto la Secretaría, como el MDIC están liderando un gran movimiento encaminado a articular un conjunto complejo de programas temáticos y sectoriales que deben ejecutarse a nivel nacional y de estados federados. Estos organismos son superados en jerarquía por el Consejo Nacional de Desarrollo Industrial (CNDI) que, como se ha señalado, debiera ser la instancia superior de diálogo y debate público-privado, pero que hasta ahora ha tenido un débil desempeño.


    En los rectángulos inferiores del gráfico VII.1 figuran cinco tipos de acciones, cada una con un número importante de programas, coordinados por ABDI, el Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación (MCT), el MDIC y el BNDES. A diferencia de lo que ocurría históricamente, las acciones del MCT respecto de las empresas están estrechamente relacionadas como resultado de un serio esfuerzo por articular la PDP con el Plan de Acción de dicho Ministerio.


    El gran desafío que enfrenta el Estado en relación con la PDP depende entonces de la capacidad de los organismos líderes (después de casi dos décadas del Consenso de Washington y su legado), y con poder real (como el BNDES), para lograr que todas las entidades pertinentes dialoguen entre sí, articulen sus diversos programas y, a su vez, sean capaces de escuchar al sector privado y actuar junto con él en la selección y aprobación de la agenda a mediano y largo plazo para cada área. Esta es una fórmula novedosa en el Brasil, por lo que sus resultados solo podrán evaluarse en el futuro.


    Gráfico VII.1
BRASIL: COORDINACIÓN DE LA POLÍTICA DE DESARROLLO PRODUCTIVO


    [image: graficoVII1.jpg]


    Fuente: Gobierno del Brasil, “Política de desarrollo productivo”, 2008.


    


    La fórmula que ideó el gobierno de Colombia en 2006 para impulsar la coordinación de sus programas y políticas con énfasis en el aumento de la productividad y la competitividad fue crear el Sistema Administrativo Nacional de Competitividad (véase [en línea] www.snc.gov.co). De acuerdo con la definición presentada en el Decreto 2828 que lo instituye, este Sistema comprende al conjunto de los actores públicos, privados y de la sociedad civil que inciden en la competitividad del país. En él se contemplan, asimismo, las reglas que rigen las interacciones entre dichos actores, lo que transforma al organismo en el ente coordinador de las actividades relacionadas con la formulación, ejecución y seguimiento de las políticas necesarias para fortalecer la posición competitiva

    de Colombia.


    El sistema reúne a los representantes de los diferentes actores en la Comisión Nacional de Competitividad, la que además de asesorar al gobierno en la toma de decisiones de políticas, tiene por misión apoyar la articulación de las iniciativas y acciones impulsadas por las diferentes entidades, proponer un modelo de gestión que permita la asignación de responsabilidades, la implantación de sistemas de medición y seguimiento de indicadores, las revisiones periódicas, las rendiciones de cuentas y la divulgación a la sociedad civil de los resultados de su gestión, entre otras tareas. Asimismo, la Comisión promueve la creación de comisiones regionales homólogas de competitividad para coordinar con las regiones, a fin de identificar sus principales necesidades y ventajas competitivas.


    Para llevar a cabo su misión, en 2007 se constituyó una secretaría técnica mixta con representación tripartita: un delegado del Departamento Nacional de Planeación, uno del Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, y como contraparte privada, el Consejo Privado de Competitividad (CPC). A su vez, estos organismos están coordinados por la Alta Consejería Presidencial para la Competitividad y la Productividad (véase el gráfico VII.2). La secretaría técnica se reúne permanentemente a fin de preparar los documentos técnicos que se presentan como propuestas de base para los debates de la Comisión. Además, para cada eje estratégico (y objetivo específico) se desarrolló una matriz de productos y actividades que incluye indicadores de seguimiento, metas, plazos y responsables. Estas matrices le han permitido al Sistema Nacional de Competitividad realizar un seguimiento permanente de los avances de los planes de acción.


    Debido a la complejidad institucional del Sistema, la capacidad de coordinación resulta clave para su eficacia. A este respecto, según la evaluación hecha por el propio gobierno, habría que seguir mejorando la articulación del Sistema y la coordinación entre el sector público y el privado. En el estudio realizado por Gómez Restrepo, Botiva y Guerra (2007) se detecta cierta desarticulación institucional, de la que resulta una duplicación de funciones entre las diversas entidades y dentro de ellas, lo que las vuelve poco efectivas. En diversos diagnósticos se coincide en que debería definirse con mayor claridad el papel de las entidades en el desarrollo de la política nacional de competitividad. Este es un desafío no solo para Colombia, sino también para países medianos y grandes con sistemas federales, regionales o de estados federados.


    Gráfico VII.2
COLOMBIA: SISTEMA NACIONAL DE COMPETITIVIDAD


    [image: graficoVII2.jpg]


    Fuente: Colombia, Presidencia de la República, Alta Consejería Presidencial para la Competitividad y

    la Productividad.


    


    De hecho, una de las mayores dificultades para la coordinación de las políticas públicas aparece en los países con régimen federal. En estos casos existen dos tipos de problemas: i) los derivados de la descentralización excesiva y la falta de diálogo entre los responsables de programas nacionales y aquellos encargados de los provinciales o de estados federados, y ii) los que se originan cuando el gobierno es demasiado centralista y no toma en cuenta los requerimientos regionales. Como señalan Baruj, 2007 y Baruj, Kosacoff y Ramos, 2009, en el caso de la Argentina se observa un alto grado de centralización operativa entre instituciones y programas. En efecto, la mayoría de los instrumentos son diseñados y ejecutados desde el ámbito nacional, generalmente por intermedio de sus coordinaciones o unidades ejecutoras centrales ubicadas en las sedes administrativas de cada uno de los organismos en Buenos Aires, la capital del país. Las consecuencias son varias: inadecuación entre problemas regionales y políticas; desconfianza entre los actores y falta de demanda de los instrumentos; desperdicio de recursos y carencia de instrumentos para enfrentar problemas no detectados, entre otros. Por consiguiente, el desarrollo y fortalecimiento de organismos regionales, la participación en estos de los diferentes actores (como en el caso ya analizado de Jalisco), y la existencia de mecanismo efectivos de comunicación y una division clara de labor con el gobierno central son factores fundamentales para asegurar la eficacia en la implementación de estrategias, programas y políticas.


    C. Programas e incentivos integrales en el marco de la estrategia o plan nacional de desarrollo


    En el cuadro VII.2 se presenta una síntesis muy compacta del tipo de incentivos e instrumentos aplicados en las áreas de promoción de exportaciones, innovación, atracción de inversión extranjera, competitividad y desarrollo industrial. En general, en todos los países se emplean incentivos fiscales y financieros muy semejantes. Desde la época de las reformas económicas, el diseño de los programas y políticas de promoción ha estado sesgado hacia los incentivos de carácter horizontal. Debido a esto, y en vista de la escasez de recursos, la falta de orientación estratégica de las políticas y la multiplicación del número de instrumentos, se sospecha que los efectos de los programas a menudo se diluyen.


    En la actualidad existe una tendencia a reorientar las políticas de desarrollo productivo según la cual los incentivos horizontales se mantienen, pero también se enfocan hacia ciertos sectores y actividades específicas con especial potencial de crecimiento, desarrollo tecnológico e inserción internacional. En el Brasil, por ejemplo, para incentivar la innovación empresarial el Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación dispone de los fondos sectoriales destinados a sectores estratégicos. Los recursos disponibles en estos fondos tienen la particularidad de haber sido aprobados por ley, la que establece el monto del aporte sectorial asignado para apoyar las actividades promocionadas149. En los dos últimos años también en Chile se ha apuntado a dar prioridad a otros sectores, más allá de los basados en recursos naturales seleccionados inicialmente. En efecto, se han introducido incentivos selectivos con vistas a atraer inversiones hacia sectores especiales –como actividades de deslocalización (offshoring) de empresas transnacionales–, por medio de los programas de la Gerencia de Inversión y Desarrollo de la CORFO.


    
      149 Véase CEPAL (2004), cuadro 6.4, pág. 222.

    


    En Colombia, por su parte, en principio se presta atención especial a un número reducido de sectores de actividad, tanto tradicionales como no tradicionales, identificados por su potencial en términos de

    desarrollo exportador150.


    
      150 Como se mencionó en el capítulo anterior, queda por ver si los sectores prioritarios están asignando recursos adecuados para apoyar su transformación productiva.

    


    Se ha visto en capítulo V que en los países exitosos extrarregionales los programas se articulan y complementan para la implementación de las estrategias, los planes y las políticas. En Singapur por ejemplo, el Consejo de desarrollo económico mantuvo durante un largo período el liderazgo de los órganos ejecutores como ente encargado de articular los programas e incentivos de todo el resto del sistema de fortalecimiento productivo, desarrollo industrial y exportador. En América Latina existen pocos organismos que desempeñen un papel semejante respecto del sistema de programas e incentivos, con una permanente visión holística y globalizadora. En el Brasil, la Secretaría Ejecutiva de la Política de Desarrollo Productivo pudiera llegar a asumir una función similar, o bien pudiera hacerlo en Colombia la Comisión Nacional de Competitividad (CNC), ente articulador del Sistema Nacional de Competitividad. Esto es muy importante dado que la eficacia de un instrumento muchas veces no depende de la forma en que aisladamente incide en el objetivo buscado, sino de cómo se articula, complementa y coordina su acción con la de un conjunto de otros instrumentos.


    


    Cuadro VII.2
AMÉRICA LATINA: INSTRUMENTOS DE PROMOCIÓN DEL DESARROLLO EXPORTADOR Y LA INNOVACIÓN
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    Fuente: Elaboración propia, sobre la base de fuentes oficiales.


    


    En cuanto al Brasil, en el gráfico VII.3 se muestra el conjunto de instrumentos que, en el marco de la PDP, se intenta articular para impulsar el área estratégica de tecnologías de la información y de las comunicaciones. Frente a cada desafío figuran los nombres de los organismos encargados de implementar el programa en cuestión. Las entidades participantes dependen de distintos ministerios que se han comprometido con la estrategia y son coordinados por la ABDI y el MDIC. En estas instancias el propósito es articular los incentivos en una forma que permita otorgar un apoyo integral para impulsar el fortalecimiento de las empresas del sector, su capacidad de innovación, su inserción internacional y su `potencial exportador. En la PDP del Brasil para cada uno de los sectores estratégicos se presenta un esquema de desafíos e instrumentos semejante.


    Este sistema contrasta con la experiencia tradicional del Brasil, caracterizada por la escasa interlocución, por ejemplo, entre la promoción de exportaciones y la política tecnológica y de apoyo a la innovación, a pesar de que los anteriores gobiernos manifestaron intenciones positivas al respecto. Paolo Tigre (2002), señalaba que “en el Brasil las políticas tecnológica y comercial están totalmente desarticuladas. Por un lado la política comercial da poca importancia a la variable tecnológica, concentrándose en la cuestión del crédito. Por otro, la política tecnológica prácticamente ignora las necesidades de las exportaciones” (Tigre, 2002, pág 227). Según Pacheco (2007, pág. 87), las razones de esto se han relacionado con las prioridades de las políticas y con el diseño institucional. En el caso de la promoción de exportaciones, las prioridades eran el financiamiento, las garantías, la desgravación impositiva y las negociaciones internacionales. El fomento de la innovación, en tanto, tenía como pilar la creación de conocimiento, la formación de recursos humanos y, solo recientemente, el apoyo a la innovación en la empresa. De hecho, no hubo articulación entre una y otra iniciativa151.


    
      151 La ilegalidad del otorgamiento a las empresas de incentivos a la innovación ha sido justamente un factor que ha contribuido a profundizar la brecha entre universidades, institutos de excelencia y empresas. La nueva legislación y el Plan de Acción de Ciencia, Tecnología e Innovación intentan reducir este problema.

    


    Gráfico VII.3
BRASIL: INSTRUMENTOS QUE INCENTIVAN EL ÁREA DE LAS TECNOLOGÍAS DE LA INFORMACIÓN Y DE LAS COMUNICACIONES
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    Fuente: Gobierno del Brasil, “Política de Desarrollo Productivo”, 2008.


    La estructura de incentivos que se observa en la Argentina también ilustra claramente la falta de articulación y complementación. Baruj, Kosacoff y Ramos (2009) citan como ejemplo la existencia de diferentes programas de aglomeraciones, dependientes de diversas instituciones (la Subsecretaría para la Pequeña y Mediana Empresa (SPyME), la Agencia Nacional de Promoción Científica y Tecnológica (ANPCyT), y los gobiernos provinciales), desconectados y establecidos en paralelo; la presencia de instrumentos financieros similares en distintas dependencias y, en ocasiones, la puesta en marcha de programas semejantes a los ya ofrecidos por instituciones privadas, sin capitalizar su experiencia y su aprendizaje (por ejemplo, la iniciativa del Mapa PyME ejecutada por la SPyME, sin conexión previa con el Observatorio PyME de la Unión Industrial Argentina (UIA), que contaba con una prolongada trayectoria respecto del tema). El autor señala dos consecuencias inmediatas de esto: i) la superficialidad o la carencia de programas más complejos que apoyen a las empresas que ya han superado los escollos iniciales básicos, y ii) la falta de especialización institucional, lo que redunda en la ausencia de un proceso sostenido de aprendizaje y corrección.


    En México, como señala Bizberg (2007), existe un abanico de programas gubernamentales (131 en total), orientados a aumentar la competitividad de los empresarios mexicanos152, lo que constituye en sí mismo un problema, ya que a los empresarios se les hace difícil distinguir los más convenientes. Dado que, además, son ejecutados por diferentes organismos sin relación entre sí, los requerimientos burocráticos para optar a ellos se multiplican153. Por último, la proliferación de programas los hace poco efectivos, dado que los empresarios tienen que adaptarse a una muy amplia serie de requisitos específicos y complejos. Como se hizo notar en capítulos anteriores, si la administración de un programa es desproporcionadamente onerosa con respecto a los beneficios anticipados, demasiada lenta para responder a la oportunidad comercial, o ambas cosas a la vez, simplemente desincentiva la participación de las empresas. Hasta 1996 no se contaba con una institución encargada de coordinar los programas de fomento industrial, lo que se traducía en duplicación de esfuerzos y debilidad del seguimiento. La Comisión Intersecretarial de Política Industrial (Berry, 2002, pág. 87) fue creada posteriormente con la finalidad de lograr la necesaria articulación, pero ha resultado difícil crear varias ventanillas orientadas hacia cada uno de los problemas más importantes que enfrenta la industria mexicana: desarrollo empresarial, fomento de los proveedores, financiamiento, capacitación e investigación y desarrollo tecnológico (Bisberg, 2007)154.


    
      152 Existen seis distintas instituciones a las que compete la política de promoción empresarial a nivel federal: CONACYT, Secretaría de Economía, Nafinsa, Bancomext, Secretaría del Trabajo y Previsión Social y las propias Cámaras Empresariales.


      
        153 El autor ha detectado conflictos entre las distintas instancias. Por ejemplo, la ley sobre innovación que estaba siendo promovida por la Confederación de Cámaras Industriales (Concamin) y la Secretaría de Economía, fue aprobada por la Cámara de Diputados, pero el propio CONACYT la bloqueó en la Cámara de Senadores, por considerar que en ella no se asignaba al Consejo el papel central.


        
          154 Entrevista a la Senadora Yeidckol Povlensky, ex presidenta de la Cámara Nacional de la Industria de Transformación (CANACINTRA), 26 de junio de 2007

        

      

    


    Por otra parte, la atomización de las políticas y su falta de eficacia ha inducido a algunos organismos a tomar medidas para fortalecer su trabajo conjunto. Por ejemplo en Chile, los programas de promoción de las exportaciones a cargo de PROCHILE, entidad dependiente del Ministerio de Relaciones Exteriores, tenían escasa relación con los de la Corporación de Fomento de la Producción (CORFO), organismo responsable de fomentar la producción y la innovación, dependiente del Ministerio de Economía. Sin embargo, la necesidad de conseguir un apoyo más integral para la innovación orientada al desarrollo exportador llevó a estas dos instituciones a juntar fuerzas, iniciativa de la cual el primer producto fue el programa de prospección e investigación de mercados externos. Con esta nueva línea de financiamiento se espera que las empresas avancen en materia de diferenciación de productos y de inserción en los canales de comercialización externos mediante la identificación de

    nuevas oportunidades.


    Finalmente, un problema común en la región ha sido la existencia de “capas arqueológicas“ de incentivos, ya que cada gobierno que asume introduce nuevos programas de apoyo a las empresas, sin evaluar ni racionalizar los ya presentes, lo que crea una masa de incentivos muchas veces contradictorios (Baruj, 2007; Baruj, Kosacoff y Porta, 2006). Este fenómeno se debe a la falta de coherencia y articulación de las estrategias entre los gobiernos y probablemente a una dosis significativa de captura de programas debido a intereses sectoriales.


    D. Prevención de la captura del Estado: importancia de la transparencia y la evaluación


    Hay una serie de factores que se han observado en los países extrarregionales exitosos, que pueden reducir los riesgos de captura del Estado por intereses particulares durante el diseño y la implementación de estrategias. Un verdadero diálogo publico-privado en el marco de una alianza representativa con vistas al bien público protege contra tal captura. Otro factor es la profesionalización del servicio público, junto con remuneraciones razonables acordes con las responsabilidades. Sin embargo, como se ha visto en capítulos anteriores, hay que agregar a la fórmula otros elementos clave, como la transparencia y la puesta en práctica de mecanismos que permitan evaluar los programas y

    los incentivos.


    La transparencia se mide por el grado en que un sistema institucional permite a los ciudadanos o a las organizaciones interesadas acceder eficazmente a información relevante, confiable, suficiente y de calidad en los ámbito económico, social o político.


    Cuando las relaciones no son transparentes, se torna muy alto el riesgo de que las empresas sean extorsionadas por los políticos, que el gobierno sea capturado por las empresas, o que entre los actores se establezcan connivencias contrarias a los intereses generales. Esto induce desconfianza en los sectores público y privado y socava la posibilidad de acuerdos y consensos entre ambos. En el caso de la implementación de una estrategia de desarrollo, la falta de transparencia debilita la alianza (a su vez vital para evitar la captura), y los esfuerzos en pro de la participación privada en la toma de decisiones estratégicas.


    La transparencia es un elemento que contribuye a incrementar la eficacia de las políticas al evitar superposiciones en las actividades de los organismos y de los programas, pero no siempre se logra que exista. En algunos países la información sobre las actividades que realiza cada organismo tiene escasa difusión hacia el exterior (e incluso dentro de la misma entidad), hecho atribuible a pugnas entre jefaturas u otros fenómenos. Por consiguiente, es habitual que haya desconocimiento de los programas entre áreas, lo que se traduce en la pérdida de una visión integral de la institución y de las posibles oportunidades de interacción y articulación con otros organismos. Desde el punto de vista de la alianza público-privada, la transparencia contribuye significativamente a su fortalecimiento al fomentar la confianza y la certeza entre los actores155.


    
      155 Sin perjuicio, como se ha visto en los casos exitosos, de que haya un espacio funcional para la confidencialidad en ciertas dimensiones de los procesos de una alianza.

    


    Desde esta perspectiva se presta una creciente atención al tema de la transparencia en la región, que se manifiesta en leyes e instancias destinadas a promoverla. Por ejemplo, la nueva Ley de transparencia

    Nº 20.285 promulgada en Chile el 11 de agosto de 2008, a la cual quedan sometidos todos los organismos públicos, incluidos los de desarrollo, es un avance a este respecto. De acuerdo con esta ley, además de crearse el Consejo para la Transparencia, los organismos estatales están obligados a entregar toda la información solicitada por los ciudadanos dentro de un plazo máximo de 20 días. Asimismo, las reparticipaciones públicas deben entregar en sus sitios web información actualizada sobre aspectos como su estructura, su personal, las remuneraciones percibidas por sus funcionarios, los contratos firmados con otras instituciones, las transferencias de fondos efectuadas y los resultados de las auditorías a las que han sido sometidas. También tendrán que ser de conocimiento público el diseño, los montos asignados y los criterios de acceso a los programas de subsidios y otros beneficios que entregue el órgano respectivo, así como las nóminas de beneficiarios de los programas sociales en ejecución. Por su parte, el Consejo para la Transparencia tendrá la misión de fiscalizar el cumplimiento de la normativa recién promulgada y defender el derecho del público a acceder a la información de que disponen los organismos del Estado156. Además, los ciudadanos que no reciban los antecedentes solicitados podrán recurrir a esta instancia para que determine si la información requerida es o no de carácter público. Aunque la implementación de la Ley de transparencia es un proceso que requiere formación de recursos humanos e incorporación de tecnología en todas las reparticiones públicas, incluidas las regiones y municipios, constituye un logro por el solo hecho de que exista la voluntad del gobierno de avanzar hacia una mayor transparencia157.


    
      156 El Consejo para la Transparencia estará integrado por cuatro miembros, propuestos por la Presidencia de la República y ratificados por el Senado. Deberá estar constituido dentro de un plazo de 60 días a partir de la fecha

      de promulgación.


      
        157 Otro ejemplo es el del Ministerio de Transparencia Institucional y Lucha contra la Corrupción. Además de que la transparencia es un área prioritaria del plan nacional del Estado Plurinacional de Bolivia del período 2006-2015, este ministerio, dedicado a la misión de fomentar el tema, se complementa con la creación de unidades de transparencia en todas las entidades públicas del Estado.

      

    


    La evaluación también es muy importante dado que, además de informar acerca del efecto de las políticas y programas, contribuye a la transparencia. Aunque el desarrollo de la capacidad de evaluación tenía alguna tradición en América Latina, entre los años setenta y ochenta pasó por un período de latencia, para luego volver a ser incorporada en las estrategias, programas y políticas de algunos países a partir de la década de 1990. Sin embargo, la evaluación, cuando existe en la región, es en muchos casos sistemática y se limita al cumplimiento programático, sin extenderse al impacto de los objetivos de desarrollo del programa. Chile y Colombia son buenos ejemplos de esta evolución. En efecto, el avance de la evaluación de las políticas públicas en Chile parte en 1990 con el retorno a la democracia (Marcel, 1998). Los primeros intentos de evaluación se dieron con el establecimiento de las metas ministeriales, que en 1995 se extendieron a los gobiernos regionales. Sin embargo, esta iniciativa fue desactivada por su burocratización. La política de reforma y modernización impulsada bajo el gobierno del Presidente Frei (1994-2000), implicó un nuevo incentivo a la expansión de las prácticas de evaluación de las actividades del Estado, alentadas por el Plan Estratégico de Modernización de la Gestión Pública (1997- 2000), uno de cuyos principios fundamentales era la búsqueda de eficiencia y eficacia en las actuaciones del gobierno.


    Según Olavarría (2008), este plan otorgó un gran poder a la Dirección de Presupuesto (DIPRES) del Ministerio de Hacienda. Durante el gobierno del Presidente Lagos (2000- 2006), la DIPRES diseñó la denominada Evaluación Comprehensiva del Gasto, cuya finalidad es identificar la consistencia entre la misión institucional del ministerio, sus objetivos estratégicos, su estructura y distribución funcional, y los bienes y servicios que produce; su capacidad de implementar las políticas públicas encomendadas y los resultados que alcanza, en términos de eficacia, eficiencia, calidad y nivel de recursos comprometidos en sus logros (DIPRES, 2003).


    Aun cuando el MIDEPLAN también evalúa los proyectos de inversión pública, el poder radica en la DIPRES, lo que sesga los criterios y las evaluaciones a favor de los considerados válidos por el Ministerio de Hacienda. Por otra parte, según señala Waisbluth (2000), y se ha visto anteriormente que la practican los países exitosos como Finlandia, la evaluación no es solo una actividad que se realiza al cierre de un ejercicio, sino un proceso permanente que debe ser parte de un estilo de gestión basado en objetivos y resultados. En Chile, la evaluación se hace únicamente a nivel de proyectos de inversión, pero debiera extenderse a las etapas ex ante y ex post de todas las intervenciones públicas, algo que el autor intuye como políticamente difícil de implementar.


    De acuerdo con el análisis de Olavarría (2008), “Lo que el análisis de la situación revela es la necesidad de mayor articulación, institucionalización y estabilización de la evaluación de políticas, programas y proyectos públicos en Chile. Aunque el país muestra una constante preocupación por el buen uso de los recursos públicos y por la efectividad de las intervenciones del Estado, y un gran avance se ha registrado en el ámbito de la evaluación desde 1990, el desafío que implica el siguiente paso es delinear un sistema de evaluación con estabilidad reglamentaria, formalización de los roles que cumplen los distintos órganos públicos, evitando las tensiones institucionales y duplicidades de funciones, expandir su cobertura –tanto en el número de intervenciones como en las etapas del proceso de la política pública evaluadas– y perfeccionar los métodos empleados en las evaluaciones”.


    Finalmente, en el caso colombiano, el énfasis se puso en la creación de un Sistema Nacional de Evaluación de Resultados de la Gestión Pública (Sinergia). De acuerdo con lo enunciado en la resolución 063 del Consejo Nacional de Política Económica y Social, Sinergia debía cumplir los siguientes objetivos: fortalecer la capacidad de manejo gerencial de la inversión pública; analizar la eficiencia y la eficacia de la formulación y ejecución de políticas, programas y proyectos; determinar el cumplimiento de metas, la calidad, los defectos, las coberturas y los impactos; y generar información adecuada para la toma de decisiones y la asignación de recursos158. El Sistema quedó integrado por los organismos y entidades de la administración pública, con la coordinación del Departamento Nacional de Planeación (DNP).


    
      158 Los componentes básicos del Sistema Nacional de Evaluación de Resultados de la Gestión Pública son:


      i) Seguimiento de resultados: se verifica de manera continua el cumplimiento de las metas y objetivos prioritarios establecidos por los ministerios y departamentos administrativos, para hacer realidad los lineamientos del Plan Nacional de Desarrollo y de los planes y programas prioritarios del gobierno; ii) Evaluaciones focalizadas: se hacen análisis exhaustivos del funcionamiento, impacto y evolución de las principales políticas y programas del gobierno, y iii) Difusión de resultados: se pone a disposición del público y sectores interesados los resultados de la evaluación y seguimiento, para retroalimentar al gobierno, rendir cuentas a la ciudadanía y activar el control social.

    


    Los diseñadores del sistema de evaluación en Colombia concibieron, además, la evaluación de la gestión como la mejor herramienta posible para inducir un cambio en la cultura de la administración pública colombiana, al procurar “abrir” la gestión al público y ofrecerle amplia información generada por el sistema. De acuerdo con Ospina Bozzi (2001), si bien teóricamente el sistema ha sido muy bien pensado y se han logrado varios de sus objetivos, persisten problemas relacionados con su implementación, en parte atribuidos a la falta de articulación entre los niveles meso y micro de la gestión y en parte a la coyuntura política, contexto en el cual se creó e implementó el sistema. Según la autora “este entorno, caracterizado por un alto nivel de ingobernabilidad e incertidumbre, hizo que la alta gerencia no se atreviera a asumir riesgos, dado que su atención estaba dirigida a otras prioridades ajenas a la evaluación de la gestión, que de por sí es un fenómeno amenazante” (Ospina Bossi, 2001, pág. 16).


    


  


  
    


    


    Capítulo VIII


    Los tres principales pilares resultantes de nuestros primeros principios


    A. Contexto del que surgen las conclusiones


    En la parte I examinamos 11 Primeros Principios genéricos sobre la manera de conceptualizar, elaborar y ejecutar estrategias de transformación económica. Como se señala en la introducción, esos principios son el resultado de un análisis inductivo basado en estudios de caso detallados sobre “cómo” 10 países extrarregionales159 se organizaron para formular y aplicar estrategias de transformación y desarrollo económicos.


    
      159 La mayoría de los cuales tuvieron éxito en reducir o cerrar la brecha de ingresos con países ricos, en el período posbélico, y todos los cuales han logrado mejores resultados que América Latina.

    


    Aunque cada uno de esos países difiere pronunciadamente de los otros en muchos aspectos, observar el “cómo”, además del “qué” de su organización de política pública, cuando esa perspectiva alcanzó cierto nivel de abstracción, permitió comprender claramente esos genéricos Primeros Principios. Luego ilustramos selectivamente las formas concretas en que los Principios se manifestaron, en el marco singular que es exclusivo de cada país extrarregio nal. En las ilustraciones de la organización estratégica y las políticas, el análisis del “cómo” se centró en el desarrollo de la exportación y en cuatro de sus dimensiones clave: captación de inversión extranjera directa (IED), internacionalización de pequeñas y medianas empresas (pymes), promoción de exportaciones e innovación. Se seleccionó ese enfoque en parte por razones metodológicas, pero también porque en todos los países estudiados el desarrollo de la exportación fue un objetivo estratégico central para respaldar la transformación productiva.


    Hemos visto que América Latina no logró dar sostenibilidad en el período posbélico al cierre o reducción significativa de la brecha de ingresos con países ricos (equiparación), sino que en general se caracterizó por la divergencia. De hecho, con excepción del período interbélico, la región ha ido a la zaga de otras regiones en la mayor parte de su historia. A fines de los años ochenta Chile logró comenzar a cerrar la brecha de ingresos, proceso que persistió por más de una década, pero incluso antes de la gran recesión mundial de 2008-2009 su crecimiento había bajado a niveles mediocres. Al mismo tiempo, aunque muchos de los restantes países sudamericanos registraron niveles de crecimiento sin precedentes a principios de los años dos mil, ello se vio inducido en gran medida por precios de los productos básicos inusualmente elevados y condiciones de financiamiento internacional benévolas, que pocos esperan que se repitan, aun después que la economía mundial se haya recuperado. En realidad, si a algo va a conducir la recuperación será a una “nueva” economía mundial, con oportunidades, pero con desafíos competitivos para la región aun mayores que los

    anteriormente enfrentados.


    Una “radiografía” de América Latina indica que pese a la existencia de bolsones de excelencia —como aeronáutica o exploración de hidrocarburos en aguas profundas en el Brasil, o el complejo automotor en México— en términos sistémicos los sectores productivos y el espíritu empresarial de la región no han sido estimulados en medida suficiente como para que rebasen los lindes de su ventaja comparativa obvia. Una ventaja comparativa estática no basta para dar sostenibilidad a las muy altas tasas de crecimiento que la región tiene que mantener durante décadas para lograr convergencia con países ricos. En muchos ámbitos de ventajas comparativas actuales la productividad incluso va a la zaga de la lograda por sus competidores. Con pocas excepciones, los indicadores de competitividad de la región son insuficientes. Aun países que en conjunto logran mejores resultados, como Chile, presentan graves retrasos en numerosos subindicadores de competitividad dinámica, como educación, investigación y desarrollo e innovación. Gran parte de la región ha mostrado retrasos en cuanto a diversificación de sus economías y productos de exportación. En los casos de diversificación significativa, esta ha sido horizontal, basada en recursos naturales, modalidad que por sí sola no ha sido, históricamente, una fuente confiable de equiparación de ingresos exitosa, o en manufacturas con escaso valor agregado, contenido de conocimientos, o ambas cosas. No obstante, cada una de esas modalidades encierra un fuerte potencial no aprovechado que puede servir de base para un mayor y mejor desempeño económico160.


    
      160 En muchos países, como Finlandia y Suecia, en el grupo de casos de éxito que consideramos, se ha dado una equiparación a partir de una base de recursos naturales. No obstante, esos países han aplicado en forma proactiva políticas que fueron agregando valor y promoviendo la migración a nuevas actividades manufactureras mejoradas y basadas en mayor medida en el conocimiento. Los recursos naturales no son de por sí una “maldición”, como algunos han sostenido, pero la equiparación de ingresos con paises ricos depende de que esos recursos se exploten por vías que hagan de ellos una plataforma para la migración a actividades aún más avanzadas con procesos endógenos de aprendizaje, creación de capacidad, absorción de tecnología e innovación (Stijins, 2001). En la cuenca del Caribe, a su vez, se ha dado una muy significativa diversificación de exportaciones, estimulada por el régimen de preferencias comerciales de los Estados Unidos, pero es poco lo que ha logrado la subregión en cuanto a utilización de esas preferencias como plataforma para algo más que generar empleo con bajos salarios.

    


    Los efectos depresivos de la gran recesión económica mundial de 2008-2009 también plantean desafíos. Por una parte, los países tienen que considerar ajustes, estímulos económicos a corto plazo y rectificación de potenciales desequilibrios macroeconómicos a plazo “mediano-mediano”, los cuales, sin embargo, deben ser compatibles con la promoción de transformaciones económicas a mediano y largo plazo. Como señalamos en el capítulo I, muchos de los ajustes realizados en los años ochenta, y aun en los noventa, no estuvieron en consonancia con ese tipo de objetivo. Economías nacionales exitosas —Singapur se mencionó como ejemplo en un capítulo anterior— están realizando ajustes necesarios a corto plazo frente a la crisis actual, pero integrándolos con una concepción estratégica proactiva a mediano y largo plazo aunada a la reinstrumentación y las inversiones conexas, para aprovechar plenamente las nuevas oportunidades que surgirán cuando se inicie la fase ascendente del ciclo económico mundial.


    B. Los tres pilares


    1. Es esencial adoptar una visión estratégica nacional proactiva a mediano y largo plazo


    El primero de los “Primeros principios” analizado señala que un país tiene que adoptar una visión estratégica orientada hacia el futuro, con ambiciones a mediano y largo plazo, no solo sobre la manera en que ha de competir, sino también sobre el modo de lograr mejoras paulatinas para aproximarse a la frontera tecnológica en que se encuentran los países de altos ingresos. Ello requiere una estrategia que se proyecte en forma ambiciosa, pero realista, hacia la meta de subir en la escala de la producción mundial promoviendo un proceso de formación de capacidad, acumulación de conocimientos, aprendizaje e innovación. Hemos señalado que las fallas del mercado, los obstáculos institucionales, barreras de actitudes, tales como sesgos de statu quo, entre otros factores, hacen improbable que, en forma sistémica, las fuerzas del mercado orienten por sí solas un proceso de equiparación. En realidad, cabe incluso la posibilidad de que encierren a los países en los confines de una ventaja comparativa de bajo nivel.


    Aunque se trata de un tema que desde el comienzo del capitalismo da lugar a un debate acalorado y no resuelto, concluimos, al igual que otros autores, que en la práctica son pocos los países que han logrado la equiparación sin utilizar políticas industriales que constituyen un aspecto medular de las estrategias de transformación económica de mediano y largo plazo. Esas estrategias, expresas o tácitas, en general se caracterizan por objetivos focalizados y selectividad, y se han ido incorporando a la mayoría de los procesos históricos de equiparación161. En el grupo de casos de éxito que consideramos los países de mejor desempeño han utilizado estrategias basadas en políticas industriales, algunas enunciadas en planes nacionales formales. En todos ellos la integración proactiva con la economía mundial ha sido un objetivo, pero con diferencias pronunciadas en cuanto a ubicación en el tiempo, velocidad y modalidades. Los países de mejor desempeño han basado su estrategia de articulación con la economía mundial más en un pragmatismo y eclecticismo orientado a la realidad local que en fórmulas convencionales extraídas de textos de economía. Además, las políticas industriales se han basado en gran medida en la motivación del desarrollo de la exportación para estimular la diversificación y el mejoramiento del aparato productivo interno y

    el crecimiento.


    
      161 Cuanto más se acercan los países a la frontera tecnológica tanto más difusas y sutiles se vuelven sus políticas industriales. No obstante, rara vez desaparecen por completo, como se ve en muchos países desarrollados

    


    Rigurosos análisis empíricos no han llevado a conclusiones terminantes sobre el impacto de las políticas industriales en los casos exitosos de equiparación de Asia oriental. Ello no es sorprendente, dadas las numerosas dificultades técnicas que implica la evaluación del impacto de determinado incentivo preciso de política industrial (PI) a nivel básico, para no mencionar políticas industriales en más altos niveles de agregación y entre diferentes países, lo que suele ser la perspectiva metodológica. Pero a este respecto es incuestionable la asociación entre la PI y una exitosa transformación económica, que se documenta en algunos estudios de caso pioneros que se mencionan en el capítulo II. Además, cuando la PI ha estado vinculada con casos de fracaso económico, como en efecto ha sucedido, es relativamente fácil imputar ese hecho a errores de diseño o de ejecución, más que a la PI propiamente tal. Al mismo tiempo, los intentos de demostrar que los países de Asia oriental exitosos respetaron básicamente los principios neoclásicos, es, como mínimo, una exageración, salvo en el caso de Hong Kong.


    Nosotros (y otros autores) opinamos que pocos de los argumentos contrarios a la política industrial (expuestos en el capítulo II) son convincentes. El único realmente contundente es que la PI requiere en el Estado una capacidad de la que quizá no dispongan inicialmente muchos gobiernos. No obstante, el consenso de Washington ha recomendado políticas selectivas en muchos ámbitos sociales complejos, y ha recomendado a los gobiernos crear suficiente capacidad en el Estado para esos fines, con asistencia de los organismos multilaterales. Creemos que la experiencia y la lógica son suficientemente persuasivas en el sentido de que América Latina debería “apostar” a políticas industriales sujetas a ciertas condiciones por lo que lo fundamental a nuestro juicio no es si América Latina debería ejecutar una PI, sino de cómo

    hacerlo eficazmente.


    América Latina practicó afanosamente los principios del consenso de Washington. No obstante, quedó a la zaga o flaqueó en la carrera hacia la convergencia de ingresos con países ricos, en tanto que otros países menos fieles a la ortodoxia de dicho consenso lograron tener éxito al respecto. Ello ha aumentado el interés que despiertan las estrategias de transformación económica respaldadas por políticas industriales. El enfoque de la PI está recuperando rápidamente su posición central en políticas de desarrollo, tras haber sido considerada como el gran culpable en la era de Reagan y Thatcher y del consenso de Washington, su vástago ideológico. En realidad nunca desapareció en la región, pero bajo el peso de la ideología neoliberal dominante, en gran medida careció de un enfoque estratégico, y fue, por lo tanto, esporádica e incoherente162. La nueva PI de la región en muchos casos se viene manifestando como respuesta al surgimiento de estrategias de competitividad, frecuentemente motivadas por el modelo de crecimiento liderado por exportaciones y por el desafío que representaba la firma de tratados de libre comercio Norte-Sur163. Algunos países, muchos de ellos centroamericanos, procuran, fundamentalmente, mejorar la competitividad y las aglomeraciones existentes (en la jerga actual, una PI “en pequeño”)164. Otros, en forma modesta (como Colombia y Chile), o en escala muy ambiciosa (como el Brasil), combinan una PI “en pequeño” con estrategias destinadas a crear nuevas ventajas comparativas (una PI “en grande”).


    
      162 La política en muchos casos ha sido una respuesta a algún grupo de intereses. Además, la inercia ha llevado a la superposición de distintas capas de PI en diferentes niveles de gobierno, creándose así un “parque arqueológico” de incentivos, muchos incompatibles entre sí o con la transformación económica.


      
        163 Con la ironía de que los acuerdos de libre comercio Norte-Sur tienden a reducir el espacio para impulsar políticas industriales.


        
          164 Kurtz y Brooks (2008) denominaron a esas intervenciones de oferta en que el Estado hace de intermediario como un tipo menos ortodoxo de “neoliberalismo incorporado”.

        

      

    


    No obstante, en la parte II vimos que en muchos casos las nuevas estrategias aplicadas en la región no siempre son suficientemente operativas, tratándose tan solo de enunciados genéricos de aspiraciones con escasa orientación precisa sobre lo que debe hacerse, cómo debe hacerse y quién ha de hacerlo. También vimos que en algunas estrategias las prioridades son tantas que en definitiva no existe un orden de prelación estratégica, o tan siquiera, indicios de una secuencia. En otros casos hay incertidumbre acerca de la asignación de los recursos, lo que hace dudar de que estos hayan de llegar, en suficiente medida, a los ámbitos estratégicos señalados. Incertidumbre también de si la estrategia será, como a menudo ha sucedido, tan solo un trozo de papel utilizado por motivos políticos de corto plazo, y de si existirá continuidad y la determinación de aplicar la estrategia de un ciclo político a otro. En cuanto al diseño actual de la estrategia, en los casos que examinamos, el Brasil y Colombia, aunque no exentos de dificultades, parecen ser los más avanzados y menos afectados por esos y otros problemas que expusimos en el capítulo VI al referirnos a las estrategias de transformación productiva que están surgiendo en la región


    Los planes nacionales fueron en una época comunes en América Latina, pero cayeron en desuso con la crisis de la deuda y la pérdida de legitimidad política de la estrategia de industrialización mediante sustitución de importaciones. Unos pocos países, como Colombia y Costa Rica, aunque afectados por algunos de los problemas arriba mencionados, persistieron en la labor de planificación. Creemos que en países que distan mucho de haber alcanzado la frontera tecnológica, como los de América Latina, restablecer una planificación nacional plurianual formal, e identificarse seriamente con ella, podría constituir un instrumento valioso para una transformación productiva. Los planes obligarían a adoptar una línea de pensamiento prospectiva y constituirían un instrumento de coordinación para el gobierno y de responsabilidad de este en la asignación de sus recursos. Podrían ser indicativos, pero en la esfera operativa específicos y adaptados anualmente a nuevas realidades, o consistir en directrices más amplias, como en Finlandia, en que se delega en organismos ejecutores la potestad de interpretar la ejecución, pero se les hace responsables ante los ministerios competentes y ante el propio Consejo que prepara las directrices trienales. Naturalmente, tendría que existir también algún mecanismo que fiscalice la observancia del plan en el contexto de la elaboración del presupuesto anual. Los planes tendrían un enfoque de desarrollo sectorial o de aglomeraciones, pero en ellos habría que tener presente también la nueva organización industrial mundial que se está consolidando, en que la formación de redes amplias orienta en forma endógena la innovación, es decir lo que Sabel (1999) denomina “política industrial abierta”. No obstante, el requisito fundamental es el real compromiso, en la esfera política, con el plan y con su ejecución. En el capítulo VI vimos que el Presidente Arias, de Costa Rica, se comprometió a llevar de las palabras a los hechos la labor de planificación nacional de ese país. Planes nacionales inteligentes con el imperativo de Arias beneficiarían a la región.


    2. El papel decisivo de respaldo de las alianzas

    público-privadas


    No obstante, adoptar un enfoque prospectivo con objetivos estratégicos específicos no es más que una parte de la ecuación, y no la variable principal. Hemos visto que los países que tienen éxito en sus estrategias de equiparación utilizan las alianzas público-privadas como aportes para la elaboración y ejecución de las mismas. En la era de la globalización y dada la preeminencia del sector privado en los mercados, ese sector posee una clara ventaja competitiva en cuanto a información contextual sobre el comportamiento de los mercados. También puede identificar fallas del sector público, ya que es víctima de algunas de ellas. No obstante, la capacidad prospectiva del sector privado no es ilimitada, dados los efectos de la incertidumbre sobre la miopía y el sesgo del statu quo; obstáculos a la apropiación, problemas de coordinación, dificultades de acceso a la información y otros aspectos. El Estado está en desventaja en cuanto a información contextual sobre los mercados e incluso identificación de sus propias fallas. Los gobiernos, en cambio, tienen ventajas en cuanto a manejo de tendencias agregadas, suministro de liderazgo nacional, coordinación y suministro de bienes públicos. A través de un trabajo conjunto realizado mediante una alianza público-privada se puede elaborar una estrategia más inteligente que la que puede llevar a cabo por sí sola cada una de las partes, aprovechando en la máxima medida posible el aporte de talento y capacidades nacionales. La aquiescencia de interesados económica y políticamente pertinentes —no limitada a la esfera de los negocios— ofrece asimismo mayores perspectivas de consensos que eviten oscilaciones pendulares injustificadas de las estrategias de un ciclo político a otro.


    No obstante, aunque el Estado debe colaborar íntimamente con el sector privado a través de una alianza, no debe ser capturado por intereses privados. Esto es lo que Evans (1995) denominó “autonomía incorporada”. Es fácil decirlo; más difícil lograrlo.


    En los casos de éxito extrarregionales que consideramos, los que mejores resultados han logrado cuentan con alianzas estables focalizadas a escala nacional, en su mayoría estructuradas formalmente con representación funcional de las principales fuerzas económicas del país. En su configuración y gobernabilidad , esas alianzas deben dar cabida a las realidades políticas, culturales y económicas del país. No obstante, algunas de las más eficaces cuentan con respaldo político real al más alto nivel de gobierno, poseen representación social de alto nivel pertinente sin un número inmanejable de participantes y los órganos deliberativos y de solución de problemas operan a puertas cerradas con respaldo técnico, periódicamente llegando a conclusiones públicas. Además combinan la prioridad del crecimiento y la competitividad con la cohesión social, para promover una visión genuinamente nacional y el máximo compromiso posible, financiera y de otro tipo, con la estrategia. Las mejores alianzas penetran además profundamente en la burocracia pública a través de la participación en directorios, consejos, o ambos, y en agencias ejecutoras. En cuanto a la autonomía del Estado, por lo general no se pone en tela de juicio. Ella se logra mediante el diseño institucional de la alianza y sus procedimientos, y con una burocracia estatal profesionalmente orientada y motivada165.


    
      165 En Malasia la alianza por vía legislativa ha dado preferencia a la población autóctona.

    


    En la mayoría de los países latinoamericanos han existido tradicionalmente relaciones incómodas entre el sector privado y el público. Esto tiene que cambiar, incluso en lo que respecta a las multinacionales establecidas en el mercado doméstico, que poseen abundante información valiosa y son puertos de entrada a cadenas internacionales de producción y comercio. En realidad, como vimos en la parte II, la situación está cambiando lentamente en algunos países. En Barbados existe una larga tradición de alianza tripartita, instituida por la ley. En otros países están surgiendo alianzas, muchas de las cuales poseen ese atributo. No obstante, también existen problemas. La gestión interna de la alianza puede ser disfuncional en cuanto a solución de problemas y consensos, como parece haber ocurrido en Barbados en los últimos años. Las alianzas pueden contar formalmente con respaldo al más alto nivel de gobierno, pero es frecuente que ello no ocurra en la práctica, lo que las hace bastante ineficaces. Su escasa legitimidad política las convierte en un foro de charlas insustanciales y disuade de establecer una representación privada especializada al alto nivel que se requiere para lograr credibilidad e influencia. Además el gran número de participantes las hace, con frecuencia, inmanejables. Disponer de recursos adecuados para contar con respaldo administrativo y, en especial, respaldo técnico neutral y sumamente capaz para apoyar genuinas deliberaciones encaminadas a solucionar problemas es la excepción, más que la regla. La penetración de la alianza en la burocracia en general sigue siendo escasa. Los procedimientos creados para evitar que intereses especiales capturen directamente la alianza o eludan por completo su estructura son, por lo general, inadecuados.


    Crear una alianza eficaz es un proceso de pruebas y errores. Organismos multilaterales como la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), la Organización de los Estados Americanos (OEA) y el Banco Interamericano de Desarrollo (BID), así como bancos regionales de desarrollo, como el Banco Centroamericano de Integración Económica (BCIE), el Banco de Desarrollo del Caribe (BDC) y la Corporación Andina de Fomento(CAF) podrían respaldar la realización de diagnósticos de base local sobre el gobierno de las alianzas público-privadas existentes, así como estudios de opciones para la creación de alianzas, cuando estas no existen, para aprovechar el creciente reconocimiento de la importancia regional de las alianzas para la política industrial, y otras políticas, y fortalecerlas.


    3. Ejecución


    Lo expresado nos lleva a examinar con mayor detenimiento el tercer pilar crítico necesario para dar respaldo a la transformación económica mencionada al pasar más arriba: la capacidad del Estado de impulsar e implementar la visión estratégica.


    En la parte I vimos que los casos extrarregionales más exitosos cuentan con burocracias estatales motivadas eficazmente organizadas para aplicar un conjunto de medidas, lo que implica un Estado en condiciones de i) ser un asociado creíble en una alianza público-privada funcionalmente diseñada; ii) formular una estrategia con políticas y programas de apoyo conexos que aproveche la información con que cuenta la alianza y tenga presentes las capacidades público-privadas, y iii) ejecute eficazmente la estrategia. Este último es un requisito especialmente decisivo, pues aunque se cuente con una alianza público-privada inteligente que contribuya a crear una orientación acertada para una estrategia de transformación económica y buenas políticas y programas (pueden aprovecharse muchas experiencias exitosas), si el gobierno no está en condiciones de lograr que ello se refleje en una ejecución eficaz, los esfuerzos habrán sido en vano. De hecho, el gran secreto del éxito en los casos extrarregionales que consideramos es la real capacidad y organización del Estado de hacer efectiva la orientación estratégica que ha adoptado. En definitiva, la ejecución suele ser la diferencia entre el éxito y el fracaso.


    De todos modos, una condición sine qua non para una exitosa estrategia basada en políticas industriales consiste en disponer de una burocracia estatal sumamente profesional, capaz y motivada, que pueda aplicar estrategias con el sector privado y a la que pueda delegarse la ejecución a diferentes niveles dentro del sector público, sin que este sea capturado por intereses especiales. Además, un cuerpo gerencial profesional crearía una memoria institucional que promueva el aprendizaje y genere cierta continuidad entre un gobierno y otro. En América Latina son pocas las burocracias estatales que cumplen en general esos criterios. El consenso de Washington hizo del servicio público un bien de inferior jerarquía. Las bajas remuneraciones, el desánimo, un proceso de contratación basado en las influencias del postulante, más que en su saber, carreras profesionales limitadas, en que los cargos de prestigio se llenan mediante contratos especiales ad hoc, una intensa rotación en los altos niveles gerenciales, en especial al cambiar el gobierno, han sido la regla.


    Los bancos centrales y los ministerios de finanzas, que fueron los puertos de entrada para el consenso de Washington, han tendido a ser, junto con los ministerios de relaciones exteriores, las excepciones a la regla. Es preciso expandir la calidad y el espíritu de cuerpo de esos bolsones de excelencia a todo el sector público y se manifieste en la creación de un servicio civil altamente profesional, técnicamente apto, con remuneraciones dignas, contratación basada en el mérito, oportunidades de capacitación en el país y en el exterior, carreras para cargos gerenciales especializados y de alta jerarquía, y códigos de conducta para cuya infracción se prevean expresamente sanciones. Ese mismo objetivo debe ampliarse hasta abarcar a los niveles locales, especialmente en los sistemas políticos federales.


    Los organismos multilaterales de desarrollo se han preocupado cada vez más de ser agentes catalizadores del sector privado. Quizás el mejor papel catalizador que pueden cumplir para ese sector consistiría en respaldar más firmemente la excelencia en los sistemas de servicio civil y la eficacia de la organización del sector público para ejecutar la PI.


    En los casos de éxito que consideramos constatamos que la orientación estratégica ha sido delegada a ministerios y otros organismos encargados de supervisar los sectores de la economía real de la industria, el comercio, la tecnología y la innovación. Los ministerios de finanzas procuran lograr que la estrategia sea congruente con el equilibrio fiscal global, y brindan aportes a las estrategias, especialmente en materia de servicios financieros, pero no pueden decidir su orientación ni sus modalidades de ejecución. En América Latina orientan los ajustes que han permitido a la región manejar crisis y consolidar una “cultura” de estabilidad macroeconómica, lo que ha hecho de estos ministerios una voz potente en el gobierno, que a menudo se ha extendido a ámbitos de políticas en que sus altos funcionarios poseen escasa competencia o disposición “cultural”, en esferas que requieren el apoyo de la política industrial. Esa ampliación de su alcance se ha visto facilitada por el hecho de que en la era de consenso de Washington los ministerios y otros organismos del sector real se convirtieron en actores marginados y debilitados en el proceso de adopción de decisiones públicas.


    Es imperioso, por lo tanto, que en miras a lograr la equiparación se refuerce el poder y la influencia de los ministerios del sector real, lo que requerirá políticas que les permitan contratar a “los mejores y más brillantes” en el contexto de un servicio civil profesional en proceso de consolidación y estable.


    También debe procurarse que las burocracias estatales adopten una modalidad de pensamiento estratégico y a largo plazo tras 25 años de influencia tan poderosa, sobre las políticas, de aspectos coyunturales de la macroeconomía general. El complejo del sector real requiere un “cerebro” técnico poderoso, altamente capacitado y respetado —como el Forfás en Irlanda, el Consejo de desarrollo económico (EDB) en Singapur, el antiguo Consejo de política científica y tecnológica (STPC) en Finlandia y los institutos de investigación patrocinados por el Gobierno de la República de Corea— para respaldar un pensamiento estratégico a más largo plazo y la elaboración y ejecución de estrategias. En América Latina se dan situaciones de ausencia de un cerebro estratégico o de atrofia de la capacidad de pensamiento estratégico por la influencia de la era ideológica del consenso de Washington. Cabe repetir aquí que las instituciones multilaterales pueden brindar asistencia para la elaboración o el fortalecimiento de un centro “neurológico” en los gobiernos latinoamericanos, para dar respaldo al pensamiento estratégico, la elaboración de estrategias y su puesta en acción con las políticas industriales modernas que correspondan.


    Es probable también que en América Latina las burocracias deban crear espacio adicional para un pensamiento a largo plazo incrustando unidades especializadas complementarias en determinados ministerios, organismos ejecutores y unos y otros, que promuevan en la esfera interna una “cultura” de pensamiento a mediano y largo plazo en relación con la política y los programas económicos. Con ello se reforzará la adhesión del sector público al pensamiento estratégico y se contribuirá a superar, en el Gobierno, toda “dependencia mental de sendero previo” derivada del fundamentalismo del mercado propio del consenso de Washington. Además, la realización periódica de “estudios prospectivos” sería una vía para que el sector público todo haga suyo el sistema de

    pensamiento estratégico.


    En los casos de éxito extrarregionales percibimos también que los ámbitos de mayor prioridad para una estrategia han contado con el respaldo político. Ello se ha logrado por medio de: i) el respaldo y la orientación política real, activa, al más alto nivel de gobierno (presidente, primer ministro, vicepresidente o viceprimer ministro, entre otras autoridades) y ii) un ministerio, un organismo ejecutor, o ambos, especializado, dotado de personal apropiado, sólida gerencia superior y financiamiento, para cumplir los mandatos prioritarios acordados. En general, en la región no es común que ninguno de esos requisitos se cumpla, lo que puede deberse a que la presencia de una orientación política en ámbitos prioritarios, si la hay, no es más que una formalidad transitoria. Además, los ministerios designados para la tarea, con sus dependencias, pueden presentar debilidades políticas, técnicas o de ambos tipos, tener ante sí mandatos difusos o contradictorios, no estar en condiciones de movilizar recursos adecuados previstos del presupuesto general, o todo ello combinado.


    En cuanto a la ejecución de una estrategia, la coordinación es tan importante como la orientación. Percibimos que en la mayoría de los casos de éxito que consideramos se utiliza una pluralidad de instrumentos para lograrla en ámbitos prioritarios, como el desarrollo de las exportaciónes. La coordinación puede ser el talón de Aquiles de la gestión de políticas de América Latina. Es frecuente que los mandatos de los distintos ministerios y organismos ejecutores no estén claramente delimitados, con la consiguiente duplicación de esfuerzos y excesivos conflictos entre jurisdicciones, incluido el drama burocrático de ministerios más fuertes que llevan a cabo unilateralmente “incursiones” en gran escala para apropiarse de mandatos establecidos de ministerios más débiles166. En los casos en que se han asignado cometidos de coordinación a determinado organismo, este quizá carezca de potestades de coordinación suficientes si no dispone de suficiente personal técnicamente calificado y gerencial superior, o si el organismo ocupa una posición excesivamente baja en la jerarquía burocrática. En los Estados federados se plantea la tarea, sumamente ardua, de coordinar medidas en el gobierno central y en los estados, lo que quizá podría lograrse a través de algún tipo de división, formal o tácita, del trabajo. Otra posibilidad podría consistir en elaborar y controlar el funcionamiento de los módulos correspondientes a los estados en el programa nacional global, como está tratando de lograr el Brasil a través de su Programa de Desarrollo Productivo.


    
      166 Esto ha sido frecuente en la esfera de responsabilidades en materia de comercio y negociación de acuerdos.

    


    Otra dimensión de la ejecución consiste en una eficaz gestión de los incentivos. Se trata de una esfera amplia, en que muchos de los casos de éxito que consideramos pueden ser muy provechosos para América Latina. La siguiente es una lista, que dista mucho de ser completa, de los principales puntos en que debería centrarse la atención:


    • Los programas de incentivos deberían contar con objetivos cuantificables claros, establecidos por anticipado, evaluaciones de riesgos, incluido el de que empresas del sector privado “se apropien” del incentivo, y procedimientos de gestión de riesgos, así como procesos administrativos que establezcan equilibrio entre un riguroso requisito de administración y la necesidad de evitar que recaiga una carga injustificada sobre las empresas beneficiarias.


    • En el marco de coordinación es importante lograr una aplicación integrada de los programas e incentivos. Cuando unos y otros se diseñan como compartimientos discretos, como suele ocurrir en América Latina, se corre el riesgo de la existencia de “vacíos” de cobertura en actividades críticamente interrelacionadas, lo que va en detrimento de las sinergias necesarias para una cabal consecución de objetivos estratégicos. Esa falta de integración no solo crea vacíos, sino que además impide tener presentes las necesidades de mejorar los programas de apoyo para alcanzar objetivos más complejos a medida que las empresas van superando obstáculos y están en condiciones de dominar nuevas capacidades.


    • Al mismo tiempo deben establecerse prioridades en el conjunto de programas integrados que han de respaldarse, para evitar el inconveniente, común en la región, de tratar de alcanzar demasiados objetivos con recursos por demás escasos, en detrimento de la legitimidad y eficacia de

    determinado programa.


    • En América Latina los programas de incentivos suelen convertirse en derechos adquiridos, por lo cual deben ser una respuesta sólida a la estrategia de transformación productiva acordada, y no una respuesta ad hoc a grupos de presión especiales. A través de cláusulas de expiración se puede lograr que esos programas sean objeto de una evaluación y supresión automática cuando el apoyo deja de ser necesario o no se están alcanzando los objetivos.


    • La evaluación rigurosa de los programas de apoyo debe realizarse regularmente y tenerse en cuenta expresamente en el costo de un programa. En lo que respecta al impacto del programa, la evaluación debe efectuarse en relación con indicadores previos de los objetivos de transformación productiva, tales como productividad, calidad, productos y procesos innovadores y penetración en nuevos mercados. Se trata de una esfera de nuevos desafíos sumamente técnicos para los gobiernos, pero ineludible desde el punto de vista de la eficacia de las estrategias y la autonomía inherente del sector público.


    • A medida que la PI madure, los programas de incentivos se encaminarán cada vez más a respaldar la innovación para “dar el salto” a actividades o productos genuinamente nuevos y mejorados. Naturalmente, el respaldo correrá mayor riesgo de fracaso que en la hipótesis de un verdadero incrementalismo, por lo cual se requiere cierta tolerancia a las pérdidas; estas, de todos modos, pueden mitigarse a través de un adecuado diseño de la estrategia y de los programas, acompañado de una rigurosa evaluación. En actividades como la tendiente a descubrir nuevas actividades factibles desde el punto de vista del costo y la innovación, en que la experimentación es un objetivo clave, es probable que un programa de apoyo con un muy alto coeficiente de éxito sea defectuoso. No obstante, como vimos en Finlandia e Irlanda, si el diseño del programa es mayormente adecuado (y si la determinación de efectuar una evaluación rigurosa es un instrumento de apoyo decisivo) los subsidios contenidos en incentivos pueden ser, en realidad, una inversión en crecimiento que genere un retorno fiscal.


    • América Latina tiene que crear los instrumentos básicos utilizados por los casos de éxito que consideramos para evitar los riesgos de captura del Estado: i) creación de un servicio civil sumamente motivado y profesional; ii) una alianza público-privada que represente intereses diversos; iii) transparencia; iv) evaluación regular y rigurosa de la estrategia, de los organismos ejecutores y del impacto de los programas de apoyo, y v) códigos de conducta y procedimientos de prudencia para los actores públicos y privados de la alianza.


    C. ¿Por dónde comenzar?


    Los países de América Latina se encuentran en muy diferentes tramos de desarrollo, y existen diferencias entre las capacidades de sus Estados; ninguna de ellas coincide con las observadas en casi todos los casos de éxito que consideramos.


    No obstante, casi todos los países poseen experiencia en materia de intervenciones horizontales del Estado, y muchos han avanzado hacia una PI más focalizada “en pequeño” (fortaleciendo la ventaja comparativa existente y actividades ya emergentes con claros signos de éxito). Como se señaló, algunos países, como el Brasil y, en menor medida, Colombia y Chile, han emprendido PI también “en grande” (promoción de actividades, productos y sectores básicamente nuevos). Los gobiernos deberían procurar de inmediato mejoras incrementales en sus respectivos contextos actuales. Esto es donde nuestros tres pilares juegan un rol fundamental: visión estratégica basada en una alianza publica—privada sin captura por intereses especiales y un estado capaz de liderar y ejecutarla.


    En primer lugar, para tener estrategias inteligentes de transformación productiva debe invertirse más capital en fortalecer el diseño institucional y la gestión de las alianzas público-privadas, según algunos de los lineamientos mencionados, cuando existen y, cuando no existen, poniendo en marcha programas piloto experimentales a nivel nacional o sectorial. Profundizar la participación de las alianzas en la burocracia pública haciendo que formen parte de directorios y paneles asesores de organismos ejecutores debería constituir también uno de los objetivos. Cabría también recomendar menos vacilaciones en cuanto a internacionalización de la alianza fomentando la representación de multinacionales cooperadoras que ejecuten operaciones económicamente importantes de interés estratégico en el país, y creación de paneles asesores internacionales en esferas estratégicas, para contar con más antenas en redes internacionales.


    Segundo, paralelamente con el fortalecimiento del diseño y la gestión de alianzas, debería fomentarse una inversión en gran escala tendiente a reforzar la capacidad del Estado en las esferas arriba examinadas. Este aspecto debería tratarse con la urgencia propia de una “emergencia nacional”. Requerirá orientación política y construcción de consensos, ya que será preciso reasignar recursos públicos y movilizar nuevos recursos a través de una base tributaria más sólida que la que posee la mayoría de los países latinoamericanos.


    Tercero, como un aspecto estrechamente vinculado con los dos anteriores, los gobiernos deberían definir en forma más rigurosa el diseño y la administración de las intervenciones, para que contribuyan más eficazmente a mejorar el sector privado y se realicen en un contexto de prudencia que reduzca al mínimo el riesgo de captura del Estado por intereses especiales.


    Finalmente, los organismos multilaterales de desarrollo con sede en Washington, D.C. deberían reconsiderar su clásico escepticismo con respecto a la política industrial y hacer suyo ese concepto como instrumento históricamente válido, pragmático, de respaldo del proceso de equiparación de ingresos con países ricos. Ello no será fácil, ya que la senda que recorren es tributaria del pensamiento reinante en la era del consenso de Washington. No obstante, en los últimos años el pensamiento relativo a las políticas industriales ha evolucionado en forma pronunciada, y una moderna escuela de pensamiento tiene mucho que ofrecer a la región. Además, los países de América Latina están dando pasos tendientes a la exploración del instrumento de la PI. Es de esperar que los organismos multilaterales adapten sus propias ideas a esa evolución y ayuden a respaldar a América Latina para que esta vez las cosas se hagan bien.


    En las últimas décadas América Latina ha sido observador del desarrollo de los tigres asiáticos, celtas, y otros. Sin embargo si los países de la región logran un liderazgo político con el respaldo de una alianza público-privada representativa, con un Estado que crea progesivamente, pero con urgencia, la capacidad de aplicar la políticas de transformación económica y un poco de ayuda pragmática y aliento de sus amigos multilaterales, se podrán generar condiciones favorables para establecer las orientaciones estratégicas necesarias para “crear” tigres también enla región.
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cruciales de la vision estratégica son los de la TIC y el sector de la electricidad
y la electrénica. Fortalecimiento del marco institucional y la eficiencia de
sus servicios.

Nueva
Zelandia

Orientacion de la inversién en TIC innovadoras, actividades de biotecnologia
e industrias creativas.

Fortalecimiento de la colaboracion entre empresas, y con el mundo académico.
Impulso a la comercializacion de la innovacion. Aumento de la rentabilidad de
lainversion publica en innovacion.

Republica
Checa

Fortalecimiento de la investigacion y el desarrollo como fuente de innovacion.
Establecimiento de no mas de siete ambitos prioritarios para la inversion
publica en lainnovacién. Fortalecimiento de las asociaciones publico-privadas.
Capacitacién de recursos humanos. Mayor competitividad de la economia
mediante la incorporacién de innovaciones en la industria y en los servicios,
para alcanzar niveles préximos a los de los paises industrializados de la
Unién Europea. Mejoramiento de la administracion publica de la innovacién,
consolidando fuentes de financiamiento para investigacion y el desarrollo, y la
administracién del respaldo para la innovacién

Republica de
Corea

Reemplazo de una estrategia industrial orientada por el capital a otra
orientada por la innovacién, haciendo hincapié en la tecnologia y la eficiencia.
También se centra especialmente la atencion en los 193 productos con alto
potencial establecido.

Singapur

Aumento del gasto en investigacion y desarrollo, para llevarlo al 3% del PIB a
mas tardar en 2010. Focalizacion del gasto en un pequefio nimero de ambitos
en que puede ser competitivo: aglomeraciones existentes (electronica,
productos quimicos, ingenieria marina, biomedicina) y nuevos ambitos
basados en fortalezas competitivas y potencial de crecimiento: tecnologia del
agua, medios digitales interactivos. Equilibrio entre investigaciones basicas y
aplicadas. Continuo desarrollo de la investigacion privada y establecimiento
de vinculos de investigacion y desarrollo adicionales con empresas y
especialistas en investigacion del mundo.

Suecia

Mantenimiento de la posicion de vanguardia del pais en materia de investigacion
y educacién, haciendo hincapié en ciencia y matemticas. Establecimiento de
prioridades en ambitos de investigacion basica y aplicada. Mejores vinculos
entre las empresas y el mundo académico. Fortalecimiento de la innovacién
en las pymes
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investigacién de las de mediana alta tecnologia  y exportaciones
ydesarolo  exportaciones tecnologia (porcentaje  (porcentaje del
(porcentaje del  (porcentaje (porcentaje delas PIB)°
PIB)*  anual,endélares  delas  exportaciones de
constantes de  exportaciones de manufacturas)®
2000)° manufacturas)©

1996 1980 1990 1986 1990 1986 1990 1980 1990

2005 1989 2007 1989 2007 1989 2007 1989 2007
México 0,41 9,7 98 254 371 56 222 19,5 51,6
Costa Rica 033 57 92 55 112 31 181 480 855
£l Salvador 0,08 66 102 66 131 35 56 325 599
Rop. 16 64 185 51 05 773 898
Dominicana
Panama 032 01 51 20 22 16 22 1590 1562
Colombia 0,22 53 63 61 121 05 19 248 384
Pert 011 08 79 34 24 04 05 216 336
Chile 057 69 82 26 51 04 05 391 509
Argentina 043 32 76 13 160 22 23 100 199
Uruguay 0,27 37 6,6 253 98 07 15 230 373
Brasil 087 105 72 253 263 42 66 107 206
Venezuela
o Bl 037 02 10 32 60 01 04 385 465
Barbados 18 208 189 152 99 105,3
americatating 056 42 72 158 238 30 14 196 376

y el Caribe
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Ambito/pais  Alianza Tipo de Estructura
alianza
Argentina
No se registran alianzas
publico-privada en torno a
una estrategia nacional
Sectorial  Existen alianzas publico-
privadas a nivel sectorial
o regional, con objetivos
puntuales
Organismos Directorios de organismos
Barbados
Global Alianza social tripartita Formal Comité de alto nivel:
Pacto social sobre estructurada. primer Ministro, representante de.
la estabilidad de las empresarios, representante sindical
relaciones industriales, Reuniones trimestrales
el aumento del empleo, SRS 5
b isieds Comité nivel medi
la desigualdad y el 18 miembros de todos los
fortalecimiento del didlogo estamentos, pero de menor jerarquia
social y el desarrollo R e
Comité a nivel consultivo:
Amplia participacion, incluidos
parlamentarios
Reuniones anuales
Organismos ~Consejo Nacional de Promocién de politicas para aumentar
Productividad (tripartito) la productividad y preparacién de
DI ED D GFETaTES estudios a partir de temas debatidos
por la alianza social
Brasil
Global Consejo de Desarrollo Formal Representantes de los trabajadores,
Econémico y Social estructurada empresarios, movimientos sociales
(CDES) y gobierno, organizados por grupos
Asesoria a la Presidencia EIRLIEED
en materia de reformas del 102 consejeros escogidos por el
Estado y temas a mediano Presidente
y largo plazo
Sectorial  Consejo Nacional de Formal 14 ministros y 14 representantes
Desarrollo Industrial estructurada  de la industria
(CNDI)
Supervision de las politicas
de desarrollo industrial
Sectorial  Consejos y foros Formalad  Asociaciones empresariales
sectoriales y a nivel de hoc, peroen  sectoriales o tematicas, mas
estados procesode  representantes de organismos

Interlocucién pblico-
privada para la
implementacion del PDP

publicos sectoriales o tematicos

(continua)
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Republica de Corea (después de 1990)

Planes trienales

Repiblica Checa (antes de 1990)

Planificacion centralizada

Finlandia Planes trienales
Irlanda Planes septenales

Planes indicativos (complementarios e interactivos)
e que incluyen una *visin” de 30 afios, un plan que

abarca un marco de 10 afios y un plan
quinguenal presupuestado.

Republica de Corea (hasta 1993)

Planes quinquenales

Republica de Corea (1997 en adelante)

Dejaron de elaborarse planes nacionales, pero cada
ministerio tiene planes indicativos.
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Ministerio u organismos lider

Entidades ejecutoras

Promocion Ministério de Desarrollo, Agencia Brasilefia de Desarrollo Industrial
industrial Industria y Comercio Exterior  (ABDI), BNDES, SEBRAE, FINEP, APEX,
(MDIC) Camara de Comercio Exterior (CAMEX),
otros
Chile

Promocién de
exportaciones

Ministerio de Relaciones
Exteriores

Ministerio de Economia
Ministerio de Agricultura

ProChile

Corporacién de Fomento de la Produccion
(CORFO)

Servicio Agricola y Ganadero (SAG)

Innovacién  Consejo Nacional de INNOVA Chile
Innovacioniparalla Fundacién Chile, Comisién Nacional de
Competitividad Investigacion Cientifica y Tecnolégica
(CONICYT)
Colombia

Promocion de
exportaciones
y de la IED

Promocion de
competitividad

Promocion de

Ministerio de Comercio,
Industria y Turismo (MCIT)

Departamento Nacional de
Planeacion (DNP)

Departamento Nacional de
Planeacion (DNP)

Sistema Administrativo
Nacional de Competitividad

Departamento Nacional de

Promotora de Exportaciones (PROEXPORT)

Banco de Comercio Exterior (BANCOLDEX),
Fiduciaria Colombiana de Comercio Exterior
(Fidulcoldex)

Otros organismos regionales

Comisién Nacional de Competitividad (CNC)
Comisiones regionales de competitividad

Fondo Colombiano de Investigaciones.

innovacion Planeacion (DNP) Cientificas y Proyectos Especiales
Ministerio de Comercio, (Colciencias)
Industria y Turismo (MCIT) Fondo Colombiano para la Modernizacién y
Desarrollo Tecnologico de la micro, pequefia
y mediana empresa (FOMIPYME)
Costa Rica

Atraccion de
IED

Sector privado

Ministerio de Relaciones
Exteriores y Culto

Coalicién Costarricense de Iniciativas para el
Desarrollo (CINDE)

Promocion de inversiones locales e IED
CRProvee
Instituto Tecnolégico de Costa Rica (ITCR)

Promotora de Comercio Exterior de Costa
Rica (PROCOMER

Promocion de  Entidad piblica de caracterno  PROCOMER
exportaciones estatal

México

Promocion de  Secretaria de Economia PROMEXICO

exportaciones
e IED

Concentra en un organismo todos los
programas que ejecutaban diversos
organismos

(continua)
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Claridad del problema

¢Se han articulado los objetivos en forma clara y sin ambigiedad con miras a superar una
restriccion bien identificada?

Adicionalidad
(Esté claro que el programa incentivard el comportamiento deseado, que serd bien recibido por
los usuarios indicados y que la escala de financiamiento corresponde a las acciones y resultados
esperados?

Competencia
Ll programa debiera ser competitivo en términos de acceso? Para responder a ello, es necesaric
analizar la capacidad de definir objetivos en términos de beneficios sociales y de evaluar realmente
los méritos de propuestas alternativas, costos de administracion y el posible comportamiento
estratégico de los usuarios para obtener un trato preferencial indebido.

Consistencia

(Cusles son las posibles interacciones con otros programas y cémo se integra en la cartera total
de acciones de apoyo al objetivo identificado?

Duracién

¢Qué duracién deberia tener el programa para lograr el objetivo y resultados sostenibles? ¢Cabe
preguntarse si existe un ciclo natural para el desarrollo del objetivo y, por ende, si el programa
debe aplicarse por segmentos? ¢ Existe un plan para la conclusién del programa?

Calculo del riesgo
¢Se ha evaluado el riesgo de fracaso del programa en el contexto de su beneficio potencial?
Si se estima que tanto el riesgo como el beneficio son altos, quiza convenga empezar con un
programa experimental y, si este es satisfactorio, aplicarlo en forma piloto a escala industrial
antes de lanzarlo plenamente.

Manejo del riesgo

¢Se ha velado por que no se produzcan conflictos con los objetivos de otros programas, tanto
dentro como fuera de la cartera de programas del eje de exportacion apoyado? Frente a Ia
posibilidad de captura por grupos de interés, ¢se tiene un “plan de salida’ para poder finalizar
el programa segiin el éxito o el fracaso en la consecucion de los objetivos? Una mecanica que
puede considerarse para este propésito es el establecimiento de una vigencia especifica (sunsef
clause) que exige una evaluacion automatica de la conveniencia de continuar o eliminar el
programa. También debe anticiparse el modo en que los usuarios pueden abusar del programa,
por ejemplo, mediante estudios en que se examina el comportamiento real de los agentes en el
mercado afectado.

Administracion

(El disefio del marco administrativo es proporcional a la complejidad y el riesgo del programa
para evitar un exceso de injerencia burocratica, que desanimaria el uso del instrumento (como la
indebida lentitud en la tramitacion de solicitudes y el desembolso de recursos dados los montos
solicitados o la oportunidad temporal)? Cuando sea necesario exigir a los beneficiarios que
presenten informes, estos deberan tratar de aplicar los procedimientos utilizados normalmente
en el sector.
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Pais Tipo de alianza Participantes Medios de interaccion
Australia  Formalyad i) Gobierno- Convocatoria especial de cumbres,
hoc empresas-mundo. comisiones y consejos
académico-sindicatos
(antes de 1996)
i) Gobierno-
empresas-mundo
académico (después
de 1996)
Espafia  Informaliticita Gobierno-empresas- ~ Sobre todo informales o tacitos
mundo académico  mediante la comunicacion con gremios
y asociaciones empresariales y, en
algunos casos, con cofinanciamiento
del gobierno. En la década de 1980
habia estructuras formales extensas de
consulta como forma de preparacién
para el ingreso a la Unién Europea,
que contribuyeron al consenso sobre la
estrategia de internacionalizacion que
existe hasta hoy
Finlandia ~ Formaly Gobierno-empresas-  Participacion en un Consejo de politica
estructurada  mundo académico-  cientifica y tecnolégica (STPC) y en los
sindicatos directorios de organismos especializados
que suministran insumos. En enero
de 2009 se reformé el STPG, que se
convirtié en el Consejo de investigacion
innovacion.
Irlanda Formal y Gobierno-empresas-  Foros permanentes de muy alto nivel,
estructurada  mundo académico-  como el Consejo nacional econémico
sindicatos- y social (NESC), el Consejo nacional
organizaciones no  de competitividad (NCC) y el Grupo de
gubernamentales expertos sobre calificacion del sector

laboral del futuro (EGFSN), entre otros.
También mediante la participacion en

el directorio de Forfas (que en el sector
publico elabora estrategias de insercion
internacional). Ademas, el plan nacional
se somete a

extensos anlisis con los representantes
sociales

(contintia)
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Australia

Fortalecimiento del sistema nacional de innovacién para una mas eficaz
difusion de nuevas tecnologias, procesos e ideas; respaldo para una “cultura®
de colaboracion con el sector de la investigacion y entre investigadores y
empresas; mayor colaboracion internacional sobre investigacion y desarrollo
de empresarios e investigadores; mejoras en cuanto a elaboracién de politicas
y prestacion de servicios. Diversificacion y aumento del valor agregado en
sectores basados en recursos naturales. Desarrollo de la biotecnologia y
laTIC.

Espaiia

Cierre de la brecha en materia de innovacién e investigacién y desarrollo con
respecto a los paises de la Unién Europea en el marco de Ia Estrategia de
Lisboa y de acuerdos sobre el uso de financiamiento de la Unién Europea.

Finlandia

Ampliacién de Ia estrategia basada en sectores, orientada por la tecnologia,
mediante una politica de innovacién de amplia base que contribuya a crear
las condiciones previas necesarias para el funcionamiento de modelos en
que se combinen las necesidades de usuarios, consumidores y ciudadanos,
junto con el conocimiento, la creatividad y la competencia. Los principales
objetivos consisten en hacer del pais un pionero en actividades de innovacion
y lograr un desarrollo de la productividad basado en innovaciones. Finlandia
ya ha orientado el desarrollo y la innovacién en materia de tecnologia hacia
el sector de la forestacion, la metalurgia, las TIC, la biotecnologia, los nuevos
materiales para software, la nanotecnologia, los servicios prestados con uso
intensivo de conocimientos y los sectores de bienestar social

(continta)
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Pais

Organismos de disefio e implementacion de la estrategia de
desarrollo exportador

Finlandia

Irlanda

Malasia

Republica Checa

Republica de Corea (hasta 1993)

Republica de Corea (después
de 1993)

Singapur

1. Consejo de politica cientifica y tecnolégica (STPC)*
2. Ministerio de Industria y Comercio (MIT)®

1. Ministerio de Empresa, Comercio y Empleo (DETE)
. Forfas

- n

Ministerio de Industria y Comercio Internacional (MITI)

Ministerio de Ciencia, Tecnologia e Innovacién (MOSTI)
. Unidad de planificacion econémica (EPU)

1. Ministerio de Industria y Comercio (MIT)
2. Consejo nacional de investigacién y desarrollo (NCR&D)

Direccién de planificacién econémica (EPB)

1. Consejo nacional de ciencia y tecnologia (NSTC)

2. Ministerio de Ciencia y Tecnologia (MOST)
1. Consejo de desarrollo econémico (EDB)
2. Consejo de investigacion, innovacion y empresa (RIEC)

3. Fundacion nacional de investigacion (NRF)
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Pais

Tipo de alianza

Participantes

Medios de interaccion

Australia

Espaiia

Finlandia

Irlanda

Malasia

Nueva
Zelandia

Republica
Checa

Republica
de Corea

Singapur

Suecia

Hibrida (formal
y estructurada;
informal/tacita)

Hibrida (formal
y estructurada;
informal/tacita)

Formal y
estructurada

Formaly
estructurada

Hibrida (formal
y estructurada;
informaltacita)

Formaly
estructurada

Formaly
estructurada

Formal
estructurada;
informalltacita
Formal y
estructurada

Informal/tacita

Sector empresarial y
mundo académico

Sector empresarial y
mundo académico

Sector empresarial, mundo
académico y sindicatos

Sector empresarial y
mundo académico

Sector empresarial, mundo
académico

Sector empresarial y, en
algunos casos, sindicatos

Sector empresarial, mundo
académico y ciertos
comités de seguimiento,
incluidos sindicatos

y organizaciones no.
gubernamentales

Sector empresarial y
mundo académico

Sector empresarial y
mundo académico

Sector empresarial y
mundo académico

El sector privado participa muy
activamente y cumple funciones
operativas en los directorios de los
organismos piblicos, apoyando

la investigacion y el desarrollo

yla innovacién. Predominan los
contactos informales en otras areas
Formales en el area de fomento

de exportaciones mediante la
participacion reciente en el directorio
del Instituto Espatiol de Comercio
Exterior (IGEX) e informales con los
gremios y en el area de la innovacion
Participacion en directorios de
organismos de ejecucion con
responsabilidades operativas
Participacion en directorios de
organismos de ejecucion con
responsabilidades operativas
Participacion en directorios de
organismos de ejecucion con
responsabilidades de asesoramiento
y contactos informales

Participacion en directorios de
organismos de ejecucién con
responsabilidades operativas
Participacion en directorio de Czech
Invest (solo en calidad de asesor)

y en comités de seguimiento de
programas. El consejo de IyD guia la
estrategia de innovacién

Para la innovacién es el consejo
nacional de ciencia y tecnologia

Participacién en directorios de
organismos de ejecucin (solo en
calidad de asesor) y en consejos
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Asamblea
Integrada por todos los miembros

Consejo Directivo

Presidente Consejo Privado
de Competitividad
Hemando José Gomez

Asistente Relaciones Piblicas
y Comunicaciones.
Maria Andrea Palacio

Asistente administrativa
Vicepresidente Ejecutivo | | Vicepresidente Técnico

Javier Gambra Juan Mauricio Ramirez

Secretaria recepoionista

Investigadores asociados | | Investigadores asociados
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Ambito/pais  Alianza Tipo de Estructura
alianza
Chile
Global Varias mesas de didlogo  Formal ad
establecidas en distintas  hoc
oportunidades y para tratar
temas especificos
Global Consejo Nacional de Formal La alianza se expresa a nivel del
Innovacién estructurada  ejecutivo y de las bases, en los
BerEen e R esEEs directorios de las aglomeraciones y
v e en la participacion en las Agencias
falpree dentalan e oiicas Regionales de Desarrollo Productivo
del rea CRER)
Sectorial  Foro de Desarrollo Formal Alianza tripartita: gobierno-sindicatos-
Productivo estructurada  empresas
Consejo para el desarrollo 24 consejeros, presidido por el
productivo (1994-1999) Ministro de Economia
Colombia
Global Consejo Nacional de Formal Integrado por representantes de las
Planeacion estructurada  distintas agrupaciones que configuran
Busqueda de consensos [ Eszeelclil
en torno al Plan Nacional
de Desarrollo
Global Comisién Nacional de Formal 23 miembros, presidida por el
Competitividad estructurada  Presidente de la Republica y con
(T e participacion de empresarios,
PERER 2 ambito académico, sindicatos,
Ja productividad y la entidades publicas, organizaciones
G CEe privadas y comisiones regionales de
competitividad
Costa Rica
Desde finales de los afios  Informal y
noventa, acuerdo sociala  tacita
largo plazo en tomo a la
necesidad de diversificar
las exportaciones mediante
Ia atraccion de IED. Esto
iltimo es el elemento
central de la estrategia
Organismos Directorios de organismos
México
Conslta de la Presidencia Formalad La participacion privada se da
hoc mediante consultas y negociaciones
con camaras empresariales,
sindicatos y sociedad civil
Panama

(contintia)
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Ejes estratégicos

Instrumentos

Innovacion Fondos mixtos y sectoriales.
Becas de formacion de cientificos y tecnélogos
Financiamiento de la investigacion cientifica
Donaciones, subsidios a la innovacion y el desarrollo tecnologico
Programas y fondos especiales
Crédito fiscal al sector industrial

Pert

Promocién de
exportaciones

Promocién de
la innovacion

Crédito fiscal, reintegro de derechos, exencién de impuestos en
zonas francas, reintegros de

distinto tipo

Herramientas para el analisis de la competitividad, ferias
internacionales, programas de capacitacion, talleres
especializados

Financiamiento de misiones tecnolégicas, compras de aparatos y
equipos de investigacion, financiamiento de empresas individuales
y asociadas para fomentar innovacion
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Ministerio u organismos lider

Entidades ejecutoras

Argentina

Promocién de
exportaciones

Promocion e
innovacién

Promocién de
la IED

Secretaria de Industria,
Comercio y pyme

Ministerio de Ciencia y
Tecnologia

Subsecretaria de Industria

Secretaria de Agricultura,
Ganaderia, Pesca y Alimentos
(SAGPYA); Secretaria de
Mineria

Subsecretaria de Politica y Gestion Comercial
Fundacién Expo.Ar

Agencia Nacional de Promocién Cientifica

y Tecnolégica (ANPCyT); Instituto Nacional

de Tecnologia Agropecuaria (INTA); Instituto
Nacional de Tecnologia Industrial (INTI); otros

ProsperAr: organismo de atraccién de IED

Barbados

Promocion del
turismo

Promocién de
la IED

Promocién de
pyme

Innovacion

Ministry of Tourism and
International Transport

Ministry of Economic Affairs
and Development (MEAD

Barbados Agency for
Microenterprise Development

Ministry of Trade, Industry and
Commerce

Barbados Tourism Authority (BTA)
Barbados Tourism Investment Inc. (BTII)
Invest Barbados

Fund Access

National Council for Science and Technology

Brasil

Promocion de
exportaciones

Ministerio de Desarrollo,
Industria y Comercio Exterior
(MDIC)

BNDES, Banco do Brasil, bancos regionales,
agentes financieros del BNDES y Seguradora
Brasileira de Crédito a Exportagdo (SBCE)
Agencia Brasilefia de Promocién de las
Exportaciones (APEX-Brasil) Servicio
Brasilefio de Apoyo a las micro y Pequefias
Empresas (SEBRAE)

Promocion de
innovacion

Ministerio de Ciencia y
Tecnologia

Consejo Nacional de Investigacion (CNPg)

Empresa Brasilefia de Investigacion
Agropecuaria (Embrapa)

Coordinacién de mejoramiento de la
educacion superior (CAPES)

Fundacion Oswaldo Cruz (FIOCRUZ),
Fondo Nacional para el Desarrollo
Cientifico y Tecnolégico (FNDCT)/Fondo
para el Financiamiento de Estudios y
Proyectos (FINEP), Fundacion de Apoyo a
la Investigacion del Estado de Sao Paulo
(FAPESP)

(continta)
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Ambito/pais  Alianza Tipo de Estructura
alianza
Global Concertacion Nacional Formal Consejo integrado por 58
para el Desarrollo estructurada representantes de empresas,
T gremios, iglesia, sectores sociales,
estrategia nacional partidos politicos, gobicrno central y
e gobiernos locales
Pert
Global Acuerdo Nacional Formal Representantes del gobierno
Asesoriaal gobiemoen  structurada nacional, partidos politicos,
PR B e gremios empresariales, sindicatos,
s universidades, iglesia, colegios
profesionales.
Global Consejo Nacional de Formal Consejo Directivo: Presidente
Competitividad estructurada  del Consejo de Ministros, ocho
ErrTiT ke Ministros de Estado, Presidente del
privado impulsor de Instituto Nacional de Defensa de la
et Competencia y de Proteccion de la
Propiedad Intelectual (INDECOPI),
cuatro representantes del sector
empresarial y de la fuerza laboral
Global Comisién multisectorial  Formal Instancia publico-privada a cargo
permanente para la estructurada  de la ejecucion de los planes

elaboracién y monitoreo
del Plan Estratégico
Nacional de Exportaciones
(PENX)

operativos regionales, sectoriales
y nacionales de exportacion
Integrado por Ministerio de Comercio
Exterior y Turismo, asociaciones de
exportadores y otros organismos del
sector privado
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para ciencia qubemamentales extension exportaciones:
investigacién Créditos. (commercial ready) Austrade:
tributarios para la CRC e
investgacionyel  Programa delfondo
desarrollo de inversién para la EFIC
innovacion (IIF)

CSIRO; corporaciones rurales de investigacion y desarrollo; intercambio de innovacion [ )
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Atraccion de inversion
extranjera

Internacionalizacién
de empresas

Promocion de
exportaciones

Innovacion

Australia ~ Comision Australiana  Varios organismos AUSTRADE Varios organismos.
de Comercio
(AUSTRADE) (forma
parte del Ministerio de
Asuntos Exteriores y.
Comercio)
Espafia  Organismos de Instituto espaiol de  Instituto espariol ~ Centro para
las comunidades comercio exterior  de comercio el desarrollo
autonomas (ICEX) y organismos  exterior (ICEX)  tecnolgico industrial
de las comunidades y organismos de  (CDTI) y organismos.
autonomas las comunidades  de las comunidades
auténomas auténomas
Finlandia  Invest in Finland Ministerio de Academia de
Relaciones Finlandia, TEKES
Exteriores/Finpro
Wanda  Organisio de Enterprise lieland (EN) Fundacion irlandesa
desarrollo industrial de ciencias (SFI)
(IDA Ireland)
Malasia ~ MIDA Varios organismos  MATRADE Varios organismos
Nueva  NZTrade and NZ Trade and Enterprise Varios organismos.
Zelandia  Enterprise (por
medio de Invest New
Zealand)
Republica Czech Invest Czech Invest Czech Trade Varios organismos
Checa
Repiblica Organismo coreana  Varios organismos  KOTRA Varios organismos.
de Corea  de promocién del
comercio y las
inversiones (KOTRA)
Singapur ~ Consejo de desarrollo  Junta de normas, International A'STAR
econémico (EDB) Singapore Consejo de
innovacion (SPRING aeariolls
SEETETR) econmico (EDB)
Suecia  Agenciasuecapara  Agencia sueca parael Consejosuecode Consejo sueco de

la inversion (Invest in
Sweden Agency, ISA)

desarrollo industrial y
tecnologico (NUTEK)

comercio

investigacién
Agencia
gubernamental

sueca para sistemas
de innovacién

(VINNOVA)
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Politicas, programas e incentivos

Otros servicios.

Creacién de una oficina integrada de
representantes de diferentes ministerios y
organismos para la atencion y resolucion de
problemas relacionados con programas y
regulaciones publicas, servicios posteriores a
la inversion

Innovacién

Asistencia técnica

Promocion de la
innovacion en
sectores clave

Fomento de
inestigacion y
desarrollo

Atraccion de talentos

Becas de estudio

Comercializacién de
conocimientos

Asesoramiento a empresas mediante la
capacitacion en gestion y el disefio de una
estrategia para la innovacién

Incubadores y disponibilidad de laboratorios de
pago cn funcién del uso

Fondos de investigacién colaborativa para
aglomeraciones o consorcios

Finaciamiento concursable

Subsidios, crédito tributario,
financiamientos concursables.

Fondos colaborativos de empresas y
universidades, institutos de investigacion y
centros de excelencia

Exoneraciones tributarias o créditos tributarios.

Subsidios para conferencias y talleres e
Investigadores principales

Programas para contratar investigadores de
alto nivel en el extranjero o colaborar con
proyectos nacionales

Diversos fondos para becas

Capacitacion sobre propiedad intelectual

Capital semilla
Redes de contactos de inversionistas

Capacitacién en gestion empresarial de
la innovacién
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Planeamiento

Consejo de politica <

cientifica y tecnologica

Gobierno

Lineamiento para 3 afios \%

Ministerios:
Educacion, Comercio e Industria,
Finanzas y otros

Imgllementacion

==

Objetivos y acuerdos anuales

Il

Instituciones:
Academia de Finlandia, TEKES, Centro de
investigacion tecnodgica de Finlandia (VTT),
universidades. institutos sectoriales

Informes anuales
y semianuales y
retroalimentacion
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1820 1870 1913 1920 1950 1965 1973 1980 1990 2000
PIB per cépita, por regién (Délares)

Europa occidental 1232 1974 3473 4111 4579 8441 11416 13197 15966 19002
Estados Unidos, 1202 2419 5223 6673 9268 12967 16179 18060 22345 27065
Australia, Nueva
Zelandia y
Canada
Japén 669 737 1387 2026 1921 5934 11434 13428 18789 21069
Asia (sinincluiral 577 550 658 634 936 1226 1494 2117 3189
Japén)
América Latina 692 681 1481 2034 2506 3439 4504 5412 5053 5838
Europaorientaly ~ 688 941 1558 1570 2602 4333 5731 6231 6455 4778
laex U.R.S.S
Africa 420 500 637 894 1164 1410 1536 1444 1464
Mundo 667 875 1525 2111 3233 4091 4520 5157 6012

Disparidades interregionales (en porcentajes)
América Latina/ 551 279 279 295 262 256 27 201 218 208
Estados Unidos
América Latina/ 1037 778 9711 1187 1064 1101 1197 980 974
mundo
América Latina/  164,8 1362 2325 2803 2054 3194 23523 3499 39838
Africa
Ameérica Latina/ 1199 1238 2251 3953 3674 3674 3622 2387 1831
Asia (sin incluir al
Japon)
Participacion de 22 25 44 78 8 87 98 83 84

América Latina
en la produccion
mundial (en
porcentajes)
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Ejes estratégicos

Instrumentos

Promocion de la inversién
extranjera directa

Trabajo de difusion pasivo
Programas de atraccion hacia actividades prioritarias
Subsidios a la inversion (CORFO)

Colombia

Promocion de  Incentivos
exportaciones financieros
Incentivos
tributarios

Otros
incentivos

Promocion  Incentivos
de la financieros
competitividad
y la innovacion

Financiamiento a la exportacion, servicios fiduciarios, seguros
Certificados de reembolso tributario

Desgravaciones impositivas, facilitaciones aduaneras y al
comercio exterior en general

Zonas Econémicas Especiales de Exportacion (ZEEE), Programas
Especiales de Exportacion (PEX)

Convenios de competitividad exportadora

Cofinanciamiento de proyectos empresariales, financiamiento de
la investigacion cientifica
Donaciones, subsidios, créditos

Costa Rica

Atraccion de inversion
extranjera

Sistemas de perfeccionamiento de activos

Acuerdos especificos con empresas multinacionales sobre
otorgamiento de beneficios a la inversion

Establecimiento de parques industriales

Creacién de infraestructura

Establecimiento de zonas francas

Exenciones impositivas

Promocin del comercio
exterior

Disefio y coordinacion de programas de atraccion de IED y
fomento de la exportacion

Apoyo téenico y financiero al Ministerio de Comercio Exterior para
administrar los regimenes especiales de exportacién.

Programa Costa Rica Provee: encadenamientos productivos con
empresas multinacionales

México

Promocion de
exportaciones

Créditos pre y post embarque, financiamiento de activos y de
desarrollo de productos, financiamiento de pymes, seguros
Fondo de Proyectos Productivos para el Desarrollo Econémico
(FOPRODE)

Reintegro de derechos, exencion del impuesto al valor agregado
Programa de Concertacién con Empresas Altamente
Exportadoras (ALTEX) (reducciones impositivas)

Fomento de la Industria Manufacturera, Maquiladora y de
Servicios de Exportacion (IMMEX)

Programas de Importacion Temporal para Producir Articulos de
Exportacién (PITEX)

Promocion de la venta de productos en el exterior

(continaa)
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